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Ohjetivos:

El ascenso del protagonismo de las colectividades territoriales, sobre
todo regionales, en la vida de los Estados democriticos
contempordnecs es algo fuera de toda duda. Y, en una perspectiva de
Union Europea - o, por decirlo con palabras del Tratado de Maastricht,
de esa "nueva etapa en ¢l proceso creador de una unidn cada vez mds
estrecha entre los pueblos de Europa, en la cual las decisiones serdn
tomadas de la forma mads préxima posible a los ciudadanos”-, la
revalorizacion del papel de los Linder, Regiones, Cantones vy
Comunidades Autdnomas en cuanto instancias de decisién operativas
por su cercania a los problemas inmediatos de la ciudadania en un
contexto de descentralizacidn politica y de cooperacién entre las
instituciones en el seno de cada Estado, es algo que reclaman cada vez
con mayor insistencia las propias instancias europeas.

Por ello, parece muy oportuno gue, en fal contexlo, se intente en
Espafia, Estado de estructura compleja que es miembro de las
Comunidades Europeas y del Consejo de Europa, una reflexion serena
y ponderada sobre el papel de las autonomias territoriales tanto en lo
que concierne a su participacién en la gestién de la accién exterior del
Estado como en lo tocante a su intervencién en el proceso de
formacidn de la voluntad estatal de cara a Ia adopcidn de las politicas
y las regulaciones supranacionales en el seno de las Comunidades
Europeas.

Con vistas a ello, y en un momento en que se estin debatiendo
algunos aspectos del funcionumiento del sistema constitucional
espafiol en lo que respecta a las refaciones entre el Estado y las
Comunidades Auténomas, La Universidad Carlos [1f de Madrid vy la
Universidad del Pais Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea han
considerado conveniente organizar un encuentro en el cual
especialistas procedentes del mundo académico y del campo de la
politica se sienten juntos y expongan, desde sus respectivas
experiencias, sus opiniones sobre las vias mds idéneas para reforzar el
papel regional en las proyecciones internacional y europea del Estado
y para introducir o, en su caso, mejorar aquellos cauces institucionales
de colaboracién entre las instancias estatal y astondmica.

Para facilitar esta reflexién se ha considerado imprescindible el
conocimieato detallado de las experiencias de otros Estados europeos
de estructura compleja como la Repiiblica Federal de Alemania,
Bélgica, Suiza, Austria e Italia. Por eso el Seminario cuenta con la
participacion de destacados expertos académicos de estos Estados.

Aspectos organizativos:

El Seminario estd previsto que cuente aproximadamente con un
centenar de participantes  procedentes de las Instituciones
Comunitarias y 6rganos legislativos y gubemnamentales del Estado
espaiiol y de las Comunidades Auténomas, asi como con especialistas
universitarios en Derecho internacional, constitucional y
administrativo.

La organizacién del Seminario falicitardA a los participantes
informacién sobre las posibilidades de alojamiento en hoteles
concertados.

La organizacidon del Seminario ofrecerd a los participantes un
servicio gratuito de traslado desde estos hoteles a la Universidad
Carlos I de Madrid.

Los dias 13 y 14 de Abril, entre las sesiones de maiana y de tarde,
las Universidades organizadoras ofrecerin una comida a los
participantes en el Seminario.

Las conferencias presentadas en el Seminario por los ponentes serdn
objeto de una publicacién del Instituto Vasco de Administracion
Publica que serd remitida a los participantes.

INSCRIPCIONES:

Para participar en el Seminario resulta necesario cumplimentar
el "boletin de inscripcién” y remitirlo, preferentemente via fax,
a la Secretaria del Seminario, con anterioridad al 28 de Marzo
de 1994,

INFORMACION Y SECRETARIA:

Para realizar la inscripcion y solicitar cualquier informacién
sobre €l Seminario dirigirse a la Secretaria del mismo.

Srta. Diia. Tsabel Sdnchez

Facultad de Ciencias Sociales y Juridicas
Universidad Carlos I1I de Madrid

Calle Madrid, 126

28903 GETAFE

Tel.: (91) 624 96 85

Fax: (91) 624 98 77

/. Madrid. 126 . 28903 Getafe
MADRID . ESPANA

Tel: (Y15 624 96 85 . Fax: (91) 624 98 77
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| ) | La Accion exterior '
| - , | — Liéinder, Regiones, Cantones
o : : | - ' Liinder, Erregio, Kantoi Eta .. -
o G Komunitarioa Eta Kanpo F-_ -
MARTES, 12 DE ABRIL o MIERCOLES, 13 DE ABRIL |

. 1530h.: Acto de Apertura Sesion de mafiana:

T _ ALEMANIA .
. Intervencién del Excmo. Sr. D, Joaquin Leguina, L
o Presidente de 1a Comunidad de Madrid. 10,90 - 11,00 h.
’ "La accidn exterior de los Ldnder y su participacion en la
i ITALIA celebracion de tratados intenacionales”.
L Ponente: Profesor Dr. D, Christian Starck
“ 16,00 - 17,00 b Catedratico de Derecho Piblico.

' Universidad de Gottingen.

"Lineas de evolucidn futura en Italia en la accion exterior
de las Regiones y en su participacion en el proceso de 11,00 - 11,30 h.: Pausa.
d adopcion de decisiones de la Unidn Europea”.
e Ponente: Dra. Diia. Maria Valeria Agostini. 11,30 - 12,30 h.
4 Investigadora en el Instituto di Affari Internazionali de
_ it ‘Roma. - . "La participacion de los Linder en el proceso de adopcion
3 Funcionaria del Senado Italiano. de decisiones de la Unidn Europea”. :
, 4 Ponente: Dr. D, Dian Schefold. % -
. : 17,00 - 17,30 h.: Pauga, Cat_edrc’lt‘ico de Derecho Piblico.
Universidad de Bremen.
R ESPANA
, 12,30 h.: Coloquio .
j 3 17,30 - 18,30 h. :
& Moderador de la sesidn: 3
o "La accidn exterior de las Comunidades Autonomas y su Dr. D. Manuel Pérez Gonzilez. . :
3 participacion en la celebracion de tratados Cat.edral_lco de Derecho Intemacional Publico. :-
i Internacionales”. Universidad Complutense de Madrid. N
-3 Ponente; Dr. D. Oriol Casanovas La Rosa, . . L
i« Catedratico de Derecho Internacional Piblico. Sesion de tarde: L
e Universidad Pompeu Fabra, Barcelona. .
8 AUSTRIA
“ 18,30 - 19,30 h. Pl
‘ % 1530- 16,30 h. S
B 4 "La participacion de las Comunidades Autonomas en el St
: o proceso de adopcidn de decisiones de la Union Europea”. “La accidn exterior de los Linder y su participacién en la L
Y Poneate: Dr. D. Luciano Parejo Alfonso. celebracion de tratados internacionales”. .
1 Catedritico de Perecho Administrativo. Ponente: Dr. D, Wolfgang Burtscher.
'.-. Universidad Carlos T11 de Madrid. Director de la Seccién para las Relaciones Internacionales : )
- o y para los Asuntos de las Comunidades Europeas del Land e
: 19,30 h.: Coloqulo. de Vorarlberg. :
‘ Moderador de la sesién: 16,30 - 17,30 h. L D
o Dr., D. Fernando Marvifio Menéndez. :
Cz_itedreitico de Derecho lntcrnz_icional Pﬂb!ico. "Los Léinder austriacos y la Unidn Europea”,
. - A D:r_ector_ del Instituto de Estudlqs Internacionales. Ponente: Dr. D, Ignaz Seidl-Hohenveldern. j'
"4 Universidad Carlos IIl de Madrid. Profesor Emérito de la Universidad de Viena.
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y comunitaria de los |
3y Comunidades Auténomas e

-Elkarte Autonomoen Ekintza

‘{kintzari Buruzko Mintegia

17,30 - 18,00 h.: Pausa.
SUIZA
" 18,00 - 19,00 h.

"La accidn exterior de los Cantones suizos y su
participacidn en la celebracidn de tratados
internacionales”.

Ponente: Dr. D. Nicolas Michel.

Catedritico de Derecho Internacionat y de Derecho Europeo.

Universidad de Friburgo.
19,00 h.: Coloquio.

Moderador de 1a sesion:

Dra. Diia. Araceli Mangas Martin,
Catedritica de Derecho Internacional Pdblico.
Universidad de Salamanca.

JUEVES, 14 DE ABRIL
Sesién de maifiana:
BELGICA
10,00 - 11,00 h.

"La accidn Exterior de las Comunidades y Regiones y su
participacion en la celebracion de tratados
internacionales"”.

Ponente: Dr. D. Yves Lejeune.

Catedritico de Derecho Prblico.

Universidad Cat6lica de Lovaina.

11,06 - 11,30 h.: Pausa.
11,30 - 12,30 h.

"La participacion de las Comunidades y Regiones en el
proceso de adopcion de decisiones de la Unidn Europea”.
Ponente: D, Jean-Louis Van Boxstael.

Aspirante al Fondo Nacional de Investigacion Cientifica.
Departamento de Derecho Internacional.

Universidad Catdlica de Lovaina.

12,30 h.: Coloquic

Moderador de la sesién:

Dr. D. Francisce Aldecoa Luzarraga.

Catedritico de Relaciones Internacionales.

Universidad del Pafs Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea.

Sesion de tarde:

CLAUSURA DEL SEMINARIO.
16,00 - 17,00 h.: Conferencia de Sintesis.

"La accién exterior y comunitaria de los Linder,
Regiones, Cantones y Comunidades Autonomas”,
Ponente: Dr. D. Manuel Pérez Gonzilez.
Catedrdtico de Derecho Internacional Piblico.
Universidad Complutense de Madrid.

17,00 - 18,30 h.: Mesa redonda.

"Las perspectivas de desarrollo de la accidn exterior de
las Comunidades Auténomas y su participacion en la
Unidn Europea”.

Participantes:

- Excmo. Sr. D. Jerénimo Saavedra, Ministro para las
Administraciones Priblicas.

- Sr. D. Ifiaki Anasagasti, portavoz del Grupo Parlamentario
Vasco.

- Sr. D. Miquel Roca i Junyent, portavoz de Convergéncia i
Unié.

- Ilmo. Sr. D. Carlos Westendorp, Secretario de Estado para
las Comunidades Europeas.

- Sr. D. José Maria Gil-Robles y Gil-Delgado, Presidente de
la Comision de Asuntos Institucionales del Parlamento
Europeo.

Moderador: Magnifico y Excelentisimo Sr. Rector de la
Universidad Carlos 11l de Madrid, D. Gregorio
Peces-Barba Martinez

18,30 h.: Acto de clasura.

- Intervencidn del Excmo. Sr. D, José Antonio Ardanza
Garro, Lehendakari del Gobierno Vasco

- Clausura del Seminaric por los Excelentisimos y
Magnificos Sres. Rectores de la Universidad Carlos 111 de
Madrid, D. Gregorio Peces-Barba Martinez, y de la
Universidad del Pais Vasco/Euskal Herriko Unibersitatea,
D.Juan José Goiriena de Gandarias y Gandarias.
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Los linder alemanes y la competencia exterior
Profesor Dr. Christian Starck, Gotinga

Sumario

Competencias de los linder ante los tratados de derecho internacional (Art.
32 de la Constitucién)

Estados federados y competencia exterior

Distribucién de competencias por el art. 32 de la Constitucién
Ejecucién de tratados de derecho internacional

El tratado de Lindau de 1957

Un ejemplo prdctico

Esfuerzos infructuosos por conseguir una modificacién del art. 32 de la

Constitucién

Derecho de influencia y competencias de los linder en la transmisién de

derechos de soberania
Participacidn del Bundesrat (Art. 23, pdrrafo 1, frase 2 de la Constitucién)

Trasferencia de derechos de soberania por parte de los linder (Art. 24,
pirrafo 1a de Ia Constitucién)



1- Competencias de los linder ante los tratados de derecho internacional
1-  Estados federados y competencia exterior

La doctrina general del Estado tiende a considerar que en los estados federados
las relaciones exteriores solo las regula la Federacién'. Solo en el territorio nacional de
la Federacién habrfa una distribucién de competencias entre la Federacién y los estados.
Esta observacién es demasiado general para ser correcta. Pero la historia nos ensefia
otra cosa cuando observamos la diferencia entre el estado federal en América del Norte
y €l Reich alemdn después de 1871, que también era un estado federal. Mientras que
la unién americana en el siglo XVIII estaba formada por 13 estados, antiguas colonias
de Inglaterra que hacfa poco habian alcanzado su independencia y no podian establecer
relaciones en politica exterior?, el Reich alemdn de 1871 fue una creacién de los
monarcas alemanes soberanos, que habfan cuidado una red altamente desarrollada de
relaciones exteriores. En la constitucién del Reich del 1871 faltaba una reglamentacién
expresa sobre las relaciones exteriores de los miembros de la federaci6n; pero en la
préctica se reconocfa su competencia para suscribir tratados internacionales, ya que este
derecho no se les habia retirado a los miembros de la federacién®. Pero estos tratados
separados no podian contradecir las leyes ni los tratados del Reich, ni tampoco afectar
a una materia que hubiese sido trasferida exclusivamente a la supervisién o la

legislacion del Reich®.

En la seccién sexta de la Constitucion de Weimar, que trataba sobre la
administracién del Reich, se incorporé una norma que dejaba en manos de los linder
en el dmbito de la legislacién regional el derecho a celebrar tratados con estados
extranjeros’. Los comentaristas vieron ah{ una confirmacién del cardcter estatal de los
linder®. El articulo 32 de la Constitucién enlaza con la reglamentacién de Weimar. En
la Constitucién federal suiza’, y recientemente también en la austrfaca®, también hay
normas sobre una competencia limitada de los cantones o de los linder para celebrar
tratados de derecho internacional, es decir, para actuar en el 4mbito de la competencia

exterior,
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Segiin la Constitucidn, al igual que segiin otras constituciones, la competencia
exterior designa la suma de todas las competencias del estado que se refieren a la
participacién en los negocios internacionales’. Forman parte de ello la representacién
del estado en el extranjero y la celebracién de tratados de derecho internacional. Los
negocios de derecho internacional se realizan entre sujetos de derecho internacional.
Estos sujetos son estados, organizaciones internacionales y vinculos entre estados', pero
no municipios, regiones ni universidades. Ya que los linder de un estado federal pueden
ser estados ellos mismos, pueden participar en los negocios de derecho internacional.
Pero solo disponen de una competencia exterior limitada en cuanto al derecho
constitucional federal"'. Esta definici6n de la competencia exterior excluye la posibilidad
de recoger en el grupo de sujetos de derecho internacional, por ejemplo, regiones
francesas' o regiones italianas auténomas, pues les falta el cardcter de estado. Sin
embargo, no todas las actividades transfronterizas recaen bajo el concepto de
competencia exterior”. Por ello a las regiones, los municipios o las universidades se
les permite participar también a escala transfronteriza, es decir, internacional, La
competencia exterior solo actia cuando esta colaboracién presupone normas de derecho

internacional®.

2 -  Distribucién de competencias por el articulo 32 de la Constitucién

El articulo 33, pdrrafo 1 de 1a Constitucién, declara el cuidado de las relaciones
con los estados extranjeros como cuestion de la Federacién. Esta asignacién de
competencias se basa en la necesidad de configurar siempre de modo unitario las
relaciones con los estados extranjeros para todo el territorio federal®. La amplia
concepcién de la competencia, que se pone de manifiesto en la expresion "cuidado de
las relaciones”, queda limitada por el hecho de que se trata de la relacién con estados
extranjeros’’. Asf el cuidado de las relaciones arriba mencionado con los municipios o
las universidades extranjeras no es forzosamente'® una cuestién de estado. Las
reglamentaciones que siguen en los pdrrafos 2 y 3 del articulo 32 se refieren a tratados
de derecho internacional que solo constituyen un dmbito parcial de la actividad de la
competencia exterior. Siempre que los Iinder sean competentes para la legislacién, con

acuerdo del gobierno federal pueden celebrar tratados con estados extranjeros (articulo
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32, parrafo 3 de la Constitucién). ;Cémo es entonces ]Ja competencia que figura en los

pérrafos 1 y 3 del articulo 32 para la celebracién de tratados de derecho internacional
entre la federacién y los lander?

(Hay que entender el criterio de la competencia en legislacidn que se menciona
en el parrafo 3 en el sentido de que a la Federacién se le deniega la capacidad de
celebrar tratados de derecho internacional en campos para los que no tiene competencia
legisladora? Entonces la Constitucién concederia congruentemente la competencia
exterior junto con la competencia de que las obligaciones de derecho internacional se
tornasen vinculantes mediante la legislacién nacional®. De este modo se reservaria a
los ldnder, y se le prohibirfa a la Federacion, celebrar tratados de derecho internacional
que para su gjecucién nacional requiriesen una ley, que no reside ni en la competencia
exclusiva ni en la coincidente de legislacién de la Federacién, sino en la legislacién
reservada al 4mbito de los linder. En el campo de la legislacién concurrente, los linder
podrian celebrar tratados y transformarlos en derecho nacional, siempre y en la medida

en que la Federacién no hubiera hecho uso de esa competencia.

(O acaso el articulo 32, pdrrafo 1, le confiere a la Federacion la completa
competencia para la celebracién de tratados con estados extranjeros? Si se contesta esta
pregunta afirmativamente, hay que decidir si de la amplia competencia para la
celebracion de tratados se deriva el derecho de la Federacion para convertir en derecho
nacional, mediante leyes, también los tratados en dmbitos en los que carece de
competencia legislativa, o si en ese sentido depende de la actividad legisladora de los
lander.

La competencia de la Federacién dimanente del artfculo 32, pdrrafo 1, incluye
al parecer las materias para las que los linder tienen la competencia legisladora. Esto
significa que en este campo existe una competencia concurrente de la Federacién y de
los linder para la celebracién de tratados de derecho internacional®. Esta concurrencia
resulta de dos normas: de la norma general segin la cual las relaciones exteriores
competén a la Federaci6n, y la norma especial del articulo 32, pdrrafo 3, segiin la cual,
dentro de los limites de su competencia, los lander pueden celebrar tratados con estados

extranjeros con la autorizacién del gobierno federal. "Pueden" significa una
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autorizacién. Segin Maunz?, 1a norma tan solo deja a discresién de los lander el que
quieran o no hacer uso de la competencia; pero también excluirfa una competencia
correspondiente de la Federacidén. Esto no puede ser correcto. Si se tratase de una
norma general de la asignacién limitadora de competencias a los ldnder segin el pdrrafo
1, el texto deberia rezar: Siempre que los linder sean competentes para la legislacién,
celebrardn... tratados con estados extranjeros. Asf se expresaria lo que Maunz trata de
interpretar a partir de la versién en vigor del pérrafo 3.

3 -  Ejecucidn de los tratados de dereche internacional

Si nos adherimos al criterio de que existe una competencia concurrente para la
celebracidén de tratados, hay que tener en cuenta las consecuencias que los tratados de
derecho internacional de la Federacién tienen en su conversién nacional para territorios
en los que la Federacién no tiene competencia legisladora. La Constitucién no regula
expresamente en ningin punto la ejecucién de los tratados de derecho internacional.
Segilin la norma general de competencia del articulo 30 de la Constitucién, los ldnder
ejercen las facultades estatales en la medida en que la Constitucién no establezca o
permita otra reglamentacién. Esta norma deberfa prohibir que de la competencia total
de la Federacidén para celebrar tratados de derecho internacional se derivase una

competencia legisladora congruente con esta competencia cara al exterior.

Pero Hermann Mosler ha intentado fundamentar una competencia de la
Federacion que le permite a ésta promulgar leyes federales para ejecutar tratados de
derecho internacional incluso en los casos en los que se trata de 4mbitos en los que la
legislacion estd reservada a los linder. Segiin Mosler, la funcién de la Federacion de
dirigir la poliftica exterior no solo abarca el derecho a celebrar tratados de derecho
internacional, sino también a ejecutarlos a escala nacional por medio de la legislacién®,
Para Joseph H. Kaiser® se trata de una competencia excepcional de la Federacién, de
un reflejo nacional de un ius eminens de politica exterior, vdlido para todos los tipos
de tratados internacionales, fundamentado en el pdrrafo 1 del articulo 32 de la
Constitucién. Solo de este modo se asegurarfa que las otras partes extranjeras del

tratado tuviesen confianza en la parte alemana del mismo. Ya que el cumplimiento del
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tratado es parte integrante del cuidado de las relaciones exteriores, habrfa una
competencia latente de la Federacién, que se tornaria actual cuando los linder no
quisieran cumplir las obligaciones de derecho internacional asumidas por la Federacién.
Esta opinién de Molser y de Kaiser no goza del reconocimiento general®. Sobre todo,

a esta opinidn no le sigue la préctica jurfdica.

Si con ello no surge de la competencia para la celebracién de tratados ninguna
competencia en legislacién, llegado el caso la Federacién tendrd que preguntarse si le
resulta conveniente ejercer la competencia exterior en dmbitos para los que le falta la
competencia legisladora. Porque si el tratado de derecho internacional requiere su
conversién mediante ley nacional, la Federacién depende de que los ldnder estén
adecuadamente dispuestos. Esta disposicion puede promoverse por el hecho de que la
Federacién informe a los linder a tiempo sobre sus intenciones, escuchando la opinién
de los linder y teniéndola en cuenta. De este modo la Federacidn puede asegurar a la
parte extranjera la ejecucion del tratado. Sin este establecimiento previo de acuerdo con
los ldnder, en politica exterior la Federacién no puede llegar a funcionar en terrenos
para los que le falte la competencia legisladora. Si se tiene en cuenta que el 4mbito
reservado a los linder de la competencia legisladora es un factor esencial de la
condicién de estado federal, y que se puede buscar un entendimiento con los linder, se
demuestra que el supuesto de una competencia concurrente en la celebracién de tratados
no solo es practicable, sino que también se puede ejercer de modo que se tenga en
cuenta la competencia legislativa de los lander.

Sobre todo, el principio de la fidelidad a la Federacién® no constituye ningiin
fundamento del que se pueda derivar automdticamente la obligacion de los lander de
gjecutar a través de la legislacién los tratados de derecho internacional suscritos por la
Federacion. Pues la fidelidad a la Federacién no actda solo unilateralmente a favor de
la Federacidén, como podria hacer sospechar la expresién de principio; y mucho menos
puede la Federacién puentear las competencias de los lander apelando a 1a fidelidad a
la Federacién de los mismos. El Tribunal Constitucional Federal entiene la fidelidad a
la Federacidn en sentido reciproco, esto €s, no solo existe la obligacién de fidelidad por
parte de los linder hacia la Federacién, sino también la obligacién por parte de la

Federacidn de ser fiel a los linder.



4- El tratado de Lindau de 1957

El tratado de Lindau celebrado en 1957 entre la Federacién y los linder® regula
el problema explicado aqui en el nimero 3 como sigue: "Siempre que los tratados de
derecho internacional en 4mbitos de competencia exclusiva de los linder deban
fundamentar una obligacién de la Federacién o de los ldnder, se requiere la aprobacién
de los linder. Esta aprobacién debe existir antes de que la obligacidn sea vinculante por
derecho internacional”. Ademds se dice: los linder deben "participar en los preparativos
de la celebracién lo antes posible, pero en cualquier caso con antelacién suficiente a la
estipulacién definitiva del texto del tratado”.

El tratado de Lindau, que no puede modificar la distribucién de competencias
por derecho constitucional, ya que €sta no estd a la disposicién contractual de
Federacién y lander, solo establece normas de procedimiento”. Su aplicacién debe
llevar a que en el caso concreto un tratade de derecho internacional de la Federacién
en dmbitos en los que no tenga competencia legislativa, se transforme en derecho
nacional a través de los linder. Las normas de procedimiento organizan la cooperacién
en pro de la Federacién. Por lo tanto concretan el principio de la fidelidad a la
Federacién obligando a la Federacién a escuchar a los linder cuando un tratado
internacional afecta a su competencia legislativa. Si la Federacién no escucha a los
lander, y si no consigue acuerdo con ellos, mds tarde no puede reclamar a los linder
* por el criterio de la fidelidad a la Federacién para que adapten el tratado a la legislacién
regional. Por ello la Federacién estd interesada en tomar contacto con los linder lo
antes posible y llegar con ellos a un acuerdo sobre el contenido de los tratados que
deban transformarse a derecho nacional mediante leyes regionales. Entre otras cosas,
el principio de la fidelidad a la Federacién exige de cada corporacién una asuncién de
competencias que preserve la competencia de la otra corporacién en cada caso®,
Preservacién significa aquf influencia de los ldnder en el contenido de un tratado para
poder adaptarlo después legalmente.



5 -  Un ejemplo prictico

A lo largo del afio 1990 se produjo una situacién de competencia entre la
Federacidn y los linder sobre la celebracién de un tratado internacional con Francia que
versaba sobre €l Canal Cultural Europeo. Existia lo siguiente:

(1} un proyecto de tratado entre la Repiiblica Federal de Alemania y la
Repiiblica Francesa sobre el canal cultural de television del 23 de febrero de
1990, y

(2) un proyecto de tratado entre los once ldnder alemanes que existfan entonces
y la Repuiblica Francesa que versaba sobre el mencionado canal. El borrador del
tratado contenfa un derecho de adhesién para los cinco nuevos linder que
surgieron de la antigua RDA.

En cuanto al contenido, ambos borradores del tratado eran idénticos. Por lo que
respecta a la competencia para la suscripcién del tratado, la Federacién apeld a su
competencia general para las relaciones exteriores establecida en el articulo 32, parrafo
1 de la Constitucién, mientras que los linder hicieron valer la legislacién que se les
reserva para la radiodifusién y su competencia segin el articulo 32, pdrrafo 3 de la
Constitucion. Los linder se impusieron y suscribieron el tratado con Francia el 2-10-
1990%. ;Qué argumentos estin a favor y cudles en contra de la asuncién de
competencias por parte de los ldnder en este caso?

Argumentos en contra:

*  Segin la opinién que aquf se defiende, el articulo 32, pdrrafo 1 de la
Constitucion contiene una competencia ilimitada de la Federacién para las
relaciones con estados extranjeros.

*  Todos los lander alemanes participan en la fundacién del canal cultural de
televisién. El socio extranjero es un estado central. Hay razones pricticas en
este caso a favor de que sea la Federacidn la que suscriba el tratado.

*  Si los linder suscriben el tratado seglin el articulo 32, parrafo 3 de la
Constitucién, el tratado requiere la aprobacién del gobierno federal. Esta
aprobacidn es una condicién para la validez del tratado. Se podria argumentar
que seria mejor que el legislador federal se ocupase del tratado (articulo 59,
pérrafo 2 de Ia Constitucién) en lugar de hacerlo el gobierno federal.
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*  Segiin el nimero 3 del tratado de Lindau es necesario recabar e} acuerdo de los
linder para con el tratado, que debe existir antes de que la obligacién sea
vinculante por derecho internacional. Este acuerdo podria considerarse
suficiente.

Argumentos a favor:

* Segiin el texto del articulo 32, pdrrafo 3 de la Constitucidn, los linder pueden
celebrar tratados. Esta cldusula se podria interpretar en el sentido de que - de
acuerdo con el principio de la subsidiaridad - tienen preferencia cuando desean
suscribir un tratado.

*  Este argumento se refuerza por el hecho de que la Federacién no tiene
competencia legislativa ni administrativa en el campo de la radiodifusién, es
decir, tan solo los linder pueden convertir el tratado de derecho internacional
en derecho nacional.

*  La federacién tiene una facultad de supervisién en forma de la necesaria
aprobacién del gobierno federal para un tratado celebrado por los lander
(articulo 32, parrafo 3 de la Constitucién). Asi se puede garantizar una politica
exterior unitaria®. Para asegurar esta autorizacién ya durante las negociaciones
del tratado, los linder estdn bien asesorados y el gobierno federal debe informar
continuamente sobre el estado de las negociaciones.

Sea cual fuere el procedimiento por el que se celebre un tratado asi, en todo
caso se asegura la participacidn esencial de la Federacién (por el articulo 32, pdrrafo
3 de la Constitucién) y de los ldnder (por el articulo 3 del Tratado de Lindau). De este
modo, la realizacién apoyada en el derecho constitucional de los tratados internacionales
en campos para los que la Federacién no tenga competencia legislativa es un

condominio de la Federacion y los linder.

6 -  Esfuerzos infructuosos por conseguir una modificacién del art. 32 de la

Constitucion

La comisién de encuesta "Reforma constitucional” propuso en 1976 una nueva
versién del articulo 32, pdrrafo 3 de la Constitucién, que establece expresamente una
competencia concurrente en la celebracion de contratos y, totalmente en el sentido del

condomio, exige una participacién recfproca de la Federacion y de los lander al celebrar
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tratados de derecho internacional, en la medida en que los lander sean competentes para

la legislacién®. El texto propuesto reza®:

"Siempre que los linder sean competentes para la legislacién, también pueden
celebrar tratados internacionales con el acuerdo del gobierno federal. Si la
Federaci6n celebra dichos tratados, antes de su firma debe recabar la aprobacién
de los ldnder; esto no se aplica cuando en la competencia de los linder recaiga
tan solo una parte del tratado que no sea esencial para su finalidad. Los linder
tomar4n las medidas necesarias para la ejecucién de estos tratados".

Con esta reglamentacién se habria asentado la préctica del tratado de Lindau por
derecho constitucional, al imponerle a la Federacién la obligacién de recabar la
aprobacién de los linder antes de suscribir el tratado. Por el contrario, los linder
habrian quedado expresamente obligados a tomar las medidas correspondientes a su
competencia para la ejecucién del tratado. La propuesta de la comisién de encuesta no
llegé a realizarse.

La Comisién Constitucional Conjunta, que presenté su informe en 1993, volvié
a ocuparse de la enmienda del articulo 32 de la Constitucién®. La propuesta de
enmienda retomaba la propuesta de la comisién de encuesta con palabras algo distintas,
y ademds afiadia al pdrrafo 1 la siguiente frase 2%: "En el marco de sus competencias,
los linder estdn facultados para colaborar con estados, regiones y otras instancias
extranjeras”. Las propuestas no obtuvieron la mayoria de dos tercios necesaria. Como
fundamento, en el informe se indica "que la versidn actual del articulo 32 de la
Constitucién se habria acreditado en la prictica y habria llevado a resultados objetivos;
no se veia la necesidad de una enmienda. Por lo demds, la propuesta merma el ejercicio
de la competencia exterior por parte de la Federaci6n. Esto va en contra del interés del
estado gobal”. En la fundamentacién se establece entonces una comparacién con la
ampliacién de competencias a favor de los linder en el 4mbito de la Unién Europea,
que ahora, con la nueva versién del articulo 23 de la Constitucién™, se ha convertido
en derecho constitucional en vigor. Aqui, la mayor intervencién otorgada
constitucionalmente seria una compensacion necesaria por las pérdidas de competencia

de los linder.
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Il - Derechos de influencia y competencias de los linder en la transmisién de
derechos de soberania

1- Participacién del Bundesrat (Cdmara Alta Alemana)

Antes de aprobar el Tratado de Maastricht sobre la Uniﬁn Europea en diciembre
de 1992, la trasferencia de derechos de soberania a entidades interestatales estaba
regulada exclusivamente en el articulo 24 de la Constitucién. Segun dicho articulo se
aplicaba €l que la trasferencia tuviera lugar por una simple ley de la Federacién;
también en la medida en que se transfirieran derechos de soberanfa que afectasen a las
competencias de los linder®, la ley a trasferir no requerfa la aprobaci6n del
Bundesrat®.

Desde el 1 de julio de 1987 entr6 en vigor la ley sobre el Acta Comiin Europea
del 28 de febrero de 1986", que regulaba la participacién del Bundesrat en la
estipulacidén de la postura de la Federacién ante la Comunidad Europea, pero sin poder
crear una modificacion en cuanto a la participacién del Bundesrat al trasferir derechos
de soberania. Sin embargo, la ratificacién del Acta Comiin Europea en el afio 1986 la
consideraron el gobierno federal y el Bundestag como una ley que requeria la
aprobacion del Bundesrat. Esto se fundamentd alegando que el acta modificaba el
articulo 99 del Tratado de la CE, que se refiere a la armonizacién de los impuestos®.

La comision de encuesta "Reforma constitucional”, al estudiar el problema de
la trasferencia de derechos de soberanfa constaté en 1976 que la falta de necesidad de
aprobacién por parte de los linder al trasferir derechos de soberanfa era una
contradiccién interna del sistema constitucional federal alemdn®: el principio
constitucional de un mayor derecho de participacidén de los linder en el caso de
intervenciones en la estructura federativa de la Republica Federal no solo era acorde
con el sistema, sino que también era objetivamente necesario en interés del
mantenimiento de un federalismo sano en la Republica Federal de Alemania. Debido
a estas consideraciones, la comisién de encuesta propuso*® redactar como sigue el
articulo 24, parrafo 1 de la Constitucién: "La Federacién, mediante ley, puede trasferir
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derechos de soberania a entidades interestatales, pero las de los ldnder solo mediante

ley aprobada por el Bundesrat."

Con la nueva versién del articulo 23 de la Constitucién, en el afio 1992, la
trasferencia de derechos de soberanfa para la realizacién de una Europa unida se separé
de la norma general del articulo 24, pdrrafo 1 de la Constitucién y se regulé de modo
especial en el articulo 23, pdrrafo 1, frase 2. De acuerdo con ello, en el futuro toda
trasferencia de derechos de soberanfa a escala europea requiere la aprobacién del
Bundesrat, independientemente de que sc trate de una trasferencia de derechos de
soberanfa de la Federacién o de los linder.

La prdctica aplicada hasta ahora en las transmisiones ha demostrado que los
actos de los érganos de la Comunidad Europea para la imposicién de la liberalidad y
la libertad de prestacién de servicios afecta a competencias de los linder, por ejemplo
en los dmbitos

- de la formacién escolar y profesional en el marco de directrices y reglamentos
para la promocidn de la liberalidad y la libertad de prestacién de servicios (art.
48 y sig., 59 y sig. del decreto de la CE)",

- del derecho de las profesiones liberales en cuanto a las mismas libertades*? y

- del derecho de radiodifusién en el marco de la directriz del Consejo para la
coordinacion de determinadas normas juridicas y administrativas de los estados
miembros sobre el ejercicio de la actividad televisual en cuanto a la libertad de
prestacion de servicios y la libertad de trafico de mercancias (art. 9 y sig., 59
y sig. del decreto de la CE)*.

Con frecuencia, en la transmisién de derechos de soberania no se puede prevér
si, y en qué medida, las competencias especificas de la Unién Europea afectan
competencias de los lander. La Comisién Constitucional Comunitaria ha fundamentado
acertadamente la participacién del Bundesrat al decir que "el vista del alto nivel de
integracién alcanzado, las trasferencias mds amplias de derechos de soberania
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repercuten directamente en las estructuras constitucionales nacionales y, con ello,

también en la posicién de los linder en el estado federal"*.

2 -  Trasferencia de derechos de soberania por los linder

La exclusividad del art. 24, pdrrafo 1 de la Constitucién, que trata de la
trasferencia de derechos de soberanfa, denegé a los linder trasferir derechos de
soberanfa propios a instancias vecinas fronterizas que se hubiesen creado junto con
estados extranjeros. Para llo se requeriria una ley federal. A pesar de que el art. 10,
parrafo 3 de la Carta Europea de la Administracion Auténoma Municipal del 15-10-
1985% faculta a los municipios para la colaboracién transfronteriza, ni a los linder ni
a los municipios se les faculta por ello para ceder derechos de soberania, por gjemplo
para que ciudadanos de municipios alemanes puedan ser cargados por autoridades

extranjeras con impuestos por la canalizacién.

A propuesta de la Comisién Constitucional Comunitaria, al articulo 24 se le ha

afiadido el pdrrafo la, que reza como sigue:

Siempre que los linder sean competentes para el ejercicio de las facultades
estatales y el cumplimiento de tareas estatales, con la autorizacién del gobierno
federal pueden trasferir derechos de soberanfa a instituciones fronterizas vecinas.

La nueva norma constitucional estd justificada por la experiencia de que allende
las fronteras de los estados nacionales existe la necesidad de una cooperacién en
estructuras administrativas permanentes. La Comisién Constitucional Comunitaria
menciona como fundamento de su propuesta®® la colaboracién de regiones europeas
limftrofes en el campo de la enseflanza escolar y superior o en el 4mbito del derecho
policial, asi como instituciones regionales transfronterizas para la eliminacién de
residuos y de aguas residuales. Estas instituciones deben disponer del derecho a regular
la utilizacidn y establecer tasas. El art. 24, parrafo 1a de la Constitucién amplia muy
considerablemente la posibilidad de colaboracién allende las fronteras estatales a favor
de los ldnder al crear para ellos una competencia en asuntos exteriores que representa

el reflejo de su competencia nacional correspondiente. Federalismo significa distribucién
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de las tareas y las funciones del Estado entre dos niveles de corporaciones estatales. Es
una forma de distribucién del poder, concretamente una distribucién vertical del poder
como consecuencia prictica del principio de subsidiaridad. A este principio corresponde
el nuevo art. 24, parrafo la de la Constitucidn,
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Georg Jellinek, Allgemeine Staatslehre, 32 edicién, 1921, pdgina 781, que sin
embargo reconoce excepciones de derecho constitucional considerando
especialmente Alemania.

Rudolf Bernhardt, Der Abschluss volkerrechtlicher Vertrige im Bundesstaat,
1957, pdgina 62 y siguientes, que se remite a la jurisprudencia del Tribunal
Supremo de EE.UU., segin el cual la competencia exterior de la corona
britdnica pasé a su Unién en cuanto a las colonias. Véase el articulo 1, parrafo
10 de la Constitucién de los EE.UU.; véase al respecto Laurence Tribe,
American Constitutional Law, 1978, p4gina 172.

Paul Laband, Das Staatsrecht des Deutschen Reiches, tomo II, 1878, pdgina 194
y siguientes; Ludwig von Ronne, Das Staatsrecht der Preussischen Monarchie,
4% edicion, tomo I, 1881, pdginas 684 y siguientes, 696 y siguiente.

v. Ronne (nota 3), pdgina 685.

Art. 78, pdarrafos 1, 2 y 4, que rezan:

(1) El cuidado de las relaciones con los estados extranjeros es cuestién exclusiva
del Reich.

(2) En asuntos cuya reglamentacién competa a la legislacién regional, los linder
pueden celebrar tratados con estados extranjeros; los tratados requieren la
aprobacién del Reich.

(4) Para garantizar la representacion de los intereses que resulten para linder
concretos de sus relaciones economicas especiales o de su situacidn préxima a
estados extranjeros, el Reich, de acuerdo con los ldnder participes, establecerd
las instituciones y tomar4 las medidas necesarias.

Véase al respecto Gerhard Anschiitz, Die Verfassung des Deutschen Reiches,
142 edicidn, 1933, articulos 78, observaciones 3 y 4; Max Fleischmann, Die
vilkerrechtliche Stellung des Reiches und der Liander, HbDStR tomo I, 1930,
pdginas 209, 212 y siguientes; Bernhard: (nota 2), pdginas 114 y siguientes
(m.w.N.).
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Art, 9 de la Constitucién Federal Suiza: "Excepcionalmente se le confiere a los
cantones la facultad de celebrar tratados sobre objetos de la economia de estado,
del tréfico con los vecinos y de la policfa con €l extranjero; sin embargo dichos
tratados no pueden regular nada que contradiga a la Federacién o a los derechos
de otros cantones”.

Art. 16 de la Constitucidén Federal Austriaca.

(1) Los lénder pueden celebrar tratados de estado con estados que colinden con
Austria o con sus estados miembros en asuntos que entren dentro de su dmbito
de actuacién auténoma.

(2) Antes de iniciar las negociaciones, el presidente regional debe informar al
gobierno federal sobre tal tratado de estado. Antes de su firma, el presidente
regional debe recabar la aprobacidn del gobiemno federal. Se considera que la
autorizacién se ha concedido cuando el gobiemo federal no le comunica al
presidente regional que se deniega la aprobacién dentro de las ocho semanas
siguientes a la fecha en la que entré la solicitud de autorizacién en la cancillerfa
federal. Los poderes para iniciar negociaciones y celebrar tratados de estado
corresponden al presidente federal a propuesta del gobierno regional, con el
visto bueno del presidente regional.

(3) A peticién del gobierno federal, los tratados de estado segin el p4rrafo 1
deben ser rescindidos por la regién. Si una regién no cumple en plazo esta
obligacién, la competencia para ello pasa a la Federacién.

(4) Las regiones estdn obligadas a tomar las medidas necesarias para ejecutar
tratados de estado dentro de su dmbito de actuacion auténoma; si una regién no
cumpliese en plazo esta obligacién, la competencia para tomar dichas medidas,
sobre todo para la promulgacién de las leyes necesarias, pasa a la Federacién,
Una medida tomada segun esta disposicién por parte de la Federacién, sobre
todo una ley promulgada en este sentido o un decreto promulgado en este
sentido, deja de tener vigor en cuanto la regidén haya tomado las medidas
necesarias.

(5) Del mismo modo, al ejecutar tratados de derecho internacional, la
Federacion tiene el derecho de supervisién también en aquellos asuntos que
pertenezcan al 4&mbito de actuacién auténoma de las regiones. Aquf la
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Federacion dispone de los mismos derechos ante las regiones que en los asuntos
de la administracién federal indirecta (art. 102).

Rudolf Geiger, Grundgesetz und Vélkerrecht, 1985, pdgina 142; Wilhelm G.
Grewe, Auswirtige Gewalt, HbStR 111, 1988, parrafo 77, nimero al margen 2.

BVerfGE 2, 347, 374, Ignaz Seidl-Hohenveldern, Volkerrecht, 5% edicién,
1984, nimero al margen 446 y siguientes.

Alfred Verdross/Bruno Simma, Universelles Volkerrecht, 32 edicién, 1984,
articulo 395, hablan de subjetividad parcial en derecho internacional.

Véase Christian Autexier, Le cadre juridique de 1’action extérieure des régions,
en Revue frangaise de droit administratif 2 (1986), pédginas 568, 574 y
siguientes.

BVerfGE 2, 347, 374 y siguientes sobre un tratado de Ia antigua regién de
Baden con ¢l Port Autonome de Estrasburgo.

Ondolf Rojahn, en: v. Miinch (editor), Grudgesetz-Kommentar, 22 edicién,
1983, art. 32, nimero al margen 35 y siguientes; véase también Ulrich Beyerlin,
Problemas juridicos de la colaboracién local transfronteriza, 1988, passim.
Véase la Ley sobre la Carta Europea del 15 de octubre de 1985 de la
administracién municipal auténoma del 22-1-1987 (BGBI. II, pdgina 65) y el
articulo 10, pédrrafo 3 de dicha carta: "Las corporaciones territoriales
municipales estdn facultadas, en el marco de las condiciones establecidas por la
ley, para colaborar con las corporaciones territoriales municipales de otros
estados”.

Grewe (observacién 9), articulo 77, nimero al margen 82, 83 y siguientes.
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Segin la BVerfGE 2, 347 y 378, el estado federal también actiia cara al exterior

fundamentalmente como una unidad en los negocios juridicos de derecho

internacional.
Y sujetos de derecho internacional equiparados.
Existen los limites usuales de actividad municipal y universitaria.

Especialmente en cuanto a la génesis y a la situacidn juridica segin la
Constitucion del Reich de Weimar, véase Bernhard: (observacién 2), paginas
140 - 154; Theodor Maunz, en: Maunz/Diirig, Grundgesetz, art. 32, nimero al
margen 29 y siguientes; Rojahn (observacién 14), nimero al margen 40.

Sobre todo véase v. Mangoldt/Klein, Das Bonner Grundgesetz, 22 edicién, art.
32, observacion V 2b; Grewe (observacién 9), articulo 77, niimero al margen
85. La comision de encuesta "Reforma constitucional” del Bundestag alemdn
propuso en su informe final una aclaracién en el articulo 32, parrafo 3, en el
sentido de la competencia concurrente; véase Dt. BTag Drs, 7/5924, paginas
232 y 256.

Maunz (observactén 19), art. 32, ndmero al margen 29,

Hermann Mosler, Kulturabkommen des Bundesstaates, ZaORV 16 (1955/56),
paginas 1, 28 y siguiente.

Joseph H. Kaiser, Die Erfiillung der vilkerrechtlichen Vertrige des Bundes
durch die Lander, ZaORVR 18 (1957/58), piginas 526 y 549.

Rojahn (observacién 14), art. 32, nimero al margen 40 y siguiente.
BVerfGE 1, 299, 315; 4, 115, 140 y siguientes; 61, 149, 205; Klaus Stern, Das

Staatsrecht der Bundesrepublik Deutschland, tomo I, 22 edicién, 1984, pdginas
699 y siguientes {(m.w.N.); Hartmut Bauer, Die Bundestreue, 1992, passim.
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El texto impreso en Maunz (observacién 19), art. 32, mimero al margen 435.

Véase Bernhard Hartung, Die Praxis des Lindaver Abkommens, 1984, piginas
19 y siguientes.

BVerfGE 14, 197, 215; 21, 312, 326; 34, 216, 232; 43, 291, 348.

Véase 1a ley del 26-11-1991 sobre el tratado de estado sobre la radiodifusién en
la Alemania unificada, art. 1, pdrrafo 18, pdrrafo 4, frase 2 (Nds. GVBI.
paginas 311 y 328): "las emisoras regionales de radiodifusion reunidas en la
ARD y la ZDF participan en el Canal Cultural Europeo®.

La aprobacién que da el gobierno federal es una condicién para la eficacia en
el 4mbito nacional (BVerfGE 2, 347, 371) del tratado celebrado por un land. el
gobierno federal puede denegar la aprobacién de un tratado tanto por razones
juridicas como por razones de utilidad. EI gobierno federal dispone de amplia
discrecionalidad politica para decidir si el tratado es acorde con su politica
exterior general (BVerfGE 2, 347, 370).

Informe final de la comisién de encuesta "Reforma constitucional”, Dt. BTag
Drs. 7/5924, pdginas y 232 y siguiente.

Dt. BTag Drs. 7/5924, pégina 256.
Dt. BTag Drs. 12/6000, paginas 27 y 142,
Véase la 382 ley de enmienda del 21-12-1992 (BGBI. I, pigina 2086).

Permitido segin la doctrina usual, véase Christian Tomuschat, en: Bonner
Kommentar, Zweitbearbeitung (1981), art. 24, nimero al margen 25 (Lit.).
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Maunz (nota 19), art. 24, pdrrafo 1, nimero al margen 14 (1964); Ulrich
Fastenrath, Kompetenzverteilung im Bereich der auswirtigen Gewalt, 1986,
pégina 150; Tomuschat (nota 35), art, 24, mimero al margen 31,

BGBI. 1986 II, pagina 1102.

BTag, Drs. 10/392, p4gina 3; véase la justificada critica a la fundamentacién de
Jochen Abr. Frowein, Bundesrat, Lander und europdische Einigung, en: Vierzig
Jahre Bundesrat, 1989, pdginas 285, 290 y siguiente con otras demostraciones.

Dt. BTag Drs. 7/5924, pégina 230.

Dt. BTag Drs. 7/5924, pégina 254,

Véanse los datos en Thomas Oppermann, Europarecht, 1991, pdginas 582-594.
Oppermann (nota 41), pdginas 587 y siguiente.

Directriz 89/552 del 3-10-1989, ABIL. 1989, L 298/23 y siguientes; véase al
respecto Christian Starck, Uberholt Europa die Rundfunkkompetenz der
Bundeslénder?, en Dieter Weirich (editor), Europas Medienmarkt von morgen,
1989, pdginas 109 y siguientes; también es critico Fritz Ossenbiihl, Rundfunk
zwischen nationalem Verfassungsrecht und europdischem Gemeinschaftsrecht,
1986, pdgina 47 y siguiente, que se remite al principio de la proporcionalidad
como lfmite al ejercicio de la competencia de la equiparacién juridica. Ahora se
argumenta con el principio de la subsidiaridad, fundamentado en el articulo
130r, pérrafo 4 del Tratado de la CE. Véase como resumen: Ulrich Everling,
EuR 1987, pagina 220; Kay Hailbronner, Die deutschen Bundeslinder in der
EG, JZ 1990, pdginas 149, 153 y siguiente.

Dt BTag Drs. 12/6000, p4gina 21.
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Véase la ley de aprobacién del 22-1-1987, BGBI. II, pédgina 65; sobre la
convencién marco europea sobre la colaboracién transfronteriza del 21-3-1980
véase Christian Starck, Les relations extérieures des Etats fédérés, en: The
Territorial Distribution of Power in Europe II, Institut du Fédéralisme Fribourg
Suisse, 1992, pdginas 189, 206.

Dt. BTAg. Drs. 12/6000, p4gina 25.
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Einleitung

Ein Seminar tber die Beteiligung der Gliedstaaten an der AuBen-
politik, speziell der Politik der Europdischen Union trdgt der
Tatsache Rechnung, daB die internationalen Beziehungen durch
die Intensivierung der internationalen Zusammenarbeit und vor
allem der europédischen Einigung eine neue Qualitdt gewonnen ha-
ben. Zugleich rickt dieser Einiqungsprozef das BewuBtsein flr
die ndhere 6rtliche Verwurzelung der Menschen in den Vorder-
grund. Supranationale Integration def Staaten und persdnliche
Integration der ﬂenschen vor Ort bedingen sich gegenseitig und
komplizieren das tradierte Modell zwischenstaatlicher Zusam-
menarbeit. ‘

Diese Problematik, in der Bundesrepublik Deutschland Gegensténd'
einer Verfassungsidnderung, hat auch im Gbrigen das Verfassungs-
recht vieler Staaten oder jedenfalls Uberlegungen zu dessen
Fortbildung geprdgt. Gerade auch im Baskenland ist die neue
deutsche Regelung auf Interesse gestoBenl. Die folgenden Aus-
fitlhrungen kénnen daher auch fiir Spanien nicht beanspruchen, et-
was vollig Neues darzustellen.

" Dennoch bin ich fir die Gelegenheit dankbar, aus deutscher
Sicht etwas zur Beteiligung der Linder am EntscheidungsprozeB
der Europdischen Union sagen 2u diirfen, zumal ein neues Urteil
des Bundesverfassungsgerichts2 zusédtzliche neue Akzente geset:zt
hat. Ich werde 2zunachst in einem.Teil zur Entstehungsgeschichte
der Neuregelung 2zuhidchst kurz auf den Ausgangspunkt der Ordnung
der auswidrtigen Gewalt im Bundesstaat eingehen (1), die Auswir-
kungen auf die frilheren Stadien der europdischen Integration
skizzieren (2) und vor diesem Hintergrund die'verfassungsrecht—
liche Neuregelung der Zugehorigkeit Deutschlands zur Europdi-
schen Union darstellen (3). AnschlieBend soll in einem systema-
tischen Teil die verfassungsstaatliche Bedeutung (4), die Be-
deutung fir den Schutz der parlamentarischen Demokratie (5) so-
wie fir den Schutz der Zustdndigkeiten der Lander (6) darge-
stellt werden. Daran mdchte ich einige schluBfolgernde Bemer-
kungen kniipfen (7).



A. Einordnung und Entstehung der Problematik

1. Die auswirtige Gewalt im Bundesstaat

Die Grundproblematik, die der Stellung der Linder im europdi-
schen EinigungsprozeB zugrundeliegt, wird durch die Regelung
der auswidrtigen Gewalt im Bundesstaat aufgeworfen. Sie kann,
muf und soll im vorliegenden Zusammenhang nicht eingehend
behandelt werden. Dennoch sind dazu einige einfilihrende
Bemerkungen erforderlich; denn zum Bundesstaat gehért
notwendigerweise das Problem der Verteilung und damit einer
gewissen Ambivalenz der auswartigen Gewalt.

Einerseits legt die Zuweisung bestimmter Sachgebiete zur Zu-
stiandigkeit entweder des Zentralstaats oder der Gliedstaaten
nahe, die internationalen Beziehungen als besonderes Sachge-~
biet, als "féderative Gewalt" (John Locke) zu qualifizieren.
Dieses Sachgebiet gehért traditiopellerweise zum Zusténdig-
keitsbereich des Zentralstaats. Das ist der Ausgangspunkt auch
des deutschen Rechts. "Die Pflege der Beziehungen zu auswérti-
gen Staaten ist Sache des Bundes" (Art. 32 I GG):; ihm steht die
ausschlieBliche Gesetzgebung iUber die auswidrtigen Angelegenhei-
ten zu (Art. 73 Nr.l GG), darunter auch das Recht, Hoheits-
rechte auf zwischenstaatliche Einrichtungen zu ibertragen (Art.
24 I GG). Die voélKkerrechtliche Vertretung des Bundes obliegt
dem Bundesprisidenten (Art. 59 I GG), und auch der auswidrtige
Dienst ist unmittelbare Bundesverwaltung (Art. 87 I GG)}. Dies
alles spricht fiir eine umfassende Zustindigkeit des Bundes in
auswidrtigen Angelegenheiten. Namentlich fiir die Ubertragung von
Hoheitsrechten auf zwischenstaatliche Einrichtungen ist iber-
wiegend die Ansicht vertreten worden, daBf der Bund auch Ho-
heitsrechte der Linder lbertragen kénne, ohne dazu einen spe-
ziellen weiteren Zustidndigkeitstitel zu benétigen3. Zu beachten
sind insofern einzig die strukturellen Grenzen der Verfassungs-
dnderung, insb. nach Art. 79 III GG. All dies scheint fir eine
umfassende Zustindigkeit des Bundes im auswértigen Bereich zu

sprechen, wobei einzig durch die parlamentarische Beteiligung



bei der Genehmigung von Staatsvertr&gen (Art. 59 II GG) die
Liander durch den Bundesrat einbezogen werden.

Andererseits sind jedoch nach den verfassungsrechtlichen Grund-
lagen der Bundesrepublik Deutschland auch die Linder Staaten.
Sie wirken als solche, wenn auch durch dern Bundesrat als Organ
des Bundes!, an der Titigkeit des Bundes mit; folgerichtig un-
terhalten sie zu diesem Zweck Vertretungen am Sitz der Bundes-
regierung. Hieraus resultiert ein Ansatz eigener auswartiger
Gewalt. Er wird bestdtigt durch Rechte der Lander auf diesem
Gebiet nach Art. 32 II und insb. III GG. Im Bereich der Landes-
gesetzgebung besteht somit (auch) eine vélkerrechtliche Ver-
tragskompetenz der Linder. Jedenfalls insoweit sind daher die -
Landesparlamente auch Zur Genehmigung vélkerrechtlicher Ver-
triage zustdndig. Die Folgerung, ihnen das Genehmigungsrecht fir
vom Bund auf dem Gebiet der Landesgesetzgebung abgeschlossene
Vertrdge einzurdumen, erscheint demnach gut begriindbar. Die -
im einzelnen héchét umstrittenen - Fragen sind durch das soge-
nannte "Lindauer Abkommen"> pragmatisch'géregelt worden.

Die grundsitzliche Entgegensetzung der beiden Positionen zeigt
jedoch, daf der Konflikt um die auswértige Gewalt vor allem im
Bereich der Gesetzgebungszustdndigkeiten der Lander auftritt.
Aus diesem Grund hat die europdische Einigung von Anfang an im
Hinblick auf die innerstaatliche Zust#ndigkeitsverteilung Pro-
bleme aufgeworden, fir die Zwischenldésungen gesucht und Jjetzt
verfassungsrechtlich festgelegt worden sind.

2. Auswirkungen der europidischen Einigqung

Das Grundgestz zeichnet sich von Anfang an dadurch aus, daf es
Bundesstaatlichkeit und Bekenntnis zur europédischen Einigung
miteinander verbindet. Schon die Pradambel &uflert den Willen,
"als gleichberechtigte Glied in einem vereinigten Europa dem
Frieden der Welt zu dienen", und die Ubertragung von Hoheits-
rechten auf zwischenstaatliche Einrichtungen ist nach Art. 24 I
GG durch Gesetz ohne ausdriickliche verfassungsrechtliche
Schranken méglich. Von Anfang an wurde erkannt, daB solche Zu-



stdndigkeitsverlagerungen auch zu Lasten der L&nder gehen
kénnen. Entsprechend wurde versucht, die Stellung der Linder
abzusichern, und zwar in vier Etappen.

(1) Wahrend das Zustimmungsgesetz zum Vertrag liber die Griindung
der Europdischen Gemeinschaft fiir Kohle und Stahl vom
18.4.1951% noch als einfaches Bundesgesetz ohne Zustimmung des
Bundesrats erging, erging schon das Gesetz zu den Vertrédgen vom
25, M&rz 1957 zur Grindung der Europdischen Wirtschaftsgemein-
schaft und der Europédischen Atomgemeinschaft vom 27.7.19577 mit
Zustimmung des Bundesrats. Schon dieses Gesetz sah eine Pflicht
der Bundesregierung vor, Bundestag und Bundesrat iliber die Ent-
wicklungen im Rat der europdischen Gemeinschaften laufend zu
unterrichten, wobei dies mdglichst vor der BeschluBfassung ge-
schehen sollted. Rechtsverordnungen, die die Bundesregierung
aufgrund des Gemeinschaftsrechts erlassen kénnen sollte,
bedurften zwar nicht der Zustimmung des Bundesrats, sollten ihm
jedoch im Entwurf mit der Gelegenheit zur Stellungnahme binnen
14 Tagen vorgelegt werden’. Damit war von Anfang an eine
Mitwirkungsméglichkeit gegeben, die im folgenden weiter
ausgebaut wurde.

(2) Die bezeichneten Beteiligungsrechte von Bundestag und Bun-
desrat wurden in der folgenden Verwaltungspraxis konkretisiert,
freilich auch von Seiten der Linder als unzureichend kriti-
siert. Ein zwischenstand wurde durch einen Briefwechsel zwi-
schen dem Bundeskanzler und den Ministerprésideten der Lédnder
vom 19./21.9.1979 erreicht. Allerdings lieR sich dagegen ein-
wenden, daB dadurch keine férmliche Rechtsgrundlage geschaffen
war.

(3) Das Zustimmungsgesetz zur Einheitlichen Eurcpdischen akte

vom 28. Februar 198610 konkretisierte daher die frihere Verein-
barung in Gesetzesform. Betraf eine im Rahmen der Europédischen
Gemeinschaft zu treffende Entscheidung ausschlieBliche Zustédn-
digkeiten der Lénder, so sollte der Bundesrat ein Recht zu vor-
heriger Stellungnahme haben. Nur aus "unabweisbaren auBen- und

integrationspolitischen Griinden" sollte die Bundesregierung da-



von abweichen diirfen. Damit der Bundesrat seine Stellungnahmen
rechtzeitig abgeben konnte, sah er in seiner Geschidftsordnung
die Schaffung einer besonderen "Europakammer" vor. Eine ergin-
zende Vereinbarung der Bundesregierung mit den Regierungen der
Linder vom 18.12.1987 regelte weitere Einzelheiten; insbeson-
dere war die Beiziehung von Vertretern der Landesregierungen zu
den Verhandlungen auf EG-~Ebene schon nach dem damaligen Rechts-
zustand méglichll. Damit war zwar eine gesetzliche Grundlage
geschaffen, aber sowohl deren VerfassungsmdBigkeit, wie deren
Relevanz im Hinblick auf das Gemeinschaftsrecht war nicht zwei-
felsfrei.

{4) Durch den Vertrag uber die Europdische Union vom 7.2.1992
wurde daher die Frage einer ﬁerfassungsrechtlichen Verankerung
erneut aufgeworfen. Sie stellte sich nunmehr konkret, da der.
Vertrag schon durch die Regelung des Unionsbiirgerrechts mit der
Folge des Kommunalwahlrechts jedenfalls eine Anpassung
‘deutschen Verfassungsrecht erforderlich machtel?. Ferner
ermdglichte die Anderung des Art. 146 EG-Vertrag die Teilnahme
auch von Landesministern am Rat der Europdischen Unionli®.
SchlieBlich bot die Schaffung des Ausschusses der Regionen
AnlaBf, die Stellung der Gliedstaaten in der Europidischen Union
grundsédtzlich zu lUberdenken. Schon aufgrund dieses eﬁroparecht-

lichen AnstoBes lag eine Neuregelung der Materie auf Verfas-
sungsstufe naheld.

3. Die Neuregelung der Zugehérigkeit zur Europdischen Union im
\
Grundgesetz

Ebenso wichtig und Anstof fiir ein grundsitzliches Durchdenken
der Problematik war Jjedoch die deutsche Wiedervereinigung. Beil
deren Vollzug war von Anfang an streitig, ob sie durch ErlaB
einer neuen Verfassung, wie es der bisherige Art. 146 GG vor-
sah, oder durch Beitritt der ostdeutschen Gebiete, wie ihn der
bisherige Art. 23 GG ermdglichte, erfolgen solltel’. Die letzt-
genannte Ansicht gewann die Oberhand, aber der Einigungsver-
traglé dnderte nicht nur in einigen Punkten, darunter auch

durch Aufhebung des bisherigen Art. 23 und Neufassung des Art.



146, das Grundgesetz, sondern empfahl auch, Anderungen des
Grundgesetzes in Betracht zu ziehen, insbesondere "in bezug auf
das Verhaltnis zwischen Bund und Lindern entsprechend dem Ge-
meinsamen BeschluB der Ministerprasidenten vom 5. Juli 1990"17,
Zu den dort erwdhnten Fragen gehérte insbesondere die Regelung
der internationalen Beziehungen der L&nder. '

Bundeétag und Bundesrat setzten deshalb am 28./29. November
1991 eine Gemeinsame Verfassungskommission ein. Nach fast zwei-
jdhriger Arbeit legte diese am 5.11.1993 einen umfangreichen

' Berichtl® vor. Die Kommission priiffte und der Bericht erdrtert
eine gréBere Zahl méglicher Grundgesetz-Anderungen und gibt
dazu zahlreiche Empfehlungen. Sie betreffen zu einem wesentli-
chen Teil das Verhdltnis von Bund und L&ndern. Die Beratung und
Verabschiedung der Vorschliage insgesamt ist noch nicht abge-
schlossen.

Angesichts des Abschlusses des Vertrags von Maastricht ent-
schloB sich die Kommission jedoch, den auf die Mitgliedschaft
der Bunidesrepublik Deutschland in der Europidischen Union bezig-
lichen Teil ihrer Vorschldge vorweg zu verabschieden und vorzu-
legen. Aufgrund eines bereits am 14.5.1992 erstatteten Berichts
einer Kommission des Bundesratsl? befaBte sich die Gemeinsame
Verfassungskommission mit der Materie und legte am 26.6.1992
eigene BeschluBempfehlungen vor. Diese wurden vom Bundestag und
Bundesrat eingehend beraten und in Verbindung mit der Zustim-
nung zum Vertrag lber die Europdische Union als Verfassungsin-
derung verabschiedet. Daran schlof sich der Erlaf von Ausfiih-
rungsgesetzen und schlieBlich die verfassungsgerichtliche Aus-

einandersetzung um das Zustimmungsgesetz zum Vertrag liber die
Europdische Union.

Insgesamt sind daher in unserem Zusammenhang finf Rechtsakte in
die Betrachtung einzubeziehen:

(1) Im Mittelpunkt steht das (38.) Gesetz zur Anderung des
Grundgesetzes vom 21.12.1992%0, pessen Kern ist der neue

{anstelle des durch den Einigungsvertraqg aufgehobenen) Art. 23



GG iber die Europédische Union. Ergdnzend wird Art. 24 GG durch
Einfiigung eines neuen Absatzes la iiber die Ubertraqung von Ho-
heitsrechten der Linder auf grenznachbarschaftliche Einrichtun-
gen, ferner Art. 28 I 3 GG durch Erméglichung des Kommunalwahl-
rechts fiir Unionsbiirger, Art. 45 GG durch Einfiihrung des Bun-
destagsausschusses fiir Angelegenheiten der Europaischen Union,
Art. 52 IIIa durch die Einfihrung der Europakammer des Bundes-
rats, Art. 88 (2) GG durch die Nennung der Europidischen Zen-
tralbank erginzt; dazu kommen redaktionelle Anderungen der Art.
50 und 115e II GG.

(2) Gestiitzt auf die Neufassung des Art. 23 GG haben Bundestag
und Bundesrat durch Gesetz vom 28.12.19922l dem Vertrag iiber
die europdische Union durch mit verfassungsdndernder Mehrheit
beschlossenes Gesetz zugestimmt.

(3) Zur Xonkretisierung des Art. 23 III GG hat der Bundestag
ein Gesetz Uber die Zusammenarbeit von Bundesregierung und
Deutschem Bundestag in Angelegenheiten der Europdischen Union
vom 12.3.199322 verabschiedet.

(4) Im gleichen Zusammenhang, aber im Hinblick auf Linder und
Bundesrat, ist das Gesetz iiber die Zusammenarbeit von Bund und
Liandern in Angelgenheiten der Europdischen Union vom
12.3.1993% erlassen worden.

(5) Das unter (2) erwdhnte Zustimmungsgesetz ist durch mehrere
Verfassungsbeschwerden vor dem Bundesverfassungsgericht ange-
griffen worden. Durch Urteil vom 12.10.1993% hat das Bundes-
verfassungsgericht zwar die Verfassungsbheschwerden zuriickgewie-
sen} dabei jedoch zur Bedeutung der neuen verfassungsrechtli-
chen Regelung und der Europdischen Union fiir die Bundesrepublik
wesentliche Ausfiihrungen gemacht. Diese sind in die folgende
systematische Darstellung der Neuregelung einzubeziehen.



B. Bedeutung der Neuregelung

4. Verfassungsstaatliche Bedeutung der Europdischen Union

Den Kern der Neuregelung macht die Ordnung der Europaischen
Union in Art. 23 I GG neuer Fassung aus. Durch diese Neurege-
lung wird fur den Bereich der Europdischen Union Art. 24 I GG,
der bisher die Ermidchtigungsgrundlage fir die Ubertragung von
Hoheitsrechten auch auf die Europdische Gemeinschaft gewesen
ist, verdridngt und durch eine eingehende Sonderregelung er-

setzt.

Diese enth&lt zunidchst, ilber die Ermdchtigung zur Ubertragung
von Hoheitsrechten hinaus, einen eigentlichen Verfassungséuf-
trag "zur Verwirklichung eines vereinten Europas". Eine ent-
sprechende Rechtslage lief sich zwar schon bisher der Prédambel
des Grundgesetzes entnehmen; die Neuregelung stellt diese je-
doch in den Zusammenhang der Ubertragung von Hoheitsrechten und
der Europdischen Union als Delegatar der iibertragenen Hoheits-
rechte. '

Diesem Bekenntnis zur europdischen Einigung und der Konkreti-
sierung eines entsprechenden Verfassungsauftrags stehen
alerdings Kautelen gegeniiber, von deren Einhaltung der neue
Art. 23 I GG die Ubertragung von Hoheitsrechten und damit die
zustindigkeit der Europdischen Union abhédngig macht. Das Urteil
des Bundesverfassungsgerichts unterstreicht diese Kautelen und
meint sogar, eine lber die begrenzt eingerdumten
Hoheitsbefugnisse hinausgehende "Auslegung von Befugnisnormen
wiirde fir Deutschland keine Bindungswirkung entfalten"?.

Zundchst stellt Art. 23 I 2 GG flur das Ubertragungsgesetz, ab-
weichend von Art. 24 I GG, das Erfordernis der Zustimmung des
Bundesrats auf. Wie bereits ausgefiihrt, bedeutet dies in der
Sache keine Anderung gegeniiber der bisherigen Praxis.
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von groBerer grundsadtzliche Tragweite ist, daB Art. 23 I 1 GG
an die zu entwickelnde Europédische Union die konkreten Anforde-
rungen stellt, daB sie "demkratischen, rechtsstaatlichen, so-
2ialen und féderativen Grundsédtzen und dem Grundsatz der Sub;
sidiaritdt verpflichtet ist und einen diesem Grundgesetz im we-
sentlichen vergleichbaren Grundrechtsschutz gewdhrleistet." Da-
bei sind die erstgenannten vier Strukturprinzipien im wesentli-
cheﬁ die Ubernahme der ohnehin in Art. 20 und 28 I 1 GG genann-
ten. Der Grundsatz der Subsidiaritidt, bisher im Grundgesetz
nicht verankert?, ibernimmt offenbar die Regelung des neuen
Art. 3b EG—Vertrag. Das Erfordernis einés dem deutschen ver-
gleichbaren Grundrechtsschutzes wurde vom Bundesverfassungsge-
- richt?’ herausgearbeitet. Unter der Voraussetzung eines derar-~
tigen Grundrechtsschutzes verzichtet das Bundesverfassungsge-
richt darauf, von Gemeinschaftsorganen erlassene Rechtsvor-

schriften auf Vereinbarkeit mit dem Grundgesetz 2zu iiberprii-
fen,

Verfassungssystematisch sind die genanntén Anforderungen daher
vom Standpunkt des deutschen Verféssungsrechts her durchaus an-
gebracht. Die grunds&tzliche Problematik liegt jedoch darin,
daB dadurch das Grundgesetz Kriterien formuliert, anhand deren
die Struktur der Europaischén Union uUberprift werden kann und
soll. Diese Kriterien werden im deutschen Verfassungsrecht ver-
ankert, so daB eine Uberpriifung durch deutsche Gerichte, letzt-
lich das Bundesverfassungsgericht, folgerichtig erscheint. Das
Europarecht ist jedoch ein eigenstindiges und im {ibrigen von
den Rechtsordnungen aller Mitgliedstaatén beeinfluBftes Rechts-
gebiet. Bedenkt man etwa, daB das'Grundgesetz aus rechtsstaat-
lichen Erwdgungen und historisch wohl begriindeten Erfahrungen
die Ubertragung rechtsetzender Gewalt auf die Exekutive an sehr
enge Voraussetzungen knipft (insb. Art. 80 GG), so springt der
Gegensatz zum Europarecht, das auf der Kooperation der ein-
zelstaatlichen Exekutiven im Rat beruht, ins Auge. Soll hier
das Grundgesetz zum MaBstab europarechtlicher Regelungen
werden? Die Frage konnte schon bisher angesichts der Art. 20,
79 I1I GG aufgeworfen werden; bisher lieB sich ihr

entgegenhalten, daB diese Normen nur iuBerste Grenzen
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markierten und daf die Rechtsordnung der europédischen
Gemeinschaft aufgrund ihres besonderen Charakters und der ihr
inhdrenten Garantien diese Grenzen nicht verletze. Durch die
konkrete Hereinnahme der Kriterien in Art. 23 I 1 GG kénnte
eine abweichende Betrachtungsweise gefdérdert werden. Sie stidnde
jedoch im direkten Widerspruch zum Integrationsauftrag des
Grundgesetzes - auch des Art. 23 neuer Fassung! - und ist
daher abzulehnen. '

DaB die Gefahr einer Anlegung deutscher PriifungsmaBstdbe an eu-
roparechtliche Normen jedoch besteht, wird gerade aus dem Ur-
teil des Bundesverfassungsgerichts zum Vertrag iber die Europé-
ische Union deutlich. Das Bundesverfassungsgericht entnimmt dem
Wahlrecht des Blirgers zum Bundestag das Recht darauf, an einer
Legitimation von Staatsgewalt, die auch tatsdchlich ausgelibt
wird, mitzuwirken. Dieses Recht kénne verletzt sein "wenn die
Wahrnehmung der Kompetenzen des Deutschen Bundestages so weit-
gehend auf ein von den Regierungen gebildetes Organ der Europé-
ischen Union oder der Europdischen Gemeinschaften ubergeht, daB
die nach Art. 20 I und II in Verbindung mit Art. 79 III GG un-
verzichtbaren Mindestanforderungen demokratischer Legitimation
der dem Bilirger gegenibertretenden Hoheitsgewalt nicht mehr er-
fiillt werden"?, Damit wird das innerstaatliche Demokratieprin-
zip zum MaBstab der Ausilibung europdischer G6ffentlicher Gewalt.
Zwar zieht das Bundesverfassungsgericht im folgenden in Erwé-
gung, ob und inwieweit demokratische Legitimation auf europii-
scher Ebene die einzelstaatliche demokratische Legitimation er-
setzen k&nne., Das Gericht hdlt insofern die Entwicklung zu ei-
ner demokratischen Europdischen Union fir mdglich, aber fir
noch nicht hinreichend in ihren Konturen absehbar. Daher sei
gegenwidrtig die demokratische Legitimation auf europédischer
Ebene im wesentlichen liber die nationalen Parlamente vermittelt
und eine Ausdehnung der eurcopdischen Zustédndigkeiten, die diese
Parlamente entscheidend in ihrer Macht schmidlerten, mit dem De-
mokratieprinzip unvereinbar30.

In der Tat 1aBt sich {iber diesen Befund diskutieren3l. Proble-

matisch erscheint jedoch hier wie bei der Rechtsprechung des
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Bundesverfassungsgerichts zum Grundrechtsschutz durch die euro-
pdische Gemeinschaft, daB sich ein einzelstaatliches Gericht
die Entscheidung dariber vorbehalten will, ob eine rechtsstaat-
liche, demokratische und freiheitliche Ziele verfolgende Poli-
tik der Europdischen Union mit einzelstaatlichem Verfassungs-
recht vereinbar ist. So unabdingbar hier eine Kontrolle auf
Verletzung &uBerster Grenzen der Verfassungsanderung sein mag,
so problematisch ist die im Maastricht-Urteil 2zutage tretende
Konkretisierung dieser Kontrolle.

Eine entscheidende Neuerung stellt sodann dar, daB Art. 23 I 3
GG fir die Begriindung der Europdischen Union und fir inhaltlich
das Grundgesetz adndernde Regelunqeh ihrer Grundlagen die Form
der innerstaatlichen Verfassungsdnderung (Art. 79 II GG)
verlangt; entsprechend ist zundchst beim Zustimmungsgesetz zum
Vertrag liber die Europdische Union verfahren worden. Damit wird
die bisherige Regelung des Art. 24 I GG preisgegeben und ein
zusatzliches Hemmnis der europdischen Integration errichtet,
das dem konstatierten Verfassungsauftrag zur Integration
diametral widerspricht. Das Urteil vom 12.10.1993 zieht daraus
die zusatzliche Folgerung, filir das Bundesverfassungsgericht die
Kontrolle iber die Abgrenzung von Fortbildung des Europarechts
und Anderung der vertraglichen Grundlagen zu postulieren3.
Abgesehen davon, daf die Neuregelung das Grundgesetz, in

~ Abweichung von Art. 79 I, mit einem sonst verpdnten Fall der
verfassungsdurchbrechenden Verfassungsinderung belastet3’,
erweist sich die Handhabung der neuen Norm durch das

Bundesverfassungsgericht als kaum verhiillte Bremsung der
Integrationsgewalt.

SchlieBlich ist zu erwdhnen, daB auch fiir diese Verfassungsan-
derungen die Grenzen des Art. 79 III GG gelten sollen. Da diese
ohnehin, wie erwdhnt, in Art. 23 I 1 erwdhnt sind, ist diese
zusdtzliche (und schon der bisherigen Mehrheltsmelnung entspre-
chende) Grenze ohne selbstidndige Bedeutung.
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5. Die parlamentarisch-demokratische Funktion der Neuregelung

Flur die erwdhnte Heranziehung des Demokratieprinzips als Kon-
trollmaBstab fiir die Ubertragung von Hoheitsrechten an die Eu-
ropdische Union kénnte allerdings sprechen, daf die Neuregelung
des Art. 23 II, III, in Fortbildung der erwadhnten &dlteren Rege-
lungen, die Mitwirkung von Bundestag und Bundesrat (und inso-
fern auch der Linder) gewdhrleistet und der Bundesregierung
eine frihestmdégliche umfassende Unterrichtungspflicht aufer-
legt.

Fir die Beteiligung des Bundestags folgt daraus nach Art. 23
III in Verbindung mit dem erwidhnten Ausflihrungsgesetz vom
12.3.1993, daR der Bundestag Gelegenheit zur Stellungnahme zu
Rechtsetzungsakten der Europdischen Union erhédlt. Um diese
Stellungnahme auch faktisch zu erméglichen, wird die Unterrich-
tungspflicht der Bundesregierung gesetzlich im einzelnen ausge-
staltet und die Bestellung eines Bundestagsausschusses fir An-
gelegenheiten der Europdischen Union vorgésehen, der anstelle
des Bundestages zur Abgabe der Stellungnahme ermidchtigt werden
kann (Art. 45 GG, § 2 des Gesetzes). Allerdings, "die Bundesre-
gierung beriicksichtigt die Stellungnahmen des Bundestages bei
den Verhandlungen" (Art. 23 III 2 GG). GenmdR § 5 Satz 3 des
Ausfihrungsgesetzes legt die Bundesregierung die Stellungnahme
ihren Verhandlungen zugrunde. Von einer fOrmlichen Bindung der
Bundesregierung wird somit ausdriicklich abgesehen; die Bindung
erscheint sogar weniger prdzis als die des Rats an Beschlisse
des Europ&dischen Parlaments nach Art. 189b, 189c EG-Vertragq.

Zwar erscheint diese Regelung sachgerecht. Da lber die zu er-
lassenden Rechtsvorschriften verhandelt werden muf, kann eine
strikte Bindung der einzelnen nationalen Regierungen schwerlich
in Betracht kommen. Aber es zeigt sich, daBR die demokratische
Légitimation der Entscheidungsprozesse besser durch das Europa-
ische Parlament gesichert wird als durch die Mitwirkung der
einzelstaatlichen Parlamente. Erst recht gilt dies, wenn die
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Stellungnahme des Parlaments durch die eines Ausschusses ver-
drangt wird. Bei ndherer Betrachtung zeigt daher gerade die
neue Regelung die Grenzen einer Vermittlung demokratischen Ein-
flusses durch die nationalen Parlamente.

6. Der Schutz der Zustidndigkeiten und des Einflusses der Lander

Im Prinzip &hnlich, aber wesentlich eingehender geregelt und
von grdBerer Tragweite ist die Beteiligung des Bundesrats und,
sei es durch sie vermittelt, sei es unmittelbar, der einzelnen
Lidnder. Zundchst gilt fir die Unterrichtungspflicht und das
Mitwirkungsrecht des Bundesrats das fir den Bundestag Gesagte
entsprechend. Ebenso wie der Ausschuf des Bundestags fur Ange-
legenheiten der Europdischen Union, hat die Europakammer des
Bundesrats durch den neuen Art. 52 IIIa GG eine ausdriickliche

verfassungsrechtliche'Grundlage erhalten.

Der Bundesrat ist immer dann zu beteiligen; wenn er an einer
entsprechenden innerstaatlichen MaBnahme mitzuwirken hitte oder
die Lander innerstaatlich zustdndig wdren, Art. 23 IV GG. Da
der Bundesrat bei der Gesetzgebung und Verwaltung des Bundes
sowie, aufgrund der Neuregelung, in Angelegenheiten der Europé-
ischen Union mitwirkt (Art. 50 GG n.F.), ist das Beteiligungs-
recht des Bundesrats umfassend. Nach dem erwdhnten Ausfﬁhrﬁngs—
gesetz (§ 4) sind auch vom Bundesrat bestimmte Landesminister
als Vertreter der Linder an den Vorberatungen zur Festlegung
der Verhandlungsposition zu europidischen Vorhaben zu beteili-~
gen. Fir die innerstaatliche Vorbereitungstdtigkeit entspricht
dies der auch sonst Ublichen Kooperation von Bundesministerien
und fachlich zustdndigen Landesvertretern aus der Mitte des
Bundesrates}. Dariiber hinaus schreibt jedoch das Ausfihrungs-
gesetz (§ 6) vor, daB Lindervertreter soweit méglich auch zu
den Verhandlungen in den Beratungsgremien der Kommission und
des Rates der Europdischen Union beizuziehen sind, soweit dies
méglich ist. Dabei soll die Verhandlungsfithrung bei der Bundes-
regierung liegen, den Lindervertretern jedoch das Recht zur Ab-
gabe von Erkldrungen eingeriumt werden.
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Hinsichtlich der Intensitdt der Bindung an die Stellungnahmen
des Bundesrates und der Linder differenzieren Art. 23 V, VI GG
und das Ausfiihrungsgesetz. Im Bereich der (ausschlieflichen
oder konkurrierenden) Bundesgesetzgebung "beriicksichtigt" die
Bundesregierung die Stellungnahme des Bundesrates; insofern ist
dessen Stellung der des Bundestages vergleichbar. Handelt es
sich jedoch um Gesetzgebungsbefugnisse der Linder, die Einrich-
tung ihrer Behdérden oder das Verwaltungsverfahren der Lander?,
so ist bei der Willensbildung des Bundes insoweit die Auffas-
sung des Bundesrates "maBgeblich zu beriicksichtigen":; als
Schranken der Beriicksichtigung nennt das Grundgesetz die ge-
.samtstaatliche Verantwortung des Bundes und finanzielle Folgen
fir den Bund. Man wird aus dieser Nennung von Grenzen der Bin-
dungswirkung fir den Bund schlieBen diirfen, daB im ibrigen die
stellungnahme des Bundesrates maBgeblich ist. Diese Sichtweise
liegt letztlich wohl auch der Regelung des Ausfithrungsgesetzes
(§ 5 IT) zugrunde; doch sieht dieses, fir die konkordanzpoliti-
sche Orientierung des deutschen Bundesratssystems charakteri-
stisch, ein Verfahren zur Herstellung eines Einvernehmens vor.
Soweit nicht finanzielle Interessen des Bundes entgegenstehen,
soll letztlich eine mit zwei Dritteln der Stimmen des Bundes~
rats beschlossene Auffassung maBgeblich sein.

Noch weiter geht die Bindung an die Auffassung des Bundesrats,
wenn die MaBnahme auf europdischer Ebene ausschlieBfliche Ge-
setzgebungsbefugnisse der lLidnder - also den Bereich, in dem der
Bund keinerlei Gesetzgebungszustdndigkeit hat - betrifft. In
diesen F&4llen soll die Vertretung der Belange der Bundesrepu-
blik Deutschland im Rat der Europdischen Union einem vom Bun-
desrat benannten Landesminister, allerdings unter Beteiligung
und in Abstimmung mit der Bundesregierung, lbertragen werden
(Art. 23 VI GG, § 6 II des Ausfiihrungsgesetzes). Wie schon dar-
gelegt, ist dies nunmehr nach Art. 146 EG-Vertrag auch europa-
rechtlich méglich. In solchen Fragen - 2zu denken ist etwa an
das Rundfunkrecht oder kulturelle Fragen im Sinn von Art. 128
EG-Vertrag - tritt somit die Bundesrepublik Deutschland auf eu-
ropdischer Ebene weitgehend als Bund gemeinsam handelnder L&n-
der in Erscheinung. Sachlich ist diese Rechtslage aufgrund der
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(oben 2) erwdhnten Vorgeschichte und angésichts der Einigungs-
prozeduren 2zwischen Bund und Lindern nicht v6llig neu; aber die
Folge der Verfassungsdnderung ist, daB der maBgebliche Linder-
einfluB nun auch rechtlich festgelegt ist.

Zu dieser Grundregel gibt das Ausfiihrungsgesetz noch einige Er-
gdnzungen und Konkretisierungen. So ist auch bei der Zustimmung
zu Vorhaben nach Art. 235 des EG-Vertrags, die Zust&ndigkeiten
der Linder berihren, ein Einvernehmen mit dem Bundesrat erfor-
derlich3f. Soweit die Linder vor dem Europdischen Gerichtshof -
nicht selbst klagebefugt sind, kann der Bundesrat zum Schutz
der Interessen der Linder von der Bundesregierung die Einlei-
tung gerichtlicher Verfahren verlangen (§ 7). Fir den AusschuB
der Regionen nach § 198a ff. EG-Vertrag schlidgt die Bundesre-
gierung die von den L&ndern benannten Vertreter vor; allerdings
haben die Linder auch eine Vertretung der kommunalen Spitzen-
verbidnde im AusschuB der Regionen sicherzustellen (§ 14):; auch
im lGbrigen sind kommunale Belange in Angelegenheiten der Euro-
pdischen Union zu schiitzen (§ 10). |

Im Zusammenhang gesehen, erscheint der Schutz der Rechte des
Bundesrats und dadurch vermittelt der L&nder in der Tat gut ge-
sichert. Zu beachten bleibt dabei freilich, daB Tré&ger der Mit-
wirkungsrechte fast durchgédngig der Bundesrat oder von ihm Be-
auftragte sind. Rechte des einzelnen Landes setzen sich daher
nur durch, wenn es im Bundesrat eine Mehrheit auf seine Seite
bringen kann. Dies unterwirft die Linder einem weiteren Eini-
gungszwang und verstédrkt die Tendenz zu konkordanzpolitischer
Stabilisierung.

Anders verhdlt es sich nur bei der Errichtung von. Linderbiiros
bei der Europdischen Union, wie sie von einzelnen L&ndern schon
vor Jahren geschaffen wurden und jetzt durch § 8 des Ausfiih-
rungsgesetzes ausdriicklich - wenn auch ohne diplomatischen Sta-
tus - vorgesehen sind. Da die Lidnder auch am Sitz der Bundesre-

gierung Vertretungen unterhalten und da viele der deutschen
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Linder grdBer sind als kleine Mitgliedstaaten der Européischen
Union, sind diese Lénderbiros dennoch eine sachgerechte, auch
im Rahmen der Verteidigung wvon Interessen der Regionalpolitik
nitzliche Einrichtung?®. '

7. SchluBfolgerungen und Perspketiven

Gesamthaft gesehen, 148t sich ohne weiteres konstatieren, dagf
die Verfassungsnovelle vom 21. Dezember 1992 die Mitwirkungs-
rechte von Bundestag und Bundesrat und damit vor allem den:
Schutz der Landeszustédndigkeiten im EntscheidungsprozeB der
Europédischen Union entscheidend intensiviert hat. Durch
Zustiﬁmungsrechte und Méglichkeiten der Beteiligung erhalten
die Lander vielfache M&glichkeiten der Mitgestaltung. Der
AusschuB der Regionen, vom Veértrag iiber die Europdische Union
als Forum filir die Selbstverwaltungstridger und Gliedstaaten der
einzelnen Mitgliedstaaten der Europadischen Union konzipiert,
hat im Vergleich zu den vom Grundgesetz eingerdumten
Mitgestaltungsméglichkeiten der Lander wesentlich geringeres
Gewicht.

Diese nach dem Verfassungéwortlaut starke Stellung der Lander
wird allerdings durch die verfassungsrechtliche Situation in
zweifacher Weise relativiert. Einerseits koénnen die starken Be-
teiligungsrechte nach Art. 23 GG nicht verdecken, daB der Be-
reich der eigenen Landeszustdndigkeiten, in denen die maRgebli-
chen Mitwirkungsméglichkeiten nach Art. 23 VI GG Platz greifen,
‘recht schmal sind. Angesichts der umfassenden Zustandigkeitska-
taloge fiir die Bundesgesetzgebung nach Art. 73/74 GG bleiben
nur enge Bereiche, namentlich‘des Kulturverwal tungsrechts, Ub-
rig, die die Lénder durch den Bundesrat mit fiir den Bund
bindender Wirkung auch auf europdischer Ebene verteidigen
kénnen. Auch insofern beteiligt aber wird der Bundesrat, also
die Gesamtheit der L&nder, nicht das einzelne Land. Der Schutz
der Zustdndigkeiten reduziert sich daher auf eine Mdéglichkeit
der EinfluBnahme und die Chance, dabei den eigenen Standpunkt
durchzusetzen.
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Die Beteiligung der Linder erweist sich daher im praktischen
Ergebnis weniger als Schutz der Eigenart des einzelnen Landes,
denn als Sicherung des Einflusses weiterer Ebenen auf den Ent~
scheidungsprozeB der Europidischen Union. Insofern hat in gerin-
gem MaB der Bundestag, in etwas stdrkerem der Bundesrat Einflus
auf die Konkretisierung der Europidischen Union gewonnen. Das
Konzept des "unitarischen Bundesstaates" (K. Hesse) ist erneut
bestitigt und verfestigt worden.

Wesentlich gravierender aber ist, daB jede Erweiterung und Aus-
weitung der Zustandigkeiten der Union nunmehr im Weg der Ver-
fassungsédnderung nicht nur der Zustimmung des Bundestags und
des Bundesrats, sondern der Zweidrittelmehrheit in beiden
Organen bedarf. Damit und durch die Festschreibung der
Prinzipien der europidischen Einigung im Grundgesetz ist dem
weiteren Ausbau der Europdischen Union ein krédftiger Bremsklotz
angelegt worden.

Dadurch gewinnt vor allém der EinfluB des'Bundesverfassungsge—
richts auf die Weiterentwicklung des Einigungsprozesses an Ge-
wicht. Wie im Urteil vom 12.10.1993 bereits vorgezeichnet, wird
das Gericht die Einhaltung der verfassungsrechtlichen MaBstidbe
nach Art. 23 I 1 GG kontrollieren kénnen, ohne dabei jeweils
deutlich zu machen, daf es sich um extreme Grenzen der Verfas-
sungsédnderung handelt. Dies und die erforderliche Mehrheit fir
Knderungen‘der Rechtsgrundlagen der Europédischen Union wird de-
ren Ausbau erheblich erschweren. Sodann hat das Bundesverfas-
sungsgericht die Méglichkeit, die Einhaltung der in Art. 23 GG
vorgesehenen Beteiligungsverfahren zu iiberpriifen. Vor allem
aber hat das Gericht durch die von ihm vorgenommene scharfe
Trennung zwischen Fortbildung und Anderung des Unionsvertrags
und durch die postulierte Unverbindlichkeit widersprechender
Rechtsakte der Europiischen Union filr Deutschland?® die Mog-
lichkeit, die Verbindlichkeit einzelner Rechtsnormen und
Rechtsakte der Eurcpidischen Union in Zweifel zu ziehen. Das Ge-
richt 18st sich damit aus einem einheitlichen Rechtsprechungs-
system der Europdischen Union heraus3?.
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So gesehen, erweist sich das Maastricht-Urteil des Bundesver-
fassungsgerichts als Reaktion auf die Kritik am "Solange II"-
Beschluf!l. Gegen die darin ausgesprochene Beéreitschaft des
Bundesverfassungsgerichts, auf die Uberpriifung abgeleiteten Ge-
meinschaftsrecht auf Vereinbarkeit mit dem Grundgesetz zu ver-
zichten, solange der Européische Gerichtshof einen wirksamen
Grundrechtsschutz gewéhrleiste} war vor allem in der Frage der
EG-Rundfunkrichtlinie und der Richtlinie uber die Etikettierung
von Tabakerzeugnissen Rechtsschutz des Bundesverfassungsge-
richts mit dem Ziel angestrebt worden, eine Zustimmung des
deutschen Vertreters im Rat zu den Richtlinien wegen Verletzung
| deutschen Verfassungsrechts zu untersagen. Das Bundesverfas-
sungsgericht wies zwar die Antrdge einerseits der Bayerischen
Staatsregierung, andererseits eines Tabakherstellers, ab’l.
Aber in der wissenschaftlichen und rechtspolitischen Diskussion
wurde schon damals ein Entscheidungsverhalten des Gerichts
gefordert, das eine Zustimmung 2zu deutschem Verfassungsrecht
widersprechenden Rechtsakten des Rates unterbinden sollef2. Es
muf auffallen, daB einer der Befiirworter verfassungsrechtlicher
Grenzziehungen fir die Zustimmung deutscher Vertreter im Rat
1991 bis 1993 Vorsitzender der Gemeinsamen Verfassungskommis-
sion und danit maBgeblich an der Vorbereitung der Verfassungédn-
derung vom 21. Dezember 1992 beteiligt war. So gesehen, ent-
puppt sich diese in erster Linie als Begrenzung der deutschen
Mitwirkung an der Europdischen Integration.

Damit ergibt sich eine merkwirdige Ambivalenz. Die Beteiligung.
der Ldnder und sonstiger Gliedstaaten der Mitgliedstaaten der
Europédischen Union am Entscheidungsprozef sollte ein Schritt
auf dem Weg zu einem Europa der Regionen sein, in dem sich
Union und Mitgliedstaaten nicht antinomisch gegeniiberstehen,
sondern in dem der Gegensatz durch eine dritte Ebene abgemil-
dert wird; der Gegensatz zwischen nationaler und supranationa-
ler Souveradnitit sollte durch demokratische Politikgestaltung
und Selbstregierung auf allen Ebenen erginzt werden®3. Nunmehr
wird die verfassungsrechtliche Grundlage solcher Mitwirkung der
Gliedstaaten dazu genutzt, das einzelstaatliche Verfassungs-

recht und seine Handhabung gegeniber der Einwirkung europédi-
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scher Akte abzuschotten, impermeabel zu machen. Damit wird der
Sinn eines Europas der Regionen in sein Gegenteil verkehrt. Die
Beteiligung der deutschen Lidnder an der Europdischen Union, ge-
wif durch Art. 23 GG wirksam gesichert, sollte den Landern eine
Mitgestaltung des europidischen Einigungswerks erméglichen,
nicht aber zum Abwehrinstrument des Nationalstaats gegen Ein-
wirkungen des Europarechts werden.
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La actividad de los léinder en el dambito de las relaciones exteriores y
su participacion en tratados internacionales

Wolfgang Burtscher, Bregenz!

1. Observaciones preliminares

Segin el art. 2 de la Ley Constitucional Federal (B-VG), Austria es un estado
federal que se compone de los linder auténomos Burgenland, Kirnten, Baja Austria,
Alta Austna, Salzburgo, Steiermark, Tirol, Vorarlberg y Viena. Por lo que respecta a
la distribucién global de competencias entre la federacién y los linder, "el corazén de
la calidad de estado federal fijada en la constitucién"?, la calidad de estado federal de
Austria no sale de lo mejor parada en la comparacién internacional. En este sentido,
lo de menos es que en Austria - al igual que en otros estados federados - los "asuntos
exteriores, incluyendo la representacién politica y econémica ante el extranjero, en
especial la celebracién de tratados de Estado"?, son fundamentalmente cuestién federal
en cuanto a legislacién y ejecucidn.

El que la situacién del "federalismo en la politica exterior austriaca™ no esté
tan mal como podria hacer sospechar la cita recién mencionada se debe a que también
los linder disponen de varias posibilidades para hacer "politica exterior”® en el marco
de su campo de actuacién auténoma. El instrumental de los linder para ejercer
influencia en los asuntos exteriores de Austria va desde la intervencidén en la politica
exterior de la Federacion, sobre todo al celebrar tratados de derecho internacional, pasa
por la posibilidad de celebrar tratados de Estado propios y llega hasta las relaciones
exteriores transfronterizas regionales en forma no juridificada.

El articulo refleja la opinién personal del autor.

Seguin Pernthaler, Kompetenzverteilung 1n der Krise. Voraussetzungen und
Grenzen der Kompetenzinterpretation in Osterreich, 1989, p. 7.

3 Segiin la expresién textual del art. 10, pérrafo 2 de la B-VG.

Segtin Kicker, Foderalismus in der Osterreichischen Aussenpolitik, Initiativen
der Bundesldnder, en: Osterreichische Zeitschrift fiir Politikwissenschaft, 1988,
p. 133 y sig.

Sobre la definicién del concepto "politica exterior” en el contexto del Estado
federal véase Fastenrath, Inwieweit ist der Staat international eine Einheit?, en:
Pernthaler (editor), Aussenpolitik der Gliedstaaten und Regionen, 1991, p. 15

y sig.
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El centro del presente estudio lo ocupa la exposicién de estas distintas formas
de actividades exteriores "cldsicas" de los linder austriacos en contraposicién con los
derechos especificos de participacién de los linder en el marco de la integracién
europea®. En los (ltimos afios han aumentado las actividades exteriores de los linder.
Esta necesidad de las unidades subnacionales, que también se observa en otros Estados,
de una intervencion creciente en el dmbito exterior resulta, por un lado, del
reconocimiento de que el binomio politica interior - polftica exterior estd cada vez mas
en trance de desaparecer a la vista de las interacciones de los sistemas politicos
estatales’ y porque los tratados de derecho internacional cada vez més el campo de
accién auténoma de los linder’. A esto se afiade que, en el marco del movimiento
"Europa de las regiones"”, también en Austria se hace notar una dedicacidn intensificada
hacia Ia colaboracién regional transfronteriza y que por parte de la federacién - al
contrario de una antigua postura mas bien escéptica - las actividades regionales
tranfronterizas de los linder se califican ahora de complemento valioso a la politica
exterior de la Federacién®.

Las relaciones exteriores auténomas transfronterizas de los linder federados
austriacos también se deben considerar bajo el trasfondo de la especial situacién
geopolitica de Austria. Austria comparte sus fronteras extericres con nueve estados
soberanos que se caracterizan por sistemas constitucionales notablemente distintos y por
estructuras de integracion notablemente distintas. Todos los linder, con excepcidn de
Viena, tienen fronteras que al mismo tiempo son fronteras exteriores austriacas'.
Esta multiplicidad torna comprensible el deseo de los linder por una configuracién
auténoma de las relaciones vecinales regionales transfronterizas y, al mismo tiempo,
explica la diferncia de contenidos y la intensidad de la colaboracién regional
transfronteriza.

§ Véase al respecto en detalle la aportacién de Seidl-Hohenveldern.
7 Véase Fastenrath (nota 5), p. 22.

Como es natural, esto se aplica especialmente a la "politica interior europea”
que se va configurande en el marco de la integracién europea (Unién Europea,
espacio econémico europeo). Véase al respecto Burtscher, EG-Beitritt und
Foderalismus, 1990, y Burtscher, EWR und Fdderalismus, en: Jacot-Guillarmod
(editor), Accord EEE, Commentaires et réflexions, 1992, p. 707 y sig.

Sobre este cambio de criterio véase Pernthaler, Die auswirtigen Beziehungen
von Lindern und Regionen als neue Dynamik der wirtschaftlichen Integration,
en: Esterbauer/Pernthaler (editores), Europdischer Regionalismus am
Wendepunkt - Bilanz und Aussicht, 1991, p. 129 y sig., p. 136.

1 En el caso del land federado de Vorairlberg, aproximadamente el 80 % de las
fronteras son fronteras extranjeras que lindan con Suiza, Alemania y el
principado de Liechtenstein.
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Voy a terminar las observaciones preliminares con la referencia a otra
peculiaridad de la calidad del estado federal austriaco que, al margen de las condiciones
marco constitucionales, confiere a los linder un peso politico nada despreciable, incluso
en cuestiones de politica exterior. Muchos de los linder federados austriacos tienen una
tradicion de siglos como unidades geograficas y administrativas, lo que se refleja en una
conciencia regional decididamente marcada por parte de la poblacién. La fuerte posicidn
politica de los linder que de ello resulta en el sistema politico de Austria también se
hace notar en el d4mbito de la politica exterior.

2. Intervencién de los linder en la politica exterior de la Federacién

2.1. Intervencién de los linder en tratados de derecho internacional de la
Federacion

Como ya se indicd al principio, los asuntos exteriores en general y la
celebracidon de tratados de derecho internacional en particular recaen bdsicamente en
el dmbito de competencias de la Federacion, pues segun el art. 10, pdrrafo 1, linea 2
de la B-VG,

"los asuntos exteriores, incluyendo la representacién politica y econdmica cara
al exterior, sobre todo la celebracién de todos los tratados de Estado, salva la
competencia de los lander segin el art. 16, pédrrafo 1,"

forman parte en legistacién y ejecucién del dmbito de tareas de la Federacidn.

2.1.1 Derecho de opinién de los liinder en la celebracién de tratados de derecho
internacional

En la préctica de su politica exterior, y en especial en la celebracién de tratados
de derecho internacional, la Federacidn - desde luego como consecuencia del mandato
de la fidelidad a la Federacién - siempre ha tenido en cuenta las pretensiones y los
intereses de los lander. La exigencia de una juridificacién de esta prictica’ obtuvo en
el afio 1974 su fundamento constitucional™ con la inclusién del derecho de opinién en

! Sobre las exigencias de los linder a este respecto véase Burtscher, Die
vilkerrechtlichen Aspekte des Forderungskataloges der Osterreichischen
Bundeslander im Vergleich zu bestehenden Aussenkompetenzen anderer
Gliedstaaten, en: Osterreichische Zeitschrift fiir o6ffentliches Recht und
Volkerrecht, 1988, p. 137 y sig.

12 Sobre el derecho de opinidn de los linder segin el art. 10, pérrafos 4y 5de la
B-VG ante los proyectos en el marco de la integracién europea véase el trabajo



el art. 10, pdrrafo 3 de la B-VG". Esta disposicién reza como sigue:

"Antes de que la Federacién suscriba tratados de Estado que requieran medidas
ejecutorias en el sentido del articulo 16 o que repercutan de otro modo en el
dmbito de actuacién auténoma de los linder, debe darles a los linder la
oportunidad de que expresen su opinién."

Mientras que es relativamente facil determinar el grupo de tratados de Estado
que hacen necesarias las medidas ejecutorias de los linder, la formulacidn relativamente
imprecisa de "o que repercutan de otro modo en el 4mbito de actuacién auténoma de
los ldnder" presenta ciertas dificultades. Desde luego, aqui entran también los tratados
de derecho internacional que presenten un vinculo con las competencias regionales y los
tratados con importancia regional'®,

Los pareceres dados por los distintos gobiernos regionales siempre se tuvieron
en cuenta en el pasado y muchas veces influyeron de forma notable en la postura
austriaca en negociaciones de tratados internacionales a escala bilateral y multilateral.
Como ejemplo ya lejano a este respecto nos remitimos a la ratificacion del acuerdo
europeo sobre residencia en el marco del Consejo de Europa, que no llegd a producirse
por la resistencia masiva de los linder, y que habria obligado a los linder a una
liberalizacién de sus limitaciones impuestas a la adquisicién de inmuebles por
extranjeros®. :

En cuanto a tratados de derecho internacional recientes en los que hayan
intervenido los linder en el marco de su derecho de opinién segin el grado de
afectacién, habria que mencionar la Convencién de los Alpes, varios tratados de ayuda
en caso de catdstrofe y sobre instalaciones nucleares's, el acuerdo marco sobre
colaboracion transfronteriza de corporaciones territoriales con Italia, la firma del Pacto

de Seidl-Hohenveldern.
3 Enmienda de la B-VG de 1974, BGBI n°® 444/1974.
4 Véase al respecto el detalle en Burtscher (nota 11), p. 143-148,

5 El tratado de la CEE obliga ahora a los linder a aplicar un tratamiento
ampliamente equiparado a los ciudadanos de la CEE en la adquisicién de bienes
inmuebles. En el caso de una adhesién a la UE, al cabo de un periodo de
transicién hasta el afio 2000 en cuanto a las limitaciones para la adquisicién de
una segunda vivienda se ha acordado un tratamiento totalmente equiparado de
los ciudadanos de la UE en la adquisicion de bienes inmuebles.

18 El rechazo por parte del land Vorarlberg de un tratado sobre ayuda en caso de
catdstrofe con Suiza, que no prevé ningiin derecho de consulta de Austria en la
construccion de centrales nucleares, ha ayudado notablemente a que este tratado
no se haya suscrito hasta ahora.
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del Tirol del Sur, el tratado sobre la colaboracién amistosa entre Austria e Italia, las
conversaciones sobre la dinamizacién del acuerdo preferencial regional "Accordino”,
el tratado de trdnsito con ia Comunidad Europea y el establecimiento del Congreso de
Regiones y Municipios en el marco del Consejo de Europa'. Otros ejemplos del
gjercicio del derecho de opinién con especial afectacion regional son los tratados sobre
la reglamentacién del pequeiio trdfico transfronterizo y de excursién con Alemania y
Eslovenia, asi como el tratado de Estado sobre el aeropuerto suizo de Altenrhein,
préximo a la frontera'®.

2.1.2 Participacién de representantes de los kinder en negociaciones de tratados
y representacion en instancias interestatales

Al contrario de lo que sucede con el derecho de consulta, no se reflegja
expresamente en el derecho constitucional la prdctica, ejercida desde hace mucho
tiempo, de incluir a representantes de los linder en negociaciones de tratados
internacionales o de enviar a representantes de los linder como representantes de la
Republica de Austria a instancias interestatales'®,

Ademds de varios tratados mencionados ya en el punto 2.1,1, representantes de
los linder participaron también en el marco de la delegacion austriaca en la elaboracion
de las convenciones creadas en el marco de la IEAQ sobre alarma precoz y prestacién
de ayuda en caso de averias en centrales nucleares, el Tratado de Washington sobre
Proteccion de Especies y la Convencién de Ramsar.

Son ejemplos del envio de representantes de los lander a instancias interestatales
la colaboracién de representantes de los linder en diversas instancias del Consejo de
Europa?®, en comisiones mixtas tras diversos acuerdos culturales y diversas comisiones
permanentes de fronteras®, asf como la inclusién de representantes de los linder en

17" Estos ejemplos los menciona Staudigl, Zur Rolle der dsterreichischen Linder im

europdischen Integrationsprozess, Austrian Journal of Public International Law,
1993, p. 41 y sig.
'* En cuanto a éste y a otros ejemplos véanse los informes que edita cada afio el
Instituto de Investigacién sobre el Federalismo de Innsbruck sobre la situacidn
del federalismo en Austria, y también a Burtscher (nota 11), p. 146 y sig.

15 Estos derechos de consulta solo se reflejaron expresamente en "proyectos en el

marco de la integracién europea". Véase al respecto el trabajo de Seidl-
Hohenveldern.

2 Véase al respecto Burtscher (nota 11), p. 170 y sig.

' Véanse al respecto los informes mencionados en 1a nota 18 sobre la situacion del

federalismo en Austria.
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la comisién de trdnsitos tras el Tratado de Trénsito con la Comunidad Europea. Otros
gjemplos son la inclusidn de representantes de los linder en las distintas comisiones
transfronterizas de ordenacién territorial (por ejemplo la Comisién austrohingara de
ordenacién del territorio} o 1a inclusién de representantes del land Vorarlberg en la
Comisién Internacional de Transporte Maritimo, asf como en la Comisién de Proteccién
de Aguas para el lago Bodensee. De forma aislada estd expresamente prevista la
inclusién a nivel juridico simple o de tratados estatales la participacién de representantes
de los linder en instancias interestatales de especial interés para los linder. Esto se
aplica, por ejemplo, para la comisién mixta del Accordino® y la comisién germano-
austriaca de ordenaci6n del territorio®.

La Federacién deja ampliamente en manos de los linder el nombramiento de
representantes. En asuntos que tengan importancia para todos los lidnder, la
representacion de los linder la ostenta en muchos casos la oficina de enlace de los
linder federados, y en los demds casos los linder federados mds afectados.

2.2 Derecho de veto del Bundesrat ante tratados de derecho internacional de la
Federacion

El Bundesrat, que es la Cimara Alta austriaca o Cdmara de los Léinder,
interviene de diversas formas en la celebracién de tratados de derecho internacional. Si
un tratado de derecho internacional afecta al d4mbito de actuacién auténoma de los
lander, segtn el art. 50, parrafo I, iltima frase de la B-VG se requiere la aprobacién
del Bundesrat?. Al contrario de lo que sucede con los tratados de estado "normales”,
donde un veto del Bundesrat tiene un efecto meramente suspensivo, en este caso en
Bundesrat dispone de un veto absoluto que ni siquiera puede obviarse por medio de una
decisidn de prevalencia del Consejo Nacional.

Claro que resulta dudoso que mediante este derecho al veto absoluto de las
cdmaras regionales puedan fortalecerse de hecho las posibilidades de influir por parte
de los lander, sobre todo en la celebracion de tratados de derecho internacional. Da pie
a dudas justificadas sobre todo el hecho de que el Bundesrat, debido al modo de

2 Segiin el art. 6 de este tratado, BGBI n® 125/1957, un miembro y un sustituto
de la comisién mixta deben tener su domicilio o su residencia habitual en la
"zona favorecida”.

% BGBI n°® 87/1974. En el reglamento interno se establece la posicién de los
lander segiin la distribucién de competencias. '

* Esta disposicién se introdujo por vez primera con la enmienda a la B-VG de
1988 (BGBI n° 685/1988).
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ocupacién de puestos”, estd deformado en una segunda cdmara de partidos junto al
Consejo Nacional, donde con frecuencia los intereses de los linder deben quedar por
debajo de los intereses de los partidos politicos?,

2.3 La intervencién de los linder en la politica exterior de la Federacién en
general?

Debido al valor politico nada despreciable de los linder, que ya se mencicnaba
al principio, los presidentes regionales tienen un peso considerable a la hora de
formular los rasgos bésicos de la politica exterior austriaca. Este derecho de consulta
de los presidentes regionales estd institucionalizado en el Consejo de Asuntos
Exteriores, creado para asesorar al gobierno federal en cuestiones de politica exterior.
Segiin el art. 5, parrafo 1, cuando se debaten asuntos que afectan a los intereses de un
land federado hay que consultar con el presidente regional correspondiente. En los
iltimos afios los presidentes regionales fueron consultados sobre todo para las siguientes
dreas de cuestiones: evolucion en la antigua Yugoslavia y repercusiones en Austria,
problemdtica del sur del Tirol y centrales nucleares allende la frontera.

3- La competencia de los linder para celebrar tratados de Estado
3.1 Generalidades

Haciendo referencia a competencias del mismo tipo de los linder federados
alemanes y de los cantones suizos, los linder federados austriacos han exigido
insistentemente durante afios la competencia para celebrar tratados interestatales con
paises vecinos dentro de su 4mbito de actuacién auténoma?. La enmienda de 1988 de
la B-VG? pretende realizar esta exigencia. Junto a la competencia federal ilimitada
para concluir tratados de Estado en todos los asuntos, existe ademds una competencia

A diferencia de Alemania, por ejemplo, donde en el Bundesrat est4 representada
la ejecutiva de los linder, en el caso de los representantes en el Bundesrat
austriaco se trata de mandatarios con "libre mandato” elegidos por los
parlamentos regionales.

% Véase el reproche de Kathrein, Der Bundesrat, en: Schambeck (editor),

Osterreichs Parlamentarismus. Werden und System, 1986, p. 396.

Sobre el papel especialmente activo de los linder en la politica de Austria cara
a Europa véase el trabajo de Seidl-Hohenveldern.

3 Véase al respecto Burtscher (nota 11), p. 141 y sig., 150 y sig.

» BGBI n° 685/1988.



8

contractual concurrente de los linder, limitada a su 4mbito de actuacién auténoma. Sin
embargo la aplicacién prictica de esta competencia para celebrar tratados se enfrenta
a una cantidad tal de obstdculos formales y sustanciales que ya aqui se nos ha de
permitir indicar que en el caso de la institucién de los tratados estatales de los lander,
al menos hasta ahora, se trata de "derecho constitucional muerto™°,

El niicleo de la nueva reglamentacidn es el art. 16, pdrrafo 1 de la B-VG:

"Los linder pueden concluir tratados de Estado en asuntos que pertenezcan a su
dmbito de actuacién auténoma con estados limitrofes con Austria 0 con sus
estados miembros,"

A continuacién se exponen brevemente los elementos mdas esenciales de esta
competencia para la celebracién de tratados de Estado por parte de los linder®.

3.2  Posibles partes contratantes de los linder

Segun el art. 16, pdrrafo 1 de la B-VG, la competencia para la celebracién de
tratados de los linder se limita a tratados con "estados limftrofes con Austria o sus
estados miembros". Gracias a esta formulacidn, el unico "estado interior", es decir
Viena, también goza de la competencia para la celebracién de tratados. Sin embargo
queda excluida la conclusidn de tratados con estados y organizaciones internacionales
que no limiten con Austria. Sin embargo, con la presente formulacidn queda cubierta
la celebracidn de tratados con estados miembros de estados vecinos que tengan frontera
con Austria o con el land federado contratante®.

3 Asi lo indica el 14° Informe sobre la situacidn del federalismo en Austria
(1989), Institut fiir Foderalismusforschung (editor), p. 102.

3! Sobre la competencia de los lander para la conclusién de tratados de Estado
véase Rack, Osterreichs Linder und das Vélkerrecht, Archiv des Vélkerrechts,
1989, p. 31 y sig.; Walter, Die Vertragsabschlusskompetenz der Oster-
reichischen Bundesldnder, en: Walter (editor), Verfassungsinderungen 1988,
1989; Thaler, Die Vertragsschlusskompetenz der dsterreichischen Bundeslinder,
1990; Hammer, Linderstaatsvertrige, 1992; Koja, Die aussenpolitischen
Maoglichkeiten der Osterreichischen Bundeslinder, en: Amt der Salzburger
Landesregierung (editor), Die regionale Aussenpolitik des Landes Salzburg,
1993, p. 48 y sig.

2 Asi afirma Hammer (nota 31), p. 68, con fundamentacién concluyente.



3.3 Alcance de la competencia para la conclusién de tratados®

La competencia contractual de los linder estd limitada a "asuntos que
pertenezcan a su dmbito de actuacién auténoma”. Forman parte de ellos materias que
sean de potestad regional en legislacidn y ejecucién, pero también asuntos en los que
los ldnder estén facultados para la legislacion ejecutiva y la ejecucién o solo para la
ejecucién. De las explicaciones que da la documentacién gubernamental se deduce que
este derecho de los lander a la conclusién de tratados estatales debe desarrollar una
importancia prdctica sobre todo en los siguientes dmbitos: establecimiento de zonas
naturales y paisajisticas protegidas, estipulaciones sobre ordenacién territorial,
eliminacién de residuos, normas de proteccién para la caza y la pesca y también la
actividad transfronteriza de escuelas de esqui y guias de montafa.

No hay que olvidar que en el caso de la facultad de conclusién de tratados por
parte de los linder se trata de una competencia que concurre con la facultad de
conclusion de tratados por parte de la Federacién. La Federacidn no solo puede concluir
tratados de Estado en asuntos de su incumbencia, sino también en asuntos del 4mbito
de actuacién auténoma de los ldnder. Esto resulta, por un lado, del art. 10, pédrrafo 3
de la B-VG (derecho de opinién de los ldnder) aun en vigor y, por otro, del art. 50,
pdrrafo 1, tltima frase de la B-VG, que para este tipo de tratados prevé un derecho de
aprobacién por parte del Bundesrat™.

3.4  Procedimiento de conclusién para tratados estatales de los Linder®

El art. 16, parrafo 2 de Ia B-VG establece un procedimiento bastante complicado
para la conclusion de tratdos que, entre otros, deberia ser causa del escaso eco que ha
encontrado este instrumento entre los lander.

Segtin el art. 16, parrafo 2 de la B-VG, el presidente regional debe informar al
gobierno federal antes de iniciar las negociaciones sobre un tratado estatal. Esta
obligacién de informacion pretende salvaguardar el interés de la Federacién en una
politica exterior austriaca unitaria y exponer desde el principio las reservas
fundamentales de la Federacién. La iniciacién de las negociaciones estd vinculada a un
apoderamiento del presidente federal a propuesta del gobierno regional y con

$ Véase al respecto el detalle en Koja (nota 31), p. 52 y sig.
¥ Véase al respecto el detalle en Hammer (nota 31), p. 78 y sig.

% Véase al respecto el detalle en Hammer (nota 31), p. 121 y sig., y Koja (nota
31), p. 56 y sig.
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contrafirma del presidente regional. El ordenamiento regional del Tirol de 1989%
dispone que el receptor de los poderes sea el gobiemo regional, mientras que la Ley
Constitucional del land de Alta Austria de 1971% dispone qusea el presidente regional.
No existe derecho legal alguno a la concesion del apoderamiento.

Antes de la conclusion del tratado estatal, el presidente regional debe recabar la
aprobacién del gobierno federal. Esta se considera concedida si durante el plazo de
ocho semanas a partir del dia en que haya llegado la solicitud de autorizacién a la
cancilleria federal el gobierno federal no le comunica al presidente regional que se
deniega la autorizacidn.

Mientras que el organismo apoderado del land puede llevar las negociaciones del
tratado, la conclusién propiamente dicha de un tratado estatal del land corresponde al
presidente federal. Al igual que en el caso de la iniciacién de las negociaciones, a la
conclusion debe preceder una propuesta del gobierno regional contrafirmada por el
presidente regional. El art. 66, parrafo 3 de la B-VG prevé sin embargo que el
presidente federal puede delegar en el gobierno regional la conclusién de tratados de
Estado segun el art. 16, pirrafo 1 de la B-VG, que no constituyan enmienda ni
complemento a ley, a propuesta del gobiermno regional y tras la contrafirma del
presidente regional. Si el gobierno federal deniega la autorizacién para el tratado estatal
del land, el presidente federal no puede prevalecer.

El hecho de que el presidente federal esté facultado para la conclusion de los
tratados estatales de los linder ha planteado la cuestion de si éste asume los
compromisos contractuales con el extranjero en nombre de los linder o en nombre de
la Federacion®. Una vez que el art. 16, pdrrafo 1 de la B-VG asigna expresamente
la competencia contractual a los linder, hay que partir de que el presidente federal actia
como administrador orgédnico de los linder, es decir, que los tratados los concluye el
presidente federal en nombre de los linder®. Con ello se ha puesto en el plano
juridico constitucional la primera piedra para una subjetividad de derecho internacional
de los ldnder, que para su desarrollo real requiere ain la correspondiente practica

3% Véase al respecto en detalle Hammer (nota 31), p. 121 y sig., y Koja (nota 31),

p- 56 y sig.
37 LBGI 1989/50.
3% Sobre este debate véase en detalle Hammer (nota 31), p. 42 y sig.

¥ Veéase Hammer (nota 31), p. 43. Otro planteamiento defiende Berchtold, Zur
volkerrechtlichen Vertragsabschlusskompetenz del Linder, en: Zeitschrift fir
Offentliches Recht, 1989, p. 217 y sig., quien asigna la celebracién de tratados
de estado por parte de las regiones expresamente al 4mbito de competencias de
la Federacion.
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contractual®®, La opinién sostenida por la Federacién de que a partir de una
consideracidn global sistemdtica del art. 10, pdrrafo 1, linea 2 de la B-VG, el art. 16
de la B-VG y el art. 65, pdrrafo 1 de la B-VG resultaria que a los linder ya no se les
otorga la posicién de sujeto pleno o parcial de derecho internacional, escapa a toda
fundamentacion objetiva. Desde luego lo mismo se aplica para el supuesto de que la
Repuiblica de Austria sea la parte contratante habilitada u obligada por la conclusién de
un tal tratado estatal de los linder.

Finalmente hay que mencionar también el art. 16, parrafo 3 de la B-VG, segiin
el cual un land, a peticién del gobierno federal, estd obligado a rescindir tratados
estatales. Si un land no cumple en plazo con esta obligacién, la competencia para ello
pasa a la Federacidn.

3.5 Valoracidn de Ia competencia de los linder para concluir tratados

Desde el 1 de enero de 1989, es decir desde hace mds de cinco afios, estd en
vigor la regulacién de la competencia de los linder para concluir tratados, pero sigue
sin haber todavia ningun tratado estatal de los ldnder segun el art. 16, pdrrafo 1 de la
B-VG.

Hasta ahora, las dos primeras iniciativas de una utilizacién concreta de la nueva
competencia tampoco han llevado a un acuerdo vinculante. Las negociaciones sobre un
tratado bilateral de ayuda en caso de catdstrofe iniciadas en otofio de 1991 por Kérnten
o Steiermark y la Repiiblica de Eslovenia solo se llevaron a fin en el caso de Kirnten.
El acuerdo sobre informacién y ayuda en caso de incidentes naturales y siniestros
accidentales entre Kérnten y la Reptiblica de Eslovenia obtuvo en septiembre de 1992
la aprobacion del gobiermno federal austriaco segun el art. 16, pdrrafo 2 de la B-VG y
ya ha sido suscrito. Sin embargo, el parlamento esloveno se opone a la aprobacién del
tratado, lo cual podria deberse sobre todo a que estd desapareciendo el interés de
Eslovenia como estado soberano por concluir un tratado con un estado federado
austriaco.

Ademds, precisamente este proyecto de tratado regional sobre ayuda en caso de
catdstrofe muestra en cuanto a proyectos de tratados de la Federacién de indole similar
el poco margen de maniobra que tienen los lander al concluir dichos tratados.

En resumen se podrian aducir las siguientes causas para la utilizacién
extraordinariamente escasa de la nueva competencia en conclusién de tratados por parte
de los linder:

% Véase Hammer (nota 31), p. 55 y sig.
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La competencia de los linder para concluir tratados estd caracterizada por
amplios derechos de supervisién y de control por parte de la Federacidn, que
hacen que el proceso de conclusién de tratados sea laborioso y que restringen
considerablemente la libertad de maniobra de los linder.*

En vista de la complicacion del procedimiento para concluir tratados estatales
de los linder, obviamente los linder prefieren proseguir sus relaciones o
actividades tradicionales en politica exterior sobre la base de la "actuacién no
soberana", "no formal segin el derecho internacional", mdxime dado que en
este dmbito no estdn sometidos a la "tutela” de la Federacién.*

El dmbito de aplicacién del nuevo instrumento es notablemente escaso en el
ambito de actuacién auténoma de los ldnder segiin la situacién actual de la
distribucién de competencias, y - como muestra, por gjemplo el tratado de ayuda
en caso de catdstrofe® - se reduce ademds por la competencia concurrente de
la Federacién en la conclusién de tratados.

Las competencias de los linder alemanes fronterizos con Austria y de los
cantones suizos no coinciden en todos los casos con el dmbito de actuacidn
auténoma de los linder federados austriacos, lo cual merma todavia mds la
colaboracién en tratados de estado, pese a la capacidad de conclusién de tratados
que tienen todos estos estados federados.

Los nuevos estados soberanos surgidos en el sur y en el norte de Austria -
antiguos "estados miembros" - parecen dar preferencia a las soluciones en
tratados de estado a escala federal.

41

42

43

Una propuesta presentada en el marco de las negociaciones que acaban de
terminar sobre la reforma del estado federal para prescindir del otorgamiento de
poderes por el presidente federal para iniciar negociaciones y para concluir los
tratados estatales de los ldnder, no ha sido aceptada por parte de la Federacidn.

Véase al respecto la conferencia del presidente regional de Vorarlberg, Martin
Purtscher, ante el Bundesrat €l 11 de mayo de 1989, Sten Prot BR 17.GP, 515.
Sesidn 22997; "Las disposiciones de la constitucién federal sobre los tratados
de estado de los lénder estdn caracterizadas por la desconfianza de los ldnder y
por un exceso de supervision federal.... ;creen ustedes que bajo estas
circunstancias podrfa ser atractivo para los linder utilizar su nueva
competencia?- ustedes conocen la respuesta, y yo también”.

Véase al respecto Handstanger, Ubereinkommen auf dem Gebiet der
Katastrophenhilfe; Vertragsabschlusskompetenz der Liander, en:
Bundesministerium fiir auswirtige Angelegenheiten (editor), Die
grenziiberschreitenden Tdtigkeit der dsterreichischen Bundeslénder, p. 99 sig.
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4. La intervencién de los liinder en la ejecucién de tratados de Estado®

Tanto por lo que respecta a la ejecucién de tratados de Estado de la Federacidn
como también por lo que respecta a la ejecucién de los tratados de Estado de los lander,
la Federacién dispone de amplios derechos de supervision.

Esto resulta del art. 16, parrafo 4 B-V(G, que reza como sigue:

"Los ldnder estdn obligados a tomar medidas que sean necesarias en su dmbito
de actuacién auténoma para la ejecucién de tratados de Estado; si un land no
cumple a tiempo con esta obligacién, quedando salvo el apartado 6%, la
competencia para dichas medidas, en especial para la promulgacién de las leyes
necesarias, pasa a la Federaciéon. Una medida tomada por la Federacién en
virtud de esta disposicién, sobre todo una ley promulgada en este sentido 0 un
decreto de este tipo, deja de estar en vigor en cuanto €l land tome las medidas
necesarias. "

Ademds, en la ejecucién de los tratados de derecho internacional segin el art.
16, pdrrafo 5 de la B-VG, a la Federacién le asiste también un derecho de supervisién
en forma de un derecho de direccién frente a los organismos regionales.

s. Relaciones exteriores regionales transfronterizas de los liinder
5.1  Observacién preliminar

Lo expuesto hasta ahora podria dar la impresién de que el federalismo no estd
especialmente marcado en la politica exterior austriaca. La siguiente panordmica en las
miltiples relaciones regionales transfronterizas bilaterales y multilaterales de los linder
nos ensefia sin embargo otra cosa y demuestra que los linder, durante las dltimas
décadas y sin considerar el monopolio fundamental de la Federacion en la
representacién exterior, han creado un denso entramado de relaciones transfronterizas®

# Véase al respecto en detalle Berchtold, Uber die Durchfiihrung von
Staatsvertrigen durch die Linder, Juristische Blitter 1967, p. 244 y sig; Koja
(nota 31), p. 61 y sig.

“ El art. 16, parrago 6 de la B-VG contiene una disposicién especial para la

gjecucion de actos juridicos en el marco de Ia integracion europea. Segin dicho
articulo, una intervencién sustitutoria de la Federacién, al contrario de los que
sucede con los tratados de Estado "tradicionales", sélo se considera trds una
condena por un tribunal en el marco de la integracién europea.

% Una panordmica regular sobre las muiltiples actividades transfronterizas

bilaterales y multilaterales de los lander federados austriacos la ofrece el informe
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5.2  Fundamento juridico de las actividades transfronterizas de los linder

Las mdltiples formas de cooperacién transfronteriza bilateral y multilateral de
los linder se basan en el art. 17 de la B-VG. Segln esta disposicidn, las
reglamentaciones de los art. 10 hasta 15 de la B-VG sobre distribucién de competencias
entre la Federacion y los lander en tema de legislacidn y ejecucién - y con ello también
la disposicion del art. 10, pirrago 2 de la B-VG sobre las relaciones exteriores - se
aplican exclusivamente para el llamado d4mbito soberano. La posicién de la Federacién
y los linder como promotores de derechos privados no resulta afectada por ello, con
el resultado de que los linder, bajo forma de la llamada administracién econdémica
privada, oueden actuar también en dmbitos que, como las relaciones exteriores, estdn
reservados a la Federacién por la distribucién de competencias.

Esto, trasladado al dmbito de las relaciones exteriores, significa que los
contactos no soberanos ni formales en cuanto a derecho internacional de los 1ander con
el extranjero son conformes a la constitucién?. Sin embargo, la Federacién siempre
afronté esta interpretacion con escepticismo. Esto se expresa, por ejemplo, por el hecho
de que la Federacidn expuso su esperanza de que la competencia recién creada para la
conclusion de tratados de Estado fuese utilizada por los linder para dar una base
jurfdica constitucional a las cooperaciones transfronterizas de los ldnder segiin el tipo
de los contactos desarrollados en el marco de la ARGE ALP y de la ARGE Alpen-
Adria®. :

sobre la situacién del federalismo en Austria (editado por el Institut fir
Foderalismusforschung, Innsbruck), que se publica cada afio, y el Informe de
Politica Exterior que edita el Ministerio Federal de Asuntos Exteriores.

47 Asf lo expueso por primera vez con detallada fundamentacién Pernthaler, Die
Zustindigkeit del Linder zum Verkehr mit ausldndischen Staaten und anderen
Volekrrechtssubjekten und derem Vertretungsbehorden Osterreich, en: Kéchler
(editor), Transnationale Zusammenarbeit in der Alpenregion, 1973, p. 31 y sig.

% Véase Ministerio Federal de Asuntos Exteriores (editor), Aussenpolitischer
Bericht 1987, p. 89.
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El procedimiento escogido por los linder puede que desde el punto de vista del
derecho constitucional no sea "bonito"® ni indiscutido®®. Pero tiene la decisiva
ventaja de que, al contrario que el instrumento del tratado estatal de los linder, es
practicable y permite soluciones pragmadticas.

5.3. La prdctica de las actividades exteriores multilaterales de los Einder
federados

5.3.1. Generalidades

Las actividades multilaterales transfronterizas de los linder se concentran en la
colaboracién en distintas comunidades de trabajo, entre las que destacan sobre todo la
ARGE ALP%, la ARGE Alpen-Adria®, la ARGE Donaulinder” y la Conferencia
Internacional del Bodensee™. A esto se afiade, precisamente en los ultimos afios, la
dedicacién de los linder en organizaciones regionales a escala europea como la
Asamblea de las Regiones de Europa (ARE) o la Conferencia de las Regiones de
Europa. Mientras que la colaboracién en las comunidades de trabajo transfronterizas
tiene por objeto fundamental la solucién de problemas comunes que se derivan de la
pertenencia al mismo dmbito territorial, en el caso de la colaboracién en las
organizaciones regionales europeas se trata del fortalecimiento del papel de las regiones
en la construccién europea. -

¥ Véase Koja (nota 31), p. 63.

0 Sobre la critica a la justificacién usual en Austria de los contactos de los linder
con €l extranjero sobre la base de la administracién de la economia privada
véase Fastenrath (nota 5), p. 24 y sig., y Koja (nota 31), p. 64: "La
coordinacidn transfronteriza de la politica consistente en que, por ejemplo, altos
representantes de linder federados o cantones fronterizos se pongan de acuerdo
sobre una linea comin para resolver un problema determinado y se hagan
promesas de intervenir a favor de la realizacién de este acuerdo en politica
interior en los organismos, los procedimientos y las formas prescritas
constitucionalmente al efecto, no es una actividad "de derecho privado” ni
"econémica”. Se trata del cumplimiento de tareas publicas, sélo que no con las
formas de actuacién propias de la soberanfa o del derecho internacional

31 El Ministerio de Asuntos Exteriores (editor), Informe de Politica Exterior 1992,

52 Véase al respecto el detalle en Kicker (nota 4), p. 396 y sig.; Pesendorfer, Die
Probleme der ARGE Alpen-Adria, en: Bundesministerium fiir auswirtige
Angelegenheiten (editor), (nota 43), p. 79 y sig. y (nota 51), p. 212 y sig.

3 Véase 1a nota (51) p. 213 y sig.

* Véase l1a nota (51), p. 214 y sig.
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5.3.2. La colaboracién en el marco de las comunidades de trabajo transfronterizas

Todos los linder federados austriacos son miembros por lo menos de una de las
comunidades de trabajo arriba indicadas, cuyo dmbito de aplicacién territorial cubre
préacticamente todas las regiones fronterizas de Austria®. Por distintas que sean estas
comunidades de trabajo en cuanto a su composicién y su "grado de integracién", sin
embargo se caracterizan por determinados aspectos comunes, sobre todo por lo que
respecta a la estructura de su organizacién y a sus funciones.

La estructura de organizacién de estas comunidades de trabajo se subdivide
esencialmente en tres niveles. El organo principal es en todos los casos una conferencia
de los jefes de gobierno que se celebra una vez al afio, cuyas decisiones son preparadas
por una comisién de altos funcionarios. El trabajo objetivo principal se dirige en
comisiones. Las decisiones sélo se pueden tomar mediante consenso en todas las
instancias y sélo tienen cardcter de recomendacidn.

5 ARGE ALP (11 miembros):

Salzburg, Tirol, Vorarlberg (Austria), Bozen-Titol del sur, Trient, lombardia
(Italia), Graubiinden, St. Gallen, Tessin (Suiza), Baviera y Baden-Wiirttemberg
(Alemania).

ARGE Alpen-Adria (17 miembros):

Burgenland, Kéarnten, Alta Austria, Steiermark (Austria), Gydr-Moson-Sopron,
Vas, Zala, Somgogy, Baranya (Hungrfa) Trient, Bozen-Tirol del sur,
Lombardia, Venecia, Friuli-Venecia-Julia (Italia}, Baviera (Alemania), Eslovenia
y Croacia.

ARGE Donaulidnder (21 miembros):

Baviera, Alta Austria, Baja Austria, Viena, Burgenland (Austria), Répiiblica
Checa, Eslovaquia, Gyor-Moson-Sopron, Komarom-Esztergom, Pest, Feijer,
Bacs-Kiskun, Tolna, Baranya, Budapest (Hungrfa), Croacia, Serbia
(suspendida), Lovech, Michaylovgrad (Bulgaria), Federacion de distritos del
Danubio (Rumania), Moldavia.

Conferencia Internacional del Bodensee (8 miembros):
Vorarlberg (Austria), Appenzell-Ausserrthoden, Appenzell-Innerrhoden, St.

Gallen, Thurgau, Schaffhausen (Suiza), Baden-Wirttemberg, Baviera
(Alemania).
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La colaboracidn en estas instituciones, debido al principio de consenso y al
cardcter de mera recomendacién de las decisiones, no exige por tanto transferencia
alguna de derechos estatales de soberania por parte de los ldnder a estas instancias, de
modo que su calificacién juridica de "soft institutions"*’es bastante acertada.

Los dmbitos de actividad de estas comunidades de trabajo se limitan en lo
esencial a cuestiones transfronterizas de la economia, el trdfico, la proteccién del medio
ambiente, el ordenamiento del territorio y la agricultura, asi como la cultura, la
formacién y la ciencia.

Este no es el lugar para entrar en detalle en los objetivos y las actividades
precisas de estas comunidades de trabajo ni para exponer los intereses preferentes de
los linder austriacos. Pero hay un elemento, la creciente influencia de la integracién
europea en el marco de Unién Europea sobre el trabajo de la mayoria de estas
organizaciones, que si merece ser destacado de forma especial”.

La realizacion del mercado tnico en el marco de la Unidn Europea o del
Espacio Econémico Europeo tiene como efecto, por un lado, que sean mds permeables
las fronteras nacionales hasta ahora existentes para mercancias y personas y, con ello,
se solucionen o suavicen problemas que hasta ahora eran objeto de la colaboracién
regional transfronteriza. Pero, por otro lado, precisamente en las fronteras exteriores
de estos espacios de integracién se crean nuevos obstdculos®™. Como tercer elemento
hay que afadir que, debido a la evolucién dindmica de la Unién Europea, hay cada vez
mds facultades de reglamentacidn estatal en dmbitos que tienen importancia para la
colaboracidn transfronteriza en las comunidades de trabajo mencionadas que pasan de
los estados miembro y del plano regional a la Unién Europea. Esta evolucién hizo
necesario que las comunidades de trabajo elaborasen estrategias adecuadas para influir
en el plano comunitario.

De hecho las distintas comunidades de trabajo, en especial la ARGE ALP y la
ARGE Alpen-Adria han reaccionado a este desafic sobre todo debido a la eficaz
dedicacién de los linder federados de Austria. Por ejemplo, los jefes de gobierno de
la ARGE Alpen-Adria, con motivo de su asamblea general celebrada el 20 de setiembre

% Lang, die normative Qualitit grenziiberschreitender Regionen. Sobre el concepto
de la "soft institution", véase en Archiv des Volkerrchts 1989, p. 253 y sig.

7 Véase al respecto en general Beyerlin, Auswirkungen des EG-Binnenmarktes

und der EG-Regionalpolitik  auf die regionale grenziiberschreitende
Zusammenarbeit, en: Bundesministerium fiir auswirtige Angelegenheiten
(editor), (nota 43), p. 41 y sig.

% Un ejemplo de ello es la modificacién de las condiciones juridicas marco para
la colaboracién transfronteriza entre Vorarlberg (Austria) y el cantdn de St.
Gallen (Suiza) como consecuencia del rechazo a la CEE del pueblo suizo.
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de 1991, hicieron una declaracién sobre las tareas de la comunidad de trabajo en una
nueva Europa®. El 15-5-1992 los jefes de gobierno de la ARGE ALP hicieron una
declaracién de principios sobre "La Comunidad de trabajo de los Paises Alpinos en la
Europa de las Regiones". En esta tltima declaracién se expresa sobre todo la voluntad
de dar a conocer directamente a las instituciones de la Union Europea los deseos y las
posturas de la ARGE ALP sobre cuestiones alpinas importantes de la integracién
europea. Un dmbito donde este principio ha conseguido ya cierto exito ha sido la
agricultura de montafia, donde la Unién Europea, en forma de una resolucion sobre el
tema de la agricultura de montaiia, fue exhortada a modificar las condiciones juridicas
comunitarias marco de modo que se asegurase a medio y largo plazo la existencia de
la agricultura de montaiia. Otro 4mbito donde la ARGE ALP, junto con otras regiones
alpinas dentro de la Unién Europea, puede resultar una institucién tipo lobby cada vez
mds fortalecida para el d4mbito alpino es la cuestidn del trifico que cruza los Alpes. A
través del Comité de las Regiones, este tipo de pretensiones pueden plantearse con mas
fuerza en el proceso decisorio europeo.

Para contrarrestar el peligro arriba indicado de creacién de nuevas fronteras
exteriores como consecuencia del mercado tnico, los miembros de las comunidades de
trabajo también utilizan cada vez mds medios del programa INTERREG. A pesar de
que Austria todavia no es miembro de la UE, los linder federados austriacos
Vorarlberg®, Tirol, Kirnten®'y Salzburgo®’ya participan en proyectos financiados
por INTERREG. '

5.3.3. La colaboracién de los Linder en las organizaciones regionales europeas

Los linder federados austriacos han intervenido en los movimientos europeos
para fortalecer el papel de las regiones en la construccién de una Europa comin®,
haciéndolo desde el principio con mucha dedicacién. Tan s6lo en la primera conferencia
"la Europa de las Regiones", celebrada en octubre de 1989 en Munich, tomaron parte
siete presidentes regionales. A todo esto, el nicleo de la colaboracién institucionalizada
de las regiones de Europa se ha desplazado a la Asamblea de las Regiones de Europa

% Véase el texto en el Institut fiir Foderalismusforschung (editor), 16° Informe
sobre la situacidén del federalismo en Austria (1991), I/3.

En el marco del programa INTERREG Bodensee-Hochrhein.

61 En el marco del programa INTERREG Italia-Austria.

52 En el marco del programa INTERREG Baviera.

63 Véase al respecto en general la decisién tomada por el Parlamento Europeo el

18 de nobiembre de 1993 sobre la participacién de las regiones en la
construccién europea y su representacién-la Comisién de las Regiones (A3-
0325/93).
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(ARE). La ARE se fund6 en 1985 y hoy abarca mds de 230 regiones de Europa
oriental, central y occidental. Desde la Asamblea General de la ARE celebrada en
Sitges/Barcelona en diciembre de 1993, donde se produjo la admisién de los linder
federados de Baja Austria y Viena, ahora ya pertenecen a esta asociacién todos los
linder austriacos. La dedicacidn de los linder austriacos se demuestra sobre todo en que
disponen de dos miembros en la presidencia, concretamente el presidente regional de
Salzburgo y el presidente regional de Vorarlberg. De acuerdo con los objetivos de los
estatutos de la ARE, la actividad de los linder en esta organizacién tiene esencialmente
dos motivaciones:

- Reforzar la representacién de las regiones ante las instituciones europeas y su
participacién en la construccién de Europa, as{ como facilitar el proceso
decisorio en el plano de la Comunidad en todas sus necesidades, y

- Organizar y desarrollar el didlogo comtin y la actuacién comin de las regiones
en Europa.

La mayorfa de los linder federados también trabajan en las seis comisiones de
la ARE. En definitiva, gracias a la colaboracién activa de los lander en las instituciones
de la ARE, en combinacién con las negociaciones de adhesion a la UE se ha conseguido
obtener una condicién de observador para dos representantes regionales en la Comisién
de las Regiones incluso antes de una adhesidn oficial de Austria a la UE.

5.4 Los contactos exteriores bilaterales de los linder austriacos®

Si dejamos de lado las amplias actividades de los ldnder en el 4mbito de la ayuda
al desarrollo®, sus contactos exteriores bilaterales se concentran en la colaboracién
pragmadtica con los vecinos fronterizos directos. En cuanto a su contenido, para definirlo
en forma breve, son de amplias miras pero tienen limitacion local®. Los foros
bilaterales de debate establecidos por los distintos linder federales, asi como los
contenidos de la colaboracién, son tan variades que aquf no se puede ofrecer ninguna
exposicidén definitiva.

% Véase al respecto Kicker (nota 4), p. 399.

8 WVéanse al respecto las informaciones regulares en los informes de politica
exterior editados por el Ministerio Federal de Asuntos Exteriores.

% Asf es la definicién breve que da Miiller de los contactos exteriores bilaterales
de Vorarlberg, Die auswartigen Bezichungen des Landes Vorarlbergim Wandel,
en: Pernthaler (editor) (nota 5), p. 103 y sig., p. 104,
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A partir de Vorarlberg, resulta conveniente dar primero una breve panordmica
sobre las relaciones con los vecinos que practica este land federal®’. Hay contactos de
conversaciones institucionalizados con el cantén de St. Gallen (grupo de trabajo
Vorarlberg-St. Gallen, negociaciones sobre el medio ambiente), el land de Baden-
Wiirttemberg y Baviera (grupo de negociacién Vorarlberg-Baviera, conversaciones de
contacto Vorarlberg-Suabia). En estos momentos son intensos sobre todo los contactos,
también en el plano gubernamental, con el cantén de St. Gallen. En el centro de estas
conversaciones, ademds de las cuestiones de medio ambiente®®, (construccién de una
central nuclear junto al Rin y una central energética combinada en el lado suizo,
actividades transfronterizas para proteger Ia naturaleza, mantenimiento de la limpieza
del Rin), estdn las consecuencias de la no participacién de Suiza en el dmbito
econémico europeo para las relaciones Vorarlberg-St. Gallen®.

Los contactos exteriores bilaterales del Tirol se concentran en el Tirol del Sur,
aunque s6lo sea por razones histéricas. Tanto en el plano parlamentario como también
en el plano gubernamental existen contactos continuos (Comisién Interregional del
Landtage, sesiones conjuntas de los parlamentos regionales del Tirol y del Tirol del
Sur, grupo de debate de las administraciones del land de Tirol del Sur y de la provincia
Bozen-Tirol del Sur). Los trabajos del grupo de debate Baviera-Tirol tienen por objeto
sobre todo cuestiones de trifico y cuestiones de proteccion del medio ambiente.

Son considerablemente variadas las relaciones-exteriores bilaterales del land de
Salzburgo™, que no se limitan a la colaboracién con los vecinos fronterizos (por
ejemplo el grupo de debate Baviera-Salzburgo), sino que también abarcan asociaciones
con Lituania, Eslovenia y Trentino.

La colaboracién bilateral transfronteriza de Austria se concentra en contactos con
Baviera (grupo de debate Baviera-Alta Austria). Desde la eliminacidn del "telon de
acero" también existen cada vez mds contactos con Baviera y con la Repiblica Checa
que, por ejemplo, afectan a la elaboracién de un concepto supraregional de ordenacion
del territorio "Bayerischer Wald/Béhmerwald”.

7 Véase al respecto para mds detalles a Miiller (nota 66), p. 103 y sig.

% Los gobiernos de Vorarlberg y St. Gallen han decidido una recomendacién sobre
la colaboracién transfronteriza.

% Por ejemplo el empeoramiento de las condiciones juridicas marco para la

realizacidn transfronteriza de prestaciones industriales.

™ Véase al respecto Mittermayr, Die Praxis der regionalen Aussenpolitik des
Landes Salzburg, en: Amt der Salzburger Landesregierung (editor) (nota 31),
p. 103 y sig.
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La abolicién del telén de acero también ha producido mayores contactos
bilaterales entre Baja Austria y la Repiiblica Checa o 1a Repiblica de Eslovaquia. En
cuanto a la Repiblica Checa se constituyé una comisién parlamentaria propia que
fundamentalmente se ocupa de las cuestiones de la economia hidrdulica, la proteccién
del entorno y la naturaleza y la proteccion en caso de catdstrofe.

Los puntos principales en las relaciones bilaterales transfronterizas de
Burgenlandes est4n constituidos por contactos con los comités hingaros vecinos de
Gyor-Moson-Sopron y Vas (formacién de un consejo regional), el distrito de Eslovaquia
occidental y las Repiblicas de Croacia y Eslovenia.

Debido al cardcter urbano de Viena y por falta de una frontera austriaca
exterior, los contactos con el extranjero del land de Viena se diferencian en cuanto a
su contenido de los de todos los demas linder federados. El primer lugar lo ocupa la
intervenciéon en las comunidades regionales de trabajo (por ejemplo ARGE
Donauldnder), asi como relaciones culturales con el extranjero.

Steiermark actda sobre todo en el marco de 1a ARGE Alpen-Adria, pero también
mantiene estrechos contactos bilaterales con la Repiiblica de Eslovenia.

En el centro de las relaciones exteriores bilaterales de Kérnten estdn los
contactos institucionalizados con Friuli-Venecia-Julia, asi como con la Republica de
Eslovenia. Con Eslovenia se debaten en varios grupos especializados sobre todo
cuestiones de la proteccion del medio ambiente y de la ordenacién territorial
transfronteriza.

6. Resumen

Las muiltiples relaciones exteriores de los linder federados austriacos se basan
en una larga tradicién y se explican por la situacién geogrifica especifica de Austria,
asi como por la necesidad de solucionar problemas comunes de naturaleza
transfronteriza de forma rdpida y pragmdtica. Con la inclusién de Austria en la
integracién europea en sentido estricto, se afiade otro motivo, el deseo de ayudar
globalmente por medio de la colaboracién supraregional al fortalecimiento del papel de
las regiones en la construccién europea.

La constitucién federal austriaca ofrece para las relaciones exteriores de los
lander un margen de maniobra escaso. La constitucion garantiza a la Federacién una
posicién ampliamente monopolista en el 4mbito de las relaciones exteriores, que en el
dmbito de las relaciones exteriores "cldsicas" - al contrario de los que sucede con la
politica europea - sélo se rompe en dos aspectos.

El articulo 10, pérrafo 1, linea 2 de la B-VG concede a los linder un derecho
de opinidn en los tratados estatales de la Federacién que requieran medidas ejecutorias
por parte de los linder o que afecten de otro modo a su dmbito de actuacidn auténoma.
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Desde 1989, y segiin el art. 16, pérrafo 1 de la B-VG los linder también disponen de
una competencia propia para celebrar tratados de estado en su dmbito de actuacién
auténoma. Hasta ahora esta disposicion se ha mantenido como "derecho constitucional
muerto”. Esto se debe, por un lado, a los amplios derechos de supervisién y control de
la Federacidn en la conclusioén de dichos tratados y, por otro, a las escasas facultades
de competencia que tienen los linder en el marco del 4mbito de actuacién auténoma.

Independientemente de este estrecho corsé juridico constitucional, los linder
mantienen miiltiples contactos exteriores bilaterales y multilaterales. Como fundamento
jurfdico para ello se utiliza el art. 17 de la B-VG, segtin el cual la Federacién y los
lander no estdn vinculados a los limites de competencias de la constitucién federal en
el marco de la administracién de economia privada. En su calidad de "titulares de
derechos privados”, los linder también pueden mantener por ello relaciones exteriores.

En un principio, la Federacién consideré con recelo estos contactos exteriores
de los lander. Pero ahora ya se ha impuesto el reconocimiento de que estas actividades
de los lander constituyen un 1itil complemento de la politica exterior y de vecindad de
la Federacidn. La consideracién de la Federacion de que los linder apoyarian cada vez
mds sus relaciones exteriores futuras en la nueva competencia para concluir tratados de
estado no han llegado a ser realidad debido a la configuracion restrictiva de este
instrumento.

Las relaciones exteriores multilaterales de los linder se pueden desglosar
esencialmente en la colaboracion en el marco de las comunidades transfronterizas de
trabajo tales como ARGE ALP, ARGE Alpen-Adria, conferencia internacional del
Bodensee y ARGE Donaulédnder, y en las actividades en el marco de las organizaciones
regionales europeas tales como la Asamblea de las Regiones de Europa (ARE). En la
mayoria de los casos los contactos exteriores bilaterales se limitan a la colaboracién
pragmadtica con los vecinos fronterizos inmediatos.
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Los lidnder federales y la Unién Europea

por Ignaz Seidl-Hohenveldern, Viena

Este no es el lugar para reproducir el largo camino de Austria hacia la UE. Los
primeros intentos fracasaron por reservas frente a la CE y la postura de rechazo de
otros estados, no solo de la Unién Soviética'. Una relacién préxima a la CE también
se discutfa a escala de politica interior. Algunos se quejaban de su caracter "capitalista”
y temian que se pusiera en peligro la neutralidad austriaca, a la que ensalzaban como
un mito sustentador del Estado®. Por eso Austria se hizo miembro de la EFTA?, pero
suscribié un tratado de libre comercio con la CEE y la CECA®. Solo la evolucién en
Europa oriental y sudoriental en los afios 1989/90 produjo un replanteamiento de los
intereses austriacos en cuanto a seguridad® y, con ello, también una valoracién realista
de la neutralidad austriaca®. Pricticamente al mismo tiempo, la creacién del Mercado
Unico Europeo ejercié una gran atraccién en los estados de la EFTA, que no se
satisfizo por completo con su adhesidn al EEE, BGBL. 1993/909.

Los linder fueron precursores en este proceso de aproximacion a la CE. Ellos
siempre fueron conscientes de que una adhesién a la CE incidirfa en los derechos de los
linder. Sin embargo confiaban en que a cambio obtendrian por via de compensacién

' 1. Seidl-Hohenveldern, Osterreich und die EWG, 14. Jahrbuch fiir
Internationales Recht (1968), p. 128-152; idem, L’ Autriche et les Communautés,
en Institut d’études éuropéennes de 1’Université Libre de Bruxelles (editor), Les
Communautés dans 1"Europe Centrale et Orientale (1969), p. 29-53.

2 En tono de advertencia 1. Seidl-Hohenveldern, Integrating and Disintegrating
Forces in Europe, en R. Lefeber / M. Fitzmaurice / E. W, Vierdag (editores),
The Changing Political Structure of Europe, Dordrecht, 1991, p. 171.

* BGBI 1960/100.
4 BGBI 1972/466 o bien 1972/467.

3 1. Seidi-Hohenveldern (editor), Simposio sobre relaciones econémicas exteriores
de estados neutrales europeos en situaciones de crisis, Viena, 13/15 de junio de
1989, Viena 1990.

5 K. Zemanek, Andert sich das volkerrechtliche Neutralititsrecht und mit ihm die
dsterreichische Neutralitit?, 47 Osterr. Juristen Zeitung (1992), p. 177 y sig.;
H. F. Kéck, Osterreichs "immerwahrende” Neutralitit: Ein Mythos geht zu
Ende, Journal fiir Rechtspolitik (1993), p. 239.
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otros derechos de la Federacién y, asi, aclararian a su favor la selva de competencias
que existe entre la Federacién y los ldnder. Por eso la conferencia de los presidentes
regionales pidi6 al gobierno federal, ya el 13 de noviembre de 1987, que "se
persiguiese lo antes posible la plena membrecfa de Austria en la CE"’. El gobierno
federal presenté solo €l 17 de julio de 1989 sus solicitudes para ser acogido en las
Comunidades Europeas®.

Esta postura de los linder correspondia a sus programas de exigencias de 1961
y 1976°. Exigian para si mismos mayores derechos en el campo de la politica exterior,
que hasta 1988, y segiin el art. 10 (1), linea 2 de la ley constitucional federal (B-VG),
era campo exclusivo de la Federacién. Segin el texto de la constitucion, hasta entonces
los lidnder estaban mediatizados casi por completo en cuestiones de politica exterior'®,
Sin embargo, el gobiemno federal recababa las opiniones de los linder federados
afectados por una cuestién tal. Por eso Tirol gjercié una influencia decisiva en la
politica del gobierno federal para Tirol del Sur'!. Ademds, por ejemplo, debido a una
opinién de rechazo de los linder federales, también renuncié a ratificar el tratado
europeo de residencia del Consejo de Europa del 13 de diciembre de 19572, Este
derecho a opinién se institucionalizé solo mediante la enmienda a la B-VG del BGBI.
1974/444 con la introduccidn del art. 10 (3) de la B-VG y mediante la creacidn de un
consejo para asuntos exteriores, BGBl 1976/330, que debe ser escuchado en todos los
asuntos de politica exterior que tengan importancia fundamental en opinién del canciller
federal, del ministro de Asuntos Exteriores o de un miembro de su departamento que
representa a los partidos politicos. En las cuestiones que afecten de forma especial a los
intereses del land federado hay que incluir en las deliberaciones al correspondiente
presidente regional.

Los tratados de libre comercio del 22 de junio de 1972 con la CEE y la CECA,
BGBI 1972/466 o bien 1972/467, prevén en sus art. 29 y sig. o0 26 y sig. la formacién

7 G. Kunnert, Spurensicherung auf dem osterreichischen Weg nach Briissel, Viena

1992, doc. 168, p. 514.
¥ Idem, doc. 15, p. 64.

® W. Burtscher, Die volkerrechtlichen Aspekte des Forderungskataloges der
osterreichischen Bundeslinder im Vergleich zu bestehenden
"Aussenkompetenzen” andrer Gliedstaaten, 39 Osterr. Zeitschrift f. 6ff. Recht
u. Volkerrecht (1988), p. 142,

10 R. Rack, Osterreichs Linder und das Valkerrecht, 27 AVR (1989), p. 32.

' 1. Seidl-Hohenveldern, Rapport Autrichien, en Actes du Colloque, Les Etats
Fédéraux dans les Relations Internationales, XVII Revue Belge de Droit
International (1983), p. 43.

12 W. Burtscher, v.a., p. 146.
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de una comisién mixta. Sus acuerdos, que se han de tomar por unanimidad, siempre
que sean autogjecutables, se convierten sin modificacién en parte integrante del
ordenamiento juridico austriaco y pueden constituir el fundamento juridico para actos
ejecutivos en Austria™. La comisién mixta estd formada por representantes de Austria,
por un lado, y por representantes de la Comunidad por otro. En esta comisién Austria
estd representada por ministros federales o por altos funcionarios de los ministerios
federales. Las decisiones de la comisién mixta se publican en el boletin oficial del
Estado. Las observaciones aclaratorias de la propuesta gubernamental' no contienen
ninguna exposicién sobre una posible merma de los derechos regionales. Las decisiones
que tome la comisidn mixta, obviamente segiin la opinién del gobierno federal,
corresponden a la competencia de la Federacién. En los boletines oficiales regionales
no figuran las decisiones de esta comision,

Para acelerar y simplificar la conversion a escala nacional de los acuerdos con
la CE en la comisién mixta y dentro de 1a EFTA se promulgd 1a ley de ejecucién de
la integracién de 1988". Su art. 5 - como ya hiciera antes el art. 13 de la ley para la
ejecucidn del tratado de CE, BGBI 1972/468 en la versién del BGBI 1974/791, y el art.
9 de la ley de ejecucidn de la EFTA de 1973, BGBI 1973/118 - crea una excepcién al
art. 18 de la B-VG. Segin este articulo, toda la administracion estatal solo puede
ejercerse sobre la base de leyes que ya hayan entrado en vigor, y apoderamientos
legislativos en las leyes deben determinar el contenido, la finalidad y el alcance de
dicho apoderamiento'®. La ley de ejecucién de la integracién faculta sin embargo al
ministro de Finanzas para "... hacer que entren provisionalmente en vigor disposiciones
materiales de los tratados de integracion (es decir, los tratados de libre comercio con
la CEE y la CECA Yy el tratado con la EFTA} y de acuerdos relacionados con estos
tratados... cuando se haya conseguido acuerdo interestatal sobre su contenido, mediante
decreto hasta la entrada en vigor a escala nacional de los correspondientes acuerdos de
derecho internacional”. En este caso se trata de un alejamiento de una disposicién a la
que la practica austriaca concede el maximo valor. Con los apoderamientos amplios por
decreto de emergencia se cometieron abusos en Austria en 1933/34 y en el Reich
alemdn desde 1931 para anular la democracia parlamentaria. Sin embargo, no se pudo
evitar el amplio apoderamiento legislativo en la ley ejecutiva de la integracién. Entre

3 Observaciones aclaratorias sobre la propuesta gubernamental referente al tratado
de libre comercio entre Austria y 1a CEE, n° 485 de los anexos a los protocolos
estenograficos del Consejo Nacional (Blg. Sten. Prot. NR), XIII periodo
legislativo (GP), p. 329; J. Aichler / P. Fischer / G. Hafner, Europarecht,
Texte und Fille, Viena 1989, p. 160-161.

4 Véase la nota 13.
15 BGBI 1987/623 en la versién del BGB! 1988/688.

16 1. Seidl-Hohenveldern, Die Delegierung der Gesetzgebungsgewalt in Theorie
und Praxis verschiedener Lander, 2 Osterr. Juristen Zeitung (1946), p. 526-530.
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la formacion politica de voluntad en la comisién mixta de la CE, la comisién conjunta
del EEE y el consejo de la EFTA y la publicacién vinculante de las decisiones en el
boletin oficial pasa mucho tiempo, sobre todo por la necesidad de su traduccién. Las
decisiones que afectan sobre todo a la importacién y la exportacién deben imponerse
sin embargo lo mds rdpida y unitariamente posible en todos los estados miembros. Por
ello era imprescindible este apoderamiento modificador de la constitucién'’. Esta
disposicién tampoco tiene ningiin paralelismo en el derecho de los lander.

El art. 9 (2) de la B-VG, introducido por la enmienda a la B-VG del 1 de julio
de 1981, BGBI 1981/250, afecté por vez primera las relaciones entre los ldnder y la
CE, aunque solo de modo indirecto y, ademds, negativo. Reza asi:

" (2) Mediante ley o mediante un tratado de Estado autorizado segin el art. 50,
pérrafo 1, se pueden transferir derechos concretos de soberania de la Federacién
a instancias interestatales y sus organismos y se puede regular la actividad de
organismos de estados extranjeros en el territorio nacional, asf como la actividad
de organismos austriacos en el extranjero en el marco del derecho
internacional."”

Cualquiera se percatard de la similitud de la primera parte de esta disposicidn
con el art. 24 de la constitucién alemana. Esto se aplica a fortiori para la versién de la
propuesta gubernamental'®. Esta todavia no contiene la limitacién de la trasferencia
Unicamente a derechos concretos de soberanfa de la Federacién. Las observaciones
aclaratorias a la propuesta gubernamental mencionan que el art. 24 de la constitucién
alemana ha servido de modelo para esta disposicidn. Sin embargo ni aqui ni en los
restantes materiales ni en los debates en el Consejo Nacional y el Bundesrat se
menciona el hecho de que el art. 24 de 1a constitucién alemana sirve fundamentalmente
como "palanca de integracion”. Hizo posible la adhesién de la reptiblica Federal de
Alemania a los tratados de las Comunidades Europeas y la asuncién del futuro derecho
comunitario secundario mediante ley federal simple sin modificar 1a constitucion.

Es impensable que los autores de esta disposicién no fueran conscientes de este
hecho. Sin embargo justificaron las observaciones aclaratorias de esta disposicién como
una simple medida para simplificacién administrativa’. Pues resulta que cada vez es
mds frecuente que los estatutos de organizaciones interestatales prevean que sus 6rganos

7 Propuesta gubernamental a la ley ejecutiva de la integracion de 1988, BGBI
1987/623, n° 298 del Blg. Sten. Prot. NR, XVII GP p. 48.

18 N© 427 del Blg. Sten. Prot. NR, XV GP, p. §.

¥ Idem, R. Walter, Der Einfluss des Art. 9 Abs. 2 B.-VG auf Art. 3 und 4 B.-
VG, en 1. Seidl-Hohenveldern (editor). Publicacion homenaje a Hans
Klinghoffer, Viena 1988, p. 139, ve en ello una "introduccién de contrabando”
de esta reglamentacién que tiene gran alcance.
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pueden promulgar reglamentaciones juridicamente vinculantes. Estas facultades lesionan
el principio de la unidad absoluta del sistema juridico austriaco”. Estos estatutos
facultan a instancias no austriacas para promulgar normas que pretenden ser vinculantes
para Austria. Por esta razén, unos estatutos tales solo se pueden autorizar como tratado
de Estado modificador de la constitucién. La cantidad de organizaciones es considerable
y aumenta de forma continua®. Con el art. 9 (2) de la B-VG se pretende eliminar estas
dificultades, al menos en lo que se refiere al derecho federal®, En este sentido, Austria
se da por satisfecha con una unitaridad relativa de su ordenamiento juridico. El
apoderamiento a la organizacién para el establecimiento de normas jurfdicas se
encuentra en sus estatutos, que por su lado son parte integrante del ordenamiento
juridico austriaco.

Queda solo la suposicion de que los autores de la propuesta presentada solo
hayan avanzado estos razonamientos, que en si mismos son acertados, para ocultar la
verdadera intencién de utilizar el art. 9 (2) de la B-VG como palanca de integracidn,
al igual que el art. 24 de la constitucién alemana, con objeto de permitirle asf a Austria
una adhesion a la CE incluso sin una mayoria que modifique la constitucion.
Schreuer® intentd en vano excluir la utilizacion del art. 9 (2) de la B-VG como palanca
de integracidn alegando que el art. 9 (2) de la B-VG solo permite la trasferencia de
derechos de soberania concretos, pero el art. 24 de 1a constitucién alemana habla al fin
y al cabo de "derechos de soberania"., No parece forzoso sacar de este texto
conclusiones de amplio alcance. Sin embargo, arnbas disposiciones, si se leen de forma
relajada, tan solo pretenden excluir la trasferencia de la totalidad de los derechos de
soberania, es decir, la disolucién de Austria o de la Repiiblica Federal de Alemania en

% Chr. Schreuer, Beschliisse internationaler Organe im dsterreichischen
Staatsrecht, 37 Za6RV (1977), p. 471, habla de "falta de lagunas”.

' Un listado de estos tratados se encuentra en el borrador de una primera ley
modificadora de tratados de Estado, n® 122 del Blg. Sten. Prot. NR XIII GP,
p. 9-10.

2 En la conclusién del tratado sobre proteccion de especies, BGBI 1982/188 en la
version del BGBI 1984/422, se omitid que estos acuerdos también inciden en los
derechos de los ldnder. El art. 9 (2) de la B-VG solo permite la trasferencia de
los derechos de soberanfa de la Federacién. Esta omision tuvo que ser subsanada
por la BVG 1987/255. Véanse las explicaciones al respecto en Blg. 62 Sten.
Prot. NR, XVII GP, p. 3, y St. Hammer, Linderstaatsvertrige. Zugleich ein
Beitrag zur Selbststindigkeit der Linder im Bundesstaat, Viena 1992, p. 96.

3 Chr. Schreuer, Der neue Art. 9 Abs. 2 der Osterreichischen Bundesverfassung.
Ubertragung von Hoheitsrechten auf internationale und ausldndische Organe, 42
ZaoRV (1982), p. 94-95.



un estado de Europa®.

Sin embargo el art. 9 (2) de lIa B-VG no puede seguir sirviendo como palanca
de integraci6n desde que, a peticién del Bundesrat, se limitd el apoderamiento para la
trasferencia de derechos de soberanfa a los de la Federacién. Una adhesién a la CE
también deberfa producir una trasferencia de derechos de soberania de los lander, por
ejemplo la limitacién de su derecho a regular el establecimiento de segundas sedes.
Tampoco en este caso se hizo ninguna mencién del auténtico significado de esta
solicitud. El ponente en el Bundesrat, prof. Schambeck®, vio en ello tan solo un logro
para fortalecer el federalismo. El ponente en el Consejo Nacional, prof. Ermacora®,
expuso cripticamente: "Fue politicamente posible la trasferencia de derechos de
soberanfa de la Federacidn a organizaciones internacionales sin disposiciones
constitucionales. Antes no se produjo, y probablemente hoy tampoco se produzca
ninguna discusién fundamental sobre esta cuestién, a pesar de que refiriéndonos a la
constitucién de Bonn se podrfa decir que aqui podria decirse mucho més. Es una norma
formal que vamos a decidir.” Pero el asunto no se debatid.

Sin embargo, el art. 9 (2) de la B-VG tiene importancia en relacién con el
presente informe. Es necesario rebatir decididamente la interpretacién de que el art. 9
(2) de la B-VG solo pretendia permitirle a la Federacién la trasferencia de algunos de
sus derechos de soberania, pero prohibirles a los ldnder incluir en sus constituciones
regionales disposiciones para la trasferencia de algunos derechos de soberania del land
correspondiente’”, Pero hasta ahora los linder no lo han hecho.

La exigencia de los linder de participar en Ia politica exterior también abarcaba
los intentos de Austria por ampliar sus relaciones con la CE. Ya en 1987, Austria
contaba con su adhesién al menos al EEE, que introduciria en Austria la mayor parte
del derecho de la CE. Por este motivo el servicio constitucional de la Cancillerfa
Federal® promulgé el 7 de septiembre de 1987, dirigida a todos los ministerios

% 1. Seidl-Hohenveldern, Die Ubertragung von Hoheitsrechten auf
zwischenstaatliche Einrichtungen nach §sterreichischem und deutschem
Verfassungsrecht, en B. Borner / H. Jahrreiss / K. Stern (editores), publicacion
homenaje a Karl Carstens, Colonia 1984, tomo I, p. 502.

2 Protocolos estenogrificos del Bundesrat, XV GP, 4132 sesién, p. 15.307; R.
Rack, v.a., p. 35, ve en esta limitacién "una bendicién" para los ldnder.

%8 Protocolo estenogréfico del Consejo Nacional, XV GP, 1 de julio de 1981, p.
8.189.

77 §t. Hammer, Linderstaatsvertrige, Viena 1992, p. 189-191.

2 Sobre estas tareas véase 1. Seidl-Hohenveldern, Le Service de la Constitution 4
la Chancellerie Fédérale d’Autriche, 3 Revue Internationale de Croit Comparé
(1951), p. 464-465.
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federales, una "Directriz del servicio constitucional de la Cancillerfa Federal para
comprobar la conformidad juridica con la CE de las propuestas del gobierno. Para ello
hay que comprobar si en el campo correspondiente existe una reglamentacién de las
Comunidades Europeas o si se encuentra en fase de elaboracidn, y en qué medida existe
compatibilidad o contradiccién entre dicha reglamentacién y la norma juridica
propuesta. En la explicacién de la propuesta gubernamental hay que recoger una nota
sobre el resultado de esta comprobacién"?. Los linder pueden presentar sus proyectos
de ley al gobierno federal para su visto bueno. Por ello la directriz también prevé lo
siguiente: "D. Dictamen de proyectos de ley regionales: En lo posible, los ministerios
federales afectados en sus dmbitos de actuacién también deberian llevar a cabo una
comprobacién de conformidad en el sentido del procedimiento arriba descrito al valorar
los proyectos de ley regionales. Esto deberfa tener lugar sobre todo cuando en las
explicaciones de los proyectos de ley regionales hubiera referencias a su conformidad
con la CE. El resultado de la comprobacién de conformidad deberia reflejarse en el
resumen de la postura de la Federacién."®. Todas las decisiones legislativas de los
parlamentos regionales deben comunicarse a la Cancilleria Federal antes de su
publicacién. Contra una decision de este tipo, el gobierno federal puede plantear recurso
por riesgo para los intereses federales (art. 98 de la B-VG). Aunque no se dice en la
directriz, una decision de parlamento regional que no sea conforme con la CE siempre
constituye un riesgo para el interés federal por la aproximacién a la CE. Por e¢llo en
€stos casos habl’a que contar con un recurso.

Los ldnder siguieron presionando para que Austria se adhiriese a la CJE y
exigieron una participacién adecuada de los linder en este proceso®. Una dec:sxén del
Bundesrat del 11 de mayo de 1989 ya planted exigencias concretas, concretamente’ que
incluso después de una posible adhesién de Austria a la CE se conservase para los
lander un amplio derecho de consulta en asuntos de su dmbito de actuacién autonoma
que se mantuviese la autonomia de los municipios prevista en la leglslac16n
constitucional de la Federacién y que se conservara la capacidad financiera de todas las
corporaciones territoriales™. ]I

En cuanto a la extraordinaria importancia que tiene la integracién europea para
Austria, en la Cancilleria Federal se creé el grupo de trabajo "CE y federalismo"® y

|
¥ H. Dossi, EG und Gesetzgebung aus der Sicht eines Beitrittswerbers. Das
Beispiel Osterreichs, en H, Schaffer, Europiaische Integration und Gesetzgebung,
Viena 1992, p. 141.

% Idem, p. 144-145.
3 G. Kunnert, v.a., doc. 168, p. 514, doc. 169, p. 151, doc. 170, p. 516.
32 Idem, doc. 3, p. 13.

¥ Chr. Geodam, Die Mitwirkung der &sterreichischen Bundeslinder am
Integrationsprozess, Schwaz 1993, p. 43.
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se cred el consejo para cuestiones de 1a politica austriaca de integracién mediante la ley
federal del 29 de junio de 1989, BGBI 1989/388. Es un organismo de coordinacién y
asesoramiento. Tiene derecho a resumir sus criterios en recomendaciones y puede pedir
a los ministerios federales y a los linder que presenten propuestas con exposiciones
periciales. Forman parte del grupo el canciller federal, el vicecanciller y el ministro
federal de Asuntos exteriores. Ademds de representantes de los partidos representados
en el Consejo Nacional y en el Bundesrat, también forman parte del Consejo dos
representantes de la conferencia de presidentes regionales y dos representantes de los
parlamentos regionales (presidentes de parlamentos regionales). Aquf es considerable
la representacién equiparada de los presidentes regionales y del presidente del
parlamento regional. El presidente regional estd a la cabeza de la administracién
regional. En este sentido, su posicién corresponde a la del presidente del consejo de
ministros de un land federal alemdn. Pero en el marco de la administracién federal
indirecta, hasta ahora - en la medida en que estd vinculado a instrucciones - debc
ejecutar la voluntad del gobierno federal. A través de los presidentes de los parlamentos
regionales, la legislacién regional estd representada de forma equiparada a la de la
administracién regional.

Un particularidad austriaca es la inclusién de los representantes de las partes
sociales, concretamente un representante de la cdmara federal de actividades
industriales, otro de la dieta austriaca de cdmaras de trabajo. otro de la conferenc1a de
presidentes de las cdmaras agricolas de Austria y otro de la federacidn sindical
austriaca. Todos los proyectos de ley del gobierno federal se presentan a las partes
sociales para su valoracién. La B-VG no conoce esta instancia. Pese a ello es una parte
muy importante de la constitucién real de Austria®. Si se ponen de acuerdo las partes
sociales, el gobierno federal no es que esté formalmente vinculado a las decisiones de
esta instancia, pero fueron pocos los casos en los que el gobierno tuvo que apartarse de
esta postura, en situaciones préximas a crisis de Estado, como por ejemplo en el caso
de la anulacién de la voluntad de las partes sociales refrendada por votacién popular
para la puesta en marcha de la central nuclear de Zwentendorf, o la retirada del
ministro federal del Interior ante los estudiantes, que se manifestaron contra el inicio
de la construccién de la central hidroeléctrica de Hainburg junto al Danubio, que
deseaban las partes sociales. La colaboracién bien conjuntada de las partes sociales es
una garantia importante de la paz social en Austria y también lo fue en épocas de
gobierno absoluto del OVP conservador y después del SPO socialdemdcrata.

Finalmente, también es digna de mencidn el empleo de un representante de la
Federacion Austriaca de Ciudades y de la Federacidén Austriaca de Municipios. Los
municipios y las ciudades gozan de autonomia en algunos dmbitos (por ejemplo para
establecer los planes de destino de superficies). La enmienda a la B-VG del BGBI
1988/685 establece en el art. 115 (3) de la B-VG que "la Federacién Austriaca de
Municipios y la Federacion Austriaca de Ciudades estdn llamadas a representar los

M G. Schopfer (editor), Phanomen Sozialpartnerschaft, publicacién en homenaje
de Hermann Ibler, Viena 1980.



intereses de las comunidades"*.

Pero ;c6mo se deberfa determinar la voluntad comin de los representantes de
los Iinder en el consejo de integracién? No podia ser el Bundesrat por el simple hecho
de que formalmente es un 6rgano de legistacion federal. Pero independientemente de
ello el Bundesrat, tal y como hoy estd compuesto, apenas se puede considerar como
representativo de la voluntad de los linder federados. Cierto que sus miembros son
elegidos por los parlamentos regionales. Pero la cantidad de escafios para los distintos
linder corresponde al nimero de sus ciudadanos. La eleccidn tiene lugar segiin la
relacién de los partidos en el parlamento regional. La composicién del Bundesrat es por
tanto un reflejo de la del Consejo Nacional de toda Austria, con escasas desviaciones
provisionales por la diferencia de fechas en las elecciones en la Federacién y en los
distintos linder. Los diputados en el Bundesrat de un land no tienen que dar su voto en
el mismo sentido. Por el contrario, se vota segiin la pertenencia a los partidos politicos,
y los partidos piensan y actjan de forma centralista®®. Ya se consideré un logro
federalista el que los protocolos estenogréficos del Bundesrat a partir de 1983 no
indiquen solo la pertenencia del orador a un partido, sino también el land que envia al
diputado™. Aunque huelga por completo, los partidos SPO y OVP acordaron en su
tratado de coalicién de 1987 y 1990 "apoyar que las propuestas presentadas por el
gobierno federal tuviese mayoria en los 6rganos legislativos. Lo mismo se aplica para
solicitudes de iniciativas que deban elaborarse conjuntamente y acordarse con los
correspondientes miembros del gobierno, debiendo confirmarse la cobertura financiera
por parte del ministro de Finanzas"*,

La conferencia de presidentes regionales decidié por tanto el 23 de noviembre
de 1990 la creacién de la Comisién Permanente de Integracién de los Linder®. Cada
uno de los nueve lander envia un representante. Una decisién solo se puede tomar
cuando al menos siete representantes votan a favor y ninguno vota en contra. El SIL
debe asesorar a la conferencia de presidentes regionales, que también puede facultar al
SIL para que tome decisiones auténomas. El SIL estd claramente concebido como

% La ambivalencia de esta representacién se explica por el hecho de que la
federacién de municipios estd préxima al OVP y la federacién de ciudades al
SPO.

% Cl.-S. Douin, Le Fédéralisme Autrichien, Paris 1977, p. 226-228.

7 Institut fiir Foéderalismusforschung in Innsbruck (editor), 8° informe sobre la
situacién del federalismo en Austria (1983), p. 49.

% (Citado en el Institut fiir Foderalismusforschung in Innsbruck (editor), 12°
informe sobre 12 situacidén del federalismo en Austria (1987), p. 18.

¥ G. Kunnert, v.a., doc. 174, p, 523.
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instancia de trabajo de la administracién*. Esto dio motivo para la critica desde
grupos de parlamentarios en los parlamentos regionales. Sin embargo, también en la
Federacién se preparan para su decisién asuntos de politica exterior y de integracidn,
en gran medida tan solo a nivel de funcionarios®’. Las posturas unitarias de los linder
segin el art. 10 (§) de la B-VG introducido por la enmienda a la B-VG del BGBI
1992/276, las plantea ahora la Conferencia de Integracién de los Linder (IKL), que se
cred mediante un acuerdo entre los linder segtin el art. 15a de la B-VG del 12 de marzo
de 1992*2, En la IKL cada land estd representado por el presidente regional y el
presidente del parlamento regional. Pero este ultimo tiene solo un voto de cardcter
asesor. Una decision se toma cuando al menos cinco liander votan a favor y ninguno
presenta su voto en contra. La SIL debe asesorar a la IKL, preparar sus decisiones y
actuar en el marco del apoderamiento otorgado por la IKL.

Aqui nos hemos adelantado a la evolucién cronoldgica. Ya la iniciacién de
negociaciones sobre la adhesién al EEE produjo una movilizacién e las fuerzas
opositoras. El tratado del EEE otorga al comité conjunto del EEE la posibilidad de
intervenir mediante decisiones tomadas por unanimidad en materias que recaen bajo la
competencia de los ldnder. Por ese motivo no se pudo utilizar el art. 9 (2) de la B-VG
como palanca de integracidén para decidir este tratado en el Consejo Nacional por
mayoria simple. Esto se aplica todavia mds para una adhesién a la UE. Sin embargo,
Ia gran coalicién del SPO y el OVP dispone facilmente en el Consejo Nacional y en el
Bundesrat de la mayoria de dos tercios necesaria para realizar enmiendas en la
constitucion.

Los enemigos de la adhesién al EEE y a la CE actuaron por tanto con el
argumento de que en ambos tratados habria que ceder derechos de soberanfa hasta tal
punto, que una adhesién implicarfa una modificacién total de la constitucién. Pero
segin el art. 44 (3) de la B-VG, dicha modificacién requiere una consulta popular. Los
padres de la constitucién entendieron en 1920 por modificacién total solo una vuelta a
la monarquia. Segun el tribunal constitucional, forma parte de ello cualquier riesgo para
los "médulos” de la constitucién, concretamente el principio democritico, el de estado
de derecho, el de estado federal, el republicano, el parlamentario y el de distribucién
de poderes, y ademds la existencia de derechos fundamentales y a la libertad (principio
liberal) y la existencia de una jurisdiccién de derecho publico®. Con esta
jurisprudencia, el tribunal constitucional ha creado y ampliado un paralelismo con las
disposiciones "a prueba de modificacion" segtin el art. 79, parrafo 3 de la constitucidn,

“ Geodem, v.a., p. 31.

4 Idem, p. 29.
‘7 Idem, p. 87, G. Kunnert, doc. 182, p. 542.

4 H. Klecatsky / S. Morscher, Die dsterreichische Bundesverfassung, 62 edicién,
Viena 1993, p. 61.
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que falta en el texto de la B-VG. En principio, el tribunal constitucional desarroll$ este
criterio sobre la base del planteamiento de un nacionalsocialista austriaco que queria ver
una modificacién total de la constitucion en la exclusidn de este grupo de personas en
las elecciones al Consejo Nacional de 1946. El tribunal constitucional desestimé esta
reclamacidn, ya que dicha medida no eliminaba el médulo de la democracia, sino que
estaba destinada a protegerlo®. En un obiter dictum en otro caso®, el tribunal
constitucional se ocupé de la situacion juridica que se produciria para Austria en el caso
de que Austria dejase de lado su reserva a los art. 5 y 6 de la Convencién Europea de
los Derechos Humanos. Esta reserva asegura a Austria® contra el reproche de atentar
contra los art. 5 y 6 de la CEDH mediante la imposicién de sanciones administrativas
y decisiones de autoridades administrativas. Austria se remite a que contra este tipo de
actos administrativos se admite la reclamacion ante los tribunales de derecho piiblico.
el tribunal constitucional consideraria que apartarse de esta reglamentacién austriaca
seria una modificacion global de la constitucién. Después, de forma doble obiter,
continda: "El tribunal constitucional no desea dejar pasar la oportunidad de indicar que,
segun la actual situacidn de sus consideraciones, la lesidn de convencion entonces
supuesta del ordenamiento jurfdico austriaco solo podria ser el resultado de una
continuacidn juridica abierta por parte de los 6rganos de convencién, y por lo tanto se
plantearfa la cuestién - que no hay que solventar aqui - de si la trasferencia de una
funcidn desarrolladora de derecho en el dmbito del derecho constitucional a un
organismo internacional seria, en su calidad de omisién del legislador constitucional,
una modificacién global de la constitucién federal en el sentido del art. 44, pdrrafo 3
de la B-VG y si habria requerido una consulta de todo el pueblo federal.”

Si se aplica esta escala, no hay duda de que la adhesién a la UE requiere una
consulta popular’’. No hace falta seguir estudiando si esta escala es la correcta. En un
acuerdo entre partidos del 22-6-1989, el SPO y el OVP declararon que sobre la
adhesién de Austria a la CE harfan que el pueblo austriaco se pronunciase en las formas
previstas por la constitucién federal®. Las futuras modificaciones del tratado de la
Unidén de Maastricht también podrian tener un cardcter de modificacién global, aunque
desde luego solo en casos excepcionales, y en esos casos Iequeririan un nuevo

“ V{GH 13-12-1948, Slg. n° 1.708, p. 274-275.
4 VfGH 14-10-1987, Sig. n® 11.500, p. 365-366.

% 1a decisién del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 25-6-1993, 116 Jur.
Blitter (1994), p. 104, con nota de Grabenwarter, establece - obiter - el alcance
admisible de esta reserva de modo mds estricto que el que corresponde a la
préctica administrativa austriaca.

47 J. Azizi, Verfassungsrechtliche Aspekte eines 6sterreichischen EG-Beitritts, en
H. Glatz / H. Moser, Herausforderung Binnenmarkt, Viena 1989, p. 277 y 285.

¢ @. Stadler, Die EG und Osterreich, Viena 1989, doc. 27, p. 456.
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referendum®.

Cierto que los perjuicios derivados de una adhesién de Austria a la UE afectan
a los linder de modo diverso. Sobre todo los ldnder occidentales sufrian un perjuicio
para los agricultores de montafia, la venta de la patria chica por segundas residencias
y la sobrecarga por el tréfico de trdnsito®®. Todos los lander lamentaron que la UE
intervendria en la cantidad ya de por si escasa de asuntos que en Austria son privativos
de los linder. Los linder exigieron a cambio compensaciones, en especial, aunque no
exclusivamente, una participacién adecuada en el proceso de integracidn.

Por eso la Federacién concluy6 el 12 de marzo de 1992 un acuerdo con los
lander segun el art. 15 a de la B-VG sobre los derechos de intervencién de los lander
y los municipios en asuntos de la integracién europea, BGBI 1992/775%., La eleccién
de las palabras subrayadas en el titulo pretende mostrar que el acuerdo se aplica tanto
para la adhesién al EEE como a la UE®. En principio, este acuerdo obliga a la
Federacién a dar amplia informacién sobre todos los proyectos™ en el marco de la
integracién europea que afecten al 4mbito de actuacién auténoma de los linder o de los
municipios o que de otro modo pudieran ser de interés para ellos. Debe darlos a
conocer a los linder y comunicarles el plazo del que disponen para la presentacion de

% Explicaciones sobre la propuesta gubernamental correspondiente a la ley
constitucional federal sobre la adhesién de Austria a la Unién Europea, BGBI
1994/xxx, n° 1.546 del Blg. Sten. Prot. NR, XVIII GP.

0 W. Hummer (editor), Alpenquerender Transitverkehr aus regionaler und
liberregionaler Sicht, Viena 1993.

' Por razones de derecho constitucional, los municipios no pueden ser parte

contratante de un tratado segiin el art. 15 a de la B-VG. Por ello sus derechos
se incluyen en este acuerdo entre la Federacién y los ldnder. Propuesta
gubernamental sobre el BGBI1 1992/775, Blg. 428, Sten. Prot. NR, XVIII GP,
p. 516.

* Dossi, v.a., p. 137.

» Seglin las observaciones aclaratorias de la propuesta gubernamental
correspondiente a la linea 2 de la enmienda a la B-VG, BGBI 1992/276, Blg.
372 de los Sten, Prot. NR, XVIII GP, p. 7, solo se consideran "proyectos” los
de la UE. Solo para ellos se aplica el procedimiento del art. 10 (4) y (5) de la
B-VG. Normalmente la informacién y las opiniones de los linder sobre el
proyecto de la Federacidn tienen lugar en la IKL. Pero la Federacién también
etarfa vinculada a una postura "manifiesta” de los linder (cinco votos a favor y
ninguno en contra} que le llegase por otra via. J. Azizi, Ausgewahlte rechtliche
und institutionelle Fragen des EWR Abkommens unter besonderer
Beriicksichtigung seiner Auswirkungen auf die Lander, en W. Hummer (editor),
Der Europiische Wirtschaftsraum und Osterreich, Viena 1994, p. 102,
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una opinién en cuanto al desarrollo del proceso para su toma de postura ante los
érganos competentes en el marco de la integracién europea. La Federacién debe
"considerar adecuadamente” las opiniones de los linder y de los municipios que lleguen
dentro de plazo a la hora de establecer el planteamiento de la Reptiblica de Austria.
Pero si la Federacién dispone de una postura unitaria de los ldnder (y solo de ellos, no
de los municipios) ante un proyecto en el marco de la integracion europea que afecte
a asuntos en los que la legislacién sea competencia de las regiones, en las negociaciones
y las votaciones la Federacién queda vinculada a esta postura. Solo puede desviarse de
ella por razones forzosas de politica exterior y de integracién. Estas disposiciones del
acuerdo constituyen una modificacién de la constitucién. se incluyeron en la B-VG con
la enmienda a la B-VG 1992/276 como art. 10 (4) hasta (6). La frase subrayada
también se encuentra en la ley alemana de aprobacién a la EEA* y en la carta del
canciller federal alemdn al presidente del consejo de ministros de los linder del 19 de
septiembre de 1979°°. A todo esto, estas disposiciones han sido sustituidas en
Alemania por el nuevo art. 23 (5) de la constitucién®, Segiin dicho articulo, en estos
casos el criterio del Bundesrat (alemdn) “"debe tenerse decididamente en cuenta,
preservando la responsabilidad de la Federacién como estado global". En los linder
austriacos existen intentos por elevar sus derechos a la altura del art. 23 de Ia
constitucién alemana. Pero debido al doble significado de la expresién "tener en
cuenta”, es dudoso que la asuncion de la formulacion del art. 23 (5) de la constitucién
alemana multiplicase los derechos de los linder®’.

La Cancilleria Federal tiene la obligacién de dar a conocer de inmediato los
motivos de cualquier desviacion de una postura undnime de los lander. Si la evolucidn
de un asunto en el EEE o en la UE hace prever una desviacién de dicha postura, la
Federacion debe dar a conocer a los lander las razones de esta desviacién en cuanto las
sepa, es decir, bajo determinadas circunstancias incluso antes de que tenga lugar la
correspondiente formacién de voluntad a nivel internacional para la pertinente
adaptacién o modificacién de su postura, que la Federacidn "tendrd en cuenta" en el

5% Boletin oficial del Estado alemdn 1986 II, p. 1.102,

% H. Hrbek / U. Theyssen (editores), Die Deutschen Linder und die Europiischen
Gemeinschaften, Baden-Baden 1986, doc. 5, p. 237 y sig.

%6 Boletin oficial del Estado alemdn 1992 I, p. 2.086, Stoiber, Bayern und die EG
Reform, en Hrbek / Thayssen, v.a., p. 263, que definié como decepcionantes
los resultados del proceso de participacidn de los linder creado en 1979,
igualmente P. Pemnthaler, Das Linderbeteiligungsverfahren an der europiischen
Integration, Viena 1992, p. 12.

57 H. G. Fischer, Europarecht in der offentlichen Verwaltung, Munich 1994, p.
160, obviamente pretende acercar las palabras "tener en cuenta decididamente”
a la palabra "obligar". Esto no convence en cuanto a la segunda parte de la frase
citada del art. 23 de la constitucion alemana.
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caso de que llegue a tiempo™.

E! acuerdo entre }a Federacidn y los ldnder dejé en manos de un acuerdo entre
los propios lidnder, segiin el art. 15 a de la B-VG, el establecimiento de normas para
unificar su postura, Por ello €l mismo dia, el 12 de marzo de 1992, los linder
concluyeron un acuerdo tal entre ellos™, Con dicho acuerdo constituyeron la IKL ya
mencionada y la facultaron para manifestar las posturas undnimes de los linder. Se
considera que una postura es "undnime” cuando al menos estdn a favor cinco lander y
no hay ninglin voto en contra. Las leyes constitucionales regionales de algunos ldnder,
apoyédndose en el procedimiento aplicable entre l1a Federacidn y los linder, pretenden
que las posturas de su presidente regional en la IKL se vinculen fundamentalmente a
una decision previa del parlamento regional o de una comisién del parlamento regional.
El presidente regional debe comunicarle al parlamento regional los motivos por los que,
llegado el caso, no cumpla una decisién tal®®.

El acuerdo entre la Federacién y los linder prevé ademds una inclusién de
representantes de los linder en negociaciones y consultas en el marco de del EEE y de
la UE que afecten al dmbito de actuacién auténoma de los linder o que pudieran ser de
otro modo de interés para ellos. Si los linder asf lo piden y si es realmente posible
desde el punto de vista del derecho de integracién, a la delegacidn austriaca se suman
a su costa representantes de los linder. Para que estos representantes tomen la palabra
en el marco de la delegacién correspondiente se requiere la aprobacién del jefe de la
delegacidn. Estas disposiciones quedan supeditadas al art. 23 (6) de la constitucién
alemana. Los lander federales austriacos quieren equipararse a esto. Para ello pueden
apoyarse en el art. 13 del tratado, que prevé una adaptacién en funcién de los futuros
desarrollos.

Segun el art. 9 del tratado, los lander estdn facultados para, de acuerdo con el
ministerio federal de Asuntos Exteriores, enviar a su costa representantes y otro
personal a la mision austriaca ante las Comunidades Europeas. Ya lo han hecho. Estos
representantes de los lander estdn “"administrativamente vinculados"” en el
funcionamiento oficial de 1a misién. Por ello gozan de los privilegios e inmunidades que
corresponden al personal de la misién. Dentro de la delegacién austriaca participan
como observadores en ¢l marco de la EEE u de la UE. Pueden tomar contacto con
representaciones regionales de estados miembro de la UE y con los expertos en la

5% Segun el art. 2, pdrrafo 2 del tratado, y segin Azizi, véase arriba la nota 53, p.
100, los linder también podrian modificar sus posturas sin que hubiera tal
motivo, es decir, por iniciativa propia, antes de que haya actuado la Federacién.

¥ Kunnert, v.a., doc. 182, p. 534.

8 Geodam, v.a., p. 33-34, nota 47, F. Staudigl, Zur Rolle der dsterreichischen
Linder im europdischen Integrationsprozess, 46 AJPIL (1993), p. 52.
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misién austriaca®. Sus informes a la conferencia de presidentes regionales sobre
asuntos correspondientes al 4mbito de actuacién auténoma de los linder deben
entregarlos con copia al jefe de la misién, Deben recabar la aprobacién del jefe de la
misién para sus informes sobre otros asuntos que sean de interés para los linder®,

Algunos linder, como por ejemplo Salzburgo, incluso han abierto a su propia
costa una oficina de informacién del land en Bruselas, o pretenden hacerlo®. En este
caso de trata de una actividad del land como titular de derechos privados, ya que, por
ejemplo, también la industria cervecera europea emplea a un encargado del lobby en
Bruselas.

El Tratado de la CE solo admite demandas que plantee un estado miembro ante
los tribunales de la UE. En caso de una lesién de Austria a la UE, solo la Federacién
podria actuar como demandante. Por esta razén el art. 10 (1) del tratado entre la
Federacién y los linder prevé lo siguiente: "Si en el caso de que Austria se convirtiese
en miembro de la CE y una actuacidén u omisién ilegal de organismos de las
Comunidades Europeas afectase a un asunto en el que la legislacién fuera competencia
regional, a peticién de un land la Federacién haria uso de los med:os legales pertinentes
segun el derecho comunitario ante el tribunal de justicia de las Comunidades Europeas,
siempre que ningun otro land recurriese contra esta actuacion y no se opusieran razones
forzosas de politica exterior y de integracién."

En este caso, los lander estdn obligados a compensar a la Federacién de forma
indivisa por los costes necesarios que implique la actuacién judicial. Si por el contrario
Austria fuese acusada por un comportamiento contrario a la CE de uno o varios linder,
éstos deben compensarle a la Federacion los costes que se deriven de este
comportamiento, es decir, la suma a pagar por indemnizacién de dafios o por sancién
econémica. Desde luego, lo expuesto en las observaciones aclaratorias®, en el sentido
de que por lo demds cada parte del tratado corre con los costes que produzcan sus
organismos, debe entenderse a la luz de una decisién del tribunal constitucional® para
la CEDH. Este prevefa que la suma reconocida por la comision CEDH a un land
federado como indemnizacidn a cargo de Austria por una infraccién del CEDH debia
ser abonada a la Federacién por ese land federado, pero que la Federacién debia correr
con los costes de representacion en el proceso ante la CEDH. Esta actividad seria

® Idem, p. 78-79.

2 St. Hradil, Erfahrungsbericht des Vertretes der Linder in der osterreichischen
Mission bei den Europidischen Gemeinschaften, en P. Pernthaler (editor),
Aussenpolitik der Gliedstaaten und Regionen, Viena 1991, p. 125 y sig.

% Geodam, v.s., p. 81.
% Blg. n° 428 sobre los Sten. Prot. NR, XVIII GP, p. 8, sobre el art. 12,

% VIGH 16-9-1986, Sig. n°® 10.968, JBI 1987, Clunet 1991, p. 423.
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asunto federal por considerarse uno de los "asuntos exteriores con inclusién de la
representacién politica y econdmica en el extranjero" segun el art. 10 (1), lfnea 2 de
la B-VG.

En este sentido hay que indicar también que una trasferencia de competencias
a la Federaci6n para el establecimiento de una situacién en la que las obligaciones de
Austria respondan al derecho del EEE o de la UE, en caso de omisién del land que en
este caso estuviera obligado en primera instancia, solo ser produce® cuando un
tribunal haya constatado esta obligacion en el marco de la integracién europea frente
a Austria®,

E! tratado sobre el EEE (espacio econémico europeo) BGBI 1993/909 entré en
vigor ms tarde de lo previsto como consecuencia de las reservas del EuGH®. Por ello
el primer proyecto de una ley constitucional federal con la que se estableciesen normas
complementarias al tratado del EEE, pretendia establecer dichas reglamentaciones de
modo que en el caso de una futura adhesién a la UE también fueran aplicables para la
insercién de nuevo derecho secundario en el derecho austriaco no solo de la comisién
conjunta del EEE, sino también de los organismos de la UE. Como consecuencia de la
dura reclamacién de la oposicion, que se manifesté en contra de una anticipacion tal de
la adhesién a la UE, esta propuesta se retiré®. Debido a la ley complementaria BGB!
1993/115, referida solo al EEE, las decisiones modificadoras o complementarias de ley
de la comision conjunta del EEE que regulen asuntos del 4mbito de actuacién auténoma
de los linder requieren la aprobacién del Bundesrat, El tribunal constitucional tiene la
obligacién de comprobar que las decisiones de la comisién conjunta del EEE son
compatibles con la B-VG,

® Véase al respecto W. Burtscher, Die Betitigung del Linder im Bereich des
Auswirtigen und ihre Beteiligung an internationalen Abkommen, en el presente
volumen.

7 Art. 16 (6) de la B-GV en la versién de la enmienda BGBI 1992/276. Segiin
Azizi, nota 53, p. 101, esto también se aplica para decisiones en el proceso
decisorio preliminar segtin el art. 177 del tratado de la CEE.

8 Rechtsgutachten 1/1991 del 14-12-1991 ABI 1991 C 243/3; véase al respecto 1.
Seid!l-Hohenveldern, L’Avis de la CICE en date du 14 décembre 1991
concernant le Projetd’ Accord sur la Création de I’Espace Economique Européen,
Ann.Fr.Dr.Int. 1991, p. 802-806, y F. Weiss, The Operto Agreement on the
European Economic Area - A legal Still Life, 18 Yearbook of European Law
(1993}, p. 393 y sig.

 Propuesta gubernamental al BGBI 1993/115, Blg. 741 a los Sten. Prot. NR,
XVIII GP, p. 4.



17

Los parlamentos regionales pueden decidir que, en la medida en que una
directriz del EEE afecte a asuntos de la legislacién regional y su contenido esté
suficientemente determinado, su conversién a derecho austriaco puede tener lugar
mediante decreto del presidente regional. Hasta ahora los parlamentos regionales no lo
han hecho. Posiblemente esperen a ver si una adhesién de Austria a la UE, y la ley
complementaria que entonces deberia promulgar lIa UER, no exigen otras reglamenta-
ciones. El art. 6 del texto complementario del EEE establece claramente que también
los senados administrativos auténomos en los lander estdn facultados como tribunales
de ultima instancia a recabar pareceres del tribunal de la EFTA sobre la interpretacién
del tratado del EEE.

El acuerdo entre la Federacién y los linder del 12 de marzo de 1992 sobre los
derechos de intervencién en la integracién europea constituyé el minimo comin
denominador en ¢l que pudieron ponerse de acuerdo los lander en cuanto a su exigencia
de intervenir en la politica de integracién. Notablemente mds radical fue, por ejemplo,
el proyecto de un grupo de trabajo de la fraccién del OVP en el parlamento regional
tirolés con el titulo "Vision 2000"7, Este proyecto partfa de una fundacién auténoma
del land republicano Tirol el 26 de octubre de 1918 y se remitia a la decisién del
Landtag constituyente de Tirol del 25-11-1920 sobre la preservacion del derecho de
autodeterminacién y el reconocimiento de la constitucién federal”. El proyecto exige
un recorte radical de las competencias de la Federacién. En el marco de la UE,
representantes del Tirol y no de la Federacién tuvieron que negociar asuntos con la UE
que recafan en el dmbito de actuacion auténoma del Tirol, por ejemplo el problema de
las segundas sedes. Cap, uno de los secretarios federales del partido SPO, reacciond
ante estas exigencias excesivas con el planteamiento igualmente excesivo de que el
proyecto crearfa las mismas condiciones que en Yugoslayia™. Desde el Tirol se le
replicé que solo habian apelado al derecho nacional de autodeterminacién™.

™ TInstitut fiir Féderalismusforschung in Osterreich, 16° informe sobre 1a situacién
del federalismo en Austria (1991), p. 115 y sig. presenta el texto integro,
Gsodam, v.a., p. 90-91 presentan solo un extracto del mismo.

7t P, PPernthaler, Die Staatsgriindungsrechte der osterreichischen Bundeslinder.
Eine staatsrechtliche Untersuchung {ber die Entstehung der Bundesstaaten,
Viena 1979, p.

2 Gsodam, v.a., p. 53.

™ Idem, p. 50, y P. Pernthaler, Féderalistische Verfassungsreform, Osterr.
Zeitschrift fiir Politikwissenschaft 1992, p. 373. Expresa dudas sobre esta
diferenciacién O. Kimminich, A "Federal” Right of Self-Determination, en Chr.
Tomuschat (editor), Modern Law of Self-Determination, Dordrecht 1993, p. 90
y 99.
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Las exigencias de los linder en cuanto a reformas en la constitucién federal a
su favor e incluso la distribucién de otras competencias se hicieron cada vez mds
intensas, al igual que la necesidad de la Federacién de, mediante concesiones a los
lander, mover a su poblacién para que votase "si" en el referendum sobre la adhesién
a la UE. Estas fueron las motivaciones para la celebracién del acuerdo politico entre
el canciller federal y el presidente de la conferencia de presidentes regionales del 8 de
octubre de 1992, el "pacto de Perchtoldsdorf"™. Este pacto politico, pero sin
vinculacién juridica, pretendia crear espacio para el cumplimiento de nuevas tareas por
parte de los lander "mediante la eliminacion de viejas cargas" y mediante el alejamiento
de la administracién indirecta de la Federacién. La intervencién de los linder debe
ampliarse en funcién de los futuros desarrollos, sobre todo en cuanto a la colaboracién
de las regiones europeas. Pero lo mds importante es el acoplamiento de todas estas
reformas con el referendum sobre la adhesién a la UE. "Las mencionadas medidas de
derecho constitucional federal deben estar textualmente fijadas a mds tardar para el
referendum sobre la aprobacién por derecho constitucional federal de la adhesién a la
CE en forma de propuesta gubernamental lista para decidir, y decidirse a mds tardar
en la enmienda de la B-VG necesaria con motivo de la adhesién a la CE."

Las negociaciones sobre estas exigencias se desarrollaron paralelamente a las que
tuvieron lugar sobre la adhesion a la UE. Desde el 2 de marzo de 1994 existe
unanimidad sobre los principios de esta reforma™. Sin embargo la reforma del
Bundesrat, que era una de las exigencias de los linder, se aplazé para mds adelante’,
El derecho constitucional austriaco, extraordinariamente complejo, debfa redactarse de
forma mds clara aprovechando estas reformas. Sobre todo se pretende resumir en un
apartado especifico todas las disposiciones que afectan a la integracién europea”.

Queda abierta la cuestién de la participacién de las regiones y los municipios en
el proceso de integracién. El art. 198 a del tratado de la CEE no permite reconocer si
una regién estd formada por varios estados miembros o si un estado miembro se
compone de varias regiones. El Consejo de Europa™ pensé desde luego en la primera

H. Schambeck, Europidische Integration und Osterreichischer Foderalismus,
Viena 1993, p. 52-57, reproduce este texto.

% Tiroler Tageszeitung del 4-3-1994, Die Presse del 10-3-1994,
" Salzburger Nachrichten del 22-2-1994.

7 G. Holzinger, Gravierende verfassungsrechtliche Anderungen im
Zusammenhang mit einem dsterreichischen EG-Beitritt, 115 JBI (1993), p. 10.

S. Eremann, Modelle der nachbarschaftlichen Beziehungen, Generalbericht fiir
Europa, en S. Eremann (editor), Transatlantic Colloquy on Cross-Border
Relations: European and North American Perspectives, Zurich 1987, p. 24 y
sig.; sobre estas pretensiones, en especial con motivo del acuerdo marco de
Madrid del 21 de mayo de 1980 sobre la colaboracién transfronteriza entre
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alternativa. Esperaba reblandecer a los estados nacionales, y con ello al nacionalismo,
mediante regiones transfronterizas™. Entendido asf, Austria e Italia pueden
vanagloriarse de haber desempefiado un papel de pioneros desde 1949. El tratado
Accordino® prevé contingentes para un intercambio de mercancias sin aranceles entre
Tirol y Vorarlberg, por un lado, y las provincias de Tirol del Sur y Trento por otro.
El tratado, por una parte, rompe el principio de que segin el art. 4 de la B-VG el
territorio federal constituye un dmbito unitario de moneda, economfa y aduanas® y,
por otro lado, lo hace el art. 7 a, pérrafo 2, y el art. 10, parrafo 1 del tratado de Ia
CEE.

El texto del art. 198 a, pdrrafo 1 del tratado de la CEE ("corporaciones
territoriales regionales y locales") estd sin embargo mds préximo a la idea de que en
un estado federal una regién solo puede ser una subdivisién de un estado miembro®2,
Los mayores linder federales austriacos conocen estas subdivisiones, por ejemplo el
Weinviertel y el Waldviertel en la Baja Austria y Prinzgau y Pongau en Salzburgo. El
principio de subsidiaridad® estd a favor de tal salvaguardia, incluso para esas pequefias
unidades, asi como también para municipios con tareas que se pueden solventar mejor
en su marco, al igual que favorece la concesion de un derecho de consulta en asuntos
de la integracién europea que les afecten. Sin embargo, a estos territorios les falta la
tradicidn secular de autonomia en zonas relativamente importantes, como las que poseen

corporaciones territoriales, BGBl 1983/52.

# 1. Seidl-Hohenveldern (nota 2 arriba) previene sin embargo de la fragmentacién

de Europa por nuevas fronteras regionales.

% Tratado del 12 de mayo de 1949, BGBI 1957/125, S. Morscher, Das Accordino,
en I. Seidl-Hohenveldern (editor), publicaciéon homenaje a Hans Klinghoffer,
Viena 1988, p. 47 y sig., W. Hummer, Rechtliche und wirtschaftliche Probleme
des "Accordino”, en K.-H. Bdckstiegel et al. (editor), publicacién homenaje a
1. Seidl-Hohenveldern, Colonia 1986, p. 209 y sig., I. Seidl-Hohenveldern, Die
Einheitlichkeit des Osterreichischen Wahrungs-, Wirtschafts- und Zollgebiets in
volkerrechtlichen Sicht, en K. Hallbronner et al. (editor), publicacién homenaje
a Karl Doehring, Berlin 1989, p. 931 y sig. La redaccién del art. 121 lit e del
tratado de la CEE también permite una colaboracién entre Austria e Italia dentro
de esta region en otros dmbitos distintos a la colaboracién econémica en ¢l
marco del Accordino. Véase Azizi, nota 53 arriba, p. 93.

81 Sobre las dificultades que de ello resultan para el comercio interior austriaco
véase UGH del 11-3-1986 y VWGH del 16-10-1986, 109 JBI (1987), p. 808, 42
Osterr. Juristen Zeitung (1987), p. 469, n® 201, Clunet 1991, p. 424.

%2 H. Schambeck, v.a., p. 41, hace referencia a consideraciones en Alemania.

3 B. Schime, Das Subsidiarititsprinzip im Europdischen Gemeinschaftsrecht,
Viena 1994.
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los linder. Por ello, incluso a escala nacional, en Austria tampoco habrd apenas motivo
para ir ya hoy mds alld de meros derechos de consulta como los que otorga en art. 198
a del tratado de la CEE en el marco de 1a UE.,
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INTRODUCTION

Avec les transformations que la communauté internationale a vécues au cours des
derniéres décennies et tout particuliérement dans les cinq derniéres années, 'Etat-Nation a
changé. Certes, il reste un élément décisif dans les relations internationales. En Europe
son réle a évolué pour des raisons nombreuses, notamment des phénoménes
d'intégration a l'ounest et de désintégration 2 I'est, et des perceptions fondamentalement
différentes des types de menaces qui pésent sur la siireté extérieure voire intérieure de
I'Etat.

La création d'ensembles supranationaux et la découverte ou parfois le renouveau de
solidarités régionales ont favorisé I'émergence des régions en tant que participants actifs a
la vie internationale.

Ces développements sont riches de promesses positives, mais ils ne sont pas toujours
dépourvus d'ambiguités et ils portent parfois les germes de tensions difficiles a maitriser.
L'un des défis d'aujourd'hui est sans doute l'apprentissage de modes de coopération
entre entités distinctes réunies dans de plus grands ensembles, aussi bien au niveau
national qu'au niveau continental. La répartition des compétences entre collectivités de
rang différent, dans l'esprit du principe de subsidiarité, est a {'ordre du jour.

Bien au-dela d'une question de systémes, il en va de la qualité du cadre de vie, au sens le
plus large, de la justice et de la paix.

C'est pourquoi il importe de s'y arréter. L'un des thémes d'actualité dans ce contexte est,
sans doute, celui du réle des collectivités régionales dans les relations internationales.
L'heure est venue, méme dans les pays a tradition fédéraliste, de réexaminer les
mécanismes ¢t les instruments pour les adapter aux besoins de la société nouvelle qui nait
sous nos yeux. A cet égard, I'approche comparatiste offre de riches enseignements.

La situation en Suisse, theme de cet expos€, sera présentée par approches successives.
Un premier aperc¢u introductif offrira un panorama synthétique des données de base.
Ensuite 'essentiel de 1'exposé sera consacré a l'explication des régles et de la pratique
relatives & l'action extérieure des cantons, d'une part en tant qu'acteurs principaux, et
d'autre part en tant que participants a la formulation et a la mise en oeuvre de la politique
étrangere de la Confédération. L'exposé est articulé principalement sur la conclusion de
rraités internationaux, mais il contient aussi les indications nécessaires sur les aspects plus
larges des relations extérieures en général.



I. Les roéles respectifs de la Confédération et des Cantons
dans les relations extérieures : un aperc¢u introductif

Cette premiére partie est consacrée 4 une présentation générale du cadre juridique et
politique de l'action extérieure des cantons suisses. L'énoncé des dispositions
constitutionnelles pertinentes sera suivi de quelques données permettant de situer les
régles en vigueur dans leurs contextes historigue et politique; enfin un accent particulier
sera mis sur une composante toujours plus actuelle de I'action extérieure des cantons, la
coopération transfrontaliére.

A. Le cadre constitutionnel

Un bon nombre de dispositions de la constitution fédérale régissent ou affectent la
politique étrangére!. Parmi celles qui concernent les compétences respectives de la
Confédération et des cantons, il y a lieu de mentionner, pour I'essentiel, les suivantes.

L'article § a pour objet de déterminer la compétence de la Confédération dans le domaine
des relations extérieures :

"La Confédération a seule le droit de déctarer la guerre et de conclure 1a paix, ainsi que de faire, avec
les Etats étrangers, des alliances et des traités, notamment des traités de péage (douanes) et de
commerce.”

L'article 9 comporte une disposition expresse relative a la compétence matérielle des
cantons dans ce domaine :

"Exceptionnellement, les cantons conservent le droit de conclure, avec les Etats éwrangers, des
traités sur des objets concernant I'économie publique, les rapports de voisinage et de police;
néanmoins, ces traités ne doivent rien contenir de contraire 4 la Confédération ou aux droits d'autres

cantons.”

Cette regle de fond est complétée par des prescriptions d'organisation et de procédure qui

précisent les tiches d'organes fédéraux dans le contexte de l'action extérieure de cantons.
h\___h-_ ————

L'article 10 attribue au (Conseil fédéral, dans une certaine mesure, un réle d'intermédiaire :

"11 es rapports officiels entre les cantons et les gouvernements étrangers ou leurs représentants ont
lieu par I'intermédiaire du Conseil {édéral.

2Toutefois, les cantons peuvent correspondre directement avec les autorités inférieures et les
employés d'un Etat étranger, lorsqu'il s'agit des objets mentionnés a article précédent.”

L'article 102 énonce les tAches du Conseil fédéral, en général. Sous chiffre 7, il prescrit :
"7. I examine les traités des cantons enire eux ou avec t'étranger, et il les approuve, s'il y a lieu”.

Enfin, l'article 85 énumeére les affaires qui sont de la compétence de I'Assemblée fédérale
(Conseil national et Conseil des Etats). Le chiffre 5 est ainsi libellé :



5. Les alliances et les traités avec les Etats éirangers, ainsi que I'approbation des traités des
cantons entre eux ou avec les Etats étrangers; toutefois, les traités des cantons ne sont portés a
I'Assemblée fédérale que lorsque le Conseil fédéral ou un autre canton €l2ve des réclamations”,

I y aura lieu, dans la suite de l'exposé, de dire comment ces dispositions sont comprises
et appliquées. Mais 1l importe de relever déja a ce stade que l'article 8 ("La Confédération
a seule le droit ...") combiné avec d'autres dispositions? de la constitution fédérale,
notamment l'article 9 ("Exceptionnellement, les cantons conservent le droit ..."), ainsi
que larticle 102, chiffres 8 et 93, et l'article 85, chiffres 5 et 6%, concernant les tiches
respectives du Conseil fédéral et de I'Assemblée fédérale dans les relations extérieures,
est considéré comme conférant a la Confédération une "compétence générale” en matiére
d'affaires étrangéres’. Certains auteurs font de cette compétence générale une régle de
droit coutumier®.

B. Les dimensions historiques et politiques

1. Le contexte de l'adoption des dispositions constitutionnelles

La constitution fédérale actuellement en vigueur date de 1874. Cependant, les articles 8 et
9 qui répartissent pour l'essentiel les compétences matérielles entre la Confédération et les
cantons dans le domaine des affaires étrangéres avaient déja un contenu analogue dans la
constitution de 18487 qui avait fait de la Confédération suisse un Etat fédéral.

Rappelons brigvement & ce propos que, lors de la naissance de |'Etat fédéral moderne, au
milieu du siécle dernier, les cantons avaient déja une trés longue histoire8 faite de
relations directes avec "l'étranger”. Pour la bonne compréhension du contexte, 1l faut
aussi faire mémoire du fait que la constitution de 1848 a €t€ adoptée au terme de ce qu'il
faut bien appeler une guerre civile, causée notamment par I'émergence de deux alliances
de cantons opposés; disons, pour simplifier, que I'une d'entre elles réunissait des cantons
libéraux protestants, et ]'autre des cantons conservateurs catholiques. Les deux alliances
comptaient aussi, de maniére plus ou moins articulée, sur des contacts extérieurs au pays.
Ces circonstances contribuent a expliquer, d'une part, la connexité et la proximité des
dispositions relatives aux traités des cantons entre eux (art. 7) et avec les Etats étrangers
(art. 8 et 9) (voir aussi la formulation de l'article 102 chiffre 7 transcrite ci-dessus), et,
d'autre part, la grande réserve avec laquelle les compétences cantonales ont €€ consacrées
et interprétées.

2. L'évolution de la pratique du XIXe au XXe siécle

Quoi qu'il en soit, les cantons ont fait usage, au XIXe siécle, des possibilités que la
constitution leur laissait®. En revanche, leurs relations extérieures directes semblent avoir
peu a peu perdu de l'importance au cours de ce siecle. C'est au point que le Professeur
Aubert affirmait dans son Traité de droit constitutionnel suisse, édité en 1967 ; "Toute
cette matiere n'a d'ailleurs qu'un intérét historique. Les cantons n'usent pratiquement
plus de leur compétence (sinon dans les rapports frontaliers)."19 Dans un Supplément
paru en 1982, il soulignait que "les nouveaux exemples deviennent rares”!1



Au début de cette décennie, selon le Professeur Wildhaber, environ 140 accqrds de
cantons passés avec I'étranger étaient encore en vigueur, avant tout dans les domaines de
la double imposition et de la collaboration wransfrontaliere!.

3. Le renouveau contemporain

L'évolution contemporaine permet de constater une claire inversion de la tendance 4 la
régression. Plusieurs facteurs y ont contribué. On relévera en premier lieu un aspect
ponctuel mais symptomatique : lors de son entrée en souveraineté au début des années
80, le nouveau canton du Jura a passé un certain nombre d'accords qui sortaient du cadre
frontalier et qui exprimaient la volonté d'affirmer une identité culturelle francophone aussi
dans les relations internationales!3, et une solidarité internationale & 1'égard de pays en
développement!4. En second lieu, il faut surtout mentionner le phénoméne d'intégration
européenne qui s'est accompagné d'une prise de conscience accrue des identités
régionales (2 l'intérieur des frontieres et par-dessus celles-ci) et qui a provoqué a la fois le
désir de créer des structures de concertation ou de coopération pour résoudre des
problémes régionaux, et la volonté de défendre les compétences régionales dans les
processus internationaux ou supranationaux d'intégration.

En 1986, le Professeur Monnier, alors jurisconsulte du Département des affaires
étrangeres, constatait un "regain de faveur"!>, Mais une dynamique toute nouvelle est née
du vote du 6 décembre 1992 par lequel le peuple et les cantons ont refusé de participer a
I'accord sur 'Espace économique européen. Tous les cantons francophones et les autres
cantons limitrophes de la France, qui avaient voté en faveur de 1'accord, voyaient dans la
réactivation des compétences extérieures des cantons, un moyen d'assurer, au moins
partiellement, l'ouverture & laquelle ils aspiraient. De nombreuses interventions de
parlementaires fédéraux ont amené le gouvernement suisse, le Conseil fédéral, a se
déterminer, ce qu'il vient de faire par l'adoption, le 7 mars dernier, d'un "Rapport sur la
coopération transfrontaliére et la participation des cantons 2 la politique étrangeére"16, (ci-
apres : Rapport 1994). D'emblée, le Conseil fédéral affirme ceci : "Les relations des
cantons avec 1'étranger sont devenues un théme politique important suite a la votation du
6 décembre 1992."17

Le titre méme du Rapport met en lumiere les deux aspects du renouveau contemporain : la
coopération transfrontaliere!8 et la participation 2 la politique étrangere (surtout 2 la
conduite fédérale des affaires relatives & l'intégration européenne). Si l'on n'a pas
manqué, hors du pays, d'enregistrer le vote négatif du pays, il a été sans doute plus
difficile de percevoir, de l'extérieur, la profondeur de la dynamique d'intégration qui s'est
développée en Suisse dés 'Acte unique européen, en 1986, pour culminer dans toute la
phase de préparation interne  l'entrée en vigueur de l'accord EEE. L'Assemblée fédérale
et de nombreux parlements cantonaux auraient largement engagé et, pour une part,
terminé le processus législatif de I'adaptation de l'ordre juridique interne. Les cantons
avaient eu ainsi la possibilité de saisir trés clairement les enjeux en ce qui concerne leurs
compétences. Il en est résulté des aménagements institutionnels qui sont destinés a
perdurer. Cela sera encore exposé plus loin.



C. Le développement de la coopération transfrontaliére

Dans cet apergu introductif, il importe encore d'apporter quelques éléments de fait pour
venir étayer l'affirmation selon laquelle la coopération transfrontaliére est devenue une
composante importante de l'action extérieure des cantons, auxquels il ne faut pas négliger
d'associer les communes d'ailleurs.

Cette coopération s'est développée dans deux contextes qui, malgré les convergences ¢t
des ananogies dans leurs raisons d'€tre, sont différents : celui de la coopération des
cantons (et des communes) frontaliers avec les régions limitrophes (il ne faut pas oublier
que seize des vingt-six cantons et demi-cantons ont une frontiere commune avec l'un des
Etats voisins de la Suisse); et celui, plus large, de la coopération des régions d'Europe.

En ce qui concerne la coopération des régions limitrophes, le Rapport 94 du Conseil
fédéral présente, sans prétendre A l'exaustivité, un tableau trés foisonnant!®. Mis 4 part
les accords interétatiques traditionnels sur la protection et l'utilisation des eaux
communes, les raccordements de voies de communication, la protection sociale et
I'imposition des travailleurs frontaliers et d'autres questions analogues, il signale de
nombreuses réalisations qui se sont multipli€es, & partir des années 70 surtout, en
particulier pour assurer la coopération régionale autour des centres frontaliers que sont
Geneve et Bile, mais aussi dans les régions de 'arc alpin, du lac L.éman, du Jura, du lac
de Constance, du Tessin et du Valais.

Pour ce qui est de la coopération dans le cadre destégions d'Europe, il est fait mention de
la participation de cantons et de communes suisses dans 1"'Assemblée des régions
d'Europe”, e "Conseil des communes et régions d'Europe”, le "Congrés des pouvoirs
locuax et régionaux de 1'Europe”, et 1'""Association des régions frontaliéres
européennes”. Plusieurs cantons suisses prennent part a l'important programme
INTERREG, qui est une des expressions majeures de la politique régionale de I'Union

européenne.

D. La conclusion de traités concernant les cantons

L'action extérieure des cantons trouve son expression sous des formes trés diverses : de
la concertation la plus informelle & la conclusion de traités. Qu'il s'agisse de la
coopération transfrontaliere ou de la participation a la politique étrangére conduite par la
Confédération, il faut bien noter que l'instrument du traité international ne revét de loin
pas, quantitativement, la plus grande importanceZ20,

Il n'en reste pas moins que, pour des Etats fondés sur le droit, soucieux de sécurité
juridique, de transparence et de contrdle démocratique, le traité continue a revétir,
qualitativement, une signification décisive. C'est pourquoi, il se justfie de s'y arréter.

L'expression de “trait€s concernant les cantons” utilisée dans le titre de cette partie est
ambigué. Elle est destinée ici a recouvrir deux situations distinctes, celie de traités
auxquels un ou plusieurs cantons sont parties (seuls ou associés & la Confédération), et
celle d'accords auxquels seule la Confédération est partie mais qui touchent des droits et
obligations ou des intéréts sensibles d'un canton, de plusieurs d'entre eux voire des



cantons dans leur ensemble. C'est de ces deux réalités distinctes qu'il va &tre question
dans la suite.

I1.. Les cantons parties a des accords

Il s'agit ici de présenter la portée et les limites de la compétence cantonale, telles qu'elles
ressortent des régles constitutionnelles et de la pratique. Pour les besoins de I'exposé et
dans la mesure du possible, on distinguera les aspects matériels des composantes
formelles.

A. Les aspects matériels

La compétence matérielle des cantons apparait a I'énoncé des domaines de compétence
des cantons et des limites qui leur sont assignées.

1. Les domaines de compétence des cantons

L'article 9 Cst. comporie 2 cet égard trois éléments essentiels : "conclure ... des gaités,

avec des "Etats étrangers”, "sur des objets concernant 'économie publique, les rapports
de voisinage et de police”.

L'expression de "traités” est comprise dans un sens large. Elle désigne tous types
d'accords, sans acception de dénomination ou de forme2! . Cependant seuls sont visées
par cette disposition les conventions soumises au droit des gens, ce qui exclut les
arrangements de droit privé?2 ainsi que, selon le Professeur Schindler?? dont l'avis est
partagé par le Conseil fédéral?4, les accords passés par des entités infra-régionales,
notamment par les communes. Cela ne signifie pas que les instruments non soumis au
droit international soient inadmissibles, mais qu'ils n'entrent pas dans le champ
d'application des régles constitutionnelles sur l'organisation et la procédure (art. 10, 85
ch. 5et 102 ch. 7).

La formule "avec les Etats étrangers" est marquée par la conception qui prévalait encore &
I'époque en ce qui concerne la qualité de sujet de droit des gens, reconnue alors
exclusivement aux Etats. Sont visées, en réalité, ici toutes les entités auxquelles le droit
international contemporain reconnait la qualité de sujet de droit des gens25. (Il sera
précisé plus loin toutefois que, lorsque les cantons font usage de leur droit de
correspondre directement avec l'étranger (art. 10 al. 2 Cst.), seuls entrent en ligne de
compte des accords passés avec des collectivités régionales.26)

La troisieéme expression utilisée par l'article 9 Cst. pour déterminer le domaine de
compétence des cantons crée des difficultés. L'énumération des objets sur lesquels
peuvent porter les traités ("l'€conomie publique, les rapports de voisinage et de police™)
est-elle exhaustive ou non 7 La position du Conseil fédéral, qui correspond a celle de la



majorité de la doctrine?’, considére que la régle doit Ewre interprétée dans un sens large :
"Dans la pratique, la Confédération interpréte cependant l'article 9 Cst. de maniére
libérale : 1a capacité des cantons de se lier par des traités s'‘étend a toutes les matiéres qui
relevent de leur compétence selon la constitution fédérale."28

Cette dernicre affirmation suggere trois observations :

- D'abord, la doctrine cite fréquemment deux cas dans lesquels, de l'avis du Conseil
fédéral, des objets qui sortent du domaine local, des rapports de voisinage, relévent de la
compétence de la Confédération : il s'agissait de prélévement d'eau potable dans le lac de
Constance ainsi que de la construction et 1'exploitation du tunnel routier du Grand-Saint-
Bernard?%. On constate cependant qu'il n'a pas été fait une application générale de ce
critére. II suffirait de mentionner, par exemple, les accords conclus par le Jura en maticre
d'aide au développement avec les Seychelles et le Cameroun3?,

- Ensuite, contrairement aux apparences, la clarification apportée par la référence aux
compétences des cantons selon la constitution fédérale n'est que tres partielle. En voici
une bréve explication. La régle constitutionnelle de base en ce qui concerne la répartition
des compétences entre la Confédération et les cantons est l'article 3, dont la teneur est la
suivante :

"Les cantons sont souverains en tant que leur souverainelé n'esi pas limitée par la constitution
fédérale, et, comme tels, ils exercent tous les droits qui ne sont pas délégués au pouvoir fédéral.”

C'est dire, de maniere simplifiée, que les cantons disposent d'une présomption de
compétence : tant qu'une attribution n'a pas €té€ "déléguée” a la Confédération par une
disposition constitutionnelle, ceux-ci sont compétents. En réalité, la répartition des
compétences est d'une trés grande complexité car, sans méme faire référence a la question
d'éventuelles compétences fédérales implicites ou coutumieres, il faut constater que les
évolutions ponctuelles successives au cours des décennies ont produit une imbrication
pour ne pas dire un enchevétrement des tiches respectives. La Confédération n'a cessé de
recevoir des compétences supplémentaires. En conséquence, les cantons disposent encore
de tiches propres31 (qu'il est devenu difficile d'appeler exclusives); mais, le plus
souvent, ils ont une compétence paralléle (lorsque la Confédération bénéficie aussi, dans
le méme domaine, d'attributions complémentaires) voire une compétence concurrente
(tant et aussi longtemps que la Confédération n'a pas fait pleinement usage d'une
compétence qui lui a été "déléguée”).32 Dans beaucoup de domaines, le fédéralisme
suisse est devenu un fédéralisme d'exécution. Il va sans dire qu'un tel systéme ne facilite
pas la détermination du champ matériel des compétences cantonales dans les relations
extérieures. It y faut une analyse casuelle méticuleuse.

- En conclusion sur ce point, il importe de relever que le Conseil fédéral vient de
souligner, dans son Rapport 1994, son interprétation dite libérale de I'article 9 Cst. : "Le
Conseil fédéral continuera a interpréter /ato sensu l'article 9 de la constitution fédérale
pour permetire aux cantons de développer de maniére aussi autonome que possible leurs
relations transfrontaliéres. Les cantons peuvent en principe conclure des traités avec
I'étranger dans tous les domaines ou la constitution fédérale leur reconnait une

compétence. "33

2. Les limites

Matériellement, I'article 9 comporte aussi, dans son libellé€ et dans la maniére dont il a été
interprété, des limites au compétences cantonales.



On relevera d'abord 1'adverbe "exceptionnellement”. Toutefois, le texte reconnait aux
cantons un droit, préexistant 2 la constitution comme l'indique le verbe “conservent"; de
plus, on a vu que Ta pratique n'a pas consacré une interprétation restrictive.

Ensuite, on constatera que le contenu de I'accord doit satisfaire certaines exigences :
En premier lieu, il ne doit pas €tre contraire

- "3 la Confédération”, et pas "au droit de la Confédération", ce qui a été compris
comme englobant non seulement 1'ordre juridique mais aussi les intéréts de I'Etat
fédéral;34 ni '

- "aux droits d'autres cantons", qui sont les droits que ceux-ci fondent sur des accords
passés avec le canton qui conclut un traité.35

En deuxiéme lieu, argumentent certains auteurs qui établissent un paralléle avec l'article 7
relatif aux traités passés entre cantons, le contenu de I'accord ne doit pas étre d'une nature
politique.?® Ce que signifie cette exigence & propos de I'article 7 est relativement clair,
compte tenu du contexte historigue de son adoption. En revanche, sa portée exacte dans
le cadre de l'article 9 est plus difficile & déterminer.3?

Enfin, les cantons sont privés de leur compétence extérieure dans la mesure ou la
Confédération :

- aconclu elle-méme un traité sur le méme objet, en vertu de sa compétence générale
dans le domaine des affaires étrangeres,?8 ou

- a pris des dispositions législatives qui réglent 1'objet en question (qu'il s'agisse de
régles nouvelles ou anciennes, de rang constitutionnel ou légal).3%

C'est ainst que, se déterminant sur le désir émis par certains cantons frontaliers 4 la suite
du vote négatif sur I'EEE d'accroitre leur acceés aux marchés d'Etats voisins et de 1'Union
européenne, le Conseil fédéral affirme que dans les domaines qui auraient été largement
libéralisés avec I'EEE "la plupart des compétences se situe en Suisse et dans les pays
voisins, au niveau national ou, pour les Etats membres de I'UE, & un nivean
supranational"40 et il en conclut : "La réalisation de "mini EEE" dans les régions
frontalieres, comme certains le souhaiteraient, est donc exclue."4!

B. Les aspects formels

La constitution fédérale fonde en outre des restrictions de forme & l'exercice de la
compétence cantonale. En effet, elle confére au Conseil fédéral un réle d'intermédiaire
(art. 10) et elle soumet les accords passés par les cantons & l'examen et & I'approbation du
Conseil fédéral (art, 102 ch. 7), voire, en cas de réclamations du gouvernement ou d'un
autre canton, a l'approbation de I'Assemblée fédérale (art. 85 ch. 5).



1. Le role d'intermédiaire du Conseil fédéral

Aux termes de l'article 10 Cst., les "rapports officiels” extérieurs des cantons "ont lieu
par l'intermédiaire du Conseil fédéral" (al. 1); "toutefois, les cantons peuvent
correspondre directement avec les autorités inférieures et les employés d'un Etat étranger,
lorsqu'il s'agit des objets mentionnés 2 l'article précédent” (al. 2).

Cette disposition laisse ouvertes un grand nombre de questions délicates : qu'entend-on
par "rapports officiels" 7 quelle est la portée concréte de 'expression "par l'intermédiaire
du Conseil fédéral” 7 que signifie "correspondre directement avec” ? comment interpréter
le renvoi aux "objets mentionnés i ['article [9]" 7

Il existe A ce propos une marge surprenante entre une doctrine classique, trés restrictive,
une pratique des cantons, souvent laxiste, et la détermination récente du Conseil fédéral,
libérée d'une interprétation stricte et ouverte  une certaine souplesse.

Selon le Professeur Aubert qui se référe a larticle 10 alinéa premier, en excluant
implicitement que Y'alinéa 2 (“correspondre") puisse s'appliquer 2 la conclusion de traités,
"le Conseil fédéral est (...) I'autorité compétente pour mener les négociations, signer le
traité, puis le ratifier - & la demande et selon les voeux du canton"42. Le Professeur
Schindler suit la méme ligne lorsqu'il affirme, a propos de l'article 9 Cst. : "Il donne
l'impression que les cantons peuvent conclure de maniére indépendante des traités avec
les Etats étrangers. En fait, les traités doivent en régle générale étre conclus par le
[Conseil fédéral] (art. 10)."43 Selon le Professeur Monnier, alors jurisconsulte du
Département fédéral des affaires étrangeres, "l'exécutif fédéral contrdle le processus
entier de conclusion des engagements internationaux des cantons, ceux-ci y sont
étroitement associés"44,

La pratique des cantons semble fort éloignée de ces conceptions puisque, selon le
Professeur Wildhaber?® repris par son collégue Monnier®, plus de la moitié des accords
conclus par les cantons n'ont pas été soumis au Conseil fédéral"47 (pas plus qu'ils ne
sont publiés dans les recueils de législation cantonale).

Quant a la pratique du Conseil fédéral,*® elle fait preuve de souplesse & deux titres :

- Elle admet qu'en application de l'alinéa premier de l'article 10, le Conseil fédéral
"autorise” les cantons & passer des accords directs avec d'autres sujets de droit des gens;
ceux-ci agiraient alors, selon le Professeur Schindler, en vertu d'une "délégation"49,

- Elle considére qu'en vertu de l'article 10 alinéa 2 "bien que la constitution ne le
mentionne pas expressément, la pratique permet aux cantons de se lier par des traités avec

toute collectivité territoriale d'un niveau inférieur 2 I'Etat national3® ce qui suppose, bien
entendu, que celle-ci dispose des compétences nécessaires.!

On reléve, en conclusion, que les accords auxquels les cantons sont parties peuvent étre
de plusieurs types, en ce qui concerne le mode de conclusion :

- les traité€s conclus par le Conseil fédéral
au nom du ou des cantons concernés;
€n son nom propre et au nom du ou des cantons concernés;

- les traités conclus par un ou plusieurs cantons
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avec tout sujet de droit des gens, en application de l'article 10 alinéa premier Cst.,
sur "délégation” du Conseil fédéral {qui autorise ou tolére32);

. avec des collectivités territoriales étrangéres d'un niveau inférieur  I'Etat national,
en vertu d'une interprétation extensive de l'article 10 alinéa 2, sans l'intermédiaire
du Conseil fédéral au stade de la conclusion (les régles sur 'approbation du Conseil
fédéral (art. 102 ch. 7) ou de I'Assemblée fédérale (art. 85 ch. 5) restent réservées)

Cette typologie n'inclut pas les accords dont la procédure de conclusion n'a pas respecté
les exigences constitutionnelles.

Qu'il soit encore précisé, pour terminer sur ce point, que le principe du parallélisme des
formes confeére aussi au Conseil fédéral un réle d'intermédiaire, dans la mesure qui vient
d'étre précisée, en cas de dénonciation d'un accord. (On y reviendra, & propos de
l'approbation par le Conseil fédéral.)

2. L'approbation du Conseil fédéral ou de 1'Assemblée fédérale

Le Conseil fédéral (art. 102 ch. 7) et, en cas de réclamations de celui-ci ou d'un autre
canton, 1'Assemblée fédérale (art. 85 ch. 5) ont pour tiche d'examiner et, s'il y a lieu,
d'approuver les traités des cantons.

L'Assemblée fédérale n'ayant jamais eu, apparemment, A exercer sa compétence™?, il n'y
a pas lieu, ici, de s'arréter aux questions que souléve l'exercice de cette attribution.

L'examen du Conseil fédéral se situe & des stades différents selon le rble que cette autorité
ou ses représentants ont joué dans le processus de conclusion. La pratique admet encore
une approbation survenant apres la signature, pourvu que les parties aient accompagné
celle-ci d'une réserve correspondante.

L'examen porte sur l'admissibilité de 'accord au regard des conditions fixées par le droit
fédéral, notamment par l'article 9 Cst. Cest dire que les critéres d'appréciation sont non
seulement juridiques, mais aussi politiques; le Conseil fédéral se réserve d'exercer un
contrdle de l'opportunité. S'il considere l'action d'un canton comme “indésirable et
inopportune a la lumiére des intéréts généraux du pays" il peut, selon M. Monnier,
refuser d'ouvrir avec un Etat étranger les négociations souhaitées par un canton, se
substituer & un canton rénitent pour dénoncer un traité jugé inadmissible, voire, selon une
situation qui s'est effectivement produite, refuser de transmettre  1'Etat cocontractant la
dénonciation d'un accord par un canton.?d

Quant & sa nature et a ses effets, 'approbation a une portée déclarative et non pas
constitutive.56

Si I'approbation n'est pas donnée, parce qu'elle n'a pas été requise ou qu'elle a été
refusée, les conséquences découlent soit du droit interne, soit, dans la relation avec le
cocontractant étranger, du droit international des traités.

Pour ce qui est de l'ordre juridique interne, M. Monnier, s'appuyant sur la doctrine
récente, affirme ceci : "Bien que son défaut représente une irrégularité incontestable,
I'assentiment fédéral ne peut (...) pas étre considéré comme une condition de validité des
traités dans Y'ordre juridique cantonal."37 Selon M. Schindler, "le traité ne peut cependant
pas &tre invoqué devant le [Tribunal fédéral]."38
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Pour ce qui est de l'ordre juridique international, 1a doctrine considére res généralement,
en application des articles 22 et surtout 46 de la Convention de Vienne du 23 mai 1969
sur le droit des traités3?, que la violation du droit interne n'est pas "manifeste” et qu'elle
ne concerne pas une régle "d'importance fondamentale” au sens de la Convention; en
conséquence l'inobservation des formalités d'approbation n'est pas considérée comme
une cause de nullité du trajté. 60

3. Note complémentaire : les aspects formels de la coopération
transfrontaliére

Les considération qui préceédent sur l'action extérieure des cantons se rapportaient
principalement & celles de leurs activités qui trouvent leur expression dans un traité
International, et qui sont conduites par les autorités ou les organes traditionnels de 1'Etat.

I1 faut bien noter pourtant, surtout en ce qui concerne la coopération dans les régions
frontalieres, que les contacts sont fréquemment assurés au sein d'organes créés
spécifiquement a cette fin, et que les arrangements qui y sont pris le sont bien davantage
sous la forme de contrats de droit administratif ou de droit privé que sous celle de traités
internationaux®l. Mécanismes et instruments sont donc souvent dépourvus de
formalisme.

Dés lors que les accords passés par des communes, comme nous l'avons vu, ainsi que
les arrangements peu formels de droit administratif ou de droit privé passés par les
cantons ne relévent pas du droit international; ils ne tombent pas dans le champ
d'application des articles 9 et 10 Cst.62 Dans cette mesure les cantons jouissent d'une
grande liberté.

ITI. Les cantons participant a la conclusion d'accords par la
Confédération

Apres l'examen des situations dans lesquelles les cantons sont parties 4 des accords,
seuls ou associés a la Confédération, il importe aussi de s'arréter aux cas de participation
exclusive de la Confédération a des traités qui concernent les cantons parce qu'ils
touchent a des domaines de compétence cantonale ou, de toute autre manidre, a des
intéréts cantonaux sensibles. Tel peut étre le cas a I'égard d'un seul ou de plusieurs
cantons, mais la suite de l'exposé mettra principalement l'accent sur les traités
d'importance générale pour les cantons dans leur ensemble, tels les accords relatifs a
I'intégration européenne ou ceux du GATT. C'est, en effet, & propos de ces traités que
les cantons ont ressenti le plus et manifesté avec la plus grande détermination la nécessité
de créer ou de développer des organes et des procédures appropriées.

La présentation de la participation des cantons & la politique extérieure de la Confédération
et, plus spécifiquement 2 la conclusion et 4 la mise en oeuvre d'accords internationaux
sera précédée d'un rappel de la compétence de la Confédération, aussi bien dans son
principe que dans ses modalités d'exercice, lorsque sont en jeu des compétences ou des
intéréts sensibles des cantons.
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A. La compétence de la Confédération

1. Le principe

Ainsi que cela a éi€ brievement exposé dans la premiére partie, la Confédération dispose
d'une "compétence générale" dans le domaine des affaires étrangeres, tirée usuellement
des articles 8 (attribution de principe a la Confédération), 85 chiffres 5 et 6 (tiches de
I'Assemblée fédérale) et 102 chiffres 8 et 9 Cst. (tAiches du Conseil fédéral).

Aussi bien le Conseil fédéralé3 que la doctrine$4 soutiennent, sans susciter de
contestation, que la compétence fédérale comprend celle de conclure des traités dans tous
les domaines des relations extérieures, quel que soit le régime interne des compétences.
En pratique, la Confédération a fréquemment conclu "des traités qui touchent au droit
cantonal, par exemple le droit fiscal (double imposition), la procédure civile et I'entraide
judiciaire parce que ce sont des matiéres qui, dans le cadre des relations internationales,
doivent étre réglées globalement au plan suisse"85. Aujourd'hui, les accords
internationaux qui touchent le plus aux domaines de compétence cantonale sont, de
maniére toute naturelle, ceux qui concernent la construction européenne (Convention
européenne des droits de 1'homme et accords avec la Communauté européenne) et la
libéralisation du commerce mondial (2 défaut de participation a 'accord EEE, la Suisse
dépend, pour une part importante de ses relations avec les pays de 1'Union européenne,
des accords conclus sous I'égide du GATT).

2. L'exercice de la compétence fédérale

Lorsqu'elle conclut ou envisage de conclure des traités dans des domaines relevant de la
compétence législative des cantons, la Confédération dit faire preuve de "grande
réserve”®, Ce n'est pas qu'elle doute de sa compétence; elle s'impose plutdt une retenue
motivée par le fédéralisme.%” C'est ce que le Conseil fédéral appelle, dans son Rapport
1994, de 1a "courtoisic fédéraliste™68,

L'intensité avec laquelle la Confédération fait usage de sa compétence dépend, en réalité,
des intéréts en présence, sur les plans international et interne. Parfois, elle n'hésite guere,
pour des motifs fédéralistes, a conclure. Dans d'autres circonstances, il lui est arrivé :

- soit de renoncer  passer un accord ou a signer ou ratifier un accord en raison de
'opposition de cantons (tel a été le cas notamment du premier protocole additionnel & la
Convention européenne des droits de 'homme (les cantons se sentant touchés dans leurs
compétences en matiere d'instruction publique)®®, de la Charte européenne de
l'autonomie locale de 198570, et de bien d'autres actes encore’!;

- soit de formuler des réserves (par exemple 2 I'égard de l'article 6 de la Convention
européenne des droits de 'homme2).
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B. La participation des cantons

La participation des cantons est devenue un théme politique important au cours des
demnigres années, surtout en raison des répercussions internes de Ia dynamique
d'intégration européenne. Les questions qui se posent a cet égard peuvent &e réunies en
deux groupes principaux : les cantons ont-ils le droit de participer ? selon quelles
modalités, organiques et procédurales, font-ils valoir leurs droits et leurs intéréts ?

1. Les droits de participation des cantons

11 parait inapproprié de parler d'un droit, au singulier, de participation des cantons, pour
deux motifs au moins : d'une part, il n'existe pas de régle de droit positf snisse qui
confere, d'une maniére générale, un droit de participation aux cantons (méme s'il existe,
comme ¢ le précisera plus loin, une multiplicité de dispositions €parses qui, dans des
domaines spécifiques, consacrent des droits de participation); d'autre part, la participation
revét des formes si diverses (de l'accord formel & l'avis le plus informel) que le contour
d'un droit général serait difficile & définir.

Toutefois, il se justifie de s'interroger sur ce que le Conseil fédéral dénomme "courtoisie
fédéraliste” sans s'exprimer davantage sur la nature d'une telle formule. S'agit-il d'un
principe politique ou d'une prescription de nature normative ? C'est le lieu de rappeler
qu'il existe, un droit positif suisse, un principe de portée juridique dit "principe de fidélité
confédérale"’3. En reprenant une synthése proposée par le Professeur Saladin’4, on
relevera notamment que les devoirs suivants (valables tant pour la Confédération que
pour les cantons) doivent étre rattachés au principe de la fidélité confédérale : des devoirs
de collaboration, de considération mutuelle et, dans certains cas, de prestation positive; le
devoir de collaboration inclut notamment le devoir réciproque d'informer ses partenaires
confédéraux des projets et des décisions qui leur importent, et celui de consulter ses
partenaires avant de prendre des décisions qui peuvent avoir une influence particuliére sur
leur activité.

En conclusion sur ce point, il simpose d'affirmer que la "courtoisie fédéraliste”, dans la
mesure tout au moins ot elle vise l'information et la consultation des cantons par la
Confédération dans leurs domaines de compétence ou & propos de leurs intéréts sensibles
n'est pas une délicatesse facultative mais bien une prescription & caractére obligatoire.

Au reste, le Conseil fédéral affirme, dans son Rapport 1994, attacher beaucoup
d'importance & la collaboration entre la Confédération et les cantons en mati¢re de
politique étrangére, et vouloir impliquer davantage les cantons lorsqu'il en va de
domaines qui relévent de leur compétence ou qui les touchent particuli¢rement.”

2. Les modalités de la participation des cantons

La participation des cantons trouve son expression aussi bien dans des organes qu'au
travers de procédures. Méme si ces deux aspect sont étroitement li€s, ils seront présentés
séparément pour la clarté de 'expose.



2.1. Les aspects organiques

Les organes qui concourent a la manifestation de volonté des cantons sont multiples.
Pour faire ressortir I'apport de la dynamique européenne, on distinguera entre ceux qui
ont une tiche générale dans l'action extérieure et ceux qui ont été spécialement créés en
raison ou & l'occasion des développements récents de la construction européenne.

2.1.1. En général

Les premiers organes d'expression de la volonté des cantons a l'égard de la
Confédération sont les gouvernements et les parlements cantonaux, conformément aux
attributions respectives que leur confére le droit cantonal. Les gouvernements agissent
soit dans leur ensemble soit par des représentants.

En outre, il existe des conférences intercantonales spécialisées qui réunissent, pour
I'ensemble de la Suisse, ou par régions groupant plusieurs cantons, les membres des
gouvernements cantonaux chargés de tiches analogues, par exemple la Conférence des
chefs de départements de l'instruction publique, ou des affaires sanitaires, ou encore des
travaux publics. (La Conférence des chefs de Départements de P'instruction publique a
joué un role important & propos notamment de la décision suisse de ne pas ratifier le
premier protocole additionnel & la Convention européenne des droits de I'homme.)

De plus, les gouvernements cantonaux se concertent au sein de conférences
gouvernementales régionales.

Enfin, certains accords internationaux instituent des commissions mixtes chargées
d'assurer la mise en oeuvre du traité. Lorsque l'accord porte sur des problemes
régionaux, il est fréquent que la délégation suisse comporte des représentants des cantons
concernés.”®

Il peut paraitre surprenant que l'énoncé des organes concernés n'ait pas fait jusqu'ici
mention du Conseil des Eiats, le sénat suisse, chambre des cantons qui, avec celle du
peuple, le Conseil national, forme I'Assemblée fédérale. En effet, le Conseil des Etats
réunit deux représentants par canton (et un par demi-canton), €lus pour l'essentiel selon
les dispositions du droit cantonal et indemnisés par les cantons. Cependant, dans le
systeéme helvétique, le Conseil national et le Conseil des Etats constituent ensemble un
organe unique, bien que composite, I'Assemblée fédérale. Lorsqu'elle €nonce les
attributions de cette Assemblée, 1a constitution n'établit aucune distinction entre les deux
Conseils (art. 84ss Cst.); de plus, elle prescrit de la méme maniére pour les membres des
deux Conseils qu'lls votent sans instructions (art. 91). Cela permet d'affirmer que le
Conseil des Etats n'est pas un organe de participation directe des cantons.”?” Comme on
va le voir, les cantons ne se considérent pas comme "représentés” par le Conseil des
Etats.

2.1.2. Les organes créés ou développés en relation avec la dynamique
européenne

Comme le souligne & juste titre le Conseil fédéral dans son Rapport 1994, tout e
processus qui a conduit & la conclusion de l'accord EEE a "sans doute marqué un
tournant dans la participation des cantons a la politique étrangére de la Confédération, et
notamment 3 sa politique d'intégration européenne”78.

L'ampleur du phénomene, l'importance de ses répercussions, le rythme rapide des
développements comrne aussi, pour une part, le besoin d'utiliser rationnellement les
ressources en personnel spécialisé, ont suscité la transformation d'organes existants ou
I'émergence d'instruments nouveaux.
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Le canal le plus important de la participation cantonale a été le Groupe de contact
Confédération-cantons. Créé prés d'une décennie plus tot, en 1978, pour accompagner
un programme de nouvelle répartition des tiches entre la Confédération et les cantons, cet
organisme, alors un peu essoufflé et affecté par la modestie des résultats acquis, trouva,
dans le processus EEE, une nouvelle raison d'étre 4 la fin des années 80. Chaque
gouvernement cantonal y est représenté par un membre; la présidence est assurée par le
chef du Département fédéral de justice et police; le secrétariat est pris en charge par
I'administration fédérale. Lieu de concertation et d'information réciproque, dépourvu de
pouvoir de décision, ce Groupe, par l'intermédiaire de nombreux sous-groupes, a joué
un réle trés important de relais. Indépendemment du résultat du vote sur 'accord EEE lui-
méme, le Conseil fédéral continue 4 considérer ce Groupe comme un “cadre de
discussion privilégié"?.

Dans leurs efforts d™'eurocompatibilit€” et de participation, les cantons ont aussi bénéficié
de la désignation, dans I'administration de chacun d'entre eux, d'un "délégué aux affaires
européennes”, et de la création d'un poste de chargé d'information des cantons d
Bruxelles.

L'expérience du processus EEE a conduit les cantons a prendre eux-mémes une autre
initiative, qui rev€t une importance significative. Ils ont en effet décidé, sans d'ailleurs
que la construction européenne ait €1€ leur seule préoccupation, de créer une Conférence
des gouvernements cantonaux, fondée sur une convention du 8 octobre 1993. Les
membres de cette Conférence “permanente” sont les gouvernements cantonaux; le Conseil
fédéral est invité€ & participer aux séances. La conférence pléniére peut prendre des
décisions a la majorité de 18 cantons (sur un total de 23). Il reste & voir comment cette
entité nouvelle se développera, notamment la mani¢re dont elle jouera son réle a coté du
Groupe de contact Confédération-cantons, et l'importance qu'elle accordera, dans ses
activités, & la coopération transfrontaliere et 4 la participation a la politique extérieure.

Enfin, pour répondre & la volonté des cantons d'avolr, au sein de l'administration
fédérale, un interlocuteur privilégié€ en matiére de coopération transfrontaliére plutdt que
d'avoir & contacter une multiplicité de services rattachés a des Départements différents, le
Conseil fédéral vient de décider d'instituer un Service d'information et de coordination
dans ce domaine.80

2.2. Les aspects procéduraux

Quant aux modalités procédurales de la participation des cantons, €lles sont également
nombreuses et diverses. Certaines sont trés formelles, d'autres pas du tout. Leur
fondement peut &tre la constitution elle-méme, une loi, une ordonnance ou une simple
pratique.

Ici encore on distinguera, dans l'exposé, les moyens qui existent indépendemment
des développements récents et ceux qui ont ét€ aménagés a I'occasion des évolutions de
ces dernieres années.

2.2.1. En général

Les droits ou les possibilités de participation des cantons se situent a divers stades de
'élaboration d'un projet.

D'abord, les cantons disposent, en vertu de la constitution, de la méme manigre que
chacun des membres de 1'Assemblée fédérale, d'un droit d'initiative (art. 93 al. 2).
Chacun d'entre eux est titulaire de ce droit.
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Ensuite, ils ont le droit d'étre consultés ou la faculté leur est offerte de donner leur avis,
en vertu de dispositions tres diverses.

Parmi les régles de rang constitutionnel, il faut rappeler le principe de la fidélité
confédérale exposé précédemment®!, et mentionner notamment les prescriptions relatives
a la coopération ou a la consultation des cantons au sujet de droits d'eau, lorsque des
rapports internationaux sont touchés (art. 24bis al. 4), ou encore dans les domaines qui
relévent de la politique économique de la Confédération82 ou de l'exercice de la liberté
économique (art. 32 al. 2).

Certaines lois, en particulier celles qui concernent les eaux frontali¢éres, confirment et
précisent les droits et les modalités de participation®?.

11 existe aussi des directives du Conseil fédéral concernant la procédure préliminaire en
matiére de législation®, qui touchent également la conclusion d'accords internationaux ou
les projets d'adhésion a des traités. Pour ce qui est de la procédure de consultation a
proprement parler, les directives ont été€ reformulées dans une ordonnance du Conseil
fédéral, du 17 juin 1991, sur la procédure de consultation®, Alors que les directives de
1970 comportaient une prescription expresse impérative en ce qui concernent les cantons
(ch. 12 al. 2), I'ordonnance inclut les cantons dans 'énumération des organismes qui,
"en régle générale”, sont consultés (art. 4 al. 1); elle exige l'organisation d'une
consultation (art. 1 al. 2) :

L1

Dans les cas oii le droit fédéral le prescrit;

b. Pour les actes 1égislatifs et les traités internationaux d'une portée considérable
sur le plan politique, économique, financier ou culturel ou dont I'exécution
sera confiée en grande partie & des organes extérieurs & l'administration
fédérale.”

Les modalité€s d'exercice du droit d'étre consulté varient. Elles prennent généralement la
forme du dépdt d'observations €crites, mais aussi parfois celle de la communication
verbale d'avis & I'occasion d'échanges de vue.

Outre le droit d'initiative et 1a participation a des procédures de consultation, les cantons
peuvent prendre une part encore plus active lorsqu'ils sont associés, par des
représentants, aux délégations suisses chargées de mener des consultations ou des
négociations®¢, ou de prendre part & des conférences internationales (par exemple au sein
du Conseil de I'Europe, de 'UNESCO ou de 1'0OMS)87,

De plus, il est une disposition qui réserve l'approbation du canton concerné lorsque la
Confédération passe un accord avec une organisation internationale au sujet du statut
juridique de celle-ci en Suisse et que la convention comporte des dispositions contraires
au droit cantonal .88

Enfin, les cantons disposent, en relation avec l'exercice du droit du vote des citoyens, de
droits qui, occasionnellement, peuvent peser d'un grand poids. Il s'agit des droits qui
leur sont garantis par la constitution en matiére de referendum. Ici encore les sitnations
sont diverses.

Le referendum est obligatoire lorsqu'il s'agit de décider d'une révision, méme partielle,
de la constitution (art. 123) ou de "l'adhésion a des organisations de sécurité collective ou
3 des communautés supranationales” (art. 89 al. 5). Dans ces cas, le projet n'est
considéré comme accepté que sl est approuvé non seulement par la majorité€ du peuple
mais aussi par celle des cantons. Il est arrivé a plusieurs reprises qu'une révision
constitutionnelle soit rejetée en raison du vote des cantons. Cette situation a été évitée de
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justesse lors du vote sur l'accord EEE puisque le projet a ét€ refusé par une infime
majorité du peuple, mais tres largement par les cantons.

Le referendum est facultarif 4 I'égard des lois fédérales et des arrétés fédéraux de portée
générale (art. 89 al. 2) et, en mati¢re de relations internationales, conformément aux
alinéas 3 et 4 de l'article 89 dont Ia teneur est la suivante :

"3Le 2e alinéa est aussi applicable aux traités internationaux qui
a. Sont dune durée indélerminée et ne sont pas dénongables;
b. Prévoient 'adhésion & une organisation internationale;
c¢. Entrainent une unification unilatérale du droit.

4par une décision des deux conseils, le 2¢ alinéa est applicable a d'autres traités.”

Dans ces cas, le référendum peut étre demandé non seulement par 50 000 citoyens actifs
mais aussi par huit cantons (sur un total de 23). Lorsque la demande aboutit, un vote
populaire doit avoir lieu. Le projet est considéré comme accepté s'il est approuvé par la
majorit€ du peuple. (Lors des referendums facultatifs, la majorité des cantons n'est pas
requise.)

2.2.2. Les développements liés a la dynamique européenne

De la méme maniére que le processus tendant a la ratification de l'accord EEE a suscité la
création ou la transformation d'organes, il a conduit a I'adoption de régles nouvelles sur
la participation des cantons. '

En soumettant I'accord a I'Assemblée fédérale pour approbation, le Conseil fédéral a joint
un projet d'arréié fédéral y relatif®? qui comportait, entre autres, le projet d'une nouvelle
régle constitutionnelle & introduire dans les dispositions transitoires de la loi
fondamentale.

La proposition €tait ainsi formulée :

Art. 21 (nouveau)

La Confédération sauvegarde les inléréts des cantons lors de la mise en oeuvre et du développement
de I'Accord EEE, de méme que dans les questions relatives 2 l'intégration européenne. Elle informe
les cantons & temps et de maniére compléte, les consulie et les associe 4 1a préparation des
décisions dans la mesure od ils sont concemnés.

A l'occasion des débats parlementaires d'approbation, ce texte a été quelque peu modifié
puis adopté dans la teneur suivante (les caractéres italiques ont été ajoutés pour les
besoins de l'exposé) :

Art. 21 (nouveau)

La Confédération veille aux compélences des canions el sauvegarde leurs iméréts lors de la mise en
ocuvre et du développement de I'Accord EEE, de méme que dans les questions relatives a
l'intégration européenne. Elle informe les cantons & 1emps et de maniére compléte, les consulte et
les associe A la préparation des décisions (... supprimé;.

Par ce texte, la Confédération est tenue ;

- non seulement de sauvegarder les intéréts des cantons, mais aussi de veiller 2 leurs
compétences;

- et de leur reconnaitre les droits d'etre informés, consultés et associés sur les questions
relatives  l'intégration européenne. (La suppression des termes "dans la mesure ot ils
sont concernés” fait apparaitre qu'il n'y a pas, en matiére d'intégration européenne, de
distinction a faire entre les mesures & prendre selon qu'elles concerneraient les cantons
ou pas.)



Il est vrai que ce projet a finalement été rejeté en vote populaire avec l'ensemble de l'arrété
fédéral d'approbation de 1'accord EEE. Mais le Conseil fédéral et les représentants des
cantons sont convenus, au sein du Groupe de contact, de poursuivre leurs relations dans
l'esprit de l'article 21 projeté.5¢

La question de |'élaboration et de l'adoption de régles pertinentes reste d'ailleurs
d'actualité puisqu'en réponse a des motions de parlementaires fédéraux et 4 la suite d'une
proposition de la nouvelle Conférence des gouvernements cantonaux, le Conseil fédéral
vient de se déclarer "disposé a étudier avec les cantons la question de l'opportunité, du
contenu et de la forme d'une réglementation sur leur participation a la politique étrangére”
et & 'examiner au sein d'un groupe de travail paritaire.9!

Le gouvernement ajoute méme son intention d'introduire, aprés certaines révisions
1égislatives en cours, "des innovations en matiére de direction fédérative de 1'Etat"92,

C. La mise en oeuvre législative des traités passés par la Confédération

1. La question

Lorsque I'on traite de l'action extérieure des cantons ou de leur participation aux relations
externes de la Confédération, il est avant tout question de la composante a proprement
parler externe de leurs activités, c'est-a-dire des processus de contact avec l'extérieur et
des actes qui en résultent. Pour donner une image plus compléte de la réalité, il importe
de s'arréter ausst a la composante interne, non seulement au stade de 1'élaboration des
actes et des autres mesures, mais aussi dans les phases de mise en ceuvre et de contrdle
de I'application des actes adoptés dans un cadre international voire supranational.

Sans qu'il soit possible d'aborder ici la question dans son ensemble, il parait toutefois
judicieux d'évoquer le probléme de la mise en oeuvre législative de traités internationaux
passés par la Confédération, qui touchent & des compétences cantonales.

2. Le probleme de la compétence

S'l n'est guére contesté que la Confédération peut faire usage de sa "compétence
générale” en matiere extérieure pour conclure des traités méme dans des domaines qui,
sur le plan interne, relévent des compétences cantonales, selon ce qui a éié développé
précédemment®3, il existe en revanche une controverse sur la compétence de la
Confédération pour adopter des mesures 1égislatives d'application de ces traités®4.

Dans la doctrine, certains ont admis purement et simplement la compétence fédérale,
d'autres la nient, d'autres enfin sont dispos€s a I'admettre avec des réserves, par exemple
uniquement sur les aspects véritablement transfrontaliers ou encore lorsque les cantons ne

sont pas en mesure d'adopter des dispositions appropriées en temps voulu.%

Quant & la position du Conseil fédéral, elle n'est pas simple a présenter, car elle a revétu
des expressions trés diverses. Le Professeur Wildhaber 1'a synthétisée en distinguant
quatre attitudes différentes%6 : 1'aven d'un défaut de compétence tant qu'une disposition
pertinente de la constitution (autre que la compétence extérieure) ne la lui confere pas; la

19



recherche préalable de l'accord de tous les cantons; l'affirmation de la compétence
fédérale de mettre en demeure les cantons d'édicter les dispositions d'application
nécessaires; ou méme la prétention de I'existence d'une compétence fédérale de prendre
ces mesures d'exécution.

L'Assemblée féd€rale elle-méme a fait preuve d'une prudente réserve. Chaque fois
qu'elle a pris des dispositions 1égislatives pour l'application d'un traité touchant aux
compétences cantonales, elle a cherché autant que possible 4 se fonder sur des
dispositions spécifiques de la constitution fédérale, quitte  les interpréter largement, tout
en évitant de se référer & sa compétence générale en matiére de relations extérieures??.

Le dilemme est clair. D'une part, le respect des engagements peut exiger, surtout €n
matiére d'intégration européenne, une mise en oeuvre législative trés rapide, requérant
parfois des connaissances trés spécialisées et permettant aux non-nationaux intéressés
d'accéder suffisamment aisément a la législation interne; en outre, si l'on s'en tient & une
perspective de rationalité, 1'€laboration d'une seule loi est plus efficace que celle de 26
actes par autant de parlements différents. D'autre part, la répartition des compétences est,
dans un Etat fédéral, un sujet particuli¢rement sensible. Elle est fréquemment le résultat
de développements historiques délicats. Si la compétence externe donnait a la
Confédération une compétence législative correspondante, les développements des
relations internationales actuelles, en particulier celui de l'intégration européenne, qui
touche pratiquement 4 l'ensemble des activités de 'Etat, mettrait radicalement en cause
{'équilibre fédéraliste. Il faudra donc découvrir avec sagesse des formules qui tiendront
compte des intéréts légitimes en présence.

3. Les modalités d'exercice des compétences cantonales
p

S'ils tiennent a conserver leurs compétences législatives internes, notamment pour
assurer la mise en oeuvre de traités internationaux passés par la Confédération, les
cantons devront coopérer. Ils se sont déja dotés des organes nécessaires a cette fin @ soit
la Conférence des gouvernements cantonaux nouvellement créée soit les Conférences
spécialisées de chefs de Départements cantonaux.

Il reste & déterminer les instruments d'harmonisation les plus appropriés. On a déja
évoqué I'€laboration en commun, le cas échéant avec la participation de représentants de
la Confédération, de lois ou d'ordonnances modgles, qui seraient reprises par les organes
cantonaux compétents.

Il a aussi €t€ question de l'adoption de concordats {accords intercantonaux) qui
contiendraient les régles d'application les plus essentielles tout en laissant aux organes
concordataires ou aux cantons eux-mémes, au besoin, le soin de prendre les mesures
d'importance secondaire.

I serait aussi intéressant d'examiner la possibilité d'un nouveau type d'acte 1égislatif qui
serait adopté dans un cadre intercantonal ou, si des motifs pertinents l'exigeaient, au
niveau fédéral, et dont la fonction et les effets seraient analogues i ceux d'une directive
communautaire : l'acte aurait pour destinataire les cantons (leurs organes 1€gislatifs); il
devrait €tre transposé en droit cantonal dans un délai prescrit; a défaut de transposition ou
en cas de reprise incorrecte, 1'acte 1égislatif adopté aux niveaux intercantonal ou fédéral,
exercerait des effets directs et pourrait donc, au besoin, étre invoqué par les particuliers
concerneés.

On pourrait aussi s'interroger sur la solution qui consisterait a reconnaitre a I'Etat fédéral
la compétence d'adopter une loi fédérale "de substitution”, qui serait applicable
uniquement dans les cantons qui n'auraient pas pris les mesures 1égislatives appropriées.
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Toutes ces suggestions peuvent paraitre bien compliquées. Pourtant, elles tendent &
trouver un équilibre entre le besoin d'harmonisation & un niveau élevé et celui d'associer
les citoyens aux décisions selon des processus et dans un esprit qui prénne en compte
leur identité cuiturelle. Si la construction européenne actuelle devait avoir pour prix la
suppression des identités régionales, il serait douteux qu'elle offre des gages suffisants
de stabilit€ et de paix.
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CONCLUSION

I1 est tentant, en conclusion, de proposer deux constats qui offrent tous deux des
perspectives conirastées.

Le premier a méme des apparences de paradoxe. L'ordre juridique suisse parait, d'une
part, créer un cadre relativement favorable & l'action des cantons dans le domaine des
relations extérieures. En effet, aprés avoir été réunis en une Confédération, ceux-ci ont
conservé, aprés leur intégration dans un Ertat fédéral au milieu du siécle dernier, une
compétence extéricure d'autant plus grande que les dispositions constitutionnelles
pertinentes ont ét€ interprétées largement et que les pratiques cantonales laxistes n'ont pas
suscité de réaction correspondante de la part des autorités fédé€rales. En outre, les
perspectives ouvertes par la nouvelle dynamique européenne de la fin des années 80 et du
début des années 90, ont suscité la création d'organes et de mécanismes destinés a
assurer l'information, la consultation et la participation des cantons aux décisions.

Mais, d'autre part, l'article 9 Cst., qui régit la compétence de base des cantons en matiére
extérieure, n'a cessé de perdre de l'importance, principalement pour deux raisons : en
premier lieu, les domaines de compétence des cantons, qui sont ceux dans lesquels ils
sont capables de conclure des traités, ont €té constamment réduits au cours des derniéres
décennies; et en second lieu, le champ potentiellement le plus important de I'action
extérieure propre des cantons, celui de la coopération transfrontaliére, échappe a
l'application de V'article 9, dans toute la mesure ol celui-ci se rapporte 2 la conclusion de
traités internationaux mais ne régit pas les mécanismes et les instruments peu formels
dont s'accommode fréquemment la coopération entre régions. En outre, pour ce qui est
de la participation des cantons a la politique étrangére de la Confédération, notamment &
sa politique d'intégration européenne, on a vu que, malgré des principes ou des régles
sectorielles éparses, il n'existe pas de réglementation générale appropriée.

Des conditions favorables semblent exister aujourd'hui pour un effort de reformulation
des regles applicables. Si la Suisse peut, a cet €gard, puiser dans une riche expérience
fédéraliste, elle bénéficiera sans doute aussi des expériences et des réflexions de ses
autres partenaires européens. La démonstration serait ainsi faite, & 'occasion d'un effort
commun, que la construction politique européenne, au lieu d'étre uniquement considérée
comme une menace pour le fédéralisme, pourrait aussi offrir l'occasion de le revivifier
sous des formes renouvelées.%®

Le deuxieme constat proposé en conclusion est plus politique. Mais il est nécessaire pour
que l'image donnée de la situation suisse, notamment de la position du gouvernement,
soit suffisamment conforme & Ia réalité. Ici encore, le bilan est contrasté.

En effet, il a été question a plusieurs reprises dans cet exposé de la maniére dont le
Conseil fédéral a dit vouloir faire une interprétation "libérale" des dispositions
constitutionnelles pertinentes, reconnaitre le réle primordial des cantons dans la
coopération transfrontaliére, et désirer les associer davantage a sa politique étrangére. It y
a 1a certainement une nécessité du moment, en raison de la pression faite par des
parlementaires ou par des cantons, singuli¢rement par les cantons romands et les autres
cantons limitrophes de la France qui avaient ét€ mis en minorité lors du fameux vote sur
I'Espace économique européen. Il y a aussi sans doute un souhait authentique d'associer
les cantons pour faire pénétrer plus profondément dans le pays une meilleure
compréhension de la politique étrangére. Cette attitude est manifestée dans le récent
Rapport 1994 non seulement par des déclarations bienveillantes mais aussi par des
formules concernant les compétences cantonales qui vont au-dela de ce qui était usuel
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jusque-12. Alors qu'une partie de la doctrine insiste pour que la compétence fédérale soit
considérée comme exclusive et que l'on renonce, & propos des cantons, a I'expression de
compétence concurrente??, et que d'autres auteurs laissent ouverte la question de savoir si
la compétence fédérale est exclusive ou nonl0%, le Conseil fédéral, plus proche de
formules utilisées par d'autres auteurs encore!?!, utilise 'expression de "primauté"102 de
la Confédération dans la conduite de la politique éranggre, de "compétence subsidiaire”
des cantons!%3 et méme de leurs "compétences propres”1%4,

Toutefois, cet esprit d'ouverture a I'égard des préoccupations des cantons ne doit pas
faire oublier que le gouvernement affirme aussi avec force, & plusieurs reprises, la
responsabilité de la Confédération, en recourant a des formules variées, par exemple :

"Seule la Confédération peut - directement ou grice a la surveillance qu'elle exerce sur
les cantons - garantir I'unité et la cohérence de [la politique étrangére)."103

- "Le renforcement des droits de participation des cantons ne doit toutefois pas modifier
la répartition des compétences dans le domaine des affaires étrangéres telle qu'elle
résulte (...) de la constitution fédérale."106

- "Afin de préserver 1'équilibre interne de la Confédération, il faut s'en tenir & une
.-, . p- ra . Y
politique d'intégration homogéne."107

Ce deuxieme constat, en forme de tableau contrasté, illustre bien le point ol {'on en est
aujourd'hui en Suisse quant & la recherche d'un nouveau point d'équilibre qui puisse
trouver un niveau optimal de consensus.
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Sous l'effet des quatre vagues de réformes institutionnelles qu'il a
subies successivement, I'Etat belge est officiellement devenu le 8 mai 1993 1
un Etat fédéral qui se compose des Communautés et des Régions.

Au lendemain de la deuxidme réforme de I'Etat, survenue en 1980, il
- avait été reconnu que le respect du caractére composé de I'Etat sur la scéne
internationale était au prix soit d'un intéressement des Régions et des
Communautés & la gestion des affaires étrangéres qui les intéressaient, soit
d'un morcellement du droit de conclure les traités. C'était indiquer que la
combinaison des principes d'unité et de diversité de I'Etat dans l'ordre
externe pouvait étre congue selon deux schémas fort différents. Aujourd’hui,
la Belgique a résolument opté pour un systéme dans leque! e partage des
compétences internationales est calqué sur la répartition des compétences
internes mais complété par des régies imposant la coordination des pohthues

extérieures de l'autorité fédérale et des collectivités fédérées. - -

L'analyse correcte des activités extérieures des collectivités
constitutives de I'Etat belge (chapitre Ill) requiert tout d'abord un rappel du
statut juridique des Régions et des Communautés (chapitre I€F), puis la
présentation des régles constitutionnelies relatives a leurs compétences
internationales, telles que la Constitution fédérale les leur a attribuées
(chapitre II).

CHAPITRE PREMIER

LES REGIONS ET LES COMMUNAUTES,
COLLECTIVITES CONSTITUTIVES DE L'ETAT FEDERAL

Le jeu politique belge met essentiellement en preésence deux
collectivités linguistiques, correspondant a ce que la Constitution révisée
désigne sous les noms de «coliege électoral frangais » et de « collége
électoral néerlandais », appelés a élire une partie du nouveau Sénat. Ces
deux collectivités forment la substance méme de I'Etat fedéral et exigent de
celui-ci qu'il prenne ses décisions sur le mode du consensus, c'est-3-dire de
la solution négociée sur un pied d'égalité par les représentants des deux
composantes principales de la population belge.

. La présence d'une petite communauté germanophone, & l'est du pays,
- et d'une capitale majoritairement habitée par des francophones mais
entourée de toutes parts par la région de langue néerlandaise, a rendu plus
~ difficile I'adaptation des structures de I'Etat & la diversité nationale. Elle

explique, sans la justifier, la superposition de trois Communautés et de trois
Régions sur le méme territoire (1), comme aussi les difficultés de la répartition
des compétences entre le pouvoir central et les collectivités fédérées (l).

L Date de la publication au Moniteur belge des dispositions concrétisant la
révision constitutionnelle du 5 mai 1993,




SECTION |

LE STATUT CONSTITUTIONNEL
DES REGIONS ET DES COMMUNAUTES

La Belgique fédérale comprend trois Communautés: fa Communauté
frangaise, qui regroupe les 3, 9 millions de Belges francophones de Wallonie
et de Bruxelles; la Communauté flamande, qui regroupe les 5,9 millions de
Belges d'expression néerlandaise de Flandre et de Bruxelles; et la
Communautée germanophone, qui groupe 67.000 Belges de langue
allemande. Depuis 1980, I'Etat beige comprend aussi trois Régions: la Région
wallonne, dont le territoire (16.844 km2) englobe celui de la Communauté
germanophone (854 km2); la Région flamande (13.512 km?2), & laquelle la
Communauté correspondante préte ‘ses organes; et la ‘Région de Bruxelles-
Capitale, dont le territoire (162 km2) correspond & celui des 19 communes de
I'agglomération bruxelloise.

Si Pinstitution des Régions et des Communautés est I'ceuvre du
Constituant belge, c'est le législateur fédéral statuant & une majorité spéciale
qui, pour l'essentiel, les a organisées. Le systéme institutionnel et les
compétences communautaires et régionales sont ainsi prémunis contre des
modifications intempestives ou réalisées contre la volonté de I'une des deux
grandes Communautés. En effet, la procédure de révision de la Constitution
est fort rigide et les lois spéciales requiérent, outre les deux tiers des suffrages
exprimes, la majorité des présences et des suffrages dans chaque groupe
linguistique de chaque assemblée législative fedérale, combinée avec la
majorité des deux tiers des suffrages exprimés au sein de chaque Chambre.

Les Regions et les Communautés sont des collectivités fédérées,
dotées d'organes législatifs, exécutifs et administratifs propres. Elles
s'expriment par le truchement d'un conseil composé de mandataires élus au
suffrage universel direct et d'un gouvernement élu par ce conseil. A partir des
prochaines élections législatives générales, les membres de tous les conseils
régionaux ou communautaires seront élus directement pour des périodes de
5 ans 2. Cependant, le Conseil de la Communauté frangaise comprendra les
élus du Conseil régional wallon, auxquelles se joindront 19 conseillers
régionaux bruxellois de langue frangaise, élus par leurs pairs; et le Conseil
flamand comprendra, outre les élus de la Région flamande, & conseillers
régionaux bruxellois de langue néerlandaise.

A l'exception de la Région de Bruxelles-capitale et de la Communauté
germanophone, ces collectivités ont regu, en outre, un pouvoir partiel d'auto-
organisation (dans le jargon belge: “autonomie constitutive”) qu'elles peuvent
exercer par decrets adoptés a la majorité des deux tiers des suffrages
exprimés, dans les matiéres précisées par une loi spéciale.

2 Le Conseil de la Région de Bruxelles-Capitale et le Conseil de la Communauté
germanophone sont, d'ores et déja, directement élus, Pour I'heure, ce sont les
parlementaires nationaux élus directement par {a population qui composent les
autres Conseils.



Les conseils légiférent par décrets ayant force de loi 3. Les décrets
sont exécutés par des arrétés adoptés par le gouvernement régional ou
communautaire. Chaque Région ou Communauté dispose aussi d'une
administration propre, chargée de mettre en oeuvre la politique
gouvernementale. En outre, ces collectivités ont ie droit de créer et
d'organiser des organismes publics personnalisés auxquelles elles peuvent
confier 'exercice d'une part de leurs attributions. Dans le cadre de la présente
communication, on citera, a titre d'exemples, le Commissariat aux relations
internationales de la Communauté francaise de Belgique et I'Office flamand
du Commerce extérieur.

[l existe une asymétrie entre les institutions flamandes et les institutions
francophones. En effet, les compétences de ia Région flamande et de la

Communauté flamande sont exercées par une assemblée unique et un--——-

gouvernement unique, appelés le Conseil flamand et le gouvernement
flamand, tandis que la Région wallonne et la Communauté fran¢aise ont
chacune leur propre assemblée et leur propre gouvernement. Cependant, la
Communauté frangaise a transféré a la Région wallonne I'essentiel de ses -
compétences dans la région linguistique frangaise, a l'exception de
I'enseignement et de la radiodiffusion.

La Région de Bruxelles-Capitale differe des autres a certains égards.
Ces différences s'expliquent par la cohabitation, dans la région centrale du
pays, de francophones et de flamands, & raison de 85% et de 15%
respectivement. Bruxelles-Capitale est dotée d'un statut bilingue et son
‘conseil régional est composé de deux groupes linguistiques, comme les
assemblées législatives fédérales. Les normes principales édictées dans la
Région ne sont pas des décrets mais des « ordonnances » dont le rang est
légérement inférieur & celui des lois. La Région est aussi soumise & des
contrdles s'apparentant & une tutelle de l'autorité fédérale dans certains
domaines, afin de préserver la fonction de capitale et le réle international de
Bruxelles.

Sous l'appellation de Commission communautaire commune, la
Région de Bruxelles-Capitale détient quelques compétences
communautaires 4 qu'elle exerce sous la forme d'ordonnances adoptées 2 la
double majorité des groupes linguistiques existants au sein du Conseil
régional. Par ailleurs, le groupe linguistique frangais du Conseil régional
bruxellois et les ministres et secrétaires d'Etat francophones du
gouvernement régional forment une Commission communautaire frangaise
qui, depuis le 1er janvier 1894, exerce par voie de décrets un bon nombre de
compétences de la Communauté frangaise sur le territoire de la Région de
Bruxelles-Capitale.

8 A l'exception du Conseil de ia Région de Bruxelles-Capitale, qui édicte des
ordonnances (voy. infra).

4 Dans les matiéres «personnalisables». Voy. infra, section .



SECTION I
LE SYSTEME DE REPARTITION DES COMPETENCES

Alors que les Communautés sont le produit d'aspirations & l'‘autonomie
culturelle, les Régions répondent essentiellement a des revendications
d'autonomie socio-économique. Les Communautés détiennent des
compétences en matiéres culturelle, d'enseignement, d'emploi des langues et
dans les matiéres «personnalisables» (aide aux personnes, santé, politique
des handicapés, protection de la jeunesse...) tandis que les Régions sont
dotées de compétences en matiére d'urbanisme et d'aménagement du
territoire, de politique économique, d'initiative industrielle publique,
d'infrastructure, d'emploi, de voirie et de transports...

En 1993, la quatriéme réforme de I'Etat a permis au Conssil de la
Communauté frangaise de décider, de commun accord avec le Conseil
régional wallon et les membres du groupe linguistique frangais du Conseil
régional bruxellois, de transférer I'exercice de nhombreuses compétences de
la Communauté frangaise & la Région wallonne et & la Commission
communautaire frangaise de Bruxelles-Capitale.

En outre, une nouvelle disposition constitutionnelle a attribué aux
Régions et aux Communautés le pouvoir de conclure des traités
internationaux portant sur les matiéres qui relévent de leurs compétences,
ainsi que d'agir pour le compte de ('Etat belge au sein des organisations
internationales ou supranationales dont les finalités recouvrent, en tout ou en
partie, les domaines de compétences régionales ou communautaires.

S

Les compétences des Régions et des Communautés sont, en principe,
exclusives. Les récentes réformes institutionnelles ont cependant introduit
plusieurs matiéres qui relévent de la compétence conjointe de différents
niveaux de pouvoirs. Ainsi, dans le domaine du commerce extéerieur, les
Régions conduisent leur politique des débouchés et des exportations sans
préjudice d’'une compétence fédérale de promotion, de coordination et de
garantie contre les risques. On peut y voir une compétence «partagée» entre
Fautorité fédérale et les autorités régionales, seules dotées des moyens
d'application de cette politique. Quant au pouvoir fiscal, il est de compétence
~ concurrente, les Régions et les Communautés ne pouvant établir d'imp6ts
que dans les domaines ne faisant pas l'objet d'une imposition fiscale
fedérale.

Une caractéristique fondamentale du systéme belge de répartition des
compétences tient au fait que, contrairement & la plupart des systémes
tédéraux, c'est le pouvoir central qui détient la compétence résiduelle, tandis
que les Régions et les Communautés sont investies de compétences
d‘attribution, limitativement énumérées par la Constitution fédérale et les lois
qui la completent. Cette situation est appelée & évoluer puisque la
Constitution transférera la compétence résiduelle aux Régions et aux
Communautés, selon ce qui sera prévu par une loi spéciale, a la date
d'entrée en vigueur de l'article constitutionnel qui devrait énumérer les
compétences exclusives de l'autorité fédérale.



Afin de garantir le partage des compétences respectives de ['Etat
féderal, des Regions et des Communautés, le Constituant a créé une
juridiction spécialisée: la Cour d'arbitrage. De composition linguistiquement
paritaire, cette Cour annule les lois, décrets ou ordonnances qui empiéte sur
les compétences législatives de I'Etat fédéral ou de l'une des unités
constitutives. Elle peut étre saisie par tout particulier justifiant d'un intérét, par
le Conseil des ministres fédéraux, par les gouvernements régionaux ou
communautaires ou par les présidents des assemblées législatives. A ce
contréle par voie d'action s'ajoute celui exercé 2 la suite d'un renvoi
préjudiciel par une juridiction judiciaire ou administrative.

Pour les actes qui seraient entachés d'un vice analogue, le contrle est
exercé par les juridictions de I'ordre judiciaire et les juridictions
administratives. Le Conseil d'Etat peut annuler les actes administratifs

entachés d'excés de compétence$ et les juridictions judiciaires peuvent----

refuser de les appliquer.

CHAPITRE |l

LES COMPETENCES INTERNATIONALES
DES REGIONS ET DES COMMUNAUTES

En vertu de l'article 167 de la Constitution belge, coordonnée le 17
février 1994, et d'une loi spéciale du 5 mai 1993, les Régions et les
Communautés disposent désormais du droit de conclure des traités dans leur
sphére de compétence. En outre, l'autorité fédérale est tenue d'user d’autres

- pouvoirs d'ordre externe, soit a La demande des collectivités fédérées, soit

conjointement avec celles-ci. A c6té des compétences exclusivement
dévolues aux Régions et aux Communautés (1), il y a donc place pour des
compétences que I'Etat fédéral exercera a leur demande (ll) et pour des
compétences exercées conjointement par la collectivité générale et par les
collectivités particuliéres (I11).

SECTION | - .

LES COMPETENCES EXCLUSIVES
DES REGIONS ET DES COMMUNAUTES

§ 1ef. — La coopération Internationale

La Constitution belge réserve aux Régions et aux Communautés «la
compétence de régler la coopération internationale, y compris la conclusion
de traités, pour les matieres qui relévent de leurs compétences de par la
Constitution ou en vertu de celle-ci» (art. 167, § 1er).



Le «reglement» de la «coopération internationale» est une formule qui
entend couvrir toutes les modalités d'exercice des compétences dans le
domaine des relations internationales, pourvu que celles-ci concernent les
matieres ressortissant aux Régions et aux Communautés. Ces «modalités»
comprennent non seulement la fonction normative, mais aussi le droit de
conclure des traités et tous les mécanismes qui assurent la participation des
Régions et des Communautés & la conduite des relations extérieures de la
Belgique. |l ne s'étend pas, en revanche, au droit de légation et A Ia
participation autonome aux conférences et organisations internationales.

Cette disposition apparait avant tout comme une régle réparatrice de
compétence: elle signifie que la direction des relations internationales
échappe & l'autorité fédérale dés que ces relations portent sur des matiéres
ressortissant aux Régions et aux Communautés.

§ 2. — La conclusion de traités internationaux

A) L'ATTRIBUTION ET LES LIMITES DU TREATY-MAKING POWER

Depuis le 15 juillet 1988, les Communautés frangaise et flamande ont
théoriquement le pouvoir de «régler par décret (...) la coopération
internationale, y compris la conclusion de traités» dans les matiéres qui
relevent de leur compétence normative 5. Depuis le 20 janvier 1989, le
Conseil de la Communauté germanophone est également habilité a «régler
par décret (...) la coopération internationale, y compris la conclusion de
traités», pour les matiéres dans Iesquelles ce Conseil dispose d'une
compétence décrétale.

A partir du 5 mai 1993, la disposition constitutionnelle devenue l'article

167 précise que les gouvernements régionaux et communautaires
«concluent, chacun pour ce qui le concerne, les traités portant sur les
matiéres qui relévent de la compétence de leur Conseil» 6, De la sorte, la
Constitution attribue aux Fiéglons la méme compétence mternatlonale qu'aux
Communautés et, dans le méme mouvement, elle désigne expressément les
organes chargés de négocier, de signer et de ratifier les traités régionaux ou
communautaires 7.

Les termes sans équivoque de ['article 167 mettent fin aussi a la
controverse qui avait surgi a propos du caractére exclusif ou non du treaty-
making power des Communautés. Dorénavant le doute n'est plus de mise :
la compétence conventionnelle internationale est bien fractionnée entre I'Etat

S A l'exception de I'emploi des langues.

6 Les Communautés francaise et flamande se voient ainsi reconnaitre le droit de
conclure des traités en matiére linguistique, ce que ne permettaient pas les
dispositions coordonnées sous les articles 127 et 128 avant leur modification
implicite par fa révision du 5 mai 1993.

7 L'expression est employée par commodité pour désigner les traités conclus au
nom et pour le compte d'une ou de plusieurs Régions ou Communautés de
Belgique.
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fédéral, les Régions et les Communautés suivant les lignes du partage des
attributions législatives et administratives.

Le Constituant, qui a accordé le pouvoir de conclure des traités aux
Régions aprés l'avoir reconnu aux Communautés, s'est refusé a I'attribuer a
la Commission communautaire commune.et a la Commission communautaire
frangaise de Bruxelles-Capitale. Les traités relatifs aux matiéres gérées par
ces commissions continueront & étre conclus par le Roi au nom de la
Belgique.

Par ailleurs, la loi spéciale de réformes institutionnelles 8 énumére les
conditions qui autorisent l'autorité fédérale & suspendre la négociation, voire
I'exécution d'un traité régional ou communautaire 9. De la sorte, elle précise
ot les limites matérielles du treaty- makmg power des collectnvntés constitutives

de V'Etat.

La plus importante limitation est, sans conteste, le respect des
«obligations internationales ou supranahonales de la Belglque» (art. 81, § 4,
4°). Formulée en termes particulierement larges, cette premiére limite vise
non seulement les engagements internationaux conventionnels ou
unilatéraux présents et & venir de I'Etat féderal, mais encore les obligations
incombant a la Belgique comme aux autres Etats en vertu du droit des gens
coutumier, des principes généraux de droit «reconnus par les nations
civilisées» ou des principes axiomatiques de I'ordre juridique international.

La loi spéciale exige par ailleurs que les traités régionaux ou
communautaires ne soient conclus qu'avec des Etats ou des organisations
internationales reconnus par la Belgique 10 et entretenant avec elle des

. relations diplomatiques (art. 81, § 4). Si les relations entre la Belgique et la
. Partie contractante étrangére sont rompues, suspendues ou gravement
. compromises 1, la Conférence interministérielle de la Politique étrangére 12

8 Celle-ci est expressément habilitée par le Constituant & « arréter les
modalités de conclusion » des traités régionaux et communautaires (art. 127,
§ ter, al. 2, et 128, § 1ler, al. 2; art. 167, § 4).

8 Sur la surveillance fédérale de la conclusion et de I'exécution des traités
régionaux ou communautaires, voy. infra, C.

10 «Les organisations internationales sont considérées comme reconnues( ) si
la Belgique en est membre ou y est accréditée~. Quant a la reconnaissance des
Etats fédérés possédant le droit de conclure des traités, elle se réaliserait
implicitement dans la reconnaissance de I'Etat fédéral lui-méme {Doc. parl.,
Sénat, sess. extr. 1991-1992, n° 457/1, p. 4). Sur le caractére artificiel
de ces prétendues reconnaissances, voy. J. VERHOEVEN, La reconnaissance
internationale dans la pratique contemporaine, Paris, Pédone, 1975, p. 169;
Y. LEJEUNE, Le statut international des collectivités fédérées a la lumiére de
I'expérience suisse, Paris, L.G.D.J., 1984, pp. 117 et 380, n° 79 et 283.

11 Selon la loi spéciale du 5 mai 1993, cette condition implique «une décision ou
un acte de I'Etat», par exemple «le rappel d'un ambassadeur ou une décision de
suspension de la coopération ou d'un accord commercial existant».

12 En vertu de l'article 31bis de la loi ordinaire de réformes institutionnelles du 9
ao(t 1980, le Comité de concertation entre le gouvernement fédéral et les
gouvernements régionaux ou communautaires peut, en vue de promouvoir la



| et, en l'absence de consensus au sein de celle-ci, le gouvernement fédéral

peuvent s'opposer a la conclusion ou a la mise en oeuvre du traité régional

ou communautaire. De maniére plus générale, c'est a cette Conférence

interministérielle et au Roi puis, sur recours, au Conseil d’Etat, qu'il appartient
« d'apprécier si le traité en projet (ou en cours d'exécution) satisfait aux
i conditions prescrites (voy. infra, C).

B) LES MODALITES DE CONCLUSION

L'article 167 de la Constitution coordonnée indique clairement que les

~gouvernements de Région ou de Communauté sont seuls habilités a conclure
~des traités au nom de leurs collectivités respectives. Cela étant, le droit
international n'exclut nullement que les ministres-présidents ou les ministres
des Relations internationales, voire d'autres ministres techniquement

compétents, des gouvernements régionaux ou communautaires puissent, le .

cas échéant, étre considérés comme représentant leur Région ou leur
Communauté pour tous les actes relatifs & la conclusion d'un traité, sans avoir
- & produire de pleins pouvaoirs.

L'article 16, § 2, de la loi spéciale de réformes institutionnelles prescrit

une information préalable des Conseils, similaire a celle établie par la
Constitution en faveur des Chambres 13, «ds l'ouverture des négociations
" en vue de toute révision des Traités instituant les Communautés européennes
ainsi que les traités et actes subséquents qui les ont modifiés ou complétés
(...) [les Conseils devront prendre] connaissance du projet du traité avant sa
sighature».

Selon l'article 16, §§ 1er et 2, de la loi spéciale de réformes

institutionnelles, «l'assentiment aux traités dans les matiéres qui relévent de
sa compétence, est donné par le Conseil concerné. Les traités (...) sont
préséntés au Conseil compétent par son gouvernement». La régle citée est
également applicable a la Commission communautaire commune 14 1% ainsi,
semble-t-il, qu'a la Commission communautaire frangaise de Bruxelles-

13

14

15

concertation et la coopération entre I'Etat, les Communautés et les Régions,
constituer des comités spécialisés dénommés «conférences
interministérielles». La concertation s'y déroule entre les membres intéressés
du gouvernement national et des gouvernements régionaux ou communautaires.
En mars 1992, une décision du Comité de concertation a porté le nombre des
conférences a seize. Parmi ces «conférences» spécialisées, la Conférence
interministérielle de la politique étrangére a été installée le 6 octobre 1992,
Le ministére fédéral des Affaires étrangéres en assume la présidence et le
secrétariat.

Const., art. 168.

K

Loi spéciale du 12 janvier 1989 relative aux institutions bruxelloises, an. 63.

Les traités relatifs aux matiéres « personnalisables » bicommunautaires doivent
recueillir 'assentiment de |'Assemblée réunie de cette Commission.

=rs
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Capitale 16, La Constitution méme précise, en son article 167, § 3, que «ces
traités n'ont d'effet qu'aprés avoir regu I'assentiment du Conseil».

Déja avant la révision constitutionnelle de 1993, il était généralement
admis qu'il s'agissait d'une procédure permettant aux traités de recevoir effet
dans l'ordre juridique de la Région ou de la Communauté intéressée. Cette
interprétation est aujourd'hui expressément consacrée par larticle 167, § 3,
de la Constitution. Quant & la forme de l'assentiment, il s'agira en pratique
d'une procédure décrétale quoiqu'aucune disposition constitutionnelle ou
légale ne le prescrive expressément 17,

C) LA SURVEILLANCE FEDERALE

1. — Sous couleur d'établir le mode selon lequel les Régions et les
Communautés doivent conclure leurs traités, le législateur spécial a instauré -
un mécanisme de surveillance de leur exercice. Ecartant Iapprobanon
fédérale que connaissent les droits constitutionnels allemand, autrichien ou
suisse, il a opté pour un systéme diinformation préalable, puis de concertation
entre [Etat et ses unités constitutives, enfin de suspension fédérale soumise -
au contrdle de légalité du juge administratif 18

Dans un premier temps, les gouvernements régionaux ou
communautaires «informent le Roi au prealable de leur intention d'entamer
des négociations en vue de ia conclusion d'un traité ainsi que de tout acte
juridique consécutif qu'ils veulent accomplir en vue de la conclusion du
traité». Le Gonseil des ministres fédéraux dispose ensuite de trente jours pour
signifier au gouvernement intéressé ainsi qu'au président de la Conférence
interministérielle de la Politique étrangére qu'il existe des objections au traité
envisagé. La procédure de négociation est alors suspendue provisoirement,
jusqu'a ce que «la Conférence interministérielle constate qu'il n'y a plus
d'objection & poursuivre la procédure de conclusion du traité». Cette décision
doit étre prise par consensus dans les trente jours qui suivent.

16 Les décrets de juillet 1983 qui ont attribué l'exercice de certaines compétences de la
Communauté francaise a la Région wallonne et 4 la Commission communautaire
frangaise prévoient que cette Commission « a les mémes compétences que celles
attribuées a la Communauté et, notamment, celles visées aux articles {...) 16 (...) de la loi
spéciale du 8 aoit 1980 » (en ce qui concerne les décrets adoptés par la Commission
communautaire francaise elle-méme, voy. le décret (I} du 8 juiliet 1993 relatif au transfert
de l'exercice de centaines compétences de la Communauté a la Commission, art. 3, § 3;
et le décret (111} du 22 juillet 1993 attribuant I'exercice de certaings compétences de la
Communauté a la Région et & la Commission , art. 4, 1° : Mon. b., 10 septembre 1993,
pp. 20011 et 20019).

17 Voy. déja en ce sens I'avis donné par le Conseil d'Etat le 22 décembre 1980 sur
une proposition de décret portant approbation des Pactes internationaux relatifs
aux droits civils et politiques, économiques, sociaux et culturels :
I'assentiment requis par farticle 16 « peut 8tre donné sous la forme d'un
décret comme il peut I'étre sous la forme d'une résolution » (Doc. C.C.F., sess.
ord. 1979-1980, n° 55/2) ; et notre article a4 la R.B.D.l., 1978-1979,
pp. 201 et 202.

18 |oi spéciale du 8 aoit 1980, art. 81, §§ 2 4 5.
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Si ce délai expire sans qu'un consensus ait pu étre atteint, la
suspension prend fin trente jours plus tard, sauf si un arrété royal deliberé en
conseil des ministres et motivé par l'existence d'une ou de plusieurs limites
matérielles énumérées a l'article 81, § 4 nouveau, de la loi spéciale (voy.
supra, A), la confirme avant I'échéance. Le gouvernement régional ou
communautaire peut alors former un recours en annulation de cet arréte
devant le Conseil d'Etat.

Comme il appartient au Conseil des ministres, composé de maniére
linguistiquement paritaire, d'assumer la responsablhté politique ultime de la
surveillance fédérale, ce régime garantit aux collectivités minoritaires la
possibilité d'un examen contradictoire de leurs initiatives internationales,
dans le respect de ce qu'il est convenu d'appeler I'«égalité des armes».

~ 2. — Outrepassant le prescrit de l'article 167 de la Constitution, le
legislateur spécial a éegalement prévu une procédure permettant de
suspendre [l'exécution de traités régionaux ou communautaires 19 pour les
mémes motifs que ceux qui sont susceptibles de justifier la suspension de
leur négociation.

Les régles & suivre sont calquées sur la procédure de surveillance
préventive. Le Conseil des ministres éléve des objections & I'encontre de
l'exécution du traité. Une suspension provisoire s'ensuit et l'affaire est déférée
a la Conférence interministérielle de la Politique étrangére. Si celle-ci ne
trouve pas une solution consensuelle, le Roi peut confirmer la suspension de
l'exécution du traité par arrété motivé et délibéré en Conseil des ministres. La
légalité de cette décision peut ensuite étre contestée devant le Consei! d'Etat.

La suspension unilatérale de I'exécution du traité par I'Etat fédéral peut

- exposer celui-ci & la mise en cause de sa responsabilité internationale pour

manquement aux obligations souscrites par la Région ou la Communauté
envers la Partie contractante étrangére, sauf dans le cas ou la suspension de
I'exécution du traité est décidée pour violation d'une régle d'importance
fondamentale relative & la compétence pour conclure le traité 20. Dés lors,
cette procédure, qui_n'est déja pas satisfaisante au regard des exigences de
la Constitution, ne l'est pas non plus au regard du droit des gens. Si des
obstacles de droit ou de fait s'opposent, selon le gouvernement belge, a
l'application d'un traité régional ou communautaire en vigueur, l'autorité
fédérale devrait en obtenir la dénonciation par la Région ou la Communauté
qui I'a conclu ou se donner les moyens juridiques de le dénoncer elle-méme.

18 Le Roi «ne peut dénoncer ces traités, mais seulement en suspendre l'exécution»
(Doc. parl., Sénat, sess. extr. 1991-1992, n° 457/1, p. 5). Cette procédure
. ménage la susceptibilité des autorités régionales et communautaires.

.20 En pareil cas, la Belgique pourra échapper A sa responsabilité internationale

puisque ie consentement initial était vicié et le traité nul, en tout cu en partie.
Voy. sur ce théme Y.LEJEUNE, Le statut international des collectivités
fédérées ..., n° 218 et 223, pp. 292-293 et 298-299.
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§ 3. — La représentation internationale de la Belgique
par les Régions ou les Communautés '

: L'article 92bis, § 4bis, de la loi spéciale de réformes institutionnelles
entend régir, d'une par, la représentation de la Belgique aupres d'institutions
_internationales et, d'autre part, la représentation de la Belgique au sein de
ces mémes institutions alors qu'apparemment, il se borne & imposer &
I'autorité fédérale, aux Régions et aux Communautés la conclusion d'un
accord sur la représentatlon belge «auprés» d'organisations internationales
ou supranationales et sur la procédure relative a la prise de position dans ces
organisations.

A) AU SEIN DE CONFERENCES OU D'ORGANISATIONS INTERNATIONALES

i spéciale qui autorise les gouvernements régionaux et communautaires a
| engager la Belgique au sein du Conseil des Communautés européennes «ou
| un de leurs membres représente la Belgique». Cette derniére disposition
' requiert la conclusion d'un accord de coopération entre I'Etat fédéral, les

Régions et les Communautés 21, tout comme l'article 92bis, § 4bis, I'exige
| plus généralement pour la participation des collectivités fédérées aux
| «travaux des organisations internationales et supranationales relevant des
Lcompétences communautaires ou régionales».

Pourquoi ne pas avoir accordé aux unités constitutives de 'Etat, dans
les matiéres qui leur ressortissent sur le plan interne, un droit de participation
autonome aux conférences et organisations internationales? La réponse est
double. Dans l'ordre international, une telle participation suppose soit que les
. participants a la conférence admettent cette présence inaccoutumée, soit que
i lacte constitutif de l'organisation l'ait prévue. Or, pour des raisons bien
; compréhensnbles les cas de participation autonome d’Etats fédérés a des
. organismes intergouvernementaux sont rarissimes a |'époque
contemporaine 22. Dans ['ordre interne, cette participation doit — comme
pour les traités — étre autorisée par la Constitution; or I'article 107 de la
Constitution, qui ne peut étre révisé au cours de la législature actuelle, ne
regle que le droit de légation de I'Etat fédéral.

Point n'est besoin, cependant, d'attendre la conclusion des accords de
coopération prévus par l'article 92bis, § 4bis, de la loi spéciale pour faire
assurer {a représentation de la Belgique par-les Régions ou par les
Communautés. La loi spéciale prévoit, en effet, la substitution automatique
des gouvernements régionaux ou communautaires au Roi, au Conseil des
ministres, & un comité ministérie! fédéral ou & un ministre fédéral chaque fois
qu'une loi ou un arrété royal a attribué compétence & ces derniers dans les
matiéres qui ressortissent aujourd'hui aux Régions et aux Communautés.

21 || g'agit d'un accord de coopération «obligatoire». Sur cette terminologie, voy.
par ex.Y.LEJEUNE, intervention dans La RAégion de Bruxelles-Capitale,
Bruxelles, Bruylant, 1889, pp.86 et 87, n° 104 et 105. L'obligation de
conclure pareil accord n'est assortie d'autre sanction que le maintien en
vigueur, & titre transitoire, du systeme de concertation actuellement régi par
lalinéa 2 du § 4bis. Pour le surplus, voy. infra, section Ill, § 3.

22 vyoy. Y. LEJEUNE, op. cit, n° 34, pp. 58 et 59.

L'article 92bis, § 4bis, doit étre rapproché de l'article 81, § 6, de la loi .. ..
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C'est a ce titre que, depuis 1982, les deux grandes Communautés ont été
présentes le plus souvent au sein de la délégation belge lors de rencontres
multilatérales organisées par des institutions internationales dont ies activités
avaient trait & des matiéres culturelles visées a l'article 127 de la
Constitution 23,

2. — La substitution ainsi pratiquée ne suffit pas & régler «la
procédure relative 3 la prise de position [belge] et a I'attitude & prendre &
défaut de consensus». Des problémes de coordination peuvent apparaitre
soit avec les autres unités constitutives de I'Etat, soit avec ce dernier. C'est
pourquoi, tant que des accords de coopération n'auront pas été conclus, une
concertation associant l'autorité fédérale et les gouvernements régionaux et
communautaires devra avoir lieu pour la préparation des négociations et des
décisions des organisations internationales relatifs aux matiéres relevant des

. compétences régionales ou communautaires (art. 92bis, § 4bis, al. 2)24, .

En raison de la multiplicité des hypothéses a envisager, le légisiateur
spécial a sagement prévu la possibilité de conclure des accords de
coopération differents, selon qu'ils intéressent les Communautés, ou les
Régions, ou encore en fonction des caractéristiques propres & certaines
organisations internationales.

B) AUPRES D'ORGANISATIONS INTERNATIONALES

F L'article 92bis, § 4bis, de la loi spéciale évoque également
I'association des collectivités fédérées aux relations diplomatiques
entretenues par la Belgique avec des institutions internationales ou
supranationales actives dans des domaines relevant en exclusivité des
attributions régionales ou communautaires.

Le législateur belge s'est apparemment appuyé sur la compétence que
lui réserve larticle 107 de la Constitution pour imposer au gouvernement
fédéral l'inclusion de représentants des Régions ou des Communautés dans
les missions permanentes de I'Etat auprés de certaines organisations

. internationales. La compétence accordée aux collectivités fédérées consiste

! en la désignation de «delégués» ou d'«attachés» considérés comme

" représentants de la Belgique auprés d'organismes intérnationaux et placés,
en droit, sous l'autorité diplomatique du chef de poste.

H est particulierement étonnant de constater que le législateur spécial
n'a pas saisi l'occasion de régler de la méme maniére l'association des

3 Voy. infra, la section |l du chapitre 11,

24 Cette procédure est également applicable & la préparation des négociations et des
décisions des institutions européennes relatives & la politique agricole (Loi
spéciale du 8 aodt 1980, art. 6, § 2bis nouveau). Les deux dispositions
imposent en outre {a méme concertation pour le suivi des travaux ou activités
de ces organisations internationales. Sur les techniques utilisées pour associer
les Régions et les Communautés & la préparation et & I'exécution du droit
communautaire européen, voy. Y. LEJEUNE, Rapport belge, in Procédures

administratives nationales de préparation et de mise en oeuvre des décisions
communautaires (S.A. Pappas, &d.), Maastricht, |.LE.A.P., 1994, p.



Régions et des Communautés a la représentation de la Belgique auprés des
Etats étrangers, alors que des arrangements politiques antérieurs
consacraient la méme solution & cet égard 25, Des accords de coopération en
bonne et due forme sont appelés a remplacer ces arrangements provisoires,
a tout le moins en ce qui concerne la composition de la représentation de
I'Etat auprés de centaines organisations internationales.

SECTION Il

LES COMPETENCES EXERCEES PAR L'ETAT FEDERAL
A LA DEMANDE DES REGIONS OU DES COMMUNAUTES

Les relations multilatérales ne sauraient s'accommoder toujours du ...

respect scrupuleux du partage des compétences internes au sein de chaque
Etat fédéral et, par ailleurs, I'attribution d'un jus tractati autonome aux
collectivités federées ne saurait faire oublier que celles-ci ne sont pas placées
sous l'emprise directe et exclusive du droit des gens : leurs compétences
internationales sont circonscrites par le droit constitutionnel fédéral et de
nombreux mécanismes de réalisation du droit international demandent
l'intervention de la Fédération dont ces collectivités dépendent.

S'agissant des Régions et des Communautés belges, le Constituant et
le leégislateur spécial ont imaginé deux sortes de remédes pour surmonter ces
handicaps. D'abord, requérir de 'autorité fédérale qu'elle dénonce des
engagements internationaux anciens ou qu'slle cite devant une juridiction
internationale un sujet du droit des gens pour le compte exclusif des
collectivités fédérées. Ensuite, leur permettre d'exercer conjointement avec
l'autorité fédérale des compétences identiques & celles dont cette derniére est
investie dans son champ d'action 26 (voy. a cet égard la section lil).

§ 1°f, — La dénonciation des traités anciens
portant sur des matiéres régionales ou communautaires

L'attribution aux Régions et aux Communautés d'un treaty-making
power exclusif dans leur domaine de compétence ne met pas fin
automatiquement aux traités antérieurs portant sur ces matieres. C'est
pourquoi l'article 167, § 5, de la Constitution accorde au Roi le droit de
dénoncer les traités conclus avant le 18 mai 1993 et portant sur les matiéres
régionales ou communautaires, «de commun accord avec les gouvernements
de Communauté ou de Région concernés»; |l fes dénonce si ces
gouvernements «l'y invitent». Ces dispositions permettent au Roi de prendre

I'initiative de dénoncer pareils traités moyennant I'accord préalable de tous

% Voy. infra, la section Il du chapitre II1.

26 |orsque des compétences identiques s'exercent séparément, nous proposons de
les dénommer compétences «paralléles» {J.T., 1987, p. 268, en note 15).
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les exécutifs intéressés, mais elles t'obligent & les dénoncer si ces exécutifs
Le Iui demandent 27.

En cas de désaccord entre les gouvernements concernés, l'un
quelconque de ceux-ci «peut saisir la Conférence interministérielie de la
politique étrangére, qui rend une décision dans les trente jours, selon la
procédure du consensus. Quand le consensus 28 n'est pas atteint, le Roi
négocie avec la Partie cocontractante une dénonciation partielle du traité» {loi
spéciale de réformes institutionnelles du 8 ao(t 1980, art. 81, § 8). |l s'agit,
aéoutlentz[fs travaux préparatoires, d'une obligation de moyens et non de
resultat

L'attribution au Roi du pouvoir de dénoncer les traités conclus
anciennement dans des matiéres devenues régionales ou communautaires a
été dictée par des impératifs pratiques. Les Etats ou les organisations
internationales avec lesquelles les traités «anciens» ont été passés
accepteront plus facilement de mettre fin a leurs relations conventionnelles
avec la Belgique en pareilles matiéres, si leur interlocuteur est le Chef de
I'Etat qui a jadis conclu ces traités.

Il peut étre tentant de considérer que pareil pouvoir est exercé par le
Roi en tant qu'organe des Régions ou des Communautés. Dans cette
perspective, le Chef de 'Exécutif fédéral agit non pas au nom de I'Etat, mais
au nom des collectivités constitutives de celui-ci. Cette interprétation est, a
premiére vue, la plus plausible puisque la compétence de conclure — et
donc de dénoncer — de tels traités n'appartient plus qu'aux Régions et aux
Communautés depuis le 18 mai 1993. Le fait que le Roi puisse prendre
Minitiative de pareille dénonciation pourrait cependant commander une autre
interprétation, selon Iaquelle I'Etat fédéral lui-méme serait ainsi titulaire d'une

compétence liée, exercée avec I'accord ou & la demande des Régions ou des

Communautés.

§ 2. — L'utilisation du droit de I'Etat fédéral
d’'ester en justice internationale

—

Les collectivités fédérées n'ont pas la faculté de porter plainte devant

un juge international & propos du comportement d'un Etat étranger ou d'une

organisation internationale qui constituerait, selon .elles, un fait
internationalement illicite générateur d'un dommage a leur égard, directement
ou indirectement. C'est pourquoi l'article 81, § 7, de la loi spéciale permet

27 Doc. parl., Sénat, sess. extr. 1991-1992, n° 100/16-1°, p. 6. Dans le méme
sens : les développements de la proposition devenue la loi spéciale du 5 mai
1993 sur les relations internationales des Communautés et des Régions : Doc.
parl., Sénat, sess. extr. 1991-1992, n° 457/1, p. 6.

28  Ce consensus peut avoir pour résultat le retrait de la demande de dénonciation
ou, au contraire, la dénonciation du ftraité par toutes les Régions ou
Communautés intéressées, voire la conclusion d'un autre traité (discussion de
l'article 2 de la proposition devenue la loi spéciale du 5 mai 1993: Doc. parl,
Sénat, sess. extr. 1891-1992, n° 457/1, p. 6).

28 Discussion de larticle 2 précité, loc. cit.
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désormais & toute Région ou Communauté intéressée de saisir l'autorité
fédérale de sa réclamation afin que I'Etat I'endosse et la porte en justice
«internationale ou supranationale».

Durant les négociations intergouvernementales qui ont conduit & la
signature du Traité de Maastricht, les Régions et Communautés belges ainsi
que les Lander allemands avaient réclamé un accées direct a la Cour de
Justice des Communautés européennes 39, & linstar des Etats auxquels
l'article 173 du Traité de Rome accorde le droit d'introduire un recours en
annulation des actes décisoires du Conseil et de la Commission. Les
collectivitées belges et allemandes n'ont pas obtenu le droit de recours
qu'elles demandaient. Aussi la solution a-t-elle été recherchée en droit
interne.

|

-

Techniquement, l'article 81, § 7, distingue deux hypothéses: soit la......

contestation est relative & I'exercice des seules compétences régionales ou
communautaires et, dans ce cas, les Régions et les Communautés
intéressées font b:en appel a I'Etat fédéral afin que ce dernier utilise sa

16

competence d'ester en justice internationale a leur demande et pour leur

compte; soit le différend ne porte pas exclusivement sur des matiéres qui
ressortissent aux Régions ou au Communautés, et dans ce cas, on est en
présence d'une forme de compétence «conjointe» (voy. a cet égard la section
1.

SECTION I

LES COMPETENCES CONJOINTES DE L'ETAT FEDERAL,
DES REGIONS ET DES COMMUNAUTES

Les compétences «conjointes» de I'Etat et de ses collectivités
constitutives s'exercent ensemble, le plus souvent par un seul et méme acte
juridique international a l'accomplissement duquel concourent tant les
organes de I'Etat que ceux des Régions ou des Communautés. Elles
comprennent la coordination de la politique extérieure de la Belgique, la
conclusion de traités portant 3 la fois sur des matiéres fédérales, régionales
ou communautaires ainsi que l'association des collectivités tédérées a la
représentation internationale de I'Etat et a I'exercice du droit de celui-ci
d'ester en justice internationale.

30 Sur ce théme, voy. par ex. J. van GINDERACHTER, « La stratégie régionale de la
Communauté européenne et la réaction des Etats : de I'Acte unique européen de
1986 au Traité de Maastricht de 1992 », in La décenitralisation frangaise et
I'Europe, Paris, Pouvoirs Locaux, 1993, pp. 141-153, ici p.146.



§ 1er. — La coordination de la politique extérieure

. Si la Constitution reconnait la compétence exclusive des collectivités
t  1édérées en matiére de «coopération internationale», elle n'en conserve pas
moins au Roi la «direction des relations mternatlonales» Cela signifie, a
déclaré le Premier ministre belge, que «l'autorité fédérale continuera de
déterminer la politique étrangére de notre pays, tel que c'est actuellement le
cas» 31, En effet, le pouvoir du Roi de diriger les relations internationales
porte non seulement sur les matiéres qui relévent de la compétence fédérale
interne, mais aussi sur les grands axes de la politique extérieure du pays
dans son ensembile, celle-ci dit-elle avoir des incidences sur la politique des
___Régions et des Communautés. La «conduite des relations internationales»
*“permet par exemple & l'autorité fédérale de reconnaitre les Etats, de nouer et
d'entretenir avec eux des relations diplomatiques et consulaires, ou encore

de prendre des contre-mesures légitimes a I'égard d'Etats ayant 16sé Jes...

intéréts de la Belgique ou violé le droit international.

Néanmoins, l'autorité fédéerale doit se borner & tracer les lignes

making power des Régions et des Communautés sur la base de critéres
objectifs. Pour le reste, la coordination résulte nécessairement, en Belgique,
d'une collaboration entre partenaires égaux, autonomes mais sohdalres Elle
apparait ainsi comme une véritable compétence conjointe de I'Etat fédéral,
des Régions et des Communautés.

Pour parvenir & cette harmonisation, des structures sont instituées, en
particulier le Comité de concertation et la Contérence interministérielle de la
| Politique étrangére. Des procédures sont aussi organisées: l'information
réguliere donnée par le gouvernement fédéral, la concertation, l'association
aux négociations diplomatiques et aux procédures judiciaires internationales
ou encore la conclusion d'accords de coopération entre .

§ 2. — La conclusion des traités «mixtes»

Les relations multilatérales auxquelles la Belgique participe requiérent
souvent la conclusion de traités dont I'objet ressortit aussi aux Régions et aux
Communautés dans l'ordre interne. De tels traités sont dits «mixtes». Le
partage de la compétence internationale entre I'Etat fédéral et les collectivités
fédérées devrait alors faire apparaitre, pour un seul et méme acte
international, plusieurs Parties contractantes du coté belge Des conventions
telles que le Traité de Maastricht, I'Accord sur 'Espace économique européen
(E.E.E.) ou les Accords de Lomé auraient dd étre conclues de la sorte si la
disposition devenue l'article 167 de la Constitution avait été révisé plus tot.
C'est assez dire la nécessité d'organiser une procédure simplifiée de
négociation, de signature, d'approbation et de ratification de pareils traités.

L'article 167, § 4, de la Constitution confie au législateur spécial le
soin d'«arréte(r) les modalités de conclusion» des traités mixtes. Loin de
régler lui-méme la question, le législateur spécial du 5§ mai 1993 s'est

31 poc. parl., Ch. Repr., sess. ord. 1992-1993, n° 797/3, p. 5.
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contenté de prévoir que «l'autorité nationale, les Communautés et les
Régions concluent en tout cas un accord de coopération pour les modalités
de conclusion des traités ne portant pas exclusivement sur les matieres qui
relévent de la compétence des Communautés et des Régions» (art. 92bis, §
4ter).

En quoi consisteront ces «modalités»? L'accord de coopération conclu
en mars 1994 32 comprend & cet égard des dispositions relatives aux points
suivants :

— une phase d'information réciproque et de détermination du caractére
«mixte» du traité en projet, au sein de la Conférence interministérielle
de la politique étrangére;

—  une «association» des gouvernements de Région ou de Communauté
aux discussions, comme sous l'empire de l'article 81 ancien de la loi..-...
speciale de réformes institutionnelles 33, mais sur pied d'égalité et
sous la «direction coordinatrice» du ministére fédéral des Affaires
etrangeres ou de 'ambassadeur belge en poste;

—  aprés la signature par les représentants de I'Etat fédéral et par les

représentants des collectivités fédérées, le traité est soumis a
l'assentiment de toutes les assemblées parlementaires compétentes;

— deés que toutes les assemblées ont donné leur assentiment, le traité
n'est ratifié que par le gouvernement fédéral qui le fait enregistrer
auprés du secrétariat de 'ONU.

La formule apparait aux yeux du Constituant comme une garantie de
l'autonomie des Régions et des Communautés. «De cette maniére, la
participation de notre pays aux relations juridiques internationales ne pourra
plus porter atteinte & ia competence exclusive des entités fédérées sans le
consentement explicite de celles-ci» 34

Ce systéme ressemble a un nouveau «compromis de Lindau» puisqu'il
autorise le Roi, avec le consentement des Régions et des Communautés
intéressees, a ratifier au nom de la Belgique des traités multilatéraux portant
sur des matiéres non fédérales, nonobstant la compétence exclusive des
collectivités fédérées en ces domaines. Toutefois, il ne permettra pas
d'échapper a I'expression d'une «réserve fédérale» lorsqu’une Région ou

32

33 Cette disposition n'avait pas précisé la manigre dont les Exécutifs devaient &tre
associés aux négociations internationales. Peu a peu, en tatonnant, les parties
intéressées ont déterminé les diverses modalités de cette association, qui allait
de la consultation préalable au sujet des instructions destinées aux
négociateurs, & l'avis préalable & la signature ou 2 la ratification des traités, en
passant par la participation active et directe des Exécutifs, ou de leurs
représentants, aux pourparlers internationaux. Voy. la pratique rapportée dans
Les relations extérieures des Communautds et des Régions (ll), Cahiers
Constitutionnels, 1986/3-4, pp. 47-51 et 90-105.

34 Rapport CEREXHE, Doc. parl., Sénat, sess. extr. 1991-1892, n° 100/16-2°,
p. 3 (italiques ajoutées). «Le systéme mis en place (...) s'applique aussi
pour les fraités visés & l'article 25bis de la Constitution», devenu larticle 34
de la Constitution coordonnée (n° 100/16-1°, p. 4).



une Communauté se refusera a négocier ou a signer un traité dont la
Conférence interministérielle aura estimé que la conclusion était nécessaire.

A titre transitoire, les gouvernements régionaux et communautaires ont
eté «associés a la négociation de ces traités» aussi longtemps que l'accord
de coopération «obligatoire» n'avait pas été conclu- (loi spéciale, art. 92bis,
§ 4ter, al. 2). On peut penser que le légisiateur spécnal a voulu maintenir Ia
pratique antérieure qui avait, par exemple, permis aux Régions et aux
Communautés de participer aux conférences intergouvernementales sur
I'Union politique et sur I'Union économique et monétaire au sein de la
délégation belge 35,

§ 3. — L'association a I'exercice
de compétences Internationales de I'Etat fédéral -

1. — L'article 92bis, § 4ter, de la loi spéciale dispose aussi, en
combinaison avec l'article 81, § 7, que dans I'hypothése ou un différend
international «ne porte(rait) pas exclusivement sur des matieres pour
lesquelles les Communautés ou les Regions sont compétentes par ou en
vertu de la Constitution, I'Etat agit conformément a (un) accord de
coopération» que lautorité. nationale, les Communautés et les Régions
doivent en tout cas conclure pour déterminer «les modalités suivant
lesquelles des actions sont intentées devant une juridiction internationale ou
supranationale».

Le cas de figure envisagé est celui ou les Régions ou les
Communautés estiment internationalement illicite un acte juridique ou un
comportement d'un organe d'un autre Etat ou d'une ‘organisation
internationale dans un domaine «mixte», c'est-a-dire dans des matiéres qui
relévent pour partie seulement de leur cOmpétence interne. Tant l'autorité
fédérale que les collectivités fédérées sont impliquées dans le différend. C'est
donc conjointement, selon le. mode fixé par un accord de coopération
«obligatoire» 36, que la collectivité générale et la collectivité particuliére
devront prendre la décision de citer la personne de droit international, au nom
de I'Etat belge, devant un tribunal arbitral ou devant une 1ur|d|ct|on
internationale institutionnalisée. Cette procédure intéresse tout
particulierement les contentieux devant la Cour de Justice des Communautés

européennes.

Dans lattente de cet accord de coopération, l'article 92bis, § dter,
alinéa 2, de la loi spéciale oblige l'autorité fédérale a «associer» les
gouvernements régionaux ou communautaires aux actions intentées par
I'Etat. Selon les travaux préparatoires de la loi spéciale du 5 mai 1993, le
sens de cette «association» ne saurait faire de doute : «'Etat doit citer pour

35 Voy. le schéma de participation des Régions et des Communautés & la négociation
du Traité de Maastricht chez Y.LEJEUNE, Rapport belge, in Procédures
nationales de préparation et de mise en oeuvre du droit communautaire, précité.

36  L'obligation de conclure pareil accord n'est assortie d'autre sanction que le
maintien en vigueur, a tilre transitoire, du régime d'association établi par
l'alinéa 2 du § 4ter.
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les matiéres pour lesquelles les Communautés et les Régions sont
exclusivement compétentes par ou en vertu de la Constitution» 37,

2. — L'article 92bis, § 4bis, de la loi spéciale renvoie aussi & des
accords de coopération la réglementanon de l'association des Régions et des
Communautés & la représentation internationale de I'Etat dans et auprés
d'organisations intergouvernementales ou supranationales. Le procédé a été
présenté plus haut comme une compétence exclusive des collectivités
fedérées (voy. supra, le § 3 de 1a section 1). Or, il sied de reconnaitre que, trés
souvent, ces organismes internationaux n'ont pas pour mission exclusive de
poursuivre les intéréts communs de leurs Etats membres dans des matiéres
considérées par la Belgique comme purement régionales ou
communautaires. A nouveau, les autorités fédérées sont donc en situation
d'exercer conjointement avec les autorites fédérales un attribut de la
personnalité internationale de I'Etat. :

|
i

CHAPITRE I

LES ACTIVITES EXTERIEURES
DES REGIONS ET DES COMMUNAUTES

. Pour la commodité de I'exposé, on distinguera la conclusion de
conventions avec des autorités ou organismes publics étrangers (I) et
Fentretien de relations non conventionnelles, principalement par une
présence permanente & I'étranger et par l'association & la représentation
internationale de I'Etat fédéral (I1).

SECTION |

LES RELATIONS CONVENTIONNELLES

§ 1¢7. — Les accords internationaux ou transnationaux
conclus avec des membres de la communauté internationale

Avant la révision constitutionnelle de 1993, les Communautés et les
Régions étaient privées du droit de conclure des traités et les accords qu'elles
“ont alors passés avec des membres de la communauté internationale doivent
s'analyser comme des accords transnationaux 38, Ce point de vue n'était
— cependant pas celui de 'Exécutif de la Communauté francaise. qui, depuis

37 Doc. parl, Sénat, sess. extr. 1991-1992, n° 457/1, p. 7.

38 La section de législation du Conseil d’Etat s'est prononcée a deux reprises en ce sens,
respectivement le 28 février 1989 et le 5 tévrier 1990, & propos d'accords de
coopération entre la Communauté frangaise, le canton du Jura, le Rwanda et les
Seychelles.



?"“' _..,_____._

1988, avait estimé pouvoeir conclure plusieurs accords de coopération avec
des Etats indépendants ou avec des collectivités fédérées dotées du treaty-
making power. Ce sont:

— l'accord de coopération avec la République et Canton du Jura, fait a
Bruxelles, le 21 décembre 1988 et approuvé par le décret du 19 juin
1989;

—  l'accord de coopération avec la République Rwandaise, fait & Kigali le
7 novembre 1989 et approuvé par le décret du 17 avril 1990;

—  l'accord de coopération avec la République des Seychelles, fait &
Bruxelles le 21 novembre 1989 et approuvé par le décret du 17 avril
1990;

—  laccord de coopération avec la République du Burundi, fait a Bruxelles
le 8 mai 1991 et approuvé par le décret du 19 juillet 1991.

Il s'agit en réalité de contrats soumis a la fex contractus définie par le
contrat lui-méme et, & titre subsidiaire, aux principes généraux du droit ou &
une législation interne qu'il convient de déterminer conformément aux régles
ordinaires du droit international privé 39, En pratique, ces conventions
ressemblent, & s'y méprendre, & de véritables traités. Mais le jour o un tel
accord contiendra des dispositions qui, dans lintention des parties
contractantes, seront directement applicables en droit interne, la différence
entre contrat et traité éclatera au grand jour. Pareil accord ne pourra trouver
application dans l'ordre juridique belge que par le vote d'un décret le
transformant en norme ayant force de loi; et ce décret sera modifiable
unilatéralement par la suite.

Quant aux Régions, elles n'avaient guére développé d'activités en ce
domaine. Tout au plus peut-on citer l'accord de partenariat entre la Région
wallonne et le gouvernement de la République populaire du Congo, signé a
Owando le 8 juillet 1990 40,

Depuis mai 1993, la Communauté frangaise semble avoir conclu deux
véritables traités:

— _ Paccord culturel avec le Viét-nam, fait 4 Bruxelles le 23 septembre

1993;
—  Paccord de coopération avec le Chili, fait & Bruxelles le 11 janvier

1994 41,

39 Voy. Y. LEJEUNE, «La nature juridique de l'accord de coopération entre le Québec et la
Communauté frangaise de Belgique», Revue québécoise de droit international, 1984,
pp. 79-92; P. DE VISSCHER, «La Constitution belge et le droit international», Revue
belge de droit international, 1986, pp. 5-58; et les avis précités du Conseil d'Etat, Doc.
C.C.F., sess. 1988-1989, n° 63/1, pp. 4-6 et sess. 1989-1980, n° 106/1, pp. 4 et
SS.

40 Répertoire des accords internationaux de la Région wallonne (foliomobile), direction
générale des relations extérieures, s.d., Il, Con/1.1.

A1 Renseignements communiqués par le Commissariat aux Relations internationales de la
Communauté frangaise.



§ 2. — Les accords interterritoriaux
A) LA COOFPERATION INTERREGIONALE TRANSFRONTALIERE

Les exemples de coopération interrégionale transfrontaliére sont
relativement rares. On peut citer ;

—  le protocole d’accord entre la Région wallonne et la Région Nord-Pas
de Calais concernant la parc naturel transfrontalier des plaines de la
Scarpe et de I'Escaut, signé le 7 octobre 1983 42;

—  laccord du 27 octobre 1984 entre I'Exécutif de la Communauté

! frangaise et e Conseil régional du Nord-Pas de Calais 43 ;

i

— la déclaration commune entre la Région wallonne et la Région Nord-
Pas de Calais, signée le 1er octobre 1985 44,

— la déclaration commune entre ia Région flamande et la Région Nord-

. Pas de Calais, signée le 27 septembre 1990 45 ;
— I'accord sur la coopération interrégionale entre la Région walionne et
le Land de Rhénanie du Nord-Westphalie, signé le 5 novembre
1990 46 .

Aucune de ces conventions ne fait référence a la Convention-cadre sur
la coopération transfrontaliére des autorités ou collectivités territoriales, faite &
Madrid le 21 mai 1980 et ratifiée par la Belgique le 6 avril 1987. Jusqu'a
présent, la Belgique s'est surtout préoccupée de concrétiser fa Convention-
cadre au profit des seules collectivités locales, en signant la Convention
Bénélux du 12 septembre 1986 47,

~ Par ailleurs, depuis quelques années, la Communauté européenne
cofinance différents projets de coopération transfrontaliére visant a remédier
au probléme spécifique des régions frontaliéres internes de la Communauté.
Ces pOSSIbIlIteS de cofinancement ont incité les Exécutifs wallon et flamand a
coopérer avec les Etats voisins et les Régions contigués pour élaborer des

42 ¥ LUCHAIRE, B. DOLEZ et A. VANTROYS, Recueil des conventions conclues par les
Régions francaises avec des collectivités publiques étrangéres, Université de Lille 11,
Faculté des Sciences juridiques, politiques et sociales et Ministére frangais de
I'Intérieur, Direction générale des collectivités locales, juin 1991, p. 294; cet accord n'a
pas regu d'exécution.

Mon.b., 16 juillet 1986,
Op. cit, p. 300; Réperioire des accords intemationaux de la Région wallonne, 1. Fra/1.1.

Op. cit.,, p. 313.

& & £ &

Réperioire des accords internationaux de la Région wallonne (All/1.1.)

47 Convention Bénélux concernant la coopération transfrontaligre entre collectivités ou
autorités territoriales, faite a Bruxelles, le 12 septembre 1986 et approuvée par la loi du
23 mars 1990.
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programmes transfrontaliers coordonnés de développement régional 48. Pour
s'en tenir aux programmes présentés en 1991 par la Région wallonne dans le
cadre de linitiative INTERREG, on citera:

le Péle européen de développement, bassin sidérurgique situé dans la
zone d'Athus/Longwy/Rodange 49;

le PACTE ou Programme d'action et de coopération transfrontaliére
européen ayant pour aire d'intervention la province de Hainaut et la
Région francaise Nord-Pas de Calais 50;

le Programme transfrontalier EUREGIO Meuse-Rhin, comprenant les
provinces belges du Limbourg et de Liége, une partie de la province
néerlandaise du Limbourg ainsi que la sous-région allemande d'Aix-la-
Chapelle 51;

le Programme transfrontalier Wallonie-Ardennes frangaises, couvrant le

département frangais des Ardennes, la province belge de Namur ainsi .- -

que les communes belges de Virton et Neufchateau 52,

On notera également que les trois Régions belges, 1a Région frangaise

Nord-Pas de Calais et le Comté anglais du Kent, «décidés a saisir pleinement
les retombées positives de la réalisation du Tunnel sous la Manche et des
grandes infrastructures nord-européennes ferroviaires (...)», ont signé le 21
juin 1991 une déclaration d'intention commune 53 prévoyant I'institution
d'une conférence permanente de I'Eurorégion, fruit de I'élargissement du

49

50

51

52

Voy. P. ROMUS, «La politique de la Communauté européenne dans les régions
frontalidres», Les régions et I'Europe, IX®™M® Congrés des économistes belges de
langue frangaise, CIFOP, 1990, Commission 1 : approche transfrontalidére, pp. 265-
279.

Le Pdle européen de développement est né le 19 juillet 1985 d'une «déclaration
commune» de la Belgique, de la France et du Luxéembourg (Répertoire des accords
internationaux de la Région wallonne, |. Fra. - Lux./1.1.). La déclaration a été signée,
pour la Belgique, par le Ministre-Président de I'Exécutif régional wallon et par
'ambassadeur belge a Luxembourg. Les autorités belges, francaises et
luxembourgeocises ont présenté a la Commission trois programmes nationaux
coordonnés visant a la reconversion régionale de cet espace transfrontalier.

Le PACTE trouve son fondement juridique dans la signature, le 30 mai 1989, d'une
«déclaration commune» pour un Programme d'action et de coopération
transtrontaliéres européen entre la République frangaise, la Région Nord-Pas de Calais,
le département du Nord et [a Région wallonne auxquels s'était jointe la Communauté
francaise de Belgique {Répertoire des accords internationaux de la Région wallonne, .
Fra./2.1.).

Le Programme EUREGIO Meuse-Rhin s'appuie sur une initiative germano-néerlandaise
de mars 1980 & laquelle se rallia le Limbourg belge en juiltet 1981 et la province de
Liége en mai 1983. L'accord créant ITEUREGIO reléve essentiellement de linitiative
provinciale; il a été signé le 30 juin 1986.

Sur ce programme, voy. A. SCHLEIPER, «Les accords transfrontaliers wallons», Les
Régions et I'Europe, Commission 1: Approche transfrontaligre, pp. 295-297.

Recueil des conventions conclues par les Régions frangaises...,p. 166.



protocole d'accord de coopération entre le Kent et le Nord-Pas de Calais 54.
Ces deux Régions ont déja élaboré un programme transfrontalier de
développement de [|'Eurorégion Transmanche 55, mais la déclaration
commune du 21 juin 1991 prévoit également I'étude, par un groupe de travail,
de fa coopératlon technologique et industrielle ainsi que du dévefoppement
économique conjoint des cing parenaires.

B) LA COOPERATION INTERREGIONALE TRANSNATIONALE

L'Assemblée des Régions d'Europe, association qui assume une
mission de représentation des intéréts régionaux au plan européen et conduit
les actions qui en découlent, procure d'intéressantes occasions d'établir des
liens de coopération interrégionale. Les trois Régions belges en font partie.

La coopération transnationale avec des collectivités régionales ou—-

fédérées non limitrophes est surtout le fait de la Région wallonne, dont la
stratégie consiste a créer avec des partenaires de statut institutionnel
analogue un cadre d'action destiné a développer des liens économlques et
commerciaux. En voici deux exemples:

—-  la déclaration commune Québec-Wallonie, adoptée & Bruxelles le 13
décembre 1980 56;

— la déclaration commune Jura-Région wallonne, adoptée & Bruxelles le
20 novembre 1987 57

La Communauté frangaise, elle, a conclu quelques arrangements avec
des Etats fédérés étrangers. Ces arrangements procédent tous d'une
préoccupation manifeste de solidarité francophone. Outre la convention déja
citée avec le Canton suisse du Jura>8, on mentionnera un accord de
coopération avec le gouvernement de la Louisiane 59 et plusieurs accords
avec le gouvernement du Québec #0,

54 Op. cit, p. 305.

55 Proposé en janvier 1991. Voy. G. MARCOU, R. VICKERMAN et Y. LUCHA!RE {(dir.), Le
tunnel sous la Manche entre Etats et marchés, Presses univ. de Lille, 1992, pp. 396-
399 et 417-429.

56 Recusif des ententes internationales du Québec, 1964-1983 (1984), pp. 146 et 147 ;
(1983) 2. D.J.1, 174 ; Répertoire des accords internationaux de la Région wallonne, lil.
Québ./1.1.

57 Répertoire des accords internationaux de la Région wallonne, I. Sut./1.1.
58 voy. supra.
>3 Mon. b., 16 juillet 1986.

60 Recueil des ententes internationales du Quebec, 1964-1983 (1984), p. 146 et {1983)
2 D.J.1L 174 ; Mon. b., 11 septembre 1386.

24



SECTION [}

LES RELATIONS NON CONVENTIONNELLES

§ 1er. — Une présence permanente a I'étranger

Désireuses de s'assurer une présence permanente a I'étranger, les
Communautés frangaise et flamande ont ouvert des centres culturels dans
certaines métropoles: & Paris, le Centre «Beaunord»; & Amsterdam, le Centre
culturel de la Communauté flamande aux Pays-Bas; & Osaka, un autre centre
de la Communauté flamande; & Kinshasa, un Centre Wallonie-Bruxelles. En
outre, la Communauté frangaise et la Région wallonne ont implanté a
I'étranger quelques délégations permanentes investies d'une charge de

représentation officielle. On citera notamment la «Délégation Wallonie- ...

Bruxelles au Québec», constituée en 1982, et la «Délégation générale
Walllonie-Bruxelles» a Paris, créée en 1985 et dirigée par un délégué général
de la Communauté frangaise pour les affaires multilatérales et francophones.

En vertu d'arrangements politiques dont il sera question plus'bas, fe
ministre fédéral des Affaires étrangéres fait inscrire les délégués qui font

_partie' de ces bureaux sur la liste des agents diplomatiques et consulaires

belges. En revanche, les déle’gations permanentes elles-mémes ne peuvent
étre assimilées a de ventables missions diplomatiques ou postes consulaires;
elles ne jouissent pas des priviléges et immunités de ces derniers. Tout au
plus se sont-elies vu parfois accorder par I'Etat d'accueil, sur base de la
courtoisie, des facilités d'ordre douanier ou fiscal. Pareils rapports revétent
une forme spécifique qui interdit de les identifier purement et simplement &
des relations diplomatiques ou consulaires, telles qu'elles ont été

progressivement configurées par le droit intelrnational général. lls ne sont pas

réciprogues, I'échange de délégations étant inconnu de la pratique. En
particulier, les délégués que la Communaute frangaise 61 a nommés a Paris
pour suivre les «affaires multilatérales et francophones» ou ericore 4 Genéve,
«aupres des orgarisations internationales», ne sont pas a la téte de
véritables «ambassades» qui entretiendraient des refations diplomatiques
entre cette Communauté et des organisations internationales €2,

61 _Ni les autres Communautés ni les Régions n'ont, pour leur part, recouru directement &
ce procédé pour assurer leur représentation officielle auprés d'Etats ou d’'organismes
internationaux.

62 gils ont &6 inscrits sur la liste des agents diplomatiques et consulaires belges a

I'étranger ou des représentants de la Belgique auprés des organismes internationaux,
ils bénéficient d'un statut diplomatique découlant de leur rattachement théorique aux
représentations permanentes ou aux missions diplomatiques belges installées dans
I'Etat d'accuail.
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§ 2. — L'association a la représentation internatlonale
de I'Etat fédéral

A) L'ASSOCIATION A LA REPRESENTATION DIPLOMATIQUE BELGE

Les Communautés et les Régions utilisent les canaux dlplomatuques

existants en nommant des représentants auprés d'Etats étrangers ou auprés

d'organismes internationaux. Le ministre belge des Relations extérieures
s'est engagé & accepter ces représentants et & les faire inscrire sur la liste des
agents diplomatique et consulaires belges a I'étranger ou des représentants
de la Belgique auprés des organismes internationaux. C'est l'institution

: originale des «attachés de Communauté et/ou de Région» , nommes par
leurs gouvernements respectifs au poste diplomatique ou consulaire
envisagé ou a la représentation de la Belgique auprés de l'organisme

considére. Ces attachés regoivent leurs instructions de leurs gouvernements - -

mais sont placés sous l'autorité diplomatique du chef de poste.

Trois protocoles concrétisent cet arrangement, qui concernent

respectivement la Communauté frangaise et la Région wallonne 63 64, |3

Flandre65 et la Communauté germanophone®6, En ce qui concerne les

compétences régionales, ces documents ne sortissent leurs pleins effets que
: depuis la revision de la disposition devenue l'article 167 de la Constitution
| coordonnée.

—_—

Les attachés commerciaux, agents contractuels dont la mission

consisteé & promouvoir I'exportation de produits dans un pays d’accueil, ont
été transférés aux Régions en deux vagues: en juin 1991 et en janvier 1994.
Aprés avoir procédé entre elles 3 la répartition de ces personnels, les
Régions sont convenues de se préter leurs attachés respectifs dans les villes
ou pays ou elles n'en disposeraient pas. Comme les attachés
communautaires ou régionaux, chague attaché commercial exerce ses
fonctions sous l'autorité diplomatique du chef du poste ayant juridiction sur la
circonscription a laquelle il est affecté.

Quant aux attachés agricoles, ils n'ont pas été régionalisés, la

compétence résiduelle en matiére d'agriculture restant fédérale. Toutefois, les

68

Signé le 25 juillet 1988. On en trouvera le texte chez F. STANDAERT, Les relations
extérieures dans la Belgique fédérale, Bruxelles, Groupe Coudenberg, 1990, pp. 224
et 225. Une version antérieure est reproduite dans Les relations extérieures des
Communautés et des Régions (ll}, Cahiers constitutionnels, 1986/3-4, pp. 178 et 179.

Tous les représentants concernés par ce protocole sont engagés dans les liens d'un
contrat de travail & durée indéterminée. Leur ernployeur est soit le Commissariat général
aux relations internationales de la Communauté frangaise, soit la Région wallonne.

Signé ie 9 janvier 1990. Doc. VI. R., sess. ord. 1989-1990, n® 258/2, pp.6 et 7
(annexe); F. STANDAERT, op. cit., pp. 222 et 223. Un profocole antérieur est
reproduit dans les Cahiers Constitutionnels, op. cit., pp. 182 et 183.

Signé le 23 septembre 1987. On en trouvera le texte allemand chez F. STANDAERT,
op. cit.,, pp. 226 et 227. Selon cet auteur, le protocole n'a pas encore été utilisé
(p. 104).
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missions de promotion dévolues auparavant & |'Office (fédéral) des
débouchés agricoles et horticoles ont été confiées aux Régions, chacune
pour ce qui la concerne, et les membres du personnel ont été transférés
proportionnellement & ces missions (loi ordinaire du 16 juillet 1993 visant a
achever la structure fédérale de I'Etat, art. 350).

B) L’ASSOCIATION AUX TRAVAUX DE CONFERENCES OU
D'ORGANISATIONS INTERNATIONALES

Les Régions et les Communautés sont également associées aux
travaux des organismes internationaux dont la Belgique fait partie. Outre la
participation de fonctionnaires des Régions et des Communautés aux travaux
de multiples groupes de travail ou comités techniques fonctionnant au sein ou
en marge de I'O.C.D.E., du Conssil de I'Europe ou du Bénélux, trois ou quatre
formules sont utilisées.

1. — 1l peut arriver que l'unique Communauté intéressée occupe le
siége de la Belgique. La solution a été adoptée a I'égard de la Conférence
des ministres de la Jeunesse et des Sports des pays d'expression frangaise
(CONFEJES), a laguelle participe la Communauté frangaise sous sa propre
dénomination; & I'égard de I'Agence de coopération cuiturelle et technique
des pays francophones (ACCT), au sein de laquelle la Belgique est
représentée par la Communauté frangaise 67; et a I'égard de I'Union de la
langue néerlandaise, organisme bilatéral dont le but est d'intégrer les Pays-
Bas et la Communauté flamande dans le domaine de la langue et des lettres.

2. — Lorsque des organisations internationales poursuivent des
activités relevant de compétences considérées comme exclusivement
communautaires, la représentation de la Belgique y est assurée par les
Communautés exclusivement (Conférences générales de 'UNESCO, autres
conférences réunies par cette organisation, certaines conférences des
ministres du Conseil de I'Europe).

Depuis 1982, on appliquait alors les principes suivants: le point de vue
belge était exposé par un porte-parole fédéral; si fes ministres
communautaires étaient en désaccord — ce qui ne s'est jamais produit — la
délégation belge devait s'abstenir de voter; si une question présentait un
aspect «politique», il en était référé au représentant du gouvernement
central 68, Depuis peu, les Communautés ont organisé un systéme de
rotation qui permet & leurs gouvernements respectifs de représenter la

67 Quant a la Région wallonne, elle a demandé, avec F'accord de la Communauté frangaise,
le méme statut que le Québec, le Nouveau-Brunswick et I'Ontario, soit la
reconnaissance de sa qualité de «gouvernement participant aux institutions, aux
activités et aux programmes de I'Agence (...) dans le plein respect de la souveraineté et
de la compétence internationale des Etats membres» de l'organisation.

68  voy. le document Il. 36 reproduit dans «Les relations extérieures des Communautés et
des Régions » (ll}, Les Cahiers Constitutionnels, 1986/3-4, pp. 161 et 162.
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Belgique a tour de réle 89. Ce systdme est officiellement consacré pour la
participation au Conseil des Communautés européennes dans les matiéres
régionales, culturelles, «personnalisables» et d'enseignement.

3. — Selon une troisi@me formule, il advient — plus rarement — que
la Belgique soit représentée & la fois par une délégation fédérale et par une
délegatlon communautaire. Cette voie, défrichée par le Canada et par le
Québec a 'Agence de coopération culturelle et technique, a été empruntée
par la Beligique et par la Communauté frangaise, a partir de 1986, lors des
sommets périodiques de la francophonie 70, La Région wallonne est le plus
souvent associée a la représentation de la Communauté frangaise.

4. — Dans tous les autres cas, la formule utilisée consiste & admettre
au sein de la délégation belge dgs représentants des Régions ou des

Communautés, pour autant que l'ordre du jour de la rencontre l'exige. La .-

composition de la déiégation fait I'objet de discussions sous V'égide du
ministére fédéral des Affaires étrangéres. Des réunions sont préalablement
organisées afin de dégager la position que la délegation belge défendra au
cours de la conférence ou de la session de l'institution internationale.

L'émergence progressive des Régions et des Communautés sur la
scene internationale est le fruit d'une longue évolution qui ne parait pas
encore parvenue a son terme. Certes, la teneur nouvelle de l'article 167 de la
Constitution et l'adoption des lois du 5 mai 1993 marquent une étape
fondamentale de ce processus. Néanmoins, la situation qui en résulte ne
pourra étre correctement appréciée qu'a I‘épreuve de la pratique.

Les nouveaux textes constitutionnels belges jettent les bases d'une
gestion consensuelle de la politique extérieure sur un pied de stricte égallté
entre l'autorité fédérale, les Régions et les Communautés. Le systéme

combine en. effet le renforcement de l'autonomie de ces collectivités sur le
plan externe et la possibilité de maintenir la cohérencé de I'action de I'Etat
«global», moyennant une loyauté minimale envers ce dernier. A cet égard
I'avenir apprendra si les multiples autorités publiques belges appelées &
s'exprimer ouvertement dans le concert intergouvernemental ou dans

~I'espace européen sauront opter pour la collaboration et la complémentarité
plutét que pour l'affrontement et la compétition.

Dans les matiéres de compétence exclusivement régionale ou
communautaire ou joue & plein l'autonomie des collectivités fédérées, la
surveillance fédérale sera politiquement difficile @ exercer. Si le systéme
parvient a fonctionner sans blocage — ce qui est malheureusement

69  Déclaration du ministre du Commerce extérisur en commission de la Chambre
in rapport GEHLEN - VAN der MAELEN, Doc. parl., Ch. Repr., sess. ord. 1992-
1983, n° 798/3, p.7.

70 Sur la participation au premier Sommet, voy. Les relations extérieures des
Communautés et des Régions, Cahiers Constitutionnels, 1986/3-4, pp. 169-
175.
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incertain, en raison de la nécessité de dégager un consensus —, les Régions
et les Communautés ne pourront prendre des engagements internationaux
aux depens des intéréts de la Belgique ou des autres collectivités fédérées’1.
Il faut donc espérer que la cohérence de la politique extérieure belge et la
crédibilité de I'Etat sur le plan international puissent étre ainsi sauvegardées.

Le point noir du nouveau «systéme de relations internationales» est
certainement la complexité dont souffrira la procédure de conclusion des
traites «mixtes»; elle est le fruit d'une grave sous-estimation des difficultés
techniques lides au rétrécissement de la compétence internationale de
l'autorité fédérale et a la dévolution d'une compétence internationale
exclusive aux collectivités fédérées. Si ces derniéres en ont le souci, la
Belgique pourra cependant, dans les domaines «mixtes», continuer & parler
d'une seule voix sur la scéne internationale — comme tout Etat qui se veut

fédéral — en exprimant une opinion préalablement discutée au niveau ...

interne entre les collectivités fédérées et l'autorité fédérale.

Les Regions et les Communautés sont au pied du mur. A elles de
. prouver qu'elles ont pris conscience d'une exigence primordiale: 'autonomie
qu'elles ont tant revendiquée devra continuer & s'accorder avec l'existence et
la cohésion de F'Etat ainsi qu'avec le principe fédéraliste qui anime désormais
celui-ci.

71 Si un (projet de} traité signé par une Région ou par une Communauté pontait atteinte
aux intéréts d'autres Régions ou Communautés, le Comité de concertation pourrait en
étre saisi, conformément & l'article 32, § 2, de la loi ordinaire de réformes
institutionnelles du 9 aodt 1980.
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LA PARTICIPACION DE LAS COMUNIDADES Y LAS REGIONES,EN LA
ELABORACION Y LA EJECUCION DE LAS DECISIONES DE LA UNION EUROPEA

Madrid, seminario del 12 al 14 de abril de 1994
Texto provisional

Jean-Louis Van Boxstael
Aspirante F.N.R.S.
Departamento de derecho internacional del U.C.I.

Introduccidn

1. Las relaciones que se establecen entre la Unién europea y las
Comunidades y regiones que dentro del Estado belga ocupan el
estatuto de colectividades federadas' se han encontrado
recientemente, a causa de una notable coincidencia temporal, en
el centro de dos movimientos de acercamiento reciprocos. Uno,
marcado por la entrada en vigor, el 12 de noviembre de 1993, del
Tratado de 14 Unidén Europea, viene de alguna manera de “arriba".
El otro, que esta marcado, el 18 de mayo de 1993, por la nueva
reglamentacidén de las relaciones internacionales del Estado que
contienen la Constitucidén revisada el 5 de mayo de 1993 y las
leyes especiales y ordinaria acerca de 1las Comunidades y
Regiones?, viene de "abajo".

El aumento de la participacién de las Comunidades y de las
Regiones en el proceso de adopcidn de las decisiones de la Unién
Europea gue se derivan de ello se inscribe en Bélgica en la
perspectiva légica del "paralelismo de competencias" que desde
1988 inspira la nueva distribucién de 1las prerrogativas
exteriores del estado entre las colectividades gque lo componen.
La presente comunicacién aparecerd a este respecto como una
simple prolongacién de la que el sefior Lejeune dedica a la accidn
exterior de las Comunidades y las Regiones.

Hay una segunda perspectiva estrechamente unida a la primera. En
el mismo momento en que, tomando las oportunidades que le ofrece
el Tratado sobre la Unidén europea, el legislador belga aumenta
la parte que toman las Comunidades y las Regiones en el proceso
europeo de decisién, ha intentado garantizar m&s el respto y la
ejecucién en el orden juridico interno del derecho comunitario.

! El informe presentado por el sefior Lejeune lleva una
presentaciébn de las institudiones y de 1las
competencias comunitarias y regionales.

2 Ley especial y ley del 5 de mayo de 1993 sobre las
relacicnes internacionales de las Comunidades y de las
Regiones, M.B. del 8 de mayo, 12 ed. La segunda .
edicidédn del Moniteur belge del 17 de febrero de 1994
publicé el texto vuelto a numerar de la Constitucién
belga, fechado del mismo dia.
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2. Por lo tanto la presente comunicacién se dividir§ en dos
partes. Tras haber dado cuenta, en un primer capitulo, de 1la
parte que tienen las Comunidades y las Regiones en la elaboracién
de las decisiones de la Unién europea, nos detendremos en las
particularidades "comunitarias y regionales" del respeto y la
ejecucién de las mismas (capitulo 2)

Capitulo 1. La elaboracién de las decisiones de la Unién europea

3. No nos detendremos mucho en la participacién de las
Comunidades y las Regiones en los trabajos de las conferencias
intergqubernamentales previstas para la revisién de los tratados’.
La elaboracidn del derecho comunitario primario le corresponde
mas al derecho internacional ptblico que al derecho europeo
estrictamente entendido®.

De todas formas no es initil recordar que, baséndose en el
antiguo articulo 81 de 1la ley especial de reformas
institucionales del 8 de agosto de 1980°, las Comunidades y las
Regiones se han asociado a la composicién de la delegacién belga
en las dos conferencias intergubernamentales sobre la Unién
politica y sobre la Unidén econétmica y monetaria cuyos trabajos
acabaron en ocasién del Consejo europeo de Maastricht los dias
9 y 10 de diciembre de 1991.

Se acordd en el Comité de concertacién® que la delegacién belaga
en las reuniones ministeriales intergubernamentales estaria
compuesta, en funcién de la materia tratada, segiin el siguiente
esguema’:

3 Articulo N del Tratado sobre la Unién europea

Mas exactamente, salvo gque se les considere como la
expresién del "poder constituyente" europeo, las
conferencias intergubernamentales proceden a la
revisién de los tratados por iniciativa y con la
participacién de las instituciones comunitarias, no
son, hablando con propiedad, instituciones de 1la

Unién.
3 Esta disposiciébn prescribia la asociacién de los
"Ejecutivos" (hoy "Gobiernos") de Regiones vy

comunidades a las negocliaciones de 1los tratados
internacionales referidos a materias correspondientes
a la competencia de su colectividad respectiva.

6 Vveamos en este 6rgano infra, n® 28-29,

7 Y. Lejeune, "Rapport belge" en Comparaison des
procédures administratives nationales de préparation
et de mise en oeuvre des décisions communautaires, que
aparecerd en el Instituto europeo de administracidn
piblica, p. 41.



a) materia de competencia exclusiva de la autoridad federal

Gobierno federal: 5
Gobiernos de Regiones y Comunidades: 1

b) materia de la exclusiva competencia de 1las autoridades
regionales o comunitarias

Gobierno federal: 3
Gobiernos de Regiones o Comunidades: 3 (1 por Gobierno regional
o comunitario segiin el caso)

¢) otras materias

Gobierno federal: 4
Gobiernos de Regiones y de Comunidades: 2

La misma asociacidén de las Comunidades y las Regiones en 1la
elaboracién del derecho comunitario primario - gue en si no es
obhjeto de ninguna prescripcién constitucional o legislativa
particular - estd regida actualmente por el acuerdo general de
cooperacién firmado el 8 de marzo de 1994 entre el Estado
federal, 1las Comunidades y las Regiones para regular las
modalidades de conclusién de los tratados mixtos® °. El articulo

Comp. la opinidén del sefior Thewes segln el cual la
participacién de las colectividades federadas en las
conversaciones intergubernamentales “"debera ser objeto
de acuerdos de cooperacifén ad hoc" ("La colaboracién
entre el estado, las Comunidades y las Regiones en
materia europea"™, en La Belgigue fé&dérale, obra
colectiva del Centro de estudios constitucicnales y
administrativos de la U.C.L. gque aparecerd en la
editorial Bruylant de Bruselas, Cap. IX, n& 17). Como
hipdtesis, la existencia de un acuerdo de cooperacidén
general sobre las modalidades de conclusién de los
tratados mixtos no puede excluir, segin 1la
prescrepcién general delfi articulo 92bis & 1%,
apartade 12, de 1la 1ley especial de reformas
instirtucionales, la conclusién de acuerdos especiales
conformes con sus prescripciones.

9 Este acuerdo se concluyd® basindose en el articulo
92bis &49, de la ley especial de reformas
institucionales del 8 de agosto de 1980, modificada
por el articulo 3,& 12, 28, de la ley especial del S
de mayo de 1993. De esa forma, el legislador especial
se ha "descargado" en 1las autoridades interesadas,
conviniendo entre ellas un acuerdo de cooperacifn, una
misidn que le adjudica la Constitucién en su articulo
167, & 4. Este técnica se ha criticado (Opinién del
Consejo de Estado del 7 de octubre de 1992 relativo a
la propuesta de ley especial sobre 1las relaciones
internacionales de las Comunidades y las regiones.
Doc.habl. Senado S.E. 199%91-1992, n® 457-2, pp. 5y 6;
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4 de éste le confia a la Conferencia interministerial de politica
exterior' el cuidado de fijar en cada caso la composiciédn de la
delegacién belga. El1 articulo S precisa ademds gque los
representantes de las diversas autoridades afectadas negocian en
un pie de igualdad, porque el representante del ministerio
federal de Asuntos exteriores no ejerce a este respecto sino una
"direccién coordinadora"!!.

La participacién comunitaria y regional en la elaboracién de los
tratados de base por fin se extiende ya mds alld del nivel
gubernamental. Preocupado por facilitar al mismo tiempo 1las
funciones de impulso y de control politico de las asambleas sobre
su Gobierno respectiveo, y por prevenir las dificultades que
podrian surgir en el momento en que son llamadas a dar un
asentimiento parlamentario a los tratados'?’, el articulo 16, §
2, apartado 2, nuevo, de 1la ley especial de reformas
institucionales’ extiende a los Consejos de Regicnes y de
Comunidades una prerrogativa que el articulo 168 de la
Constitucidn les reconoce a las Camaras legislativas federales:
la de estar informados de las negociaciones en curso "“en vista
de cualgquier revisién de 1los Tratados gque instituyen las
Comunidades europeas asi como los tratados y actas subsiguientes
gue los han modificado o completado", ¥ de tener conocimiento del
protecto de tratado antes de su firmal.

y R. Andersen, "Las competencias", en lLa Constitution
fédérale du 5 mai 1993, Bruselas, Bruylant, 1993, p.
142) Veamos el informe presentado en ese colocio por
el sefior Lejeune

Sobre este 6rgano, ver infra n® 28.

1 Ver el informe presentado por el sefior Lejeune.

12 El asentimiento parlamentario se requiere para la
introduccién de cualquier tratado en el derecho belga.
Ver el informe presentado en este cologquioc por el
sefior Lejeune.

13 Modificado por el articulo 12, & 12, de 1la ley
especial del 5 de mayo de 1993.

14 El cardcter aparentemente restrictivo de los términos
“Tratados que instituyen las Comunidades europeas" se
ha «criticado (D. Nagant de Deuxchaisnes, "Le
renforcement du caractére démocratique de la
Communaute européenne", en La Belgique féderale, op.
cit. Cap. IX, n? 12, nota 5; adde G. Craenen, "Belgle
en het buitenland. De nieuwe regeling wvan de
buitenlandse betrekkingen", en A. Alen y L.-P. Suetens
(ed.) Hel __ federale Belgie na de vierde
Staatshervorming, Brujas, die Keure, 1993, p. 90, ng
110, explicando que "Los textos y la manera en gque se
han elaborado dan una impresién de negligencia y
precipitacién")
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4. En 1la medida en que son competencia del derecho
intergubernamental tradicional, se puede decir, mutatis mutandis,
de las politicas de la Unién que sgobrepasan e arco de
Comunidades europeas, lo mismo que se acaba de decir de las
conferencias intergubernamentales encargadas de proceder a la
revisién de los tratados. La asociacién de las Comunidades y de
las Regiones a su elaboracién corresponde, en esta misma medida,
a las técnicas previstas respecto al derecho internacional
general. Ese es el caso de la politica exterior y de seguridad
comin’®, de la cooperacidén enlos campos de la justicia y 1los
asuntos interncs', y s6lo en una parte, de la politica social
europeal’.

La aplicacidén de las reglas clésicas de asociacién - 1las
prescritas por el acuerdo de cooperacién del 8 de marzo de 1994
que acabamos de mencionar!® - , gue no excluye la conclusién de
acuerdos de cooperacién ad hoc', se duplica de todas formas con
una importante precisidén. Las politicas de la Unién que no sean
competencia del campo de las Comunidades europeas tienen como
soporte y como marco orgénico las instituciones - en lo esencial,
la presidencia, el Consejo europeo y el Consejo de la Unién
europea = propias de las Comunidades y que, como tales, tienen
reglas mas afinadas de participacién de las colectividades
federadas. Esas reglas se aplican a las politicas
"extracomunitarias" de la Unién.

5. Son ellas las que conviene examinar ahora abordando el campo
propiamente dicho del "derecho derivado de las Comubnidades
europeas".

Se procederd a este examen en tres tiempos: Se trataréd, en primer
lugar, de detenerse en las reglas de composicién .de las
diferentes instituciones comunitarias, especialmente de las gque
se encargan de lo esencial del proceso de decisidén comunitario,
con el fin de descubrir las huellas de una participacidén orgénica
de las Comunidades y las Regiones (seccidén 1). Rapidamente, se
verd que - mis alld de las simples reglas orgénicas - en la
participacién activa en la elaboracién de la posicidén de Bélgica
ante las instituciones en las cuales participa reside lo esencial
de la asociacidén de las Comunidades y las Regiones en la decisién
europea (seccién 2). Finalmente, las autoridades comunitarias y

15 Parrafo V del Tratado sobre la Unién europea

16

7 Protocolo anejo al Tratado sobre la Unidn europea, al
cual se afiade el acuerdo sobre la politica social
concluido entre los Estados miembro de la Comunidad
europea excepto el Reino Unido de la Gran Bretafia e
Irlanda del Norte.

18 Supra ne 3.

i Ver la opinidn del sefior Thewes, aupra, nota 7.
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regionales toman una parte sustancial en la elaboracién de la
politica regional de la Comunidad (seccién 3).

Seccién 1. La participacidén orgénica

6. En el plano institucional, pasa con la Comunidades europeas
como en todas las organizaciones internacionales. Solo conocen
los Estados.

La férmula parecerd una provocacién. Sin embargo no es del todo
inexacta. Pues si nos atenemos a los Srganos de decisidén que son
el Consejo de la Unidn europea y la Comisidn europea y, en menor
medida, el Parlamente eurcpeo, buscamos en vanc alguna referencia
a las autoridades regionales en las reglas relativas a su
composicidn y funcionamiento. En ese punto, los tratados no
parecen apartarse de las reglas relativas a la composicién y el
funcionamiento de todas las instituciones interestatales. Le
dejan a cada Estado miembro la libertad de designar dentro de &1
la autoridad que lo representard y lo comprometera validamente
ante las instituiones en las que participa. No van mis alld y a
este respecto no le asignan ninguna obligacién.

7. Este carécter estrictamente permisivo presenta al menos dos
consecuencias.

La primera es gque son las instituciones de composicién estatal -
ademds del hecho de gque son las principales instancias de
decisiébn de las Comunidades - 1las que les ofrecen a las
autoridades regionales la mayor oportunidad de representacién.
La institucidén propiamente comunitaria - la Comisién, que hace
la singularidad de los tratados - no estd en su composicién
abierta en absoluto a esas autoridades. No pueden intentar
influir en su accién salvo por medio de un lobbyng andlogo al de
las firmas privadas.

La segunda consecuencia es que hay que encontrar las bases de la
participacién regional en el derecho constitucional interno de
los Estados interesados, y no en el derecho comunitario.

8. Bélgica no se ha mostrado precisamente avara distribuyendo a
las colectividades federales que la componen las prerrogativas
gue saca, en el plano internacional, de su participacién en
instituciones "internacionales o supranacionales"®,

» Articulo 92bis, nuevo, de la ley especial de reformas
institucionales modificado por el articulo 3, & 12,
12, de la ley especial del 5 de mayo de 1993. Ver
acerca de esta disposicidn el informe presentado por
el sefior Lejeune. Un acuerdo-marco de cooperacién, gque
nosotros sepamos todavia en preparacidn, debe regular
en su base la representacién de Bélgica ante las
organizaciones "internacionales o supranacionales"
cuyas actividades abarcan parcialmente las
competencias de 1las Comunidades © las Regiones
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Las reglas que rigen su representaciédn ante las instituciones
comunitarias en las que participa =- el Consejo de la Unién
europea (§ 12) y el Comité de representantes permanentes (§ 2) =
constituyen wuna aplicacién especial de esos principios
generales. Tambiém hay que decir una palabra acerca del
Parlamento europeo, dentro del cual Bélgica ha elegido un reparto
“comunitario" de los escafios de que dispone (§ 3). Finalmente,
la institucién del Comité de las regiones marca definitivamente
el abandono por parte de la Unién de una préactica inicial de
indiferencia institucional respecto a las colectividades
regionales y locales de sus Estados miembro (§ 4).

§ 12 El1 cConsejo de la Unién europea

I. Principios

9. Como principal instancia de decisidn de la Unién, el Consejo
esta, segin el articulo 146 del Tratado de Roma, compuesto por
representantes de los gobiernos de los Estados miembro, a los
cuales éstos confieren la capacidad de comprometer al Estado en
el orden comunitario. El tratado revisado en Maastricht ha tenido
en cuenta las précticas alemana y, en cierta medida, belga de
delegar en el Consejo a los miembros de los gobiernos federados.
Segin la nueva redaccién del articulo 146, "E1 Consejo esté
formado por un representante de cada Estado miembro a nivel

ministerial, habilitado para comprometer al gobierno de ese

estado miembro".

El Consejo sigue siendo la institucién "intergubernamental" de
la Unién. Es siempre el Estado - y sélo &l - el gque esta
representado en €1 y dispone, gualitate gua, del derecho de voto.
Pero su escafio puede ser ocupado, incluso cuando se procede a un
voto, por el miembro de un gobierno federado.

10. También conviene que éste esté& habilitade por las reglas
constitucionales internas del Estado al gue pertenece para
comprometer al Estado en 1la escena comunitaria. En otros
términos, le correspondia al legislador belga aprovechar 1la
oportunidad gue se le ofrecia con la revisién del Tratado.

Esta habilitacién est& inscrita en el articulo 81, § 6, nuevo,
de la ley especial de reformas institucionales?, segfin el cual
los Gobiernos de Regiones y de Comunidades "est&n autorizados a
comprometer al estado dentro del Consejo de las Comunidades
europeas, donde uno de sus miembros representa a Bélgica,
conforme a un acuerdo de cooperacién establecido en el articulo

(Benelux, Consejo de Europa, ©0.C.D.E., G.A.T.T.,
érganos subsidiarios o instituciones especializadas de
la ONU)

n Modificada por el articulo 2 de la ley especial del 5
de mayo de 1993.



92bis, § 4bis"?®,

Basindose en esta Gltima disposicién, el Estado, las Regiones y
las Comunidades convinieron, el 8 de marzo de 1994, un acuerdo
de cooperacién "relativo a la representacién del Reino de Bélgica
dentro del Consejo de ministros de la Unién europea".

11. Este acuerdo ya estd en vigor. En la medida, en efecto, en
gue regula una prerrogativa de gobierno - el derecho de
representacidn internacional del Estado - y no supone ning(n
compromiso financiero, noc necesita para hacer efecto el
asentimiento parlamentario prescriteo por el articulo 92bis, §1e,
apartado 2, de la ley especial de reformas institucionales?®.

Como hipdtesis, no ha hecho falta esperar la conclusién de un
acuerdo de cooperacidén para gue los Gobiernos de las Regiones y
Comuidades puedan representar a Bélgica en los Consejos que
deliberan sobre las materias de 1la competencia de esas
colectividades. Conforme al principio de sustitucién de las
autoridades, de las que la disposicién transitoria del articulo
92bis, § 4bis, apartado 2, reserva expresamente la aplicacién,
los Gobiernos de Regiones o de Comunidades ejercen, en efecto,
en las materias que son de las competencias regionales o
comunitarias, las atribuciones que el rey, un ministro o un
comité ministerial federal recibian de las leyes anteriores a la
reforma del Estado®. .

Eso explica que durante la presidencia belga de la Unién eurocpea,
gue acabd el 31 de diciembre de 1993, los principios actualmente
contenidos en el acuerdo de cooperacién del 8 de marzo de 1994,
mediante algunos arreglos, ya se han aplicado®.

u A esta regla general se afiadird el articulo 6, &2bis,

nuevo, de la ley especial de reformas institucionales,
relativo a la politica agricola comunitaria. Segin
esta disposicién "(...) En_el &ambito europeo, los
representantes de las Regiones tienen asiento, ademés

de los representantes federales, dentro de los comités
técnicos" (modificada por el articulo 2, & 11, de la

ley especial del 16 de julio de 1993 gue da eliltimo
togque a la estructura federal del Estado. M.B., 20 de
julio, 28 ed.)

B Esa es la opinidén sobre la cual se ha puesto de
acuerdo la Conferencia interministerial de politica
exterior.

%

Articulo 83, && 2 y 3, de la ley especial de reformas
institucionales. Ver sobre ese punto G, Craenen,
"Belgie en het buitenland...", op. cit., p. 86, n2 93.
3 Ver el protocolo relativo a la presidencia belga
establecido en el mes de julio de 1993 en 1la
Conferencia interministerial de politica exterior,
infra, ne® 14.



II. El1 acuerdo de cooperacién del 8 de marzo de 1994,

12, En el respeto del articulo 146 del tratado, el acuerdo del
8 de marzo de 1994 precisa gue el escafio belga Unicamente puede
estar ocupado por un solo ministro con calidad de portavoz, el
Gnico habilitado para comprometer al Estado por medio de su voto
(articulo 10, § 12). No obstante, permite gque el ministro-
representante esté asistido, en caso necesario, por un ministro-
asesor (articulo 10, § 2). La razdén de esto es simple: la
distribucién de las competencias materiales entre la Unién y sus
Estados miembros no sigue exactamente las lineas de distribucién
material de las competenciag internas entre las autoridades
federal, regionales y comunitarias. Es conveniente que cada vez
que el Consejo esté llamado a deliberar acerca de materias gque
no sean de la competencia exclusiva de una u otra de las
colectividades federal o federadas, el ministro que ocupa el
escafio belga, perteneciente a la c¢olectividad "principalmente®
afectada, esté asistido por un ministro perteneciente a una de
las dem8s colectividades que comparten "accesoriamente" esa
competencia.

Segin el texto del anejo I del acuerdo, gque reproduce los
términos de una decisién de la Conferencia interministerial de
politica exterior, el ministro asesor puede !aportar una

contribucién_activa a los trabajos gue se llevan a cabo en el
recinto del Conseio".

En efecto, su papel consiste concretamente en:

- ayudar al ministro representante (...) en las materias gue sean
de la competencia de su nivel de poder:

- tomar, de acuerdo con el Ministro-representante, la palabra en

esas materias;

- en funcién de la evolucién de la neqgociaciébn gue necesite una
actualizacién de la postura belga a tomar (...) ponerse en
contacte con los colegas afectados de su nivel de poder, ¥
aportar de esa forma su colaboracién a la adopcifén de una postura
belga en el Conseijo"®®

13. El1 acuerdo confia ala Conferencia interministerial de
politica exterior el cuidado de establecer la lista de los
diferentes ministros federales, regionales y comunitarios capaces
de representar a Bélgica en el Consejo (articulo 8), y d@e

organizar entre ellos la distribucidn del poder de representacién
(articulo 7, § 12).

La decisidén tomada por la Conferecia a este respecto, que puede
ser objeto de "adaptaciones o revisiones posteriores", figura en
el anejo I del acuerdo.

2 Anejo I, punto 3 del acuerdo.
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Distingue cuatro "categorias" de Consejos. La categorfa I
comprende los Consejos de representacién federal exclusiva; la
categoria II corresponde a los Consejos de representacién federal
con asesor de las colectividades federadas; la categoria III
agrupa a los Consejos dentro de los cuales las colectividades
federadas estén habilitadas para representar a Bélgica con la
asistencia de un asesor federal; finalmente, la categoria IV
engloba a los Consejos dentro de los cuales las colectividades
federagas estén exclusivamente habilitadas para representar al
Estado

Los Consejos estin repartidos en cuatro categorias en funcién de
su configuracién®:

CATEGORIA I CATEGORIA II
Asuntos generales Agricultura
Ecologia Mercado interno
Justicia ' Sanidad
Telecomuinicaciones Energia
Consumidores Entorno
Desarrollo Transportes
Proteccidén civil Asuntos sociales
Pesca
CATEGORIA III CATEGORIA 1V
Industria Cultura
Investigacidn Educacién
Turismo
Juventud
Vivienda y acondicionamiento del
territorio

La designacidén del ministro encargado de representar a Bélgica
en la ejecucidén de esta decisidén se formaliza, antes de cada
Consejo, dentro de la coordinacién organizada por la Direccién
de administracidén de asuntos europeos del Ministerio de Asuntos
Exteriores o, en caso de divergencia persistente dentro de ésta,
por medie de 1la Conferencia interministerial de politica
exterior”. Se notifica, por medio de 1la Representacién
permanente de Bélgica, a la Secretaria general del Consejo por
medio del Ministro de Asuntos Exteriores (articulo 9).

14, E1 articulo 7, § 2, del acuerdo invita a las Comunidades y
las Regiones, en todos los casos en los gque el escafio de Bé&lgica
esté - a titulo de ministro representante © de ministro asesor -
ocupado por un ministro comunitario o regional, a acordar entre

a Anejo I, punto 2.
® Anejo I, punto 4.

» Acerca de esos 6rganos de concertacién, ver infra ne
28-29.
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ellas un sistema de rotacidn que tenga en cuenta el "ritmo de
trabajo de la Unién europea'". Segin 1las explicaciones del
acuerdo, la rotacién no debe ser demasiado répida con el fin de
no trastornar la coherencia de la postura belga a lo largo del
proceso de adopcién de una decisién, ni demasiado lento con el
fin de dar a cada uno de los componentes regionales o
comunitarios del Estado la ocasién de promover sus iniciativas
en la escena europea.

En estos momentos - aunque esté que previsto gue un reglamento
definitivo debia entrar en vigor el 1 de enero de 1994 -
Gnicamente estan definitivamente establecidas 1las 1lineas
directrices del sistema de rotacidn, acordadas en la Conferencia
interministerial de politica exterior el 25 de enero de 1993:

- el sistema de rotacidn estd organizado por semestre, es decir
el equivalente a la duracidén de una presidencia;

- la rotacién se organizarad con el fin de asegurar un equilibrio
entre los representantes de las Comunidades y las Regiones segiin
tengan el @escafio como ministros asesores o ministros
representantes;

- cuando se trata de Consejos gue celebran varias reuniones por
semestre, la autoridad indicada por rotacidédn sigue estando
habilitada para las diferentes reuniones del Consejo durante ese
semestre;

-~ cuando se trata de Consejos que sblo celebran reuniones
esporidicamente, 1la autoridad indicada por rotacién esté
automadticamente habilitada para la sesidén siguiente si se
verifica que no hay organizada ninguna reunién durante el
semestre,

Durante la Gltima Presidencia belga, la representacidén belga se
repartié de la manera siguiente®:

30 Protocolo relativo a la presidencia belga, decidido el
mes de julio de 1993 por la Conferencia
interministerial de politica exterior. El articulec 3
del protocolo determina que "para asegurar la unicidad
de la presidencia", es un ministrec federal, y no un
ministro regional o comunitario, quien continuara
asumiento la presidencia de 1los Condejos de 1la
categoria III hasta el final de la presidencia belga.
Como ejemplo, el ministro federal de asuntos
econémicos presidié los Consejos de ministros de
Industria de 1los dias 21 de septiembre, 18 de
noviembre y 17 de diciembre de 1993, al cual asistia
el ministro presidente del Gobierno valén.
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Consejos de la categoria II

a) Competencias regionales

Agricultura Regién valona

Mercado interno Regién flamenca
Transportes Regién flamenca

Energia Regién valona

Entorno : Regién de Bruselas-capital

b) Competencias comunitarias

Asuntos sociales Comunidad francesa
Sanidad Comunidad flamenca

Consejos de la categoria III (competencias regionales y

comunitarias)
Industria Regidén valona
Investigacién Comunidad flamenca

Consejos de la categoria IV (competencias comunitarias)

Cultura Comunidad francesa
Educacién Comunidad flamenca

III. Los Consejos informales

15. Las explicaciones del acuerdo del 8 de mayo de 1994
determinan que no hay vocacién a aplicar a los Consejos
informales, los cuales - reunen a altos funcionarics o deliberan
acrca de cuestiones ajenas a las competencias de las comunidades
europeas - "no existen juridicamente y por lo tanto no entran en
el campo de aplicacién del articulo 146".

El anejo III del acuerdo incluye de todas formas reglas minimas
acerca de la representacién belga en los Consejos informales. Se
comprende fécilmente: no sélo las reuniones informales en las que
toman parte ministros o altos funcionarios de los Doce pueden,
en la regulacién de cuestiones nuevas o politicamente delicadas,
preparar los trabajos del Consejo o dar los impulsos necesarios
para los progresos de la Unidn, sino que ademis se les permite
a veces, a semejanza del propio Consejo, establecer acuerdos
intergubernamentales de manera simplificada. Su papel "de
decisién" no es desdefiable en ese sentido.

En lo esencial, el anejo III del acuerdo distingue las reuniones
informales de ministros representantes en una configuracién
formal del Consejo, de 1las gue reflnen a ministros no
representantes en ningin Consejo formal. En el primer caso, el
escafioc de Bélgica estd ocupado por el ministro encargado de
representar al Estado en el Consejo formal correspondiente. En
el segunde caso, se establecerd una rotacién gd hoc para cada
periodo de presidencia basédndose en el calendario de reuniones
informales comunicado por la presidencia antes de su entrada en
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funciones.

No obstante, esas reglas son susceptibles de enmienda. En efecto,
no se excluye que la presidencia admita expresamente 1la
participacién de varios ministros por Estadc. En tal hipoétesis
se podria pensar en una representacién conjunta de los Gobiernos
federal, regionales y comunitarios.

16. Estas reglas no tienen nada de nuevo. La practica de la
representacién comunitaria o regional en las reuniones informales
de ministros de los Doce es antigua. Desde 1982, un miembro de
cada Ejecutivo comunitario® participa en 1las reuniones
informales de los ministros de Cultura o de Educacién de 1los
Estados miembro, ya que el Gobierno nacional sé6lo esté
representado en 1la delegacién belga por uno o varios
funcionarios*

La novedad, introducida durante la presidencia belga, estéd en el
hecho de que las Comubnidades y las Regiones han acordado un
turno, de manera que de ahora en adelante un solo ministro
regional o comunitario ocupe el escafic belga. De esa forma, un
ministro del Gobierno valén presidié solo en Lieja, los dias 12
y 13 de noviembre, un Consejo informal sobre "Politica regional
y Acondicionamiento del territorio".

IV. La presidencia

17. E1l articulo 11 del acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de
1994 determina expresamente para el resto que se deben formular
reglas especificas, basadas en los principios enunciados por la
representacién de Bélgica en el Consejo, antes de cada
presidencia y deben ser objeto de un protocolo adicional. Estas
reglas se inspirarén en el protocolo que se redactd con ocasidn
de g? Presidencia belga gque acabd en el mes de diciembre de
19937,

§ 2, Fl comité de los representantes permanentes

18. Cada una de las Comunidades y las Regiones han delegado ante
el C.0.R.E.P.E.R. un representante con el titulo de "agregado".
Estos agregados, aungue no dispongan de un estatuto diplomético,
estan inscritos por el ministro de Asuntos Exteriores, en virtud
de arreglos politicos, en la lista de agentes diplom&ticos y

3 Hoy dia “"Gobierno de Comunidad".

32 Y. Lejeune, "Les relations extérieures del Communautés

et des Régions", t. II, Cahiers constitutionnels,
1986, ne 3/4, pp. 162 y 163.

B Supra, ne 14
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consulares belgas®. Como estan sometidos a las instrucciones de
los ministros de los gque dependen, obedecen a la autoridad
diplomética del jefe de puesto®.

El representante permanente o su adjunto son los ftinicos gque
pueden tomar la palabra en el Comité en nombre de Bélgica. No
tienen ninguna obligacidén de unirse 1la asistencia de los
representantes de las Comunidades o las Regiones. Como mucho
estdn invitados "en la medida de lo posible" por el desarrollo
del acuerdo de cooperacidén del 8 de marzo de 1994.

La delegacidén belga ante los diferentes grupos de trabajo que
funcionan dentro del C.0.R.E.P.E.R. estid compuesta por el
Representante permanente, que dispone a este respecto de una gran
libertad; los desarrollos del acuerdo de cooperacibébn del 8 de
marzo de 1994 le permiten designar, a la cabeza de esas
delegaciones, a los agregados de Comunidades o Regiones.
Determinan también que la delegacién puede comprender
funcicnarios de las administraciones comunitarias o regionales
competentes. No obstante, el Representante permanente no tiene
ninguna obligacién a este respecto.

§ 3. El Parlamento europeo

19. El1 Parlamento, cuyocs procedimientos de cooperacién® y de
codecisién® han aumentado en gran manera las prerrogativas de
decisién, estd compuesto por miembros directamente elegidos por
los ciudadanos de la Unidén dentro de los Estados miembro.

Aungue hablando con propiedad no se pueda mencionar aqui
cualquier ‘'representacién org8nica" de las colectividades
federadas, no es inutil revelar hasta qué punto el legislador
belga, en el momento de organizar el procedimiento electoral®,

Estos protocelos se reproducen en F. Standaert, Les
relations extérieures dans la Belgique Féderale,
Bruselas, Grupo Coudenberg, 1990, pp. 222 a 227, asi
come en Parl St., VI Raad, sess 1989-1990, n® 258/2,

pp- 6 Yy 7 (anejo)

35 Y. Lejeune, "Rapport belge", en Comparaison des

procédures administratives nationales..., op.cit., p.
24.

3 Articulo 18¢C del Tratado
3 Articulo 189B del Tratado

3 El articulo 7, & 2, del acta asignando la eleccién de
los representantes en el Parlamento europec por
sufragio universal directo les deja a los Estados, de
manera transitoria, la competencia de organizar el
procedimiento electoral (Decisiébn 76/787/CECA, CEE,
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se ha esforzado por garantizarle a cada uno de los componentes
comunitarios del Estado una representacién ponderada en la
asamblea europea. De esa forma, los delegados belgas son
naturalmente portadores de las preocupaciones de la comunidad a
la que pertenecen

20. Las legislaciones de circunstancia que hasta ahora han
organizado las elecciones europeas® han dividido el pais en tres
cicunscripciones electorales, flamenca, valona y bruselense, y
dos colegios electorales, francés y neerlandés. Los electores
domiciliados en la circunscripcién electoral valona eran llamadoes
a votar por los candidatos del colegio electoral francés, los
electores domiciliados en la circunscripcidén electoral flamenca
por los candidatos del colegio electoral neerlandés, y los
electores domiciliados en la cicuscripcién electoral bruselense
por los candidatos de uno u otro colegio, a su eleccidn.

Los veinticuatro escafics de gque disponia Bélgica estaban
repartidos entre los dos colegios electorales seglin una clave
once/trece que no era exactamente proporcional a la cifra
respectiva de las poblaciones francéfona y flamenca®.

21. Este régimen transitorioc ha dado paso, desde la ley ordinaria
del 16 de julio de 1993 destinada a dar el Qdltimo toque a 1la
estructura federal del Estado, a un régimen definitivo aplicable
a todas las elecciones europeas por venir®. A las

Euratom del 20 de septiembre de 1976 y acta y anexo,
J.O.C.E., N2 1 278 del 8 de octubre de 1976, p.l).

i Leyes relativas a la eleccidén del Parlamento europeo
de los dias 16 de noviembre de 1978 (M.B. del 23 de
diciembre), 27 de febrero de 1984 (M.B. 6 de marzo) y
el 23 de marzo de 19839 (M.B. del 25 de marzo; err. 4
de abril).

40 Por esta razdn, los electores domiciliados en Flandes
han llevado ante el Tribunal de arbitraje diversos
. recursos contra la ley del 32 de marzo de 1989,
basados en la viclacién de los principios
constitucionales de igualdad y de indiscriminacién.
Estos recursos han fracasado, principalmente por el
motivo de gue "todo sistema electoral debe
considerarse a la luz (...) de la evolucidn politica
del pais", y que la legislacidn atacada presentaba a
este respecto el <carldcter de una "ley de
circunstancia" (disposicidén ne 26/90 del 14 de julio

de 1990, punto 6,B,7, M.B., 4 de agosto).

4 El articulo 216 de la ley del 16 de julioc de 1993
simplemente ha abrogado el articulo 45 de la ley del
23 de marzo de 1989, gque limitaba el campo de
aplicacibén de ésta a la UGnica eleccién de junio de
1989. Modificada en numerosos puntos, la ley del 23 de
marzo de 1989 contiene ya el régimen general de las
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circunscripciones valona, bruselense y flamenca se afiade una
cicunscripcidén electoral germandfona. Los electores que estén
domiciliados en ella componen un tercer colegio electoral,
germandéfono, que se afiade a los colegios francés y neerlandés.

Por otra parte, antes incluso de que entre en vigor la decisién
del 12 de febrero que modifica, en la linea de los acuerdos de
Edimburgo, el acta determinando la eleccién de representantes al
Parlamento europeo por sufragio universal directo®?, 1la
legislacidn belga se ha adaptado a la atribucién a Bélgica de un
veinticincoavo escafio: ahora hay catorce escafios atribuidos al
colegio electoral neerlandés y diez al colegio electoral francés.
Se reserva un escafio para el colegio electoral germandfono.

No hay motivo para ver aqui sino el fruto de un compromiso
politico, sin asombrarse demasiado del desconocimiento simulténeo
qgue supone principios de igualdad entre colectividades federadas
(puesto que los escafios de los dos principales colegios estéan
distribuidos de una manera estrictamente proporcional a la cifra
de su poblacién) y de igualdad entre electores (puesto que el
tercer colegio se ve reservar un escafic que no le ofrecia la
aplicacién del principio de proporcionalidad)®.

$ 4. El Comité de las Regiones

22. La indiferencia institucional inicial mostrada por las
Comunidades respecto a las estructuras politicas y
administrativas internas de los Estados miembro ha dado paso
actualmente a una atencién medida. Ahora rodea a las
instituciones de decisidén de la cComunidad una red compleja de
comités consultivos dentro de los cuales estdn directamente
representadas las regiones.

A este respecto debe serle reservada una plaza especial al Comité
para el desarrcllo y la reconversidén de las Regiones = que
sucedid el 12 de enero de 1989, en el marco de la reforma de los
fondos estructurales®, al Comité de politica regional
establecido en 19275 -, asi como al Consejo consultivo de las
colectividades 1locales y regionales. Este, creado por una

elecciones europeas en Bélgica.

42 Decisién n¢ 93/81/Euratom, CECA, CEE del Consejo del
12 de febrerc de 1993, J.0.C.E., n2 T 33 del 9 de
febreo de 1993, p. 15.

4 D. Nagant de Deuxchaisnes, op. cit. en la Belgique

fédérale, cap. IX, n2 8, in ﬁ;ﬁe.

“ Infra, n® 38,
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decisién de la Comisién del 24 de junio de 1988%, agrupa, junto
a representantes de las colectividades locales, a 21 miembros
"regionales" en cuyas filas figuran representantes de las
Regiones belgas.

23, Estos Comités estin destinados de facto a apartarse ante el
Comité de las regiones que instituyen los articulos 4, § 2, y 198
A a C nuevos del Tratado, cuyo papel de extiende mucho més alli
de la politica regional de la Comunidad.

Segiin los Estados, el Comité reline a 189 representantes de las
colectividades regionales o locales*. Bélgica ha elegido una
representacién exclusiva de sus Comunidades y sus Regiones. Los
doce escafios que ocupa en el Comité& est&n distribuidos en ella
seglin una clave de distribucién lingiiistica "siete/cinco". Seis
ministros del Gobierno flamenco y un ministro flamenco del
Gobierno de la Regién de Bruselas-capital ocupan los escafios
flamencos. Dos ministros del Gobierno de la Comunidad francesa,
dos ministros del Gobierno de la Regidén valona y un ministro
francdfono del Gobierno de la Regidn de Bruselas-capital ocupan
los escanos francéfonos.

Por otra parte, con el fin de enfrentarse a las reivindicaciones
de la Comunidad germandéfona, se ha acordado que el ministro-
predidente del Geobierno de esta Comunidad ocuparia el escafio de
un delegado flamenco para el primer periodo de dos afios y el de
un delegado francéfono para el segundo periodo de dos afos*.

4 Decisidén ne 88/487/CEE de la Comisién del 24 de julio
de 1988 relativa a la creacién del Consejo consultivo
de las colectividades locales y regionales (J.0.C.E.
ne L 247 del 6 de septiembre de 1988, p. 23)

46 Tal como lo explica de todas formas D. Jans ("La prise
en consideration de la realité regionale dans la
Communauté européenne" en La Belgigue fédérale, op.
cit., cap IX, n2 45) el Comité de las regiones nacid
de las reivindicacioes de la Asamblea de las Regiones
de Europa. Su connotacién propiamente "regional" es
mis importante a este respecto gque su connotacién
local, por otra parte desaparecida en su apelacibn.
"Se puede deducir gque el acceso al Comité de las
regiones se les ha abierto a las colectividades
locales para satisfacer a los Estados no
regionalizados".

4 No obstante, se tomard nota de gue dos delegados de
las ciudades - los alcaldes de Charlerci y de Lieja -
se han designado a titulo de suplentes de 1los
ministros del Gobierno regional valén.

@ Tal es el objeto de una decisidén del Consejo de
ministros del 10 de septiembre de 1993, ratificando
las propuestas hechas por los Ministros-presidentes
del 1los Gobiernos de 1las Regiones y Comunidades
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Mas arriba de la representacidn org&nica de las colectividades
federales en las instituciones comunitarias en 1las cuales
participa Bélgica hay un punto todavia mis importante. Las
autoridades regionales y comunitarias competentes se han asociado
para la elaboracién de la postura nacional que defenderd el
representante belga ante las instituciones europeas. Esta
asociacidn es objeto de una segunda seccién.

Beccién 2. La preparacidén de la postura nacional

24, La asociacién de 1las Comunidades y Regiones para la
definicién de la postura nacional no es nueva. El antiguo
articulo 81 de la ley especial de reformas institucionales del
8 de agosto de 1980 ya se habla comprendide en un sentido
amplio, de manera gue podia aplicarse a la preparacidn de los
trabajos de las instituciones comunitarias que interesaran a las
competencias de las Comunidades y Regicnes. E1 articulo 6, § 3,
72 de la ley especial, incluido por la ley especial del 8 de
agosto de 1988, determind expresamente a continuacién que 1la
autoridad nacional debia organizar una "concertacidn"
estructurada con los Ejecutivos interesados "en la preparacién
de negociaciones asf como la continuacién de los trabajos de las
instituciones europeas relativos a las materias que sean de
competencia regional y a la politica agraria"™.

La ley especial del 5 de mayo de 1993 acerca de las relaciones
internacionales de las Comunidades y las Regiones se ha inscrito
naturalmente en esta perspectiva. No obstante deben ser
destacadas dos particularidades.

La primera es que la asociacién de los Gobiernos de Regiones y
Comunidades en la toma de decisiones de la Unién europea se
duplica ahora con una informacién de los Consejos. Segin el
articulo 92guater, nuevo, de la ley especial de reformas

reunidos a ese efecto el 5 de julio de 1993 (Ver la
respuesta dada por el primer ministro, el sefior
Dehaene, a la pregunta parlamentaria del sefior Kubla,
Bol. O _et R, CAmara, sess 1993-94, p. 97) Ver la
decisién del Consejo n2 64/65/Ce del 26 de enero de
1994 con la nominacién de los miembros y suplentes del
Comité de las regiones para el periodo del 26 de enero
de 1994 al 15 de enero de 1998, J.0.C.E., n2 L 31 del
4 de febreo de 1994, p. 29.

® Supra, nota 4.

50 Ver acerca de esas disposiciones Y. Lejeune,
"Belgique", en Ch. Engel (bajo la direccién de), Le
rdle des régions dans 1'exercice des compétences
externes des FEtats en Europe occidentale, Bruselas,
T.E.P.S.A.,, 1992, pp. 105-106, y del mismo autor
"Rapport belge", en Comparaison des procédures
asministratives nationales,.., op. cit. p. 39.
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institucionales®, 1las cCé&maras federales y 1los Consejos de
Regiones y Comunidades esté&n informados, desde el momento de su
transmisién al Consejo de las Comunidades Europeas, de las
propuestas de reglamentos y directivas y, en caso necesario, de
otras actas de caricter normativo® establecidas por la Comisidn
europea. Esta disposicién, que consagra una préactica
parlamentaria establecida desde 1990~1991, esti inspirada por una
preocupacidn por reforzar la legitimidad democratica del proceso
comunitario de decisién. En lo que se refiere a cada una de
ellas, las asambleas legislativas son llevadas por su mediacién
a participar activamente en la determinacién de la postura que
el representante belga defenderé ante sus oponentes comunitarios:
segin el articulo S4guater, apartado 2, pueden dar a su Gobierno
respectivo una “opinién" acerca de esas propuestas®,

La segunda particularidad es que la ley especial del 5 de mayo
de 1.993, fruto de un compromiso politice, establece dos
regimenes distintos de interés de los Gobiernos regionales y
comunitarios en la aelaboracidén de la postura nacicnal. El
primero, de ‘“cordinacién", se aplica al conjunto de las
decisiones de 1la Unién Europea (§ 12). E1 segundo, de
"concertacidn" sélo es propio del campo de la politica agricula

(§ 2).
§ 12. El régimen general de coordinacién

26. La ley especial del 5 de mauyo de 1.993 deja que un acuerdo
de cooperacidn determine el "procedimiento relativo a la toma de
postura y a la actitud a tomar a falta de consenso" en las
organizaciones "internacionales o supranacionales" en las cuales
participa Bélgica*. Ese es, trat&ndose de las instituciones de

3 Incluido por el articulo 4 de la ley especial del 5 de
mayo de 1993.

52 Esta Gltima expresién se introdujo en el texto de la
ley especial a sugerencia del Consejo de Estado, "para
preservar el futuro" (Opinién del 7 de octubre de 1992
relativa a la propuesta de ley especial sobre las
relaciones internacionales de 1las Comunidades vy
Regiones, Doc. parl., Senado, S.E. 1991-1992, n2 457~
2, p. 20).

53 Acerca de esta «cuestién, ver D. Nagant de

Deuxchaisnes, op. cit. en La Belgique fédérale, Cap.
IX, n? 11 y s.

34 Articulo 92 bhis, &bis nuevo, de la ley especial de
reformas institucionales, supra, nota 19. Por otra
parte una concertacién prevista "para los trabajos a
realizar en favor de las instituciones internacionales
y europeas" por el articule 6, & 3, 5, de la ley
especial de reformas institucionales toma lugar en el
comité de cooperaciédn Estado-Regién de Bruselas-
capital, al cual los articulos 43 a 45 de la ley
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la Unién, el objeto del acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de
1.994, del que ya hemos tratado m&s arriba®.

El acuerdo establece un mecanismo de coordinacién general que
debe ser puesto en funcionamiento "antes de cada sesién de un
Consejo", "sea cual sea el campe a gque se refiera"®. Es
conveniente estudiar sucesivamente los lugares (I), el alcance
(II) y la sancién (III). Junto a la coordinacién general no
excluye la existencia de coordinaciones ad_hoc, de nivel
gubernamental o administrativo (IV).

I. Los lugares de la coordinacién.

27. El acuerdo encarga a la Direccidén de administracién de los
asunto europeos del Ministerio de asuntos exteriores dgque

organice, antes de cada reunién del Consejo, reuniones de
coordinacién gque permitan establecer la postura belga, "tanto
desde el punto de vista general como en cada punto del orden del
dia" del Comité de los representantes permanentes y del
Consejo’’. Estas reuniones de coordinacién "Europa" - conocidas
hace mucho tiempo por la préactica administrativa - toman el
nombre de "servicio P11"%,

especial del 12 de enero de 1.989 relativa a las
instituciones bruselenses le han confiado la tarea "de
favorecer y promover el papel internacional y 1la
funcidén de capital de Bruselas".

5 supra, n? 10 y s. A titulo transitorio, el apartado 2
del articulo 92bis & 4bis, de la ley especial de
refoprmas institucionales ampliaba los términos de 1
articulo 6, & 3, 7%, antiguo: "(...) en espera de_Jla
conclusidén de este acuerdo o de esos acuerdos de
cooperacidédn tendrd lugar una concertacidn que asocie
a la autoridad [federal] y los [Gobiernos de Regiones

Comunidades ara la reparacid de as
negociaciones vy las decisiones, asi _como la

continuacién de los trabajos de las organizaciones
internacionales Vv supranacionales relativos a las

materias uge sean de las competencias comunitarias y
regionales". Un acuerdo de cooperacién distinto,

también fecha del 8 de marzo de 1.994, regula las
modalidades de asociacién de la Comisién comunitaria
com@in de Bruselas-capital en la adopcién de decisiones
relativas a las materias de su competencia.

58 Desarrollos del acuerdo de cooperacién, punto 5.

57 Articulo 2.

58 Y. Lejeune, "Rapport belge" en Comparaison des

procédures adminitratives nationales... op. cit. p.
13.
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Esas reuniones, colocadas bajo la presidencia y la secretaria del
ministerio federal de asuntos exteriores, agrupan, por parte del
Gobierno federal, a representantes del primer ministro, de los
viceprimeros y del ministro de Asuntos europeos y, por parte de
los Gobiernos de Regiones y de cComunidades, a los de los
ministros presidentes de esos Gobiernos asi como el miembro gue
tenga las relaciones internacionales entre sus atribuciones. Los
departamento federales, comunitarios y regionales competentes asi
como los representantes de los ministros federales, comunitarios
y regionales funcionalmente competentes tamblén estdn invitados
en funcidén del orden del dia de las reuniones®. Deliberan segin
el procedimiento del consenso®.

28. Si persiste un desacuerdo dentro de 1la coordinacién
organizada por la Direccidn de administraciédn de los asuntos
europeos ésta, en un plazo de tres dias, se hace cargo de la
conferencia interministerial de la politica exterior, al que se
le reconoce asi, de alguna forma, un poder de avocacién. Es una
de las Conferencias interministeriales que, en el marco del
articulo 31bis de la ley ordinaria de reformas institucionales
del 9 de agosto de 1.980%, establecid el Comité de concertacién
2l que el legislador encargd de prevenir y regular los conflictos
de intereses que pudieran surgir entre el Estado, las Regiones
y las Comunidades.

La Conferencia, que encuentra la garantia legal de su existencia
en el apartado 2 del articulo 31bis, nuevo, de la ley ordinaria
de reformas institucionales®, est4, a semejanza de las reuniones
de coordinacidén del "servicio P11", colocada bajo la presidencia
del Ministerio de asuntos exteriores gque asume Su secretaria.
Reline en un pie de igualdad a los ministros interesados de los
Gobiernos federal, regionales y comunitarios y delibera también

52 Ibidem.

60 No obstante, no se concibe que, por medio de un
acuerdo de cooperacidn, las Comunidades y las Regiones
se atribuyan competencias que no han recibido ni de la
Constitucién ni de las leyes especiales gque la han
completado., Por lo tanto, el consenso que se regquiere
de esas colectividades s6lo se puede aplicar
sensatamente en los campos gque sSean de Ssus
competencias en el orden interno. Ese es el sentido
del "paralelismo de las competencias" que desde 1.3%88
inspira todo el sistema de la redistribucién de 1las
prerrogativas externas de 1 Estado. Ver a ese respecto
el informe del sefior Lejeune.

s Modificada por el articulo 27 de la ley del 16 de juio
de 1.989 referida a diversas reformas institucionales.

82 Modificada por el articulo 12 de la ley del 5 de mayo
de 1.993 sobre las relaciones internacionales de las
Comunidades y de las Regiones. Esta Conferencia
funciona de hecho desde el 6 de octubre de 1.992,
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segin el procedimiento del consenso.

29. Aungue el acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de 1.994 no
aluda a ello no se excluye que el propio Comité de concertacién
pueda incautar en un grado posterior los informes especialmente
delicados®. Con respeto a la paridad 1lingiiistica entre
francbéfonos y flamencos, el Comité estd compuesto por seis
ministros federales (entre ellos el primer ministro gue asume la
presidencia) y por seis ministros que representan a los Gobiernos
de Regiones y Comunidades®, y tiene como vocacién natural
"avocar" el conjunto de las dificultades inherentes a las
relaciones entre el Estado, las Regiones y las Comunidades. Segin
el procedimiento de consenso y respetando los procedimientos
organizados por los articulo 32 a 33bis de la ley ordinaria de
reformas institucionales encontraréd la solucién al conflicto que
opone a esas colectividades.

II. El1 alcance de la coordinacién.

30. La coordinacién europea es imperativa. Desemboca en una
"orden de negociacién" de la gue el representante belga ante las
instituciones europeas no puede apartarse®. En efecto, segin el
articulo 2, § 5, del acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de
1.994, Yel resposable del escafio belga en el el Consejo de
ministros sdlo toma postura en materias que hayan sidc objeto de
una coordinacién previa, de acuerdo con las disposiciones del
presente articulo".

6 Este 6rgano, instituido por el articulo 31 de la ley
ordinaria de reformas institucionales del 9 de agosto
de 1.980, se ha convertido en un improtante tema de
discusién y de regulacién de los problemas de
coordinacién general gue plantean la elaboracidn y
aplicacién de la politica europea de Bélgica (A. Alen
y M. Barbeaux, "Le Comité de concertation: Bilan & la
lumiére de l'expérience", en Les Conflits d'intérét,
Quelle solution pour la Belgique de demain?, Actas de
las jonadas de estudios de los dias 30 y 31 de enero
de 1.890, Brujas, La Charte, et Namur, Facultad de
Derecho, 1.990, pp. 139-173).

&4 El Gobierno de la Comunidad germandfona sdélo tiene
escafio con voz deliberativa cuando esta Comunidad esté
implicada en un asunto sometido al Comité (ley del 31
de diciembre de 1.983 de reformas institucionales para
la Comunidad german&éfona, articulo 67, & 3).

63 Ver, ya en ese sentido, comentando los antiguos
articulos 6, & 3, 72, y 81, antiguo de la ley especial
de reformas institucionales, Y. Lejeune, "Belgique",

en Le rble des régions..., op. cit.,p. 106 y, del
mismo autor, "Rapport belge", en Comparaison des

procédures administratives nationales... op. cit., p.
43.

—_ T
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La traduccién "técnica" de este imperativo figura en el articulo
5 del acuerdo, gue dispone que "en cuanto la postura belga estéd
definida (...), el ministro de asuntos exteriores envia
instrucciones a la Representacién permanente ante las Comunidades
con copia al Ministro federal, comunitario o regional afectado".

31. No obstante, las enmiendas necesarias para la flexibilidad
de los trabajos de las instituciones europeas esté&n previstas.
El articulo 6 del ‘acuerdo dispone gque, en el caso en que la
postura nacional belga deba ser adaptada con urgencia "con el fin
de participar validamente en 1la toma de decisién en esas
instancias", el responsable del escafio belga deberi tomar los
contactos necesarios. La prictica deber& determinar el contenido
de esos términos.

Si falta tiempo o se comprubaun desacuerdo persistente podré
"incorporarse excepcionalmente ad referendum a la postura que sea
m&s capaz de alcanzar el interés general"®, wla postura
definitiva de Bélgica se le notificard a la presidencia, en un
plazo madximo de tres dias después de la regulacidn de la cuestién
en el plano interno”. Indudablemente este texto confia demasiado
en la comprensién gue los oponenetes europeos mostrarén hacia la
situacién atipica de Bélgica.

32. La cuestidn del desacuerdo persistente de los representantes
federal, regionales y comunitarios no fue bastante examinada bajo
el control de los articulos 81 y 6, § 3, 72, antiguos, de la ley
especial de reformas institucionales. Las tres Comunidades y las
tres Regiones deseaban que, a falta de una actitud comin, el
representante belga se abstuviera de votar. E1 ministro de
Asuntos exteriores no era de esa opinién®.

En efecto, como lo explican los desrrollos del acuerdo de
cooperacidén del 8 de marzo de 1.994%, la abstencién en el
Consejo no es neutra. Tiene el valor de un voto positivo en los
casos en gue se reguiere la unanimidad. Tiene el valor de un voto
negativo cuando el Tratado prescribe lareunién de una mayoria
cualificada segin su articulo 148. De esa forma el representante
del pais que se abstiene pierde todo poder de negociacién, ya que
sus oponentes conocen por adelantado el significado de su voto.

Por esa razdn los desarrollos del acuerdo de cooperacién ponen
en las instancias de coordinacidén una especie de "obligacidn de

6 Ateniéndose a los desarrollos del acuerdo (punto 2),
el interés general del que es cuestién aqui parece
residir en la representacién de los "intereses de
Bélgica en el marco de la Unidén Europea™ y al mismo
tiempo en la promocidén de la "construccién europea”.
Bien es verdad que una y otra se confunden a menudo.

67 Y. Lejeune, "Belgique, en Le rble des régions... op.
cit. p. 107.

8 Punto 5.
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resultado” en la definicién de una postura belga comin®. No
obstante, en (ltimo andlisis, é&sta sigue dependiendo de un
consenso politico que no puede forzar ningin procedimiento
apremiante.

III. La sancidn de la coordinacién

33. La "concertacidén" prescrita por el articulo 6, §3, 7e,
antiguo, de la ley especial de reformas institucionales tenia el
valor de formalidad sustancial segln los articulos 124bis de la
ley especial del 6 de enero de 1989 sobre el Tribunal de
arbitraje™ y el 14bis de las leyes coordinadas el 12 de enero
de 1973 sobre el Consejo de Estado’. Su desconocimiento podia
suponer - adem&s de 1la censura politica del comité de
concertacidn™ - la anulacidén por parte de esas jurisdicciones
de las medidas respectivamente legislativas, reglamentarias o
administrativas que se habrian adoptado por su falta®™.

Esta via jurisdicional estad ahora excluida. Los "acuerdos de
cooperacidn establecidos en el articulo 92bis de la ley especial
del 8 de agosto de 1980 de reformas institucionales" se salen del
campo de aplicacidn de los articulos 124bis de la ley especial
sobre el Tribunal de arbitraje y 14bis de las leyes coordinadas
sobre el Consejo de Estado.

Las diferencias gque podrian nacer de la aplicacidén o de 1la
interpretacidén del acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de 1998
pertenecen mas bien a una Jjurisdiccién de cooperacién, una
espécie de institucidn de arbitraje politico ad hoc del que el
articulo 92bisg, § 5, de 1la ley -especial de reformas
institucionales prescribe la creacidn de cooperacién

69 Es conveniente recordar ademids la posibilidad que se

le ofrece al representante belga gue ha considerado
deber solicitar una adaptacién de la postura que se
habia acordado en las instancias de coordinacién no
hacer caso del desacuerdo persistente de las
colectividades con las gque se ha puestoc en contacto.

7 Incluido por el articulo 68 de la ley del 16 de junio
de 1989 referida a diversas reformas institucionales.

n Incluido por el articulo 14 de la misma ley.

La decisién querellada se suspende por un periode gque
no excede los 120 dias, mientras el Comité se esfuerza
por encontrar una solucidn segln el procedimiento del
consenso (articulos 32 a 33bis de la ley ordinaria de
reformas institucionales).

K Y. Lejeune, "Rapport belge", en Comparaison des
rocédures administratives nationales..., op. cit., p.

43.
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"obligatoria" para cualquier acuerdo™.

IV. Las coordinaciones especiales

34. La coordinacién organizada en la Direccién de administracién
de los asuntos europeos del Ministerio de Asuntos exteriores esté
expresamente calificada por el acuerdo de cooperacién del 8 de
marzo de 1994 de "sistemdtica y horizontal"™. Tiene la vocacién
de cubrir el conjunto de los campos de la integracién europea.
No obstante, no excluye, segin el articuloc 3 del acuerdo de
cooperacidn, que en los campos técnicos se establezca una
concertacidén ad hoc ante otras Conferencias interministeriales
o de Comités especializados.

Esta concertacién *“sectorial'", que funciona tan pronto a nivel
ministerial como a escala administrativa, esti colocada de todas
formas bajo la "tutela" de la Direcciédn de administracién de
asuntos europeos. Recibirda el informe de las concertaciones
sectoriales y serd incautada por ellas siempre que los problemas
gue se mencionan presenten una dimensién politica.

35. En el nivel ministerial funcionan las conferencias
interministeriales especializadas establecidas por el Comité de
concertacién. De ahi las conferencias interministeriales de
politica cientifica, de sanidad piblica, del entorno y de los
medios audiovisuales™. La Conferencia interministerial de
politica cientifica, en especial, ha establecido una comisién
"cooperacidén internacional" (C.I.S.) compuesta por funcionarios
gque representan a las diversas partes’”. Garantiza 1la
concertacidn acerca de todo asunto de politica cientifica que

T Ver 1la ley del 23 de enero de 1989 sobre 1la
jurisdiccidn establecida en los articulos 92bis, & 5
y & 6, vy 94, &3, de la ley especial del 8 de agosto de
1980 de reformas institucionales, M.B., 24 de enero,
gue organiza el procedimiento de funcionamiento de las
jurisdicciones de coopperacién. lLa competencia de las
jurisdicciones de cooperaciédn, de las que el acuerdo
del 8 de marzo de 1994 no dice una palabra, estéa
confirmada por los desarrollos de la propuesta de ley
especial sobre las relaciones internacionales de las
Comunidades y las Regiones (Dog.parl., Senado, S.E.
1991-1992, n@ 457-1, p. 7).

» Articule 2, punto 2.

% El nuamero de Conferencias interministeriales es
actualmente de dieciséis (Circular ministerial del 31
de marzo de 1992 relativa a las Conferencias
interministeriales, M.B., 23 de junio)

n Acuerdo de cooperacién del 12 de febrero de 1991,
M.B., 9 de febrero. La Comisién se establecid el 27 de
marzo de 1%91.
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presente una dimensién internacional®”,

En el nivel administrativo, a la Comisidén _econémica
interministerial le corresponde una plaza especial que funciona
dentro del gobierno federal. Esta comision interdepartamental,
que no tiene como misién primera el garantizar la participacién
de las Comunidades y Regiones en las tomas de postura belgas,
constituye un 6rgano de coordinacidén federal, encargado de los
informes técnicos, a las reuniones del cual siempre estén
invitadas de todas formas las Regiones o 1las Comunidades
interesadas. Bajo la presidencia del secretario general del
ministerio de asuntos econdémicos refine a altos funcionarios de
los diversos departamentos con competencia econémica”™. A este
érgano "generalista" conviene afiadirle 6rganos de coordinacién
"sectoriales". Ese es el caso de los grupos "intercabinas" y de
los organismos administrativos de concertacién gque, en 1los
&mbitos del entorno, la energia y los mercados publicos reunen
a intervalos regulares a representantes de los departamentos
federales, regionales y comunitarios®,

§ 2. La concertacidén en el campo de la politica agraria

36. Tradicionalmente, 1la agricultura constituye un sector
sensible a las relaciones entre flamencos y valeones. Las
reivindicaciones regicnalistas de Valonia son antiguas y agudas.
Flandes esti& m&s preocupado por la unidad. Por lo tanto, el
legislador especial del 16 de julio de 1993, tanto en esta
materia como en todas las demds, ha obrado como en un compromiso.
Aumentando las responsabilidades regionales, le ha dejado a la
autoridad federal una competencia de principio® y ha prescrito,

78 Y. Lejeune, op._ c¢it. en Comparaison des procédures
administratives nationales..., p. 18 y F. Ingelaere,

"De nieuwe wetgeving inzake de internationale
betrekkingen van de Gemeenschappen en de Gewesten”,
T.B.P., 1993, p. 815.

» Y. Lejeune, op. cit. en Comparaison des procédures
administratives nationales..., pp. 13-14 y, del mismo

autor, "Belgique", en le rdle des Régions...op. cit.,
p. 106.

80 Y. Lejeune, "Rapport belge", en Comparaison des

procédures administratives nationales..., op._cit.,
pPp. 19-20.

8l Segin el articulo 6, & 1o, V, nuevo, de la ley
especial de reformas institucionales, las competencias
regionales comprenden Yen_ lo que se refiere a 1la
politica agricola:

12 La aplicacién, en e}l marco del Fondo adricola, de
medidas europeas en materia de politica agricola,
relativa:

- a la avuda_ especifica_a la agricultura en lag
regiones desfavorecidas;
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en un texto renovado, 1la obligacién de concertacién que
establecia antes el articulec 6, §3, 72: segin el nuevo articulo
6, § 2bis, de la ley especial de reformas institucionales: "La

autoridad federal se pone de acuerdo con los Gobiernos reajonales
afectados para la preparacién de negociaciones y decisjones, asi

como para la continuacién de las actividades de las jnstituciones
europeas relativas a la politica agraria* ¥.

La "concertacidn" prescrita en el campo agrario forma un régimen
especifico que excluye el gue establece el articulo 92bis, §
4bis, de la ley especial y el acuerdo de cooperacidn del gque ésta
prescribe la conclusidn. Esta interpretacién se confirma en la
lectura de los trabaZos preparatorios de las leyes especiales del
5 de mayo de 1993% y del 16 de julio de 1993%., Podriamos

- al desarrollo rural;
22 F]l fondo de inversidn agricola:

32 Tas ayudas complementarias o suplementarias a las
empresas agricolas;

42 la politica de promocién:

52 Ia aplicacién de medidas europeas en_el marco de la
politica agricola comin que se refieran al entorno, la
renovacién rural, los bosgues vy la conservacién de la

naturaleza. _
Para materjas distintas a las establecidas en el

apartado 12, 12, las Regiones estdn asociadas a la
gestién del Fondo agricola" (modificado por el

articulo 2, &2, de la ley especial del 16 de julio de
1993)

82 Incluido por el articulo 2, & 11, de la ley especial
del 16 de julio de 1993. Hay que afiadir el articulo 6,
&3bis, 59, seglin el cual tiene lugar una concertacidn
"para las medidas gque inciden en la politica
agricola",

8 Ver, para un comentario de las antiguas disposiciones,
Y. Lejeune, "El1 papel de las Regiones Belgas en la
PAC", informe presentado en el seminario internacional
sobre el papel de las Regiones en la politica agricola
comin organizado en la Universidad de Valladolid el 15

de abril de 1991, Derecho agrario y alimentario, n®
18, marzo de 1992, pp. 47 y 48.

u Desarrollos de la propuesta de ley especial sobre las
relaciones internacionales de las Comunidades y las
Regiones. Doc. parl., Senado, S.E. 1991-1992, n® 457-
1, refiriéndose ademés al articulo 6, & 3, 72 de la
ley especial.

8 Desarrollos de la propuesta de ley especial destinada
a dar los dltimos togues a la estructura federal del
Estado, Doc. parl., Senado, sess, ord. 1992- 1993, n®
558-1, p. 28. Adde en ese aspecto, F. Ingelaere, op.
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asombrarnos por elle vistas las prescripciones del articulo
92bis, 4bis, y singularmente de su disposicién transitoria. ¢No
anuncia ésta que el régimen gque establecerd el acuerdc de
cooperacién del que el apartado 1% prescribe la conclusién
reemplazard definitivamente a las formas de concertacién
presentadas sblo como una garantia minima y temporal? El acuerdo
de cooperacidn del 8 de marzo de 1994, que se basa en un
procedimiento de consenso que requiere el acuerdo undnime de
todas las autoridades interesadas, les ofrece a las autoridades
regionales una proteccidn superior a la gque esas autoridades
obtienen de la concertacién, puesto que ésta sdlo tiene como fin,
segin el Tribunal de arbitraje, obligar a la autoridad investida
del poder de decisién de tomar en cuenta la opinién de otra
autoridad, sin gue no obstante 1la autorldad competente para
decidir pierda su 1libertad de actuar® Pero ahi hay,
precisamente, una eleccién consciente de la.politica legislativa.

37. La lectura del acuerdo de cooperacidn del 8 de marzo de 1.994
no permite poner en duda esta conclusién. Aungue en apariencia
se dé un campo de aplicacidn claramente general, el acuerdo no
puede aplicarse a la politica agraria sino en la medida en que
regula la representacidén belga en el Consejo. Esto explica que
establezca expresamente, en sus primeros apartados, el articulo
6 de la ley especial de reformas institucionales, y que su anexo
I se refiera al Consejo "agricultura" de la Unién Europea. Por
el contrario, el mecanismo de coordinacién que prescribe sigue
siendo extrafio al campo de la politica agraria.

38. Como acabamos de ver ésta tiene sus propios procedimientos,
asi como sus propios lugares de reunidn y sus propias sanciones.

Las autoridades federales y regionales se. encuentran en primer
lugar, en un pie de igualdad, en el grupo de trabajo permanente
que ha establecido,para ejecutar la antigua prescripcidn del
articulo 6, 3, 79, de la ley especial de reformas institucionales
la Conferencia interministerial de agricultura. Desde antes de
la firma del acuerdo de cooperacidén del 8 de marzo de 1.994, este
grupo de trabajo eludia totalmente, en los informes agrarios, el
papel de la Conferencia interminieterial de politica exterior¥.

cit. en T.B.P,, 1993, p. 815.

8 Disposicién ne 2/92 del 15 de enero de 1992, M.B., 28
de febrero, 2.B.3.

¥ Y. Lejeune, "Rapport belge" en Comparaison des
procédures administratives nationales..., op. cit. p.
17. Conviene afadir gue, en la perspectiva de las
nuevas competencias que asumen en el campo de la
agricultura, las Regiones Ya esté&n asociadas a la
gestién del TFondo agricola que garantiza 1la
financiacion de los gastos elegibles en el FEOGA-O y
acciones complementarias a la politica agraria de los
mercados, Yy a la del Fondo de inversién agraria, que
les concede a los agricultores y a los horticultores,
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Su papel parece confirmarse al final de las reformas de 1.993%,

Después, en el planc de la sancién, basta con recordar que la
“"concertacidn" prescrita en el marco de la politica agraria entra
en las previsiones de los articulos 124bis de la ley especial
sobre el Tribunal de Arbitraje y 14bis de las leyes coordinadas
sobre el Consejo de Estado, abriendo de esta forma el camino a
la doble sancién jurisdiccional prescrita por  esas
disposiciones®. '

S8eccidén 3. La politica regicnal de la Comunidaad.

39. Las Comunidades y las Regiones toman parte activa en 1la
elaboracién de 1la politica regional de 1la Comunidad. Es
conveniente distinguir a este respecto las intervenciones
Comunitarias estructurales (§ 12) del mantenimiento de programas
de interés comunitario o "iniciativas comunitarias" (§ 2).

§ 12. Las intervenciones estructurales.

40. La politica europea de reduccién de las diferencias de
desarrollo entre las diversas Regiones de la Comunidad se cred
sin la participacién de los niveles regionales de Gobierno. El
establecimiento en 1.985 de una asociacidén entre la Comunidad
Europea y las colectividades infraestatales en el marco de los
P.I.M.*, y luego la reforma de los fondos estructurales en

asi como a sus asociaciones y cooperativas, una ayuda
paralas inversiones. Las Regiones también estén
representadas en los 6rganos de gestién de la Oficina
Nacional de la Leche y sus Derivados (0.N.L), mientras
gue ya asumen solas, por medio de los agentes y los
medios de que disponia la antigua Oficina Nacional de
Salidas Agricelas y Horticolas (O.N.D.A.H), 1la
promocidn de sus promocidén de sus productos agricolas
en los mercados exteriores (articulo 350 de la ley
ordinaria del 16 de julio de 1.993 destinado a dar 1lo
iltimos toques a la estructura federal del Estado,
organizando el procedimiento de transferencia de
bienes, derechos y obligaciones de la 0.N.D.A.H a cada
una de las Regiones). Ver F.Ingelaere ob. cit. en
T.B.P., 1.993, p. 820.

8 Ver los desarrollos de la ley especial del 16 de julio
de 1.993 que pretende dar los Ultimos toques a la
estructura federal del Estado. Doc. parl., Senado,
sess. ord. 1.992-1.9%3, p. 28.

b Ver supra, ne 32.
%0 Programas integrados mediterrineos gue abarcan las

regiones mediterréaneas de Grecia, Italia y Francia en
visperas de la adhesién a la Comunidad de Espafia y



30

1.988%, derivada de las enmiendas aportadas al Tratado por el
Acta Unica Europea®” han marcado evoluciones determinantes a este
respecto.

Tres fondos estructurales (el Fondo europeo de desarrollo
regional o "FEDER", el Fondo social europeo ¢ "FSE" y el Fondo
europeo de orientacién y garantia agrarias o "FEOGA", seccién
"orientacién") financian programas puestos al servicio de cinco
objetivos prioritarios: el desarrollo y el ajuste estructural de
las regiones con retraso en el desarrollo (objetivo ne 1), la
reconversidn de las regiones gravemente afectadas por el declive
industrial (objetivo ne2 2), la lucha contra el paro de larga
duracidn (objetivo n2 3), la insercién profesional de los jévenes
(objetivo n? 4) y, en la perspectiva de la reforma de la politica
agraria comin, la adaptacidén de 1las estructuras agricolas
{objetivo n? 5a) y el desarrollo de las zonas rurales (objetivo
ne shj.

Hoy dia se afiaden un instrumento financiero de orientacién de la
pesca {"IFOP")* y un Fondo de cohesién econdmico y social®.

41. Segun el articulo 4.1 del Reglamento-marco sobre la reforma
de los tres Fondos estructurales”, la politica regional se basa

Portugal.

5 Reglamentos n? 2.052/88 y 2.053/88/CEE del Consejo del
24 de junio de 1.988, J.0.C.E., n2 L 185 del 15 de
julio de 1.988, pp. 9 Yy 21, y Reglamento n¢
2.081/93/CEE del Consejo del 20' de julio de 1.993,
gue modifican el Reglamento ne 2.052/88/CEE del
Consejo, J.0.C.E., n?2 L 193 del 31 de julio de 1.993,

p. 5.

52 Articulos 130 A a E del Tratado, inscritos desde
Maastrich bajo el nuevo péarrafo XIV, relativo a la
cohesidn econdémica y social.

93 Reglamento n? 2.080/93/CEE del Consejo del 20 de julio
de 1993, J.0.C.E., n® L 193 del 31 de julio de 1993,

p.ll

84 Articulo 130 D, apartado 2, nuevo, del Tratado que
instituye la Comunidad Europea y protocolo sobre la
cohesidén econémica y social anexjionada al Tratado de
Maastrich. Como la ratificacién de éste se ha hecho
esperar, el Reglamento n® 792/93/CEE del Consejo del
30 de marzo de 1.993 cred un instrumento financiero
temporal de cohesién (J.0.C.E., n2 L 79 del 1 de abril
de 1.993 p. 74).

5 Reglamento ne 2.052/88/CEE del Consejo del 24 de junio
de 1.988, J.0.C.E., n® L 185 del 15v de julio de
1.988, p. 9.
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en el principio de la asociacién®. La palabra no ha sido vana
en Bélgica. Las Comunidades {junto con la autoridad federal para
las acciones emprendidas en el marco de los objetives 3 y 4) y
las Regiones (de manera exclusiva para las acciones emprendidas
en el marco de los objetivos nf 1, 2 y 5b) ocupan un lugar
importante en todas las fases del proceso comunitario de
decisién.

Mas arriba, son sus Gobiernos guienes, por el canal de la
Representacidn permanente de Bélgica, intruducen ante la Comisién
propuestas de determinacién de las zonas elegibles para la ayuda
comunitaria. Son ellos quienes, tras la determinacidén de esas
zonas por la Comisidn, establecen los planes de reconversién o
desarrollo que identifican los deseos de la zona elegible. Son
también ellos quienes colaboran, sobre esta base, en el
establecimiento por parte de la Comisién de marcos comunitarios
de apoyo gque contienen los ejes prioritarios, las formas de
intervencién comunitaria, el plan de financiacién indicativo y
la duracién de las intervenciones. Son finalmente ellos gquienes,
en cada uno de esos ejes prioritarios, establecen los programas
operacionales que sirven de marco operatorio a la financiacién
comunitaria.

Ma&s abajo, las autoridades comunitarias y regionales esté&n
representadas dentro de los comités gue controlan la ejecucidn
de los programas convenidos®.

42. Bélgica cuenta actualmente con una zona elegible para el
objetive ne 1 (la provincia de Hainaut, en la regién valona)®,
cuatro zonas elegibles para el objetivo ne 2 (el distrito de
Lieja en la provincia de Lieja, y el municipio de Aubagne, en el
distrito de Luxemburgo, para la regidn valona; el distrito de
Turnhout, en la provincia de Anvers, y la provincia de Limburgo

56 Ver sobre ese tema y su fria puesta en préctica en los

Estados miembro, Ch. Engel, "Synthése général", en Le
pouvoir réagjonal et local dans la Communauté
européenne, estudio realizado por 1la T.E.P.S.A.,
Paris, Pédone, 1.992, pp. 29 y s.

4 D. Jans, op. cit. en La Belgigue fé&dérale, Cap. IX, no
46,

% Decisién de la Comisién n® 93/589/CEE del 28 de
octubre de 1993 que fija una distribucién equitativa
por Estado miembro de los créditos de compromiso de
los Fondos estructuraes y del instrumento financiero
de orientacidn de la pesca segin el objetivo ne 1
definido por el reglamento (CEE) n2 2052/88 del
Consejo para el periodo 1994-193%9 (J.0.C.E., n? L 280
del 13 de noviembre de 1993, p. 30, que otorga a
Bélgica una cifra de 730 millones de ecus. Ver "La
politique des relations extérieures de la Region
wallonne", Wallonie, 1993, 4/5, ne 28/2%, p. 6.

— e —— -
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para la regién flamenca)®, y cuatro zonas elegibles para el
objetivo n? 5b (el distrito de Dinant, en la provincia de Namur,
Yy los dlstrltos de Marche-en-Famenne y de Bastogne en 1la
provincia de Luxemburgo para la regidn valona, Hageland en el
distrito de Lovaina para la regién flamenca)!®

Cada vez las autoridades comunitarias o regionales han tomado una
parte determinante en la elaboracién de la decisidén. De todas
formas la autoridad federal no siempre esti totalmente ausente.
Por ejemplo, entiende defender sus competencias, juntoc a las
autoridades comunitarias, en el marco de la lucha contra el paro
y de la insercién profesional de los jévenes (objetivos ne 3 y
4™ y, junto a las autoridades regionales en el del desarrollo

» Ver antes las cinco decisiones 90/289, 290, 291, 292
Yy 293/CEE de la Comisién del 20 de diciembre de 1.98%
(F.0.C.E., n?2 L 154 del 20 de junioc de 1.990, pp. 48
a 56) y las cinco decisiones 90/301, 302, 303, 304 ¥y
305/CEE de la Comisién del 18 de diciembre de 1.991
gue establece para los periodos de 1.989-1.991 ¥y
1,992~1.993 los marcos comunitarios de apoyo para la
reconversién de las zonas afectadas por el declive
industrial elegibles en Bélgica (J.0.C.E., n2 L 126
del 24 de mayo de 1.993 pp. 81 a 93). Esas zonas se
habian definido por medio de una decisidén ne
89/288/CEE de la Comisién de 21 de marzo de 1.989
(J.0.C.E. n2 L 112 del 25 de abril de 1.989%, p. 19},
modificada por la decisién ne 90/400/CEE (J.0.C.E., n®?
L 206 del 4 de agosto de 1.990, p. 26). Las zonas
elegibles en Bélgica para el objetivo n? 2 estén
actualmente definidas por una decisién de la Comisién
del 21 de diciembre de 1.993 (Le soir del 22 de
diciembre de 1.993).

100 Ver antriormente las dos decisiones de la Comisién n®
90/558/CEE y n¢ 90/559/CEE del 6 de junio de 1.990 que
establecen para el periocdo 1989-1.993 los marcos
comunitarios de apoyo para el desarrollo de las zonas
rurales de la regién valona (J.0.C.E., 1.990, n2 L 322
del 21 de noviembre de 1.990, pp. 3 y 5). Estas zonas
se habian definido en la decisidén n2 89/426/CEE de 1la
Comisién del 10 de mayo de 1.98%, J.0.C.E., n? L 198
del 12 de julio de 1.989, p. 1. Las zonas elegibles en
Bélgica segin el objetivo ne 5b estén actualmente
definidas por una decisién de la Comisién del 21 de
diciembre de 1.993. Comprenderian un distrito valén
(el de Philippeville) y dos zonas flamencas (las del
Meetjesland y del Westhoek) suplementarlas (Le soir
del 22 de diciembre de 1.993).

ot Decisién de 1la Comisién n? 90/92/CEE del 20 de
diciembre de 1.989 referente al establecimiento del
marco comunitario de apoyo para la intervencién del
Fondo scocial europeo segin los objetivos 3 y 4 en
Bélgica, J.0.C.E. n? L 64 del 13 de marzo de 1.990, p.
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de las zonas rurales (cbjetivo ng2 sb)'®,

§ 2. El mantenimiento de programas de interés comunitario.

43. Al margen de los marcos comunitarios de apoyo, los fondos
estructurales contribuyen a la financiacién de programas de
cooperacidn transfronteriza de interés comunitario que, tras las
experiencias piloto establecidas a titule interino por el
articulo 10 del Reglamento 4.254/88/CEE'™, se inscriben
actualmente, concretamente, en el marco de la iniciativa
INTERREG'®. Esta no escapa a la regla: la iniciativa y 1la
conclusién de 1los programas transfronterizos coordinados de
desarrollo regional le corresponde actualmente en exclusiva, en

16.
102 Sobre toda esta cuestién ver D. Jans, op. cit. n2 47.
Adde €. Cheruy, "Fonds structurels européennes et
finances régionales", lLes _régions et 1'Europe,
Comisién 2. Federalismo financiero y desarrollo
regional. Actas del- 9¢ congreso de los economistas
belgas de lengua francesa organizado en Namur los dias
22 y 23 de noviembre de 1.990, Charleroi, CIFoP,
1.990, pp. 261-270.

103 J.0.C.E. n2 L 374 del 31 de diciembre de 1.988, p. 19.

104 El Reglamento n® 2.052/88/CEE del 24 de junio de 1.988
(supra, nota 90) le permite a la Comisién 1lanzar
"iniciativas comunitarias" e inducir a los Estados
miembros a exponer demandas de ayuda para acciones que
revistan un interés especial para la Comunidad. En lo
esencial, se trata defavorecer la aplicacién de las
politicas comunitarias en el &mbito de las regiones y
garantizar que las empresas situadas en las regiones
de desarrollo retrasado o en las regiones industriales
en declive puedan aprovechar las oportunidades unidas
a la realizacidn del mercado interior. En ese marco,
el articulo 11 del Reglamento n? 4.253/88/CEE del 19
de diciembre de 1.988 (J.0.C.E. ne2 I 374 del 31 de
diciembre de 1.988, p. 1) sirvié de base a la
iniciativa INTERREG (comunicacién de la Comisién ne C
(90) 1.562/3 del 25 de julio de 1.990 a los Estados
niembro fijando las orientacicnes para los programas
operacionales que los Estados miembro esté&n invitados
a establecer en el marco de una iniciativa comunitaria
referente a las zonas fronterizas, J.0.C.E. n&% C 215
del 30 de agosto de 1.990, p. 4). Para una visién
general de las "iniciativas comunitarias" ver, N.
Moussis, Accés_ & 1'EFurope. Manuel de la politigue
communautaire, Rixensart, Edit-Eur, 1.993, pp. 167 ¥y
s,



34
Bélgica, a las autoridades regionales!®.

En el marco de la iniciativa INTERREG, la regién valona ha
concluido los siguientes acuerdos de cooperacidn transfronteriza:

- el Polo europeo de desarrollo (P.E.D.) creado para garantizar
la reconversién de la cuenca siderirgica formada por el tridngulo
de las aglomeraciones de Athus/Longwy/Rodange en las fronteras
de Bélgica, Francia y el Gran Ducado de Luxemburgo'®;

- el Programa europeo de accién y cooperacidédn transfronteriza
(PACTE) que tiene como &rea de intervencién la provincia de
Hainaut y la Regidén francesa Nord-Pas de Calais'?;

- el Programa Euregio Meuse-Rhin gque retine a las provincias
belgas de Limburgo y Lieja, una parte de la provincia neerlandesa
de Limburgo asi como la subregién alemana de Aix-la-Chapelle'®;

105 Acerca de ese punto ver el informe de M. Lejeune.

Este programa nacid® de una declaracién comin para un
polo europeo de desarrollo firmada el Luxemburgo el 19
de Jjulio de 1.985 por Bélgica, Francia y Luxemburgo
(Répertoire des accords jinternationaux de la région
wallonne, I.Fra./2.1.). Al 1lado de 1la firma del
embajador extraordinario y plenipotenciaric belga
figura 1la del ministro-presidente del ejecutivo
regional valén.

w7 Este programa se basa en una declaracién comin para un

programa de accién y cooperacidédn transfronteriza
eurcpea (PACTE), firmado en Lille el 30 de mayo de
1.989 por Bélgica y Francia (Répertoire des accords
internationaux de la Région wallonne. I.Fra/2.1.). Por
parte belga, la declaracién 1lleva 1la firma del
ministro de comercio exterior, a la cual se afiaden las
firmas del ministro-presidente y del ministro
encargado de las relaciones exteriores de la Région
valona.
108 El acuerdo que crea el acuerdo transfronterizo Euregio
Meuse-Rhin, fechado el 30 de junio de 1.986, procede
esencialmente de la iniciativa provincial. Lleva las
firmas del comisario de la reina para la provincia del
Limburgo neerlandés, del gobernador de la provincia
del Limburgo belga, del gobernador de la provincia de
Lieja del presidente del Gobierno en Colonia {A.
Scheiper, "Les accords transfrontaliers wallons", en
Les régions et 1'Europe, Actas del 92 congreso de
economistas belgas de lengua francesa celebrado en
Namur los dias 22 y 23 de noviembre de 1.990, Comisién
1, Acercamiento transfronterizo, <Chaleroi CIFop,
1.990, p. 288 y "L'Euregio Meuse-Rhin: une autre
approche transfrontaliére". Valonia, 1.991, n® 14/15

Pp. 16 y s.).
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- el Programa Valonia-Champafia-Ardenas, gque cubre el departamento
francés de las Ardenas, la provincia belga de Namur, asi como los
distritos belgas de Charleroi, Thuin, Virton y Neufchateau'®.

En el marco del Programa Eurorregién que asocia a las tres
regiones belgas al condado briténico de Kent y la regidn francesa
Nord-Pas de Calais, las regiones belgas estén por fin asociadas
por sus compafieros a la financiacién comunitaria de la que estos
se benefician bas&dndose en la iniciativa INTERREG',

Capitulo 2. El respeto y la realizacién del derecho comunitario

44. Las Comunidades y las Regiones asumen responsabilidades
sustanciales en la realizacién de las decisiones de la Unidn
europea que interesan a las materias de su competencia.

Para mostrarlo, es conveniente detenerse primero en el estatuto
gue ocupan ante el tribunal de Jjusticia de las Comunidades
europeas, al que el articulo 164 del Tratado encarga de
"garantizar el respeto del derecho" en la interpretacién y la
aplicacién del derecho comunitario (seccién 1}. A la luz de los
principios asi despejados, convendrd dar sumariamente cuenta de
los principios gque gobiernan, en el orden juridico belga, la
realizacién de las reglas de derecho comunitario (seccidn 2).

Seccidén 1. las Regiones ¥y las Comuinidades ante el Tribunal de
justicia de las Comunidades europeas

No es extrafio que el tribunal de justicia de las Comunidades
eurcpeas continde, a pesar de las reivindicaciones expresadas
durante las negociaciones intergubernamentales gue han precedido
a la firma del Tratado de Maastricht, para las Comunidades y
Regiones belgas asi como para las Linder alemanas, relativamente
cerrado a las colectividades federadas gque componen los Estados
miembro. El orden juridico comunitario no tiene, como sujetos
originarios y responsables, mds que a los Estados. No obstante,
es notable gue el legislador belga se haya esforzado por ofrecer

1% Acerca de este programa ver "Las actions
transfrontaliéres en milieu rural", lLa lettre de la
fondation rurale de Wallonie, marzo de 1.991, pp. 19~
20.

1o El programa Eurorregidn surgié de una declaracién de
intencién firmada el 21 de junio de 1991 por el
Presidente del Consejo regional Nord-Pas de calais, el
Presidente de las relaciones exteriores del Kent
County Council y los ministros-presidentes de las
regiones valona, flamenca y de Bruselas-capital. El 8
de diciembre de 1992 tomd la forma de una Agrupacién
europea de interés econdémico (informaciones
comunicadas por la Direccifén de administracién de las
relaciones exteriores de la Regién valona).
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a las Comunidades y a las regiones gue ha establecido un acceso
minimo a la jurisdiccidn europea, confiriéndoles de alguna
manera, como 6rganos del Estado belga, una especie de sustituto
de la "legitimacidén activa" (& 12) y de la "legitimacién pasiva"
(& 2) que sigue faltandoles.

& 12, La "legitimacién activa®

46. Las colectividades infraestatales gue componen los estados
miembro estdn, frente a la jurisdiccién europea, en la situacidn
de simples particulares. No tienen acceso a menos que justifiquen
un interés propio: el recurso de anulacidén sélo les estd abierto
contra las "decisiones de las que (son) la(s) destinataria(s) y
contra las decisiones gque, aunque estén tomadas bajo la
apariencia de un reglamento o una decisidén dirigida a otra
persona, (les) conciernen directa e individualmenten!l,

Sobre ese punto, el legislador especial ha intentado paliar las
lagunas persistentes del derecho comunitario, y mds generalmente
del derecho internacional, organizando en los campos gue sean de
su competencia la puesta a disposicién de las Comunidades y las
Regiones del derecho de recurso internacional del Estado. El
articulo 81, & 7, de la ley especial de reformas institucionales
del 8 de agosto de 1980'"7 les permite a las autoridades
comunitarias o regionales obligar a la autoridad federal a
introducir el recurso de derecho "internacional o supranacional"
que consideren oportuno en las materias gque sean de su

competencial’,

No obstante existe una diferencia entre los recursos introducidos
en las materias de a competencia exclusiva de las Comunidades o
de las regiones - cuyas modalidades de introduccidn estén, salvo
su enmienda por un acuerdo de cooperacién, establecidas ya por
el texto de la ley especial =, y los recursos introducidos en
materias de competencia mixta -~ de las que un acuerdo de
cooperacidén, prescrito por el articulo 92bis, & 42, in fine, de

H Articulo 173, apartado 4, del Tratado. ver C.J.C.E.,
8 de marzo de 1988, as. 62 y 72-87, Exécutif régional
wallon et Glaverbel c. Comission, Rec., 1988, p. 1573.

2 Modificado por el articulo 2 de la ley especial del 5
de mayo de 1993.

u3 El texto del articulo 81, apartado 12, nuevo, de la
ley especial de reformas institucionales no esté
formulado de manera satisfactoria. La expresidn "el
Estado cita ante una jurisdiccién internacional o
supranacional a__una persona juridica de _derecho
internacional, a peticién de o de los (Gobierncs de
Regiones o Comunidades) afectados" parece restrictiva.
No obstante cubre, con buen sentido, el conjunto de
los recursos gue se le ofrecen al Estado belga ante el
Tribunal de justicia de las Comunidades eurcpeas.
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la ley @especial, debe determinar las modalidades de
introduccién.

& 2. La “"legitimacién pasiva"

47, A la falta de legitimacién activa de las regiones y las
Comunidades, unida a la propia estructura de las Comunidades,
corresponde naturalmente, en el orden comunitario, un defecto de
legitimacién pasiva: las Comunidades y regiones no responden
directamente ante el Tribunal de su desconocimiento del derecho
comunitario. Es la autoridad federal, en nombre del Estado belga,
la que se considera responsable'’.

Nada 1le prohibe a 1la autoridad federal, perseguida por
incumplimiento en nombre del estado belga, sustituir, con fines
de procedimiento, a los érganos regional o comunitario que tiene
como responsables del incumplimiento. Esta sustitucién de
procedimiento parece incluso haberse convertido en una via
obligada desde que el articulo 16, &3, 22, de la ley especial de
reformas institucicnales!®, ha hecho de la asociacién de las
Comunidades o de las regiones afectadas "en el conjunto del
procedimiento de regulacién de la diferencia, comprendido el
procedimiento ante la jurisddicecién internacional o)

14 En espera de la conclusién de este acuerdo de
cooperacién, los Gobiernos de Regiones y Comunidades
deben estar, segin el articulo 92bis, &4¢, de la ley
especial de reformas institucionales, "asociados a las
acciones". Los desarrollos de la propuesta de ley
especial sobre las relaciones internacionales de las
Comunidades y las regiones determinan a este respecto
gque la autoridad federal tiene 1la pgbligacifn de
introducir el recurso solicitado por las autoridades
comunitarias o regionales "para las materias en las
cuales las Comunidades Y las Regiones son
exclusivamente competentes por o en virtud de 1la
Constitucién". (Doc. parl., Senado. S.E. 1991~-19%2, ne¢
457-1, p.6) Para mas detalles ver al informe
presentado por M. Lejeune.

s Para casos de retraso de transposicién de directivas,
ver las disposiciones del 2 de febrero de 1982, As. 68
en 73/81, Comission ¢. Belgigue, Rec., 1982, p. 153 y,
sobre unnueve recurso en constatacién de falta, del 14
de enero de 1988. As. 227 de 230/85, Comission_ec,
Belgigue, Rec., 1988, p. 7; del 5 de julio de 1990,
Ass. C-42/89 y del 11 de junio de 1991, Ass C-280/89,
y, para ayudas plblicas prohibidas las disposicicnes
del 10 de enerop de 1986, Belgica €. Comisidén, ass.
40/85, y del 15 de enero de 1986, Comisién c. Belgica,
as. 52/84. ,

116 Modificado por el articulo 12 de la ley especial del
5 de mayo de 1993.
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supranacional®™, una condicién de ejecucién del mecanismo de
sustitucién del que se tratar& mas abajo''.

No obstante, esta sustitucién con fines de procedimiento no les
confiere en absoluto a las autoridades regionales o comunitarias,
alguna parcela, por pegquefia gue sea, de la legitimacidn pasiva
de la que se beneficia la autoridad federal. Es

esta la que, representando al Estado belga, es perseguida por
incumplimiento y, en caso necesario, condenada al pago de una
multa. Esta situacién no deja de pantear alguna dificultad
respecto a las reglas relativas a la ejecucidén en el orden
juridico interno de las prescripciones comunitarias. Ese es el
objeto de la seccidn 2.

Seceidn 2. La ejecusién del derecho comunitario

48. Paralelamente al derecho internacional general, el derecho
comunitario deja a los Estados miembros perfectamente libres de
adoptar la organizacidén politica o administrativa gue consideren
oportuna. Cada uno, en especial, sigue siendo duefio de designar
a las autoridades encargadas, en su territorio, de la ejecucién
de las prescripciones comunitarias'®., E1l silencio de 1la
Constitucidén belga acerca de ese punto permite concluir que en
ese campo no se ha atacade en absoluto a la tradicional
distribucidén de competencias entre las autoridades federal,
regionales y comunitarias. Cada una de esas autoridades adopta,
en lo que le concierne, las medidas de ejecucién internas que
pedirfan las disposiciones comunitarias.'’

49. Como mucho, las autoridades federal, regionales vy
comunitarias interesadas estdn obligadas a ponerse de acuerdo
para garantizar "la continuidad de 1los trabajos" de las
instituciones comunitarias que se refieren al campo de
competencia de varias autoridades.

nz Infra, ne 50.

118 El principio ha sido recordado con un vigor especial
por la seccidén de legislacién del Consejo de estado,
en su opinidén relativa a la propuesta de ley especial
sobre las relaciones internacionales de las
Comunidades y las Regiones (Doc. parl., Senado, S.E.,
1991-1992, ne 457-2, p. 8)

19 ver concretamente Y. Lejeune, "Rapport belge", en
Comparaison des _ procédures  administratives
nationales..., op. cit., p. 37. Comp. la opinién de K.
Lenaerts, "The application of communuty Law un
Belgium", C.M.L.R., 1986, pp. 253-286, Yy delmismo
autor "La Belgique communautaire et regionalisée face
4 la Communauté eoropéenne" in la collaboration de
1'Etat, del Communautés et des Régions dans le domaine
de la politique extérieure, bruselas, Bruylant ey
Louvain-la-Neuve, Academia, pp 119~-126.
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La antigua formulacidn del articulo 6, &3, 72, de la ley especial
de reformas institucionales, que el nuevo articulo 6, &2bis,
limite ya limitado al tnico campo de la politica agraria’®®, no
ha sido reanudada sobre ese punto por el primer apartado del
articulo 92bis, & 4bis, que la ha reemplazado. El acuerdo de
cooperacién del 8 de marzo de 1994'Y no contiene de hecho
ninguna prescripcidn en cuanto a 1la concertacidén de las
diferentes autoridades interesadas en la ejecucién de una misma
decisién comunitaria. No obstante no se podria concluir que ha
desaparecido la antigua obligacién de concertacibdn. No s6lo esta
concertacidn, esté& o no expresamente prevista por el apartado 1%,
se inscribe en la légica de conjunto de la reforma de 19932,
sino que también - y sobre todo - la disposicidn transitoria del
articulo 92bis, &4bis, parrafo 2, sigue determinando, en términos
andlogos a 1los del antiguo articule 6, &3, 72, gque la
concertacién obligatoria se extiende a la "continuidad de los
trabajos" de las instituciones "internacionales o
supranacionales" relativos a las materias gque sean de las
competencias comunitarias o regionales.

La concertacién prescrita se desarrolla en lo esencial con
ocasidén de reuniones de concertacién ad hoc, organizadas cada una
de ellas por iniciativa del gabinete ministerial o de 1la
administracién técnica federales que se han identificado como los
principales interesados ("departamento  piloto")'®. Tal
identificacidén ha resultado mas facil por el hecho de que, desde
1989, casi todos 1los departamentos ministeriales federales
disponen de un coordinador europeo encargado del control de la
ejecucidn del derecho comunitario que interese al
departamento'™, Tal es en particular el <caso de los
departamentos de Asuntos econémicos, de Agricultura, del Empleo
y del Trabajo, de la sanidad piblica, de Finanzas y del Entorno.
En caso de dificultad le corresponde identificar el departamento-
piloto a la coordinacién europea organizada por la Direccién de

120 Supra, ne¢ 35.

121 Supra, nel0 y s.

12 Acerca de este tema ver Craenen, "Belgie en het
buitenland..." op. cit. n® 93-94, pp. 86 y 87.

123 Y. Lejeune, "Rapport belge", en Comparaison des
procédures administratives nationales..., op. cit._Dp.
45,

124 A ese respecto y acerca de las medidas especificas que
se han tomadoe para proceder, durante el afio 1992, a la
ejecucidédn de las directivas que interesan al mercado
tinico europeo, ver Y. Devuyst, "De omzetting van EG-
richtlijnen in de Belgische rechtsorde en de
europeanisering van der Belgisch politiek", res
publica, 1993, pp. 44 y s., y Y. Lejeune, "Rapport

belge", _en Comparaison des procédures administratives
nationales..., op. cit. pp. 21 y 29 ¥y s.
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asuntos europeos del Ministerio de Asuntos Exteriores.'?

50. Los mecanismos de concertacién, prescritos (nicamente en los
campos de competencia "mixta", no son suficientes de todas
formas. Convendria, aungue solc sea para restaurar ena especie
de credibilidad europea muchas veces disminuida, de ocuparse, en
caso hecesario, de la inercia de las autoridades regionales o
comunitarias'®,

Esa es la obra de la Constitucidn revisada el 5 de mayc de 1593,
completada en ese punto por la ley especial del 5 de mayo de 1993
sobre las relaciones internacionales de las Comunidades y las
Regiones. Los articulos 169 nuevo de la Constitucién y 16, & 3,
nuevo de la ley especial de reformas institucionales organizan
un mecanismo de sustitucién que le permite a la autoridad federal
adoptar en lugar de las autoridades regionales o comunitarias que
fallan las medidas de ejecucién gue recurren a las reglas de
derecho "internaciocnal o supranacional®. Este mecanismo, de
alcance esencialmente disuasivo respecto a las colectiviodades
que se sabe que estdn celosas de su autonomia, no es especifico
de la realizacidn del derecho comunitario. No obstante encontraré
en &l su principal campo de intervencién'¥,

En efecto, la sustitucién sélo se permite mediante una doble
condicidén:

a) es preciso gue el Estado belga haya sido condenado por una
jurisdicecidn "internacional o supranacional" por el hecho de la
violacién de una de una obligacidén internacional imputable al
incumplimiento de una Comunidad ¢ de una Regibn;

123 Y. Lejeune, "Rapport belge", en Comparaison _des

procédures administratives nationales..., op. cit. p,
30.

126 Ver concretamente el informe hecho en nombre del

comité de opinidn encargado de las cuestiones europeas
de la Camara acerca de la aplicacidén por parte de
Bélgica del derecho de las Comunidades europeas, hecho
por M. De Gucht, Doc. parl., Camara, ses. 1985-1986,
ne S00-III (EUR)/1, pp. 78 y s. Adde Y. Lejeune, Les
relations extérieures des Communautés et des Régions,
II, cahiers constititionnels, 1986/3-4, t. II y del
mismo autor, "Rapport belge", in Comparaison des

procédures administratives nationales..., op. cit,.
pp. 44-45.

17 Salvo gue se comprendan ampliamente los términos
"jurisdiccidn internacional o supranacional"
utilizados por la ley, apenas se concibe el efecto que
el mecanismo de sustitucidn pueda ser puesto en marcha
después de un arbitraje internacional o de la decisién
de un panel del GATT. No obstante, ver, en sentico
contrario, F. Ingelaere, op. cit. in T.B.P., 1993, p.
816.

-
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b) es preciso que la Comunidad o la regidn afectada haya sido
intimada a ejecutar sus obligaciones y que se haya asociado al
conjunto del procedimiento de regulacién de la diferencia,
comprendido ante la jurisdiccién internacional'® ',

Cconclusicnes

51. Del inventario que acabamos de hacer de las instituciones y
procedinmientos que "acercan" a las Comunidades y a las Regiones
de la Unién europea apenas se desprenden conclusiones acerca del
sentido futuro de la integracidn europea ni acerca del principio
de subsidiaridad por el cual las colectividades federadas han
intentado prevenir cualquier avocacién imperialista de sus
competencias por parte de las instituciones de la Unién.

Las ensefianzas de las reformas de 1993 parecen, mirédndoloe bien,
mé&s nacionales que comunitarias. El Constituyente y el legislador
han aprovechado plenamente las oportunidades que les ha ofrecido
el Tratado sobre la Unién europea y han abierto a las autoridades
comunitarias y regionales, en todos los campos de su competencia,
las puertas de la Unién. Han multiplicado las ocasiones de una
expresién autdénoma de sus preocupaciones, de un interés directo
por la decisién, de una responsabilidad real europea. Y tratando
de mantener alguna coherencia en 1la postura nacional, han
intentado, por medioc de una obra de compromiso a la que hace
tiempo est&n acostumbrados, poner para el Estado belga las bases
de una nueva perennidad.

Les corresponde a las Comunidades y a las Regiones, en un
espiritu de lealtad federal, dar cuerpo a las reformas
emprendidas. La experiencia, unédnimamente saluidada, de la Gltima
presidencia belga sb&lc puede constituir a este respecto un
precioso estimulo.

128 Las autoridades comunitarias o regionales afectadas
deben, en el &mbito del derecho comunitario, estar
informadas y asociadas a la regulacién de 1la
diferencia desde el momente de la comunicacidén por
parte de la Comisidn de la opinién motivada de la que
se trata en el articulo 169, apartado 12, del Tratado.

129 Para m&s detalles ver M. Struys, "La mise en oeuvre
des obligations découlant du droit européen" in lLa
Belgigue Federale, op, cit., cap. IX, ne 50 y s. La
cuestién de saber si el mecanismo de sustitucién
previsto por el articulo 169 puede aplicarse a 1los
incumplimientos imputables a la Comisién comunitaria
comin de Bruselas-capital estd en particular, por
razones formales, resuelta por 1la negativa (G.
Craenen, "Belgle en het buitenland...". op.cit. p. 73,

n2 40 y F. Ingelaere, op. cit. in T.B.P., 1993, p.
817) .
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